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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes y Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; las Ministras de Planificación, señora Paula Quintana Meléndez, y del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Serrano Madrid, y el Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Marcelo Tokman Ramos.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:7, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 93ª y 1ª, ambas ordinarias, en 10 y 11 de marzo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje


De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que inicia un proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de chilenos en el extranjero, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 6.418-07). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.
Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha aprobado las enmiendas del Senado al proyecto de ley sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (boletín N° 5.407-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 4.901-08). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Cuatro del señor Ministro del Interior:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Ominami, referido a los hechos delictivos que afectan a la comuna de Olmué y a la necesidad de contar con mayor presencia policial en la zona.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, respecto del proceso de selección de las comunas en que se implementa el Plan Cuadrante.



Con el tercero responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Horvath, acerca de la posibilidad de aplicar un plan de emergencia para la comuna de Chile Chico, que permita a sus habitantes contar con alternativas laborales y productivas durante el tiempo en que el bajo precio de la plata impida a la Minera Cerro Bayo continuar sus operaciones extractivas.



Con el cuarto contesta un oficio expedido en nombre de los Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez, relativo a una moción de su autoría que tiene por objeto ampliar el período de funcionamiento de las Juntas Inscriptoras, declarada inadmisible por contener materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional, con los que contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable señor Navarro, respecto de problemas que han afectado a quienes prestan servicios de camiones en el puerto de Iquique y en la ZOFRI, y de la jornada laboral y remuneraciones de funcionarios de Carabineros y de la Policía de Investigaciones.



Del señor Ministro de Obras Públicas, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido a la pavimentación de la avenida Arturo Pérez Canto, ubicada en Curacautín.



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, sobre la contaminación de las aguas en localidad de Repollal, comuna de Las Guaitecas.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el subsidio al empleo, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 6.393-05). (Véase en los Anexos, documento 3).


--De conformidad con lo acordado por los Comités, queda para la tabla de Fácil Despacho de esta sesión.


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 5.724-26). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Queda para tabla.
Moción


De los Senadores señores Espina, García, Horvath, Larraín y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que fortalece la persecución penal de los atentados y amenazas contra fiscales del Ministerio Público y defensores penales (boletín N° 6.417-07). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.
Comunicaciones


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la que informa que ha elegido como su Presidente al Honorable señor Espina.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la cual comunica que ha elegido como su Presidente al Senador señor Núñez.



--Se toma conocimiento.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)---------------(

El señor ESPINA.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESPINA.-Señor Presidente,  la Comisión de Constitución acordó solicitar  la autorización de la Sala para discutir en general y en particular el proyecto que crea la Defensoría de las Personas.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se concederá la autorización.




--Así de acuerda.

)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ha llegado en este momento a la Mesa una solicitud de la Comisión de Trabajo y Previsión Social mediante la  cual pide abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el 30 de marzo, a las 12, al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, resguardando el derecho a la igualdad en las remuneraciones.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se otorgará el nuevo plazo.



--Así se acuerda.












V. FÁCIL DESPACHO

CREACIÓN DE SUBSIDIO AL EMPLEO

El señor NOVOA (Presidente).-  Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el subsidio al empleo, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.









--Los antecedentes sobre el proyecto (6393-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 2ª, en 17 de marzo de 2009.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 4ª, en 18 de marzo de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es crear un subsidio al empleo de tipo juvenil, porque es para los trabajadores que tengan entre 18 y 24 años de edad, que pertenezcan al 40 por ciento de las familias más vulnerables y que sus remuneraciones brutas mensuales sean inferiores a 360 mil pesos.



El subsidio estará constituido por dos componentes, a saber, un pago al joven trabajador y un pago al empleador, para incentivar la contratación.



La Comisión aprobó el proyecto en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Escalona, García, Ominami y Sabag.



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó por unanimidad los artículos 1º, 2º, 3º, 6º, 8º, 9º, 12 a 15 permanentes, y 1º, 2º, 6º, 8º, y 9º transitorios.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobados.



--Así se acuerda.
El señor ESPINA.- No tenemos el texto, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Debo hacer presente a los señores Senadores que el informe está siendo entregado en su versión impresa. Pero en las pantallas de sus computadores aparecen el informe y el texto comparado.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los artículos 4º, 5°, 7°, 10 y 11 permanentes y 3°, 4°, 5° y 7° transitorios fueron objeto de modificaciones. Las introducidas a los artículos 7° permanente y 5° transitorio fueron acordadas por mayoría.



Cabe señalar que el Ejecutivo ha presentado indicación para reponer dos normas de la iniciativa.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, quedarán aprobadas las modificaciones acordadas en forma unánime por la Comisión de Hacienda.



--Se aprueban.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Sala debe pronunciarse sobre las enmiendas acogidas por mayoría de votos.



La primera de ellas dice relación con el artículo 7°, en cuyo inciso primero la Comisión de Hacienda propone eliminar la frase “y que haya sido acreditada de conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129”.



Tal proposición corresponde a la indicación número 9, que fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores García y Sabag y el voto en contra del Honorable señor Escalona.



Por su parte, el Ejecutivo ha presentado indicación para agregar, precisamente, la misma frase que la Comisión eliminó.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión la indicación del Ejecutivo.



Ofrezco la palabra.


Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, al término de la sesión de la Comisión de Hacienda en la mañana de hoy, y luego de haber despachado este proyecto, convinimos con el señor Ministro de Hacienda y la señora Ministra del Trabajo que, para ampliar el subsidio más allá de los 25 años de edad, se mantuviera el requisito de cursar estudios en una institución de educación superior del Estado o reconocida por este y que haya sido acreditada en conformidad a la ley. 



Lo anterior, en atención a los antecedentes entregados por el Ministerio de Educación, según los cuales prácticamente la totalidad de los centros de formación técnica se encuentran en proceso de acreditación por parte del Estado, y a que uno de los artículos transitorios de la iniciativa establece que la norma que extiende el beneficio después de los 25 años (previa comprobación -repito- de haberse cursado estudios en una institución de educación superior del Estado o reconocida por este y que se encuentre debidamente acreditada) entrará en vigor cinco años después de promulgada la ley.



En consecuencia, existiendo un plazo para que los centros de formación técnica y, en general, las instituciones de educación superior acrediten sus carreras, y hallándose contemplado un período prudente de cinco años que les permitirá comprobar que cumplen con los requisitos de calidad exigidos, parece razonable supeditar el otorgamiento del subsidio a los jóvenes que continúen estudios, pero siempre que lo hagan en carreras debidamente acreditadas, de tal manera que esos años de aprendizaje y capacitación les sean de verdadera utilidad práctica en su desempeño laboral y no constituyan un engaño, como muchas veces ocurre cuando se realizan estudios en entidades que no se encuentran debidamente acreditadas.



Por tales razones, señor Presidente, los Senadores de la Alianza apoyaremos la indicación presentada por el Ejecutivo porque, aun cuando es contradictoria con lo resuelto por la Comisión, responde a la explicación que he señalado y al acuerdo a que llegamos con el Ministro de Hacienda y la Ministra del Trabajo.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la discusión general y particular a la vez de esta iniciativa nos ha impedido tomar nota de algunos aspectos que es importante subrayar.



En primer lugar, conviene resaltar que aquí estamos en presencia de un sistema permanente y no transitorio.



El proyecto en análisis puede ayudar a que el subsidio disminuya los fenómenos de cesantía que posiblemente sobrevengan en el país. Sin embargo, no es hijo de la crisis global, pues surgió del Comité Asesor Presidencial para la Equidad Social. Constituye una reflexión previa acerca de las situaciones que se han producido y tiene como propósito favorecer el empleo en el ámbito juvenil, que es donde se registran las mayores dificultades.



Claramente, a los jóvenes de nuestro país se les presentan bastantes más obstáculos para encontrar trabajo que a los adultos. Las cifras, lamentablemente, lo indican de manera dramática y, en algún sentido, por qué no decirlo, triste. Entre los jóvenes de 15 y 24 años la tasa de desempleo alcanza al 34,7 por ciento. 



En consecuencia, el proyecto tiene que ver con un esfuerzo país mucho más amplio que los que se harán en relación con la crisis que estamos viviendo. Se trata de extender la protección social al ámbito del mercado laboral. Desde ese punto de vista, la iniciativa ha contado con el apoyo unánime tanto de la Cámara de Diputados como de la Comisión de Hacienda del Senado.



En segundo lugar, señor Presidente, quisiera dejar establecido, para la historia fidedigna de la ley y para el debate público relacionado con los temas de empleo, que en el referido órgano técnico manifesté que, con todos los méritos que exhibe el proyecto en materia de ocupación juvenil, presenta una dificultad en aquellas zonas donde el empleo femenino ha crecido más masiva e intensamente. Es el caso de la Décima Región de Los Lagos, de la Undécima y, por qué no decirlo, también de la Duodécima, donde los inconvenientes de la crisis global y los problemas locales de la salmonicultura y la mitilicultura generarán una situación preocupante, debido a la cual tendremos, posiblemente, a muchas mujeres jefas de hogar sin trabajo.



Frente a ello, solicitamos un esfuerzo especial al Ejecutivo, asumido por el Ministro de Hacienda y por la Ministra del Trabajo, con el propósito de establecer mecanismos nuevos que permitan enfrentar las consecuencias del desempleo femenino.



Probablemente, en crisis anteriores este problema no tuvo la misma dimensión que se observa hoy, pero en las mencionadas Regiones se ha vivido en el último tiempo una incorporación masiva de la mujer al mundo laboral que exige generar instrumentos que aborden el tema con especial prioridad y preocupación, dado que la crisis global generará una dificultad muy especial en dicho ámbito.



Finalmente, debo manifestar que en la Comisión surgieron criterios diferentes en cuanto a si los institutos de formación superior a los cuales accederán los jóvenes que postulen al subsidio deben o no estar acreditados de acuerdo con la ley N° 20.129, denominada precisamente “Ley de Acreditación”, con el objeto de mejorar la calidad de la educación. 



Por eso, me alegra la intervención del Senador señor García, que permite resolver la diferencia de opiniones registrada en aquel órgano y aprobar la indicación formulada por el Ejecutivo, evitando, de ese modo, la formación de una eventual Comisión Mixta.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la indicación.

El señor LARRAÍN.- Votemos, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, en votación.



--(Durante el fundamento de voto).
El señor NOVOA (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Seré muy breve, señor Presidente. 



Solo deseo señalar que en la Comisión yo voté por eliminar la frase que ahora se pretende reponer. Sin embargo, en el debate habido en la Comisión quedó claro que estamos frente a un subsidio permanente y que para la acreditación existirá un plazo de cinco años.



Por lo tanto, al ser permanente y estar resguardado por un plazo más que suficiente, me parece adecuada la indicación del Ejecutivo, la que, por supuesto, aprobaremos con el fin de despachar la iniciativa lo antes posible.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, como se ha dicho aquí, este proyecto no es producto de la actual crisis.



Sin embargo, a nuestro juicio, se trata de una herramienta eficiente para colaborar con un sector de la economía nacional en donde la cesantía afecta con mayor dureza en períodos comunes y corrientes, y más, como expresó el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, en épocas de crisis.



La idea matriz es crear un subsidio al empleo que incentive la contratación de trabajadores jóvenes de entre 18 y 24 años que pertenezcan al 40 por ciento de las familias más vulnerables y cuya renta anual bruta sea menor a 4 millones 320 mil pesos; que mejore sus remuneraciones, y que fomente su participación en la fuerza laboral.



De acuerdo al mensaje, la iniciativa legal en discusión se fundamenta en la importancia del trabajo formal, que permite a los jóvenes insertarse en la sociedad en forma productiva, recibir una remuneración, acceder a las instituciones del sistema de protección social (seguro de salud, seguro contra accidentes del trabajo, seguro de cesantía y ahorro para la vejez), seguir aumentando su capital humano mediante la experiencia laboral y la capacitación, y, en definitiva, acceder a una mejor calidad de vida.



Por otro lado, el proyecto de ley se fundamenta en que la tasa de participación laboral de los jóvenes del quintil más pobre del país es 60 por ciento inferior a la del quintil más rico, manteniéndose fuera de la fuerza laboral, sin trabajo, o bien en el círculo de la informalidad.



Además, debido a su baja capacitación, los salarios de los jóvenes de familias más vulnerables son menores a los de familias de mayores ingresos, lo cual desincentiva la búsqueda de fuentes de trabajo formal.



En sus artículos 1º a 6º, la iniciativa se refiere a la creación de un subsidio al empleo que beneficiará a los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo, a sus empleadores y también a los trabajadores independientes.



Las características del subsidio son las siguientes: no se considerará ingreso constitutivo de renta para efectos tributarios del trabajador; se estimará como menor costo de contratación para el empleador que lo obtenga, y no será imponible ni estará afecto a descuento alguno. Lo anterior resulta relevante a la luz de lo que se ha discutido en la Sala, porque a veces estos descuentos y condiciones tributarias hacen imposible el beneficio o generan una rebaja considerable.



Por último, los requisitos para que un trabajador acceda al subsidio son: tener más de 18 y menos de 25 años; integrar un grupo familiar perteneciente al 40 por ciento más pobre de Chile, y recibir una renta bruta anual  inferior a 4 millones 320 mil pesos.



Por las razones expuestas, señor Presidente, nosotros vamos a apoyar la iniciativa, porque creemos que puede constituir una palanca importante para ayudar a un sector del país que generalmente enfrenta condiciones de trabajo peores que el resto, las cuales, por supuesto, se agravarán durante la crisis que estamos viviendo.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, voy a votar a favor de la normativa en general.



Eso sí, tengo una duda respecto a la indicación del Ejecutivo.



Según entiendo, los alumnos de instituciones que no se acrediten en los próximos tres años no van a tener derecho al subsidio. Ese es el plazo que se está planteando.



Yo me pregunto: ¿cuántos años demora un establecimiento en acreditarse? ¿Cuántos alumnos están en primer o segundo año en una institución que quizás se demore un poco más de tiempo en acreditarse?



Comprendo perfectamente que se quiera generar incentivos para que los trabajadores tiendan a estudiar en centros reconocidos y acreditados a plenitud. Pero el beneficio no tiene que ver con las instituciones, sino con los jóvenes.



Si no me equivoco, esa fue la cuestión sobre la cual giró el debate en la Comisión.



Aquí hay como dos bienes que se quiere proteger.



La Agencia de Calidad, cuya ley se está tramitando ahora, va a generar los mecanismos para que las instituciones que no cumplan ciertas normas no puedan funcionar a futuro. Va a haber un plazo. Y ahí se tendrá que ver si se refiere a todo tipo de establecimientos de educación superior. Pero, mientras tanto, la ley permite que funcionen.



Yo no sé si acá estamos discriminando en particular a algunos alumnos. Tengo mis dudas acerca de este punto, no en el resto de las normas. Por eso, no estoy seguro de si los tres años planteados serán suficientes. Me imagino que este tema se lo debería consultar, más que a la Ministra del Trabajo, al Ministro de Hacienda.



Aquí se ha planteado un criterio que, por lo menos desde la perspectiva de la Comisión de Educación, no permite aclarar si los tres años son suficientes para que los establecimientos no acreditados cumplan con el requisito.



Por eso, señor Presidente, con su venia, me gustaría que contestara mi inquietud la Ministra del Trabajo, si tuviera la información, o bien el Ministro de Hacienda. Porque estamos ante una normativa de carácter permanente y debemos estar seguros de cuáles serán sus efectos, especialmente respecto de quienes estaban cursando carreras en las tres o cuatro instituciones que perdieron su acreditación. 



Sabemos que el proceso para su otorgamiento no es automático ni de un año para otro. Por ende, no sé si tres años sean suficientes para no perjudicar a los jóvenes, que es lo que nos interesa.

El señor NOVOA (Presidente).- Por desgracia, estamos en votación, Su Señoría, de manera que el señor Ministro no podrá responderle, sin perjuicio de que puede hacerlo privadamente o de que algún señor Senador nos ilustre sobre el punto en su fundamentación de voto.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, este es un gran tema país. Por eso, en el día de ayer tanto la Mesa como todos los Comités acordaron abordarlo en esta sesión, de modo de despacharlo a la mayor brevedad, ojalá en esta oportunidad. Porque, claramente, el empleo juvenil y su calidad son una preocupación actual, lo mismo que el orden económico nacional, qué va a pasar con Chile.



Esta iniciativa es muy anterior a la crisis económica, de la que probablemente nuestro país no esté ajeno durante este año, tan complejo para el mundo. Más bien tiene su origen en el desempleo juvenil que se registraba hace un tiempo, bastante más elevado que el que se observa ahora, pero igual resuelve en parte dicha crisis, pues son cientos los jóvenes sin una posibilidad de empleo.



Por lo tanto, sentimos que este proyecto reviste una enorme importancia para los trabajadores, mujeres y hombres, de 18 a 25 años.



Con todo, señor Presidente, tengo una duda que no quiero dejar pasar y que ya planteé esta mañana en la Comisión de Hacienda.



Magallanes cuenta con el decreto ley Nº 889, instrumento que le permite mostrar sus actuales tasas de desempleo -situadas, por fortuna, bastante por debajo de las de muchas otras regiones del país-, precisamente porque se trata de un mecanismo que posibilita crear más fuentes laborales e incentiva la contratación de mano de obra.



Ese decreto ya no es una excepción: se agrega en cada Ley de Presupuestos, pero, por lo mismo, muere todos los años y se hace necesario revivirlo. Y es lo que hemos venido haciendo con el Senador señor Muñoz Aburto en este último tiempo: volver a colocar dicho instrumento tan importante para Magallanes, el que, como muy bien dijo el Ministro de Hacienda en la mañana, revive como el ave fénix.



Señor Presidente, este aporte a la mano de obra juvenil se topa, en alguna medida, con el mecanismo del que hoy dispone la Región de Magallanes. Me explicaba el señor Ministro que quienes perciben la bonificación contemplada en el decreto ley N° 889 no pueden postular a este otro beneficio. Es uno o el otro.



Esperamos que la iniciativa en análisis resuelva en parte la situación de cesantía que afecta al grupo de jóvenes, mujeres y hombres, de hasta 25 años, y que puedan, por esta vía, conseguir un empleo. Pero, al mismo tiempo, que no vaya a servir de excusa para quitarle a la Región de Magallanes un instrumento legal que le ha permitido mantener, desde hace una buena cantidad de años, una cifra controlada de desempleo.



Vamos a votar favorablemente el proyecto. Y reiteramos la disposición de la Mesa y de los Comités políticos para acelerar su tramitación, cosa que estamos haciendo desde ayer. Asimismo, destacamos el hecho de que la Comisión de Hacienda, presidida por el Senador señor Escalona, haya evacuado con celeridad su informe, lo que nos permite estar hoy día debatiendo esta materia.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se prorrogará el tiempo correspondiente a Fácil Despacho con el objeto de poder terminar la tramitación de la iniciativa.



Acordado.


Y en lo concerniente a la inquietud planteada por el Senador señor Letelier, a continuación de esta norma se va a poner en discusión una indicación del Ejecutivo al artículo 5° transitorio que repone, precisamente, lo relacionado con la no exigibilidad de acreditación durante los tres primeros años. 



En ese momento, los Ministros presentes en la Sala tendrán la posibilidad de ilustrar a Su Señoría respecto de su inquietud.



Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- En primer lugar, desde esta tribuna entrego mi saludo al señor Ministro de Hacienda por el drama que le tocó vivir y que compartimos con él. Felizmente, al final las circunstancias nos brindaron alegría, porque se superó de manera adecuada aquel problema tan profundo que hizo vibrar a todo Chile.



No fui a darle un abrazo porque presentí que ya sus omóplatos estaban demasiado maltratados. Los recibió en abundancia y, por eso, me privé de aquello.



Señor Presidente, con relación a la iniciativa que nos convoca, sin ninguna duda apunta en la dirección correcta. 



Mi intervención tiene por objeto tan solo expresar la siguiente inquietud. 



Evidentemente, este proyecto está orientado a incrementar el empleo -sobre todo en un tramo etario donde se ha hecho muy sensible la falta de oportunidades de trabajo-, pero me preocupa que este instrumento sea mal utilizado por algunos, esto es, con el objeto de reemplazar trabajadores.



En tal sentido, todo este esfuerzo que hace el Estado chileno se vería neutralizado por una mala práctica.



Por lo tanto, pregunto si se ha tenido en cuenta -como creo que así es- este aspecto; cómo se podría evitar que ocurriera lo que he señalado; si se han consultado normas sobre el particular; si existirán mecanismos de sanción en caso de detectarse una anomalía de esta índole, etcétera.



Solicito a algún señor Senador que haya participado en todo el proceso de discusión del proyecto que me lo pudiera aclarar, si fuera tan amable.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Estimo como un signo de buen augurio para esta Mesa el hecho de que el comienzo de la intervención del Honorable señor Ávila nos haya interpretado absolutamente a todos en esta Sala.



Quiero hacerle presente al señor Ministro de Hacienda que estamos todos muy contentos de tenerlo acá.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda los 768 mil jóvenes potenciales beneficiarios de este proyecto de ley recibirán una buena noticia. Y anuncio desde ya mi voto a favor de la iniciativa.



En definitiva, lo principal es tener empleo permanente, aumentar la ocupación, e incentivar la contratación de trabajadores jóvenes,  especialmente en la micro, pequeña y mediana empresas. 



En ese sentido, se posibilitarán muchos empleos de carácter familiar. En efecto, mirado desde esa perspectiva, se compartirá el esfuerzo económico, pues se podrá contratar a un joven que hoy está en la esquina -sin estudiar, sin trabajar- por una remuneración subsidiada. 



El inciso quinto del artículo 11 establece -aprovecho la presencia de la Ministra de MIDEPLAN para plantearlo- que el subsidio al empleo se extinguirá cuando el joven cumpla 21 años de edad, si a esa fecha no hubiere obtenido la licencia de enseñanza media. Es decir, hay un incentivo focalizado para poder incentivar a que ese joven no deje sus estudios y termine su educación media. 



Sin embargo, si con posterioridad a dicha edad, el trabajador obtuviere licencia de educación media, podrá recuperar el beneficio. Por lo tanto, el empleador lo puede recontratar si lo ha despedido.



El requisito de enseñanza media, en particular para el 40 por ciento más vulnerable de la población, se topa con una inquietud que muchos parlamentarios hemos recogido reiteradamente de parte de ese sector. 



Cuando aprobamos la obligatoriedad de la enseñanza media como una responsabilidad del Estado, lo hicimos en el convencimiento de que la gente obtendría mayores ingresos. Pero el correlato inmediato de ello fue el aumento del puntaje en la Ficha de Protección Social. 



Entonces, quienes hicieron el esfuerzo de estudiar vieron disminuidas sus posibilidades, por ejemplo, de obtener el subsidio para la vivienda. Y nos lo han representado. Cuando piden explicaciones de por qué tienen tanto puntaje, en circunstancias de que son pobres, no poseen casa y no reúnen ninguna condición que los favorezca, se les señala que se debe a que cuentan con enseñanza media completa. O sea, se ha vuelto un handicap, un punto en contra.



Deseo pedirle a la señora Ministra de MIDEPLAN que se estudie esta situación, porque sé que hay sensibilidad para aquello. Si insisto en el tema se debe a que me han dicho: “Ustedes hicieron una ley que al final nos perjudicó, porque la licencia de enseñanza media ha significado que ahora tengamos más puntaje en la Ficha de Protección Social”.



Creo que eso debiera corregirse. 



Me gustaría que la señora Ministra explicara por qué en algunos casos ha implicado que suba el puntaje.



Por otra parte, también participo de lo planteado por el Senador Ávila. 



El artículo 13 sanciona a los empleadores que hagan mal uso o abusen de este subsidio, con las penas contempladas en el artículo 467 del Código Penal: con presidio menor en sus grados medio a máximo, presidio menor en su grado medio y presidio menor en su grado mínimo, y multa en cada una de las alternativas. 



Por lo tanto, deben tener mucho cuidado aquellos que inventen trabajadores o remuneraciones o aquellos contadores que se presten para estas situaciones.



Por lo tanto, para hacer realidad este subsidio deberá haber buena voluntad de parte de los pequeños empleadores.



Además, deseo hacer notar que, si bien él es importante,  el monto puede ser considerado relativo. 



El subsidio a que tendrá derecho un trabajador será de un máximo de 32 mil pesos y el correspondiente al empleador alcanzará un máximo de 16 mil. Ojalá los montos fijados signifiquen un estímulo para la contratación. 



¡Eso está por verse! 



Se va a necesitar un período de prueba. No sé si hubo un estudio que permitiera saber si los 16 mil pesos de subsidio directo constituirán un estímulo para quienes están en condiciones de emplear; lo mismo que los 32 mil pesos en el caso de los trabajadores. Aspiramos a que así sea. 



Asimismo, es preciso que los otros instrumentos destinados a impulsar el empleo -sea a través del SENCE o de otras instituciones del Estado- se coordinen con este beneficio, de manera de profundizar el incentivo a la contratación de mano de obra de los jóvenes, que siguen siendo los más vulnerables dentro del sistema.



Voto a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, es indudable que este proyecto se encuentra dirigido hacia los sectores más vulnerables.



Lo ya indicado por el Senador señor Bianchi me ahorra mucho de lo que iba a señalar en mi fundamentación de voto, pero quiero referirme a la prevención hecha por el Honorable señor Ávila. 



A mi juicio, acá deben funcionar los organismos de control y de fiscalización para evitar el reemplazo de algunos trabajadores fruto de la tentación de este subsidio al empleo. Y no basta lo señalado por el Senador Navarro sobre el establecimiento de penas, o sanciones, para los empleadores que desarrollen esa conducta, porque ya ha sucedido en ocasiones anteriores. 



Hace unos años, cuando se estableció un incentivo a través del SENCE para minimizar el desempleo, el cual entregaba por la contratación de cada trabajador el 40 por ciento de su sueldo durante seis meses y se pagaba por una vez 50 mil pesos al empleador, como una forma de capacitar a esa persona para ingresar al mercado laboral, pudimos comprobar en la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados el despido por parte de una serie de empresas a lo largo y ancho del país de 20 ó 30 trabajadores y, luego, la posterior contratación de seis, por seis meses, en reemplazo de aquellos. 



Entonces, con la finalidad de impedir que ese tipo de irregularidades pueda cometerse a propósito de este proyecto, solicito -al igual que el Senador señor Ávila- que tal circunstancia se tenga muy en cuenta por los organismos de fiscalización y de control para evitar su ocurrencia, pues lamentablemente desprestigiarían y deslegitimarían esta iniciativa que tiene el noble objetivo de terminar con el desempleo juvenil. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami. 

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, voy a votar favorablemente, tal como lo hice en la Comisión de Hacienda. 



Además, debo precisar que comparto lo señalado aquí en el sentido de que se debe ser particularmente riguroso en materia de fiscalización, a fin de precaver desnaturalizaciones en el uso del referido instrumento. 



Por otro lado, quiero insistir en una dimensión que planteé en dicho organismo técnico. 



Estamos en presencia de un proyecto multipropósito que busca asegurar estabilidad en el empleo de los jóvenes; mejorar la remuneración obtenida por los jóvenes en su trabajo, y, también, incentivar el empleo juvenil, respecto del cual todos sabemos que se trata de un punto particularmente crítico, por la alta tasa de desempleo juvenil: sobre 20 por ciento. 



En ese sentido, encuentro que la iniciativa que nos ocupa puede cumplir mejor el objetivo de formalizar el empleo de los jóvenes ya contratados, de mejorar sus remuneraciones, pero no satisface muy bien el propósito de crear empleo juvenil, que es la cuestión más de fondo. 



A mi juicio, la crisis que estamos enfrentando va para largo, no tendrá una resolución en el corto plazo. Hoy día todavía existe gran incertidumbre en el mundo sobre cómo encarar la situación. Lo lógico sería prepararse para un extenso período de inseguridad, donde van a disminuir las inversiones extranjeras, a mantenerse bajo los precios de nuestros productos de exportación, acompañados de una menor demanda. 



Desde ese punto de vista, el gran problema que se plantea para un país como el nuestro es cómo incentivar la creación de nuevos empleos, particularmente para los jóvenes. 



Se dijo en la Comisión que el instrumento propuesto fue tomado de la experiencia de algunos países desarrollados, como Inglaterra, Estados Unidos, Irlanda. Sin embargo, en esas naciones también existen interesantes casos en materia de transformación de necesidades sociales en puestos de trabajo. 



Yo participo mucho de eso, sobre todo lo que tiene que ver con adultos mayores, con seguridad ciudadana, pues se trata de necesidades sociales fuertemente sentidas por la comunidad, que hasta hoy día no han logrado ser satisfechas por los cuerpos oficiales del Estado. 



Creo que ahí existe opción para generar nuevas fuentes de trabajo. 



Visualizo perfectamente bien a centenares de jóvenes trabajando con adultos mayores, ya sea facilitándoles su concurrencia a consultas médicas o ayudándolos a desplazarse en el invierno. Además, ellos pueden realizar monitoreos medioambientales, o participar en sistemas de prevención junto a Carabineros sobre seguridad ciudadana. 



Entonces, a partir de la existencia de necesidades sociales, es posible, con los instrumentos adecuados, transformarlas en puestos de trabajo. 



Lo que hemos visto durante estos meses es la destrucción de las fuentes de empleo más tradicionales, y, con toda seguridad, ella va a continuar mientras la crisis no se estabilice. 



Por lo tanto, es preciso trabajar también en la dimensión relativa a la creación de ocupaciones laborales, de transformación de necesidades sociales en puestos de trabajo. Desde ese punto de vista, me parece que, junto al tipo de instrumentos propuestos, se debe pensar en otros que apunten en la dirección descrita. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la indicación del Ejecutivo al artículo 7° (28 votos a favor).


Votaron los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre el artículo 5° transitorio, respecto del cual la Comisión de Hacienda propone suprimir la frase que se encuentra a continuación del punto seguido, que señala: “Durante los tres primeros años de vigencia del mencionado artículo no será exigible que las instituciones de educación superior se encuentren acreditadas en conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129.”.



Dicha norma el señor Presidente deberá ponerla en discusión y, luego, someterla a votación, porque fue aprobada solo por mayoría (con los votos a favor de los Senadores señores García, Ominami y Sabag, y en contra del Honorable señor Escalona). 



El Ejecutivo hizo llegar a la Mesa una indicación respecto del citado artículo, la cual propone agregar en su inciso primero la misma oración -no le daré lectura- que la Comisión de Hacienda sugirió suprimir. 

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión. 



En todo caso, creo que se debe acoger lo propuesto por el Gobierno como consecuencia de haber aprobado la indicación anterior. 



El señor Ministro de Hacienda está pidiendo la palabra, y me parece conveniente que intervenga para aclarar algunas dudas y responder ciertas inquietudes que se han presentado, ya que en nuestro afán por despachar con prontitud el proyecto -a objeto de que pase a tercer trámite y así pueda entrar a regir antes de fin de mes- habíamos omitido su análisis en general. 



Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, antes de entrar en materia, quiero aprovechar la oportunidad para agradecer los saludos y buenos deseos de muchos Senadores y Senadoras -aunque no hay ninguna presente en este momento- respecto de la situación bastante difícil que nos afectó, la cual se solucionó muy bien, por lo que agradecimos el cariño de tanta gente. 



Así es que gracias a todos quienes nos apoyaron. 



Retomando la materia en debate, quiero responder concretamente varias inquietudes sobre el asunto de la acreditación de los centros de formación técnica y de las granjerías especiales que se otorgan en el proyecto de ley a quienes estén estudiando.



¿Cuál es la idea detrás de ello? Que el sistema que se propone no constituya un desincentivo para educarse y, por otra parte, que si alguien lo hace, no pierda los beneficios que podría recibir.



Con tal fin, la iniciativa establece que a los trabajadores que hayan estudiado se les ampliará el tope de edad para acceder al subsidio y, a los efectos de que este se aplique a una edad mayor, se agrega que deberán hacerlo en instituciones de educación acreditadas.



En la Comisión surgió la inquietud -plasmada en una indicación-, acerca de si esto era plausible en el caso de los centros de formación técnica, en especial.



Como sostuvo el Senador señor García al comienzo del debate, después de diversas conversaciones sobre la materia hemos diseñado un modus operandi que, a mi juicio, suscita acuerdo y es transversal.



¿Qué está en juego, señor Presidente?



Primero, en la actualidad existe un período de transición respecto a cuándo deberían estar acreditadas las instituciones donde los jóvenes estudien, con el fin de posponer la aplicación del beneficio. Y, en la práctica, si se suman los distintos plazos, estaríamos hablando de más de cinco años. De hecho, si la ley entrara a regir pronto, podría llegarse hasta cinco años y ocho meses.



Por lo tanto, respecto al primer punto consultado, cabe señalar que no se trata de tirar la línea en las instituciones de educación o en los centros de formación técnica ya acreditados; hay un proceso en marcha y está fijado un término.



En segundo lugar, el Honorable señor Letelier planteó -y también se discutió en la Comisión- si resulta razonable lo establecido acerca de la acreditación, dados los plazos, procedimientos y experiencia existentes en esta materia.



Al respecto quiero decir lo siguiente: los períodos de acreditación de una institución educacional involucran dos etapas; una autoevaluación, que tarda seis meses, y un análisis por una comisión especial -después de ingresar la solicitud pertinente al MINEDUC-, el cual, en la práctica, demora de cuatro a seis meses.



Por consiguiente, desde que una institución comienza su proceso de acreditación hasta que lo concluye puede transcurrir menos de un año. Y hablamos de una transición que se extiende más de cinco años y medio. De hecho, al examinarse lo ocurrido hasta hoy se constata que once institutos profesionales ya disponen de acreditación vigente y otros más la están tramitando, y que dieciocho centros de formación técnica cuentan con ella y dos están en proceso de hacerlo.



En consecuencia, considerando los plazos adicionales de casi seis años y la velocidad con que se ha venido otorgando la acreditación, parece bastante plausible pensar que se dispone del tiempo suficiente. En todo caso, para asegurarnos de que esto sea así -según lo conversado con los señores Senadores en la Comisión-, al cabo de dos años de la entrada en vigencia de la ley el Ejecutivo podría entregar un informe -tal vez a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, pues esta materia se analizó en la de Hacienda-, para evaluar la rapidez con que se han acreditado los centros de formación técnica, a efectos de averiguar si la transición de casi seis años es lo suficientemente extensa, con el fin de que no se cometan injusticias.



Señor Presidente, en lo concerniente a las cuestiones a las que se refirió con profusión el Senador señor Ávila, más que entrar al detalle de cada una de ellas, yo destacaría que en el proyecto se establece una serie de resguardos para evitar la ocurrencia de situaciones relacionadas con el mal uso, con el fraude, en fin, en la utilización de los recursos del sistema que se contempla.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, como usted dijo, esta norma es coherente con la que se votó recién. Se trata de reponer el plazo de acreditación que se otorga a las instituciones de educación superior, a efectos de que los jóvenes de entre 25 y 27 años de edad puedan hacer uso del subsidio al empleo.



Solo deseaba aclarar ese punto.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, la indicación será acogida con la misma votación anterior.



--Se aprueba la indicación del Ejecutivo al artículo 5° transitorio, con la misma votación anterior (28 votos a favor), y queda despachado el proyecto en este trámite.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra del Trabajo.

La señora SERRANO (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente,  en nombre del Gobierno, quiero señalar muy brevemente que es un agrado sentir que formamos parte de una causa nacional, que asumimos juntos la responsabilidad de hacer frente a dos cometidos al mismo tiempo, y que esto es posible.



Uno de ellos pretende resolver asuntos estructurales de nuestro sistema de protección social laboral. Porque, efectivamente, se trata de una iniciativa que viene para quedarse. No es una medida de emergencia, ni un bono, sino una manera de comprender nuestro mercado del trabajo y la situación diferenciada e inequitativa en la que se encuentran algunos segmentos de la población, en particular los jóvenes.



Cabe recordar que esta es una primera medida, que evaluaremos en el transcurso de algunos años, porque el deseo de la Presidenta de la República es proteger a todos los sectores que ganan poco y que enfrentan dificultades de inserción laboral.



Pero, al mismo tiempo, esta medida es particularmente oportuna en un año de crisis, cuando necesitamos aplicar soluciones extraordinarias a problemas extraordinarios. Y esta disposición se expresa al dar un empuje serio a la contratación de jóvenes y a su formalización en el mercado del trabajo, lo cual constituye una señal tanto para ellos como para los empleadores.



No puedo dejar de mencionar que la riqueza del debate habido en la Comisión permitió analizar otros puntos. Uno es el que acabamos de ver, que fue discutido en profundidad -aunque no es lo medular del proyecto de subsidio al empleo-, el cual tiene que ver con el sistema de acreditación y formación de competencias para generar capacidades en los trabajadores.



Adicionalmente, y con la misma seriedad, debo decir que se nos dio a conocer la realidad que enfrentan las mujeres trabajadoras jefas de hogar en un año como el que está en curso. Hemos tomado nota de ello como Gobierno, y examinaremos con mucha responsabilidad los argumentos que se nos entregaron en la Comisión, a fin de determinar qué noticia podemos dar al país sobre el particular en el momento oportuno.



Muchas gracias.

)----------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento, han llegado a la Mesa las siguientes comunicaciones:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de programas habitacionales estatales (boletín N° 5.784-14).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.
Comunicación



De la Comisión de Agricultura, por medio de la cual informa que ha elegido Presidente al Senador señor Naranjo.



--Se toma conocimiento.

)----------------(

VI. ORDEN DEL DÍA

Reconocimiento CONSTITUCIONAL a pueblos indígenas
El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión general del proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma a la Carta Fundamental, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.

Reconocimiento constitucional a pueblos indígenas
--Los antecedentes sobre el primer proyecto (5324-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero).

En primer trámite, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 91ª, en 3 de marzo de 2009.
--Los antecedentes sobre el segundo proyecto (5522-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En primer trámite, sesión 72ª, en 4 de diciembre de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 91ª, en 3 de marzo de 2009.


Discusión:


Sesiones 1ª y 2ª, en 11 y 17 de marzo de 2009 (queda pendiente su discusión general).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La discusión general del proyecto quedó pendiente en la sesión de ayer, y están inscritos para intervenir la señora Quintana, Ministra de Planificación, y los Senadores señores Arancibia, Vásquez y Chadwick.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora QUINTANA (Ministra de Planificación).- Señor Presidente, después de 18 años desde la primera iniciativa que presentara el Ejecutivo para el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas en Chile, nos encontramos ante la posibilidad real de avanzar en la aprobación de la idea de legislar. Y con tal fin, se ha realizado un trabajo tremendamente intenso en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.



Me tomaré unos minutos para referirme al marco de la política pública en el ámbito indígena implementado por el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, considerando en particular algunas opiniones vertidas en la sesión de ayer.



El 1º de abril del año pasado, la Primera Mandataria dio a conocer al país el plan de acción “Re-Conocer: Pacto Social por la Multiculturalidad”, en el cual se distinguen tres campos.



Por una parte, la ejecución de medidas orientadas a fortalecer el sistema de derechos indígenas y la institucionalidad política; por otra, el desarrollo integral de los pueblos indígenas, y, por último, el reconocimiento de la multiculturalidad y la diversidad.



En ese cuadro, hemos logrado ya significativos avances que deseo destacar.



Uno de ellos, que resulta fundamental, se inserta en el marco de la institucionalidad: la aprobación y promulgación del Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo, el cual nos proporciona un nuevo orden jurídico con respecto a los pueblos indígenas. Otro se refiere al trabajo realizado para lograr su reconocimiento constitucional, mediante el proyecto que ahora discute el Senado.



Además, deseo subrayar una serie de acciones que implican mejoramientos muy notables. Por ejemplo, la creación del Consejo Ministerial de Asuntos Indígenas; el establecimiento de 41 Unidades de Asuntos Indígenas en los Ministerios e Intendencias; la creación de mesas regionales indígenas; la identificación y gestión integrada de partidas presupuestarias, sobre lo cual cabe destacar que en la Ley de Presupuestos para el año 2009 se contemplan más de 80 mil millones de pesos para los Ministerios de Planificación, de Agricultura, de Educación y de Salud.



Asimismo, debo relevar el proceso de consulta a los pueblos indígenas, en el cual nos encontramos inmersos, en lo concerniente a dos iniciativas legales: una orientada a la representación de dichos pueblos en el Parlamento y otra destinada a recoger la opinión de las comunidades acerca de la constitución de un Consejo Nacional de los Pueblos Indígenas.



En el ámbito del desarrollo integral de los pueblos, nos comprometimos a entregar tierras a 115 comunidades, las cuales fueron priorizadas por el Consejo Nacional de la CONADI. El año pasado se benefició a 37 de ellas; en el 2009 se encuentran en etapa de gestión 45, y las restantes quedaron para el 2010.



En lo que respecta al desarrollo económico y productivo, cabe mencionar otros progresos sustanciales. Por ejemplo, un plan de inversión en caminos con el propósito de fortalecer la conectividad y la infraestructura rurales, el cual contempla el trazado de 3 mil kilómetros nuevos en áreas habitadas por comunidades indígenas. Además de ello, se impulsará el diseño de planes de agua y de electrificación rurales.



Me parece pertinente recalcar también la importante labor que desarrolla el Programa Orígenes. ¡Mil doscientas comunidades han sido beneficiadas -se está trabajando con ellas-, lo cual significa 34 mil familias!



Asimismo, se contempla el aumento de la asignación del Fondo de Decisión Local, de 721 mil a 900 mil pesos por grupo familiar.



Quiero ser muy clara en el sentido de que contamos con informes permanentes del Banco Interamericano de Desarrollo con respecto a la positiva gestión del Programa Orígenes. Además, en el marco de la discusión presupuestaria, cabe mencionar que el Ministerio que dirijo entrega constantemente informes al Congreso Nacional en torno a la gestión financiera de aquel.



En cuanto a la educación, la salud y la cultura, también se han registrado avances muy importantes.



El año pasado se construyeron y habilitaron treinta jardines infantiles interculturales. Se ampliará el número de escuelas interculturales bilingües de 200 a 1.100 y se incrementará la cantidad de formadores tradicionales en cada uno de estos establecimientos.



Igualmente, considero fundamental tener a la vista que hemos propiciado un aumento sustancial de las becas indígenas. El año 2000 contábamos con una cobertura de 18 mil becas; al 2008 subió a 43 mil 895, con un incremento del presupuesto que va de 3 mil millones a 8 mil 600 millones de pesos.



En el ámbito de la multiculturalidad y la diversidad, hemos conseguido progresos respecto de la política indígena urbana, como el trabajo con las organizaciones ubicadas en las Regiones más urbanas del país y el establecimiento del Sistema de Certificación de la Conducta Responsable, cuya vigencia se encuentra bajo el amparo del Convenio Nº 169 de la OIT.



La demanda por el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas -como mencioné anteriormente- tiene larga data en nuestro país. Aparece ya en el “Acuerdo de Nueva Imperial”, de 1º de diciembre de 1989; luego en el informe de la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, entregado en 2003, y también -es pertinente recordarlo- en el Debate Nacional de los Pueblos Indígenas, celebrado entre junio de 2006 y enero de 2007.



Cuando la Presidenta Bachelet dio a conocer el plan “Re-Conocer: Pacto Social por la Multiculturalidad”, explicitó la importancia y la centralidad  que reviste el reconocimiento de los pueblos indígenas para la institucionalidad del país.



El texto que hoy se somete a consideración de esta Alta Cámara es el resultado del trabajo de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, y refunde tres iniciativas: el proyecto de ley, originado en mensaje en 2007; la iniciativa de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, y el proyecto iniciado en moción de los Diputados señora Soto y señores Ascencio, Díaz, Meza, Saffirio, Tuma y Navarro.



Además, en el marco del trabajo legislativo, fueron escuchados y considerados los planteamientos de más de cuarenta organizaciones indígenas.



La iniciativa que hoy discute la Sala es susceptible de ser perfeccionada. Para eso existen etapas y pasos en el proceso legislativo que lo permiten. Sin embargo, deseo hacer hincapié en algunos aspectos fundamentales.



Por primera vez un proyecto de esta naturaleza incorpora en nuestra legislación elementos como los siguientes:



-El carácter multicultural de la nación chilena.



-La incorporación de la frase “pueblos indígenas” en la Constitución Política, cuya definición figura en el Convenio Nº 169 de la OIT, que ya forma parte de nuestro ordenamiento jurídico.



-El reconocimiento explícito del derecho de dichos pueblos a conservar, fortalecer y desarrollar su identidad, cultura, idiomas, instituciones y tradiciones, así como a organizar su vida de acuerdo con sus costumbres.



-La protección que la ley debe ofrecer a sus tierras y al derecho de aprovechamiento de aguas.



No obstante lo anterior, también quiero referirme al contexto legislativo en que nos encontramos.



El Convenio Nº 169 fue aprobado por el Parlamento y ya forma parte de nuestra legislación. Por ello, la reforma constitucional que nos ocupa debe aludir necesariamente a dicho cuerpo legal, en la medida en que incide, en forma explícita, en el orden jurídico vigente.



En tal sentido, en dicho instrumento internacional se explicitan numerosos derechos indígenas, como el derecho a las tierras, a orientar su desarrollo, a la consulta, a la participación, a mantener su cultura e identidad, a acceder a los recursos naturales, a no ser discriminados y a la educación en igualdad de condiciones.



En el marco de la entrada en vigencia en nuestra legislación del Convenio en comento, a partir del 15 de septiembre del año en curso, quiero dejar constancia de la disposición del Gobierno a acompañar, una vez que se apruebe la idea de legislar, las siguientes etapas en la tramitación legislativa del proyecto en debate , con la implementación de un proceso de consulta amparado en el derecho establecido en dicho instrumento internacional.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).-  Gracias a usted, señora Ministra.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente,  como representante de La Araucanía Sur, puedo afirmar fehacientemente que la aprobación del proyecto sobre reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas es una aspiración largamente sentida por todos los integrantes de la etnia mapuche. Y he estado con representantes de otros pueblos -el rapanui; el lican-antay, en la Segunda Región-, los cuales también aspiran a que la Carta contenga el reconocimiento de que la nación chilena se halla conformada por distintas raíces. Como expresa el proyecto, ella reviste un carácter multicultural.



Me parece indispensable, además, que el Estado, a través de su representación constitucional, cumpla los acuerdos internacionales. Y una de las falencias que estamos exhibiendo frente al orden mundial es la de no reconocer a los pueblos indígenas en nuestra Ley Fundamental. De modo que resulta imprescindible aprobar en general la reforma, sin perjuicio de reservarnos el derecho de formular las observaciones correspondientes en la discusión particular.



Aquí se han registrado intervenciones que incluso pueden conducir a una confusión. Si no me equivoco, un señor Senador dijo que en lugar de plantearse que “La Nación chilena es una”, como hace la iniciativa, iba a sugerir la oración: “El Estado de Chile es unitario”. Pero eso ya está contenido en el inciso primero del artículo 3º de la Carta, de modo que se trata de un concepto diferente a lo que se quiere expresar en este momento en el inciso primero del artículo 4º propuesto, que introduce el reconocimiento constitucional.



Vamos a formular varias indicaciones basadas en las observaciones que el asunto origina. Ojalá el Senado concuerde con nuestra apreciación sobre la reforma, porque nos parece que ella es absolutamente perfectible.



Creo que el proyecto contiene, asimismo, algo que hemos olvidado señalar con precisión, en la medida en que agrega el siguiente inciso primero al artículo 5º: “Chile es una república democrática”. Eso, que se desprende de los demás textos constitucionales, cuán importante es dejarlo refrendado, estampado y definitivamente esclarecido en la Ley Fundamental. Porque los tiempos pasados hacen necesario un compromiso del Estado, a través de sus representantes, respecto a que somos una república con raigambre democrática representativa.



Señor Presidente, voy a votar a favor del texto -con ello creo interpretar, si no a la totalidad, por lo menos a una gran mayoría de los integrantes del pueblo mapuche que represento-, pero anuncio que haré las indicaciones correspondientes con el fin de perfeccionarlo como corresponde.



He dicho. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, soy partidario de aprobar en general el proyecto que se nos presenta, pero no puedo negarme a reconocer que la situación que se vive en este momento en el área donde habitan nuestros pueblos originarios no es fácil en la mayoría de los casos, particularmente en las Regiones Novena y Décima. Allí hemos sido testigos de actos de violencia que van más allá de cualquier racionalidad y que impactan de tal manera en las políticas públicas tendientes a llevar adelante lo establecido en la Ley Indígena, que han hecho que ciudadanos chilenos tengan, por temor, que abandonar y enajenar sus propiedades, las que son adquiridas por la CONADI para distribuirlas conforme al ordenamiento legal.



Me preocupa la situación. Estamos despachando normas que van a modificar la Constitución, la ley de leyes, y estoy de acuerdo con la redacción que se contempla. Creo que es una buena medida y que se va a fijar un marco adecuado. Pero no puedo dejar de expresar mi inquietud frente a la estructura de la Ley Indígena, a la aplicación que se ha hecho de ella y al resultado que se está obteniendo. Son aspectos a los cuales debiera atender en forma central esta Corporación.



Muchas cosas se han realizado; muchas estructuras se han establecido. Pero, en lo concreto, la justicia no logra imponer a lo largo de todo el país las normas de Derecho que imperan en nuestro ordenamiento institucional. Y los actos de vandalismo, de terrorismo;…



--(Manifestaciones en tribunas).


… las quemas que se están viendo en la zona mencionada, y los ataques a las personas siguen su curso, sin que se pueda controlarlos de alguna manera. En ello radica mi inquietud.



Como he dicho, voy a aprobar en general el proyecto, pero no quería dejar pasar la oportunidad de referirme a un asunto que debiera preocuparnos profundamente a todos los chilenos.



Gracias.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Pido a quienes nos acompañan en las tribunas el máximo de respeto ante las diversas intervenciones, en un sentido o en otro.



No habiendo más inscritos para usar de la palabra, queda cerrado el debate.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Correspondería, en consecuencia, pronunciarse sobre el proyecto, pero tres Comités han solicitado el aplazamiento de la votación.



--Queda pendiente la votación.
INCORPORACIÓN DE COMBUSTIBLE GAS NATURAL LICUADO

A LEY Nº 20.063

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que incorpora a la ley Nº 20.063 el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1978, del Ministerio de Minería, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “simple”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (6088-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 64ª, en 4 de noviembre de 2008.


Informes de Comisión:


Minería, sesión 76ª, en 3 de diciembre de 2008.

Minería (segundo), sesión 93ª, en 10 de marzo de 2009.

Discusión:



Sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2008 (se aprueba en general).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión deja constancia de que se presentaron cinco indicaciones al artículo 2º, todas las cuales fueron rechazadas: las cuatro primeras, por la unanimidad de sus integrantes, y la última, por 4 votos en contra y uno a favor, del Honorable señor Escalona.



En consecuencia, el texto que se propone aprobar a la Sala es exactamente el mismo que despachó la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional y que Sus Señorías aprobaron en general.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (16 votos a favor, una abstención y un pareo), quedando despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, García, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis y Prokurica.



Se abstuvo el señor Navarro.



No votó, por estar pareado, el señor Coloma. 

MODIFICACIÓN DE ARTÍCULO 164 DE LEY Nº 18.045

EN MATERIA DE INFORMACIÓN PRIVILEGIADA

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Ominami, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 164 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, en materia de información privilegiada, con segundo informe de la Comisión de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4852-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Muñoz Aburto y Ominami).


En primer trámite, sesión 86ª, en 23 de enero de 2007.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 15ª, en 8 de mayo de 2007.

Hacienda (segundo), sesión 92ª, en 4 de marzo de 2009.

Discusión:



Sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007 (se aprueba en general).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión efectuó modificaciones al texto del proyecto aprobado en general, consistentes en reemplazar el artículo único por dos disposiciones, que enmiendan la Ley sobre Mercado de Valores y la Ley sobre Sociedades Anónimas, respectivamente. En la primera de esas normas se establece una presunción de uso de información privilegiada, en tanto que la segunda incorpora a la Ley sobre Sociedades Anónimas un artículo nuevo, relativo a los directores, gerente general y ejecutivos principales de las entidades que hagan oferta pública de sus valores, para prohibirles, en cuanto a las acciones que emita la sociedad y otros instrumentos, comprarlos o venderlos en períodos relacionados con la aprobación y divulgación de los estados financieros.



Las mencionadas enmiendas fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes del órgano técnico (Honorables señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami).



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe, respectivamente, los textos legales que se modifican; el proyecto aprobado en general por el Senado; las enmiendas introducidas por la Comisión, y la redacción que resultaría si se aprobaran las proposiciones formuladas.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, el proyecto se originó en una moción que presentamos en conjunto con el Senador señor Muñoz Aburto, buscando perfeccionar la legislación sobre un asunto complejo pero extremadamente importante, desde el punto de vista del desarrollo del mercado de capitales: la información privilegiada, y, en particular, la protección de los accionistas minoritarios, que son los que tradicionalmente no acceden a esa clase de antecedentes y pueden ser víctimas de su uso por parte de quienes sí logran hacerlo.



La iniciativa fue objeto de varias modificaciones en el curso de la discusión, las cuales, a mi juicio, la han mejorado sustancialmente.



Son dos los objetivos que se persiguen.



El primero es fortalecer el carácter de información privilegiada de aquella contenida en la ficha estadística codificada uniforme (FECU), con posterioridad a su entrega a la Superintendencia de Valores y Seguros.



¿Qué es lo que ocurre? Que se ha entendido que basta la presentación en ese organismo para que deje de ser de esa índole. Pero entre ese hecho y el conocimiento de ella por el público media un cierto tiempo. Esa es la razón por la cual inicialmente propusimos un plazo largo, de 30 días, que fue acortado sustancialmente. Pero, en todo caso, se ha retenido el principio de que no puede darse automáticamente como información pública la que proporcionan las empresas a la Superintendencia.



El segundo tiene que ver también con la necesidad de un perfeccionamiento de la legislación.



Producto de una indicación del Senador señor Novoa, se establece una presunción de uso de información privilegiada con relación a los quince días anteriores al comienzo del plazo para presentar los estados financieros y durante todo el período posterior que se disponga para ello.



Creo que este es un avance bastante importante para terminar con algunas ambigüedades de la ley actual sobre la materia.



Asimismo, se acortó de 30 días al momento anterior al inicio del segundo día hábil bursátil siguiente a la divulgación de los estados financieros el lapso en que se mantiene el carácter de información privilegiada para los antecedentes contenidos en la FECU.



Y, a su vez, se estableció también un mecanismo de blackout, es decir, de prohibición de compra de acciones emitidas por la sociedad, para los ejecutivos de esta, en los períodos relacionados con la aprobación y difusión de los estados financieros.



Todo lo anterior -como indicó el señor Secretario- fue aprobado por la unanimidad de la Comisión de Hacienda, y nos parece un buen perfeccionamiento para proteger a los socios minoritarios, muchas veces víctimas del uso de información privilegiada por parte de altos ejecutivos que acceden a ella.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el problema que nos ocupa pasa en Chile más por los encuentros informales, las conversaciones de pasillo y las amistades malentendidas.



No son pocos los ejecutivos con experiencia en los mercados local y estadounidense que se sorprenden del relajo con que se comparten, entre nosotros, los planes de las empresas. Existe la cultura de “pasarse el dato”. Y ello no se ve como un delito. En Estados Unidos, en cambio, está claro que constituye un ilícito.



El candidato presidencial de la Alianza, de la Derecha, compró acciones de LAN -aerolínea en la que es uno de los controladores- días antes de que se conocieran los resultados trimestrales de la empresa. Con esa operación, Piñera se hizo una “pasada” de más de 300 millones de pesos.

El señor ESPINA.- ¡Nada…!

El señor ÁVILA.- Nada, dice el Senador señor Espina. ¡Una bicoca! ¡Una pelusa!

El señor ESPINA.- ¡300 millones de pesos no es mucho…!

El señor ÁVILA.- Su Señoría insiste en que no es algo relevante.

El señor NÚÑEZ.- ¡Eso cuesta la puerta de un avión…!

El señor ÁVILA.- ¡Es casi el importe de una butaca de primera clase...!

El señor PROKURICA.- ¡Al lado de Ferrocarriles,…!

El señor ÁVILA.- Pero, en fin, no es el monto lo que importa en estos casos. Estamos poniendo el acento en la forma de actuar.



El año pasado la Superintendencia multó a Piñera por no respetar el deber de abstención en esas circunstancias.



A su vez, el hombre clave en la frustrada fusión entre Falabella y D&S, y hasta agosto director de esta última empresa, fue sancionado por la misma razón: faltar al deber de reserva. La multa que le aplicó en julio la Superintendencia bordeó los ocho millones de pesos. Prácticamente fue un tirón de oreja. Y ni siquiera eso.



En otros países se veta la posibilidad de que los directores o sus parientes hasta un cierto grado compren acciones de una empresa, durante cierto período, en medio de una negociación.



Ningún director de empresa compra acciones, pero se supone que les cuenta a otros, y que esos otros, aprovechándose de la información, terminan adquiriéndolas.



La ley no contempla un catálogo sistemático y taxativo de las personas sujetas a los deberes y prohibiciones relativos a información privilegiada, limitándose a establecer géneros no definidos de quienes pueden encontrarse dentro de los supuestos legales.



Doctrinariamente, se ha distinguido a estos sujetos trayendo de la legislación anglosajona el término insiders, o iniciados, nombre con que se denomina a quienes se hallan afectados por alguna prohibición vinculada a información privilegiada.



Para parte de los autores, la palabra “relación” haría referencia, no a los insiders sino a los outsiders (como en el béisbol), entendidos estos últimos como los terceros receptores indirectos de información privilegiada.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ha concluido el tiempo de Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Concédale unos minutos más, señor Presidente, porque deseamos escucharlo.

El señor LARRAÍN.- Sí, la exposición ha sido muy interesante.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Señor Senador, la Mesa le concede un minuto más, para redondear su idea. 

El señor ÁVILA.- Desgraciadamente, no voy a poder complacer a los Honorables colegas en cuanto a extenderme por más tiempo,…

El señor ESPINA.- Pero hubiese querido hacerlo, ¿verdad?

El señor ÁVILA.-… porque ya estaba llegando al ocaso de mi intervención, que es luminosa para quienes usualmente se manejan en una cierta opacidad. Y les agrada ese ambiente, pues así este tipo de normativas se transforma en una cosa simbólica.



Al final de cuentas, en un país como el nuestro, de inveteradas costumbres, que en definitiva colisionan con el proyecto, ojalá este pueda ser eficaz, como todos esperamos.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo haré una reflexión.





Me parece que definir qué se entiende por “información privilegiada”, para otorgarle ese carácter a cierto tipo de antecedentes -a los estados financieros, entre otros-, resulta imperioso para clarificar ciertas prácticas que se han venido desarrollando en el sector privado y respecto de las cuales, probablemente por diversas razones y por ese espacio un poco nebuloso que las rodea, no se ha explicitado cuándo son lícitas y cuándo no lo son. Creo que es importante esforzarse en esclarecer el punto.



Sin embargo, se debe tener cuidado con lo que ello significa, porque hay procesos judiciales en curso sobre la materia. Por tanto, dada la interpretación que de repente se da a estas normas, si se aplicara la presunción o la prohibición que se proponen, podríamos propiciar una situación quizá muy contraria a la que se espera: proporcionar a los imputados en tales juicios una razón que justifique que lo que hicieron no constituyó uso de información privilegiada.



Por lo tanto, es menester revisar con acuciosidad la redacción, pues en ocasiones no es muy precisa.



Adicionalmente, por lo que he podido apreciar -y esta es la solicitud que quiero plantear-, sería conveniente concordar lo que aquí se propone con lo que establece el proyecto que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas, que también contiene disposiciones sobre el asunto en análisis.



Por este motivo, aparte de lo que ya señalé y que no es menor, sería prudente postergar el pronunciamiento respecto de la iniciativa que nos ocupa para concordarla con el proyecto indicado, a fin de establecer un solo criterio aplicable en distintos ámbitos, según lo que ocurra, a objeto de contar con una mejor legislación.



Lo sugiero, porque en aras de la rapidez se puede avanzar en forma equivocada y no fijar -repito- un criterio común cuando tenemos en la puerta del horno el proyecto atinente a los gobiernos corporativos.



Señor Presidente, concretamente, propongo postergar la discusión de la iniciativa -no sé si sus autores concordarán con la idea- hasta que se trate la relativa a gobiernos corporativos, con el propósito de aprobar una norma que refleje un solo criterio en esta materia en todas las áreas. 



Además, así evitamos que en los procesos que hoy día se siguen se utilicen estas disposiciones para evitar responsabilidades ante la ley por el mal uso de información privilegiada.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el texto en discusión contiene dos preceptos de gran trascendencia.



Uno dice relación a la presunción de uso de información privilegiada en un momento determinado. El propósito de dicha norma es facilitar la prueba -por cierto, esta puede ser desvirtuada con una prueba en contrario-, pero también sirve para los efectos de que los agentes del mercado tengan claro que habrá un período en el cual sus transacciones u operaciones quedarán sujetas a presunción de uso de información privilegiada. Con ello se simplifica la labor de los organismos de control.



Y el otro precepto es el que establece un período de prohibición. Tal disposición tiene la ventaja de permitir, objetivamente, que los agentes que indica sepan que durante un período equis, llamado “blackout”, no podrán operar.



Yo sé que todo lo concerniente a fiscalización y control se halla sujeto a interpretaciones, a opiniones, pero considero que ambas disposiciones fueron bien pensadas.



En cuanto a la propuesta del Honorable señor Larraín, a lo mejor es muy razonable. Hace tiempo que no pertenezco a la Comisión de Hacienda, así que ignoro en qué estado de la tramitación se halla el proyecto relativo a gobiernos corporativos.



Advierto, sí, que en la redacción de ambas normas se incurrió en un error bastante complejo que no es factible corregir aquí, en la Sala.



El inciso final, nuevo, que se introduce en el artículo 165 de la ley N° 18.045, expresa: “Se presume que existe uso de información privilegiada en toda transacción de valores de un emisor” -lo mismo se indica para la prohibición de compra o venta accionaria- “en el período que comienza con quince días de antelación al día en que se aprueben sus estados financieros”.



Sin embargo, el día en que eso suceda no es un día cierto. Los estados financieros los aprueba el directorio, y sus miembros pueden ser citados a reunión con tal objeto en cualquier momento.



Supongamos que una persona compra o vende valores hoy, y que el directorio es citado a reunión para dos días después y aprueba los estados financieros. Entonces, aquella cae dentro de la presunción o de la prohibición.



La indicación original que formulé establecía un período de blackout durante todo el tiempo de que dispusiera la sociedad respectiva para presentar la información. Y ese sí es un plazo cierto. Las sociedades anónimas tienen la obligación de entregar su información financiera dentro de los treinta días siguientes al vencimiento del período respectivo. Por ejemplo, disponen de todo el mes de abril para presentar los estados financieros del primer trimestre.



Entonces, si se señalara que el blackout es de cinco o quince días antes de que comience ese período, todos sabríamos que aquel empezaría el 15 ó 20 de marzo, según el plazo que se ponga. Pero si se plantea que el blackout se iniciará quince días antes de que se aprueben los estados financieros, ignoraremos cuándo se producirá tal hecho. Y eso, desgraciadamente, genera un problema.



Por cierto, yo acataré lo que resuelva la Sala: que el proyecto vuelva a Comisión para concordarlo con el relativo a gobiernos corporativos -si se aprueba la posición del Senador señor Larraín-, o bien, para corregirlo de manera que no se produzca el problema aludido.



Es un asunto técnico. No me parece que haya objeción alguna al respecto. Puede haber distintas opiniones, pero, básicamente, se trata de revisar la redacción de dos normas que considero muy necesarias.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se trata de una petición que haremos, pero en otro orden de cosas.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en cuanto a la consulta del Senador señor Larraín, informo a la Sala que efectivamente se encuentra en la Comisión de Hacienda el proyecto de ley relativo a gobiernos corporativos. Pero no se ha iniciado su trámite. Estaba prevista para hoy la primera exposición, la del señor Ministro de Hacienda. Sin embargo, no fue posible concretarla, por el acuerdo de Comités que autorizó a la Comisión a tratar la iniciativa sobre subsidio al empleo juvenil en general y en particular, a la vez, a fin de despacharla en esta sesión, como se  hizo. Entonces, aquel proyecto quedó pendiente para el mes de abril.



En consecuencia, por las materias involucradas y, sobre todo, por la amplitud de temas que abarca la iniciativa sobre gobiernos corporativos, no veo fácil que pudiese subsumirse en esta el proyecto en debate.



Quiero valorar lo que registra el informe de la Comisión de Hacienda, en cuanto a la existencia de un acuerdo amplio de prácticamente todas las fuerzas políticas representadas en el Congreso Nacional, y en particular en el Senado, con relación a la propuesta que realizara inicialmente el Honorable señor Ominami. Esta originó largas consultas técnicas y un trabajo muy acucioso en la Comisión, incluidas sesiones con la Superintendencia respectiva. Es más, el proyecto en análisis comenzó a ser discutido en julio de 2007. Por lo tanto, sería lamentable perder la labor que se ha hecho.



Además, no se puede negar y eludir lo que señalaba el Senador señor Ávila en el sentido de que la presente iniciativa comenzó a ser tratada bajo el impacto que generó la compra de acciones por parte del principal controlador de LAN Chile, la que, según se dijo en algunos medios de comunicación, le había dejado una “pasada” considerable. Y entiendo que fue mayor a los 300 millones de pesos que mencionó el señor Senador. Creo que ese monto corresponde a la multa que le aplicó la Superintendencia. Según especialistas, dicha operación le habría significado ingresos complementarios a los que registra habitualmente por una cantidad superior a los 18 millones de dólares. A eso se le llamó una “pasada”.



No puedo sino valorar que parlamentarios destacados de las propias fuerzas políticas que respaldan la candidatura presidencial del aludido concurran a legislar en esta materia. Ello indica que efectivamente existe la necesidad de que se mejore y fortalezca la legislación respecto de un asunto tan delicado como el que nos ocupa, que afecta al sistema financiero y, al mismo tiempo, a la fe pública.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, expreso mi rechazo más absoluto a las imputaciones que en forma tan gratuita y permanente se realizan contra Sebastián Piñera, respecto de que hace “pasadas” y de que habría sido condenado por el delito de uso de información privilegiada, lo que es una falsedad total. Si así hubiese sido, estaría sometido a un proceso penal. En el caso señalado, se aplicó una sanción inicial desde el punto de vista administrativo.



Y si Sebastián Piñera no apeló a esa resolución, fue precisamente porque había muchos interesados en que este asunto se prorrogara para ser utilizado en medio de una campaña presidencial y en un año electoral. 


En contra de su persona se pronuncian de modo permanente todo tipo de infamias, descalificaciones e imputaciones que, gracias a Dios, los chilenos a estas alturas ya las tienen asumidas como acciones políticas, como parte de la guerrilla de odiosidad existente en su contra por una razón muy sencilla: porque va liderando todas las encuestas, porque ganará la elección en primera vuelta. Así, quienes buscan aferrarse al poder no entienden que en democracia se combate con ideas y no con descalificaciones.



Por lo tanto, rechazo esas imputaciones. No corresponden a la verdad, pues Sebastián Piñera no necesita hacer “pasadas”. Sí incurren en tales prácticas quienes desde el Gobierno hacen “pasadas” en instituciones públicas, quienes las han barrido, lo que ha significado millones de millones de dólares de pérdida para todos los chilenos, y respecto de lo cual todos levantan las manos y se hacen los lesos. Esa es la verdad. De manera que rechazo aquellas expresiones, porque no es cierto lo que se le imputa a Sebastián Piñera.



En cuanto a la iniciativa, me parece fundamental todo lo que sea fortalecer la legislación sobre uso de información privilegiada en todos los ámbitos. Por consiguiente, bienvenido sea el proyecto si perfecciona tales normas. Y entiendo que los cinco miembros de la Comisión de  Hacienda, que han estudiado a fondo el asunto, sostienen que la iniciativa es correcta, dado los avances que conlleva.



Sin embargo, solicito al Presidente de la Comisión de aquel entonces -entiendo que era el Senador señor Escalona- que responda las inquietudes planteadas por el Honorable señor Novoa, integrante de la misma Comisión.



En el caso que nos ocupa estamos tipificando un delito penal. Cuando se hace eso y una norma queda con un vacío, entonces se está legislando mal. Y digo esto porque el Senador señor Novoa ha señalado, con toda razón, que una persona absolutamente inocente -aquella que compra acciones en forma del todo correcta- podría caer en un período sospechoso de manera totalmente involuntaria, por haber comprado días antes de una fecha incierta, como es el día en que se aprueban los estados financieros.



En consecuencia, nos encontramos ante una disposición respecto de la cual cualquier tribunal, cuando la aplique, dirá que desde el punto de vista penal presenta un vacío enorme. Porque, si la fecha de aprobación de los estados financieros es variable, ¿cómo se le podrá aplicar una norma de presunción a una persona si en el momento en que adquirió un paquete accionario no tenía certeza de la fecha desde donde se cuentan los quince días hacia atrás para establecer el período de sospecha?



Eso no lo he visto en ninguna norma penal, nunca, por lo menos desde que me ha tocado participar -desde 1990 a la fecha- en este tipo de materias, que conozco más debido a mi profesión y a mi especialidad, que es el ámbito de la legislación penal.



Entonces, me gustaría saber cómo piensan resolver eso. 


El camino puede ser que respecto de ese punto en particular la Sala otorgue un mandato a la Comisión para que lo arregle, y se vote a vuelta de la semana regional.



Esa es la primera consulta que hago a los miembros de la Comisión: cómo resuelven la inquietud de fondo planteada por el Senador señor Novoa en cuanto a que existe un tipo penal simplemente imposible de aplicar como corresponde con una norma objetiva.



En segundo término, señor Presidente, quiero efectuar un planteamiento más de fondo.



Cuando discutimos la reforma procesal penal, eliminamos las presunciones. En nuestra legislación quedan muy pocos casos. Antes constituía un método probatorio. Se suprimieron los períodos y las etapas de presunciones, porque se trata de una norma extraordinariamente subjetiva.



En la iniciativa en análisis insistimos en fijar una presunción. 


Ello implica una injusticia muy grande: obliga a la víctima de la presunción a asumir el peso de la prueba. Cabe tener presente que la presunción de inocencia establecida en las bases de la defensa de los derechos de una persona en democracia y en un Estado de Derecho significa que al imputado le tienen que probar la culpabilidad y no que este pruebe su inocencia. Entre otras cosas, porque los hechos negativos no se prueban. En el Derecho Penal se prueban los hechos positivos. Entonces, si se quiere acusar a una persona de un delito, el fiscal, los testigos deben probarle la conducta que corresponde a ese delito. En el caso que nos ocupa, estamos alterando el peso de la prueba: una persona tiene que probar que compró acciones y que no lo hizo porque conocía información privilegiada.



Creo que el establecimiento de presunciones es un error. Bastaría con aplicar las penas más drásticas que se imaginen con el artículo de la prohibición. Este es un técnico, de legislación jurídica, en materia penal. Lo que debiera establecerse es un período de prohibición.



Me parece muy bien la norma del artículo 41 bis, el cual dice que las sociedades anónimas que hagan oferta pública de sus valores deberán establecer como parte de sus políticas internas una prohibición a  sus principales funcionarios. Y quien incumpla esa prohibición claramente tendrá una sanción. Es lo que corresponde.



Pero, a mi juicio, consagrar presunciones va en contra de la reforma que hemos utilizado, porque altera el peso de la prueba, lo que considero grave, ya que además obliga a probar un hecho negativo.



Si a una persona se le va a presumir que compró acciones en cierto período de tiempo, por lo tanto, la van a investigar. ¿Cómo va a probar un hecho negativo? ¿Cómo va a demostrar que compró las acciones, pero que no usó información? ¿Tiene que acreditar que no habló con una persona? Es muy difícil.



Por consiguiente, primero tengo una objeción que puede ser más compartida que la del Honorable señor Novoa, en cuanto a que el tipo penal está mal construido.



Respecto del segundo aspecto, ya se trata de una cuestión de convicción jurídica de más largo aliento. El Senado hace mucho tiempo que no establece normas de presunción para ningún delito.

El señor OMINAMI.- Quiero proponer una moción de orden.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- A mi entender, lo lógico sería que el proyecto volviese a la Comisión de Hacienda para una revisión técnica, pero no para subsumirlo dentro de una legislación que todavía no comienza a tratarse, porque eso aparecería más bien como un intento de eludir el debate de fondo.



La iniciativa, que según entiendo ya fue votada en general por la unanimidad tanto de la Sala del Senado como por su Comisión de Hacienda, hace referencia a una materia delicada.



Creo que la discusión está suficientemente madura. Como todos sabemos bien de qué estamos hablando, es importante hacerse cargo de la observación del Honorable señor Novoa.



Quiero reiterar también lo dicho por el Presidente de la Comisión, en el sentido de que aquí se ha trabajado muy estrechamente con los abogados de la Superintendencia de Valores y Seguros, de manera de efectuar un trabajo técnico de calidad y no improvisar.



No deseo entrar a la discusión que plantea el Senador señor Espina, pero me parece que ese asunto ha sido bien resuelto por la Comisión de Hacienda. 



En consecuencia, propongo que el proyecto vuelva a Comisión, para el solo efecto de hacer las consultas y, eventualmente, la corrección que plantea el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, como la idea es que la iniciativa vuelva a la Comisión de Hacienda, pienso que es importante escuchar a los señores Senadores, porque hay algunas materias que deben ser debatidas.



Estamos ante una discusión extraordinariamente interesante. Creo que quienes presentaron el proyecto plantean un problema que por supuesto es delicado y que se debe tratar de evitar. Pero varios de los que nos encontramos en la Sala conocemos otros casos de información privilegiada, que en mi opinión resulta relevante no eludir.



Porque aquí pareciera que la información privilegiada solo se usa en el sector privado. ¡No! También se emplea en otras partes. Y es importante que la discusión se lleve a efecto y que ojalá también se incorpore en el proyecto sobre gobiernos corporativos de las empresas del Estado.



Podríamos hablar mucho sobre CODELCO, ENAMI y ENAP, y de cómo funcionarios que se desempeñan en cargos públicos se trasladan a la empresa privada, llevan información privilegiada y la utilizan en contra de los intereses de esas empresas fiscales y, en consecuencia, de todos los chilenos.



Pondré algunos ejemplos: como todos sabemos, CODELCO liquida en el mercado una cifra importante de dólares. Allí hay información privilegiada. En tales casos, se debe establecer igualmente una sanción para quienes la proporcionan y la usan.



A algunos ex funcionarios de CODELCO -que poseen pertenencias mineras alrededor de las que explota dicha institución- les va muy bien en los negocios. Sin embargo, a la empresa  le va mal.



El Senador señor Bianchi planteó en la Comisión de Minería el caso de la ENAP. Este organismo no da pie en bola en la exploración de gas en Magallanes. Según un informe de la Contraloría, se van a perder 78 millones de dólares en una exploración. Incluso se hizo anunciar a dos ex Presidentes de la República que se abastecería el 25 por ciento del gas que requiere el resto del país. No obstante, no se ha sacado ni una molécula de gas.



¿A quién le va bien en esa actividad? A GeoPark, empresa conformada por ex funcionarios de la ENAP que asesoran muchas veces a instituciones privadas o que crean empresas para asesorar.



Otro caso es el del hermano de la ex Ministra de Salud, el señor Barría, funcionario y vicepresidente de una repartición de CODELCO y a la vez contratista de dicha empresa. ¿Cómo no va a haber aquí un caso clásico de información privilegiada? ¿A qué intereses responde?



Entonces, me gustaría que todos estos temas se incluyeran. Porque aquí incluso podemos poner como ejemplo que algunos caballeros de las bancadas del frente -y no lo digo con el ánimo de polemizar- también utilizan mucho el sistema de enviar cartas durante las campañas electorales a quienes han ganado subsidios habitacionales. ¿De dónde se obtiene esa información? Se la proporciona un funcionario que sabe quién ganó el programa equis. Y se hace creer que el candidato a Senador o a Diputado fue el que lo consiguió. ¡Eso también es información privilegiada! 



Por lo tanto, debemos realizar este debate en su totalidad.



Felicito a los autores del proyecto, porque esta es una materia que en otros países es extraordinariamente delicada, y se sanciona. En mi opinión, aquí se abusa en extremo. Cuando uno da a conocer situaciones de ciertas empresas públicas, todo el mundo dice: “¡Pero si eso no es ilegal!” ¿Cómo no va a serlo? ¡Lo es absolutamente!



Si la iniciativa vuelve a la Comisión de Hacienda podrían incorporarse a su debate estos puntos, porque son de extraordinaria importancia. Deben ser tratados todos. De lo contrario, vamos a legislar mirando hacia un solo lado.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se remitirá el proyecto a la Comisión de Hacienda.



--Así se acuerda.


El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en relación con esta iniciativa que va a volver a la Comisión, no sé si sería razonable abrir un período para formularle indicaciones, porque, de no ser así, cómo se va a modificar su texto. 



Por lo tanto, sugiero abrir un plazo para presentarlas, y corregir lo que aquí se ha discutido.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para formular indicaciones el lunes 30 de marzo, a las 12.



--Así se acuerda.

)--------------------(
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, por segunda vez, junto con los Senadores Navarro, Prokurica y otros parlamentarios hemos presentado un proyecto de acuerdo que propone medidas en respaldo de la tercera versión de la campaña denominada “La Hora del Planeta”, acto simbólico a nivel mundial consistente en apagar las luces de las ciudades por una hora el día 28 de marzo. (Véase en los Anexos, documento 6).


Como la próxima semana es regional y la Comisión de Medio Ambiente no lo puso en tabla, quiero solicitar la anuencia de la Sala para que lo aprobemos en esta sesión, ya que se trata de una iniciativa transversal.

El señor NOVOA (Presidente).- Se tratará en el Tiempo de Votaciones, señor Senador.

INTERPRETACIÓN DE ARTÍCULO 93 DEL CÓDIGO PENAL EN RELACIÓN CON AMNISTÍA, INDULTO Y PRESCRIPCIÓN DE CIERTOS DELITOS

El señor NOVOA (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5918-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez).

En primer trámite, sesión 27ª, en 17 de junio de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 83ª, en 7 de enero de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Su objetivo principal es interpretar el artículo 93 del Código Penal, estableciendo que la amnistía, el indulto y la prescripción de la acción penal y de la pena no se aplicarán como causales de extinción de responsabilidad penal tratándose de delitos que, en conformidad al Derecho Internacional, constituyan genocidio, crímenes de guerra y de lesa humanidad.



La Comisión discutió esta iniciativa tanto en general cuanto en particular, pues consta de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto. Su texto se consigna en el informe.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra



Cerrado el debate.



Se procederá a votar.

El señor LARRAÍN.- ¿Hay quórum, señor Presidente?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, señor Senador.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto (9 votos contra 2).



Votaron por la negativa los señores Allamand, Bianchi, Espina, García, Horvath, Larraín, Novoa, Pérez Varela y Prokurica.



Votaron por la afirmativa los señores Navarro y Ominami.
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO DEL TRABAJO PARA IMPEDIR

DESCUENTOS INDEBIDOS EN REMUNERACIONES DE TRABAJADORES

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo impidiendo descuentos indebidos en las remuneraciones de los trabajadores, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4663-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 34ª, en 8 de julio de 2008.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 82ª, en 6 de enero de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es prohibir al empleador que haga descuentos en las remuneraciones de sus trabajadores por el no pago de instrumentos mercantiles previamente aceptados como medios de pago.


La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió la iniciativa solamente en general, aun cuando consta de artículo único, atendido el tenor del debate que se consigna en el informe.



La Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto y Pérez Varela, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe señalar que en el informe se deja expresa constancia de que se encuentra en trámite un proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Letelier, relacionado con la iniciativa en discusión y que tiene por objeto sancionar pecuniariamente al empleador que efectúe descuentos ilegales a sus trabajadores. Su texto podría ser propuesto como indicación durante la discusión particular -así lo propone la Comisión-, pues reglamentariamente no es admisible refundirlo con la iniciativa despachada por la Cámara Baja.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el proyecto está bien orientado, porque efectivamente se han producido abusos en la retención de sumas de dinero descontadas a los trabajadores, las que, en definitiva, no se pagan a la entidad que las demandó. 



Sin embargo, hay una situación más grave, que acontece en Correos de Chile, pudiendo llegar a ser extrema. 



Dicha empresa, que cuenta con 5 mil 300 empleados, tiene una deuda promedio de 22 mil millones de pesos; es decir, alrededor de 7 millones de pesos por trabajador. Y, según su planilla de remuneraciones, más del 35 por ciento de los empleados figura con una liquidación que oscila entre los 20 y 50 mil pesos. Esto significa que a tales servidores se les efectúan descuentos que superan el 70, 80 ó 90 por ciento del total de sus sueldos.



La Comisión de Trabajo recibió un proyecto de ley que presenté, el cual tiene por objeto hacer efectivo el inciso segundo del artículo 58 del Código del ramo en cuanto a deducir de las remuneraciones sumas o porcentajes determinados para pagos de cualquier naturaleza. El aludido cuerpo normativo establece que ello no debe exceder el 15 por ciento, pero eso no se cumple.



Mi moción señala que, incluso, puede haber un alza de ese porcentaje, porque muchos descuentos son producto de convenios médicos. Pero la suma no tendría que superar jamás el 60 por ciento del descuento total, por cuanto, de lo contrario, los trabajadores no podrán contar con ingresos para vivir.



¿Cómo subsisten los empleados de Correos de Chile? 



Me contaron que los dirigentes de un sindicato que no resultó elegido, al término de una mala negociación colectiva consiguieron un préstamo de 2 millones de pesos en un banco de la plaza para suplementar ciertas obligaciones, lo cual significó endeudar a miles de trabajadores. Y de repetir esta situación no se hallan exentos otros sindicatos.



Por lo tanto, la prohibición de deducir sumas para pago de documentos mercantiles va en la línea de garantizar que el trabajador tenga remuneración, evitando que cualquier persona pueda utilizar tal operación como mecanismo de pago fácil. Porque la entrega del crédito y la compra de bienes de insumo sin mayores dificultades, sobre la base del sueldo del trabajador y mediante descuento por planilla, hacen que muchas veces se incurra en actos que, lamentablemente, después son muy lamentados.



Sin duda, señor Presidente, estoy a favor del proyecto en debate. Creo que la Comisión de Trabajo, que solo lo discutió en general, podría considerar la propuesta que he formulado, cual es limitar, de manera efectiva y cierta, el monto total deducible de las remuneraciones del trabajador. Porque hoy día no solo está el ejemplo de Correos de Chile, que es una gran empresa, sino que la situación descrita se repite lamentablemente en muchos sindicatos. 



El monto que se descuenta a los trabajadores en función de las más diversas acciones o adquisiciones, los deja sin sueldo. Esto provoca una cadena viciosa permanente de endeudamiento que, en definitiva, lesiona claramente el sentido de la atribución que se da respecto del llamado “descuento por planilla” que se hace mediante acuerdo -que debe constar por escrito- entre el empleador y el trabajador. Esta es una práctica fácil; en general, forma parte del  mecanismo que aplican quienes tramitan la venta de mercancías o de otros instrumentos, y está incorporada como un derecho del trabajador. Pero debería tener limitantes y, además, ser objeto de una debida fiscalización, por cuanto, si bien la ley dispone que no se puede descontar más del 15 por ciento, bastaría recorrer cualquier empresa para constatar que se supera con creces ese porcentaje.



Por otro lado -y esto es algo que se da de manera muy nítida entre los profesores, quienes por  eso han recurrido a la Contraloría-, está el caso de los alcaldes. Estos hacen muchos descuentos, destinados, por ejemplo, a la Caja de Compensación La Araucana.
El señor PROKURICA.- Descuentan y no pagan.

El señor NAVARRO.- Así es.



¿Cómo evitar que el empleador descuente y no pague? 



¿Qué pasa con las cotizaciones en las AFP? Sucede lo mismo, máxime cuando el empleador ha quebrado o ha experimentado pérdidas. Una AFP puede sumar varios meses de descuento y, luego, por cualquier motivo, la institución quiebra, cesa en sus funciones o desaparece.



Todo ello requiere mayor regulación. La iniciativa va bien encaminada. Sin embargo, creo que podemos mejorarla sustancialmente en esa misma línea, con una propuesta que abarque los otros aspectos que he señalado y que otros señores Senadores plantearon.



Manifiesto mi voto a favor, señor Presidente. No obstante, considero que una revisión ayudará a mejorar la normativa, para que se posibilite toda la gama de condiciones que apuntan en igual sentido y que tienen similar naturaleza que la proposición que hoy día se nos formula.



El Senador señor Prokurica también ha planteado lo mismo, porque ha recogido, al igual que yo, reclamos de muchos profesores en numerosos municipios, porque a ellos hoy día, a pesar de la acción de la Contraloría, lamentablemente, se les sigue descontando un conjunto de obligaciones que contraen, descuentos que no se pagan a las entidades acreedoras, lo que provoca un serio daño a los docentes.



Por lo tanto, me parece que una modificación como esta también debe incluir -porque los profesores de los colegios particulares subvencionados se rigen por el Código del Trabajo- la posibilidad de que, cuando se efectúe el descuento, se garantice el pago efectivo a quien lo ha solicitado. Es decir, que el dinero no pase por la caja chica del empleador, sino que el mecanismo permita autorizar el pago directo, de tal manera de asegurar siempre el cumplimiento de la obligación a la entidad con que pactó el trabajador, y no dejar el asunto al arbitrio de aquel, como lamentablemente ocurre en diversos municipios de Chile con los profesores.



Junto con reiterar mi voto favorable al proyecto, espero poder incorporar mis observaciones mediante indicaciones, a fin de que se traten en la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, como se ha señalado, estamos discutiendo en general esta iniciativa.



En primer término, quiero hacer presente que, más allá del juicio que uno pueda tener respecto de ellos, los puntos de vista expresados por el Senador señor Navarro no son pertinentes a esta normativa específica.



Como el mismo Honorable colega indicó, existen diversos proyectos de ley que tienen que ver con lo que podríamos llamar, genéricamente, “la protección de las remuneraciones”, en algunos casos, o con “los descuentos indebidos”, en otros. Sin embargo, la situación a que Su Señoría hizo referencia no se enmarca dentro de la idea matriz de la iniciativa que nos ocupa, de manera que, sin pronunciarme sobre el fondo de ella, veo difícil que pueda ser abordada en esta oportunidad, por la razón que estoy expresando.



Ahora, en relación con el contenido específico del texto en debate, deseo hacer presente dos o tres aspectos tratados en la Comisión de Trabajo.



Este proyecto, en el lenguaje que habitualmente utilizamos en dicho órgano, es conocido como aquel que afecta a los vendedores de las bombas de bencina. Y la situación específica que ejemplifica el problema se refiere a la práctica en que incurren algunos empleadores que descuentan a sus dependientes, por ejemplo, el monto de un cheque aceptado a un cliente de la bencinera que con posterioridad sale protestado.





En la Comisión se dijo que había que distinguir distintos aspectos, y es lo que permitirá perfeccionar la normativa cuando exista la posibilidad de presentar indicaciones. 



Hubo consenso entre sus integrantes en cuanto a que, en su actual redacción, el precepto propuesto presenta claramente un elemento técnico equivocado al hablar de “documentos mercantiles aceptados por el empleador”, pues no hay propiamente una aceptación de dichos documentos por parte de este.



¿Qué hay que distinguir, señor Presidente?



Al menos las siguientes situaciones.



Si en un establecimiento comercial o, específicamente, en una bomba de bencina -insisto: es el ejemplo que se ha utilizado en la Comisión-, el propietario señala con claridad a sus empleados que no se hallan autorizados para recibir, por ejemplo, cheques, y estos, contraviniendo tal instrucción, igual los aceptan y al final terminan sin cancelarse, ciertamente no existe una falla imputable al empleador, toda vez que en esa hipótesis el trabajador estaría transgrediendo abiertamente una instrucción precisa acerca de los medios de pago que no está autorizado a recibir.



Una segunda situación corresponde al caso del empleador que autoriza específicamente a su personal para aceptar determinados medios de pago, pero tomando ciertos resguardos, como, por decir algo, exigir la identificación de la persona que gira el documento.



Un tercer escenario -distinto, por cierto, de los dos anteriores- es el que se da cuando un trabajador, ateniéndose al reglamento interno y a las instrucciones que se le han impartido, acepta un medio de pago que, en definitiva, no es cancelado. En este último caso, a todas luces resulta injusto que se le descuente de su remuneración el importe del documento no pagado, por una razón muy simple: en ese evento, el dependiente no tiene responsabilidad alguna, pues recibió el documento estando autorizado para hacerlo y siguiendo el procedimiento, protocolo o reglamentación existente sobre el particular. Por ello, si en definitiva se produce el no pago del documento, no hay, bajo ninguna circunstancia, una falta atribuible al trabajador.



En suma, señor Presidente, nos parece que el proyecto, en general, se halla bien orientado en cuanto a sus objetivos, aunque requiere ciertas precisiones, tanto en lo técnico como en lo normativo, que habrá oportunidad de efectuar durante el plazo que se fije al efecto.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, la Comisión de Trabajo está estudiando y analizando diversas iniciativas que tienen como común denominador la protección de las remuneraciones, pero que se refieren a diversos aspectos.



Uno de los proyectos dice relación a lo mencionado por el Honorable señor Navarro; otro, en actual tramitación, se refiere a las comisiones que se tienen que pagar fundamentalmente a trabajadores que laboran en compañías que venden intangibles, y un tercero es el que nos ocupa. Este fue presentado en la Cámara Baja por Diputados de la UDI, se aprobó en esa rama del Congreso y apunta, como bien indicó el Senador señor Allamand, a un tema específico: cómo proteger las remuneraciones de un trabajador que ha seguido todas y cada una de las instrucciones de su empleador al recibir un documento mercantil -un cheque, por ejemplo- que después no ha sido cancelado. No hay duda de que, si observó cada uno de los lineamientos que su jefe le dio y aplicó el reglamento de la empresa, no tiene ninguna responsabilidad. 



Esta iniciativa, entonces, avanza en la dirección de proteger su sueldo e impedir que se le hagan descuentos por ese motivo.



Tal como explicó el Presidente de la Comisión de Trabajo, Honorable señor Allamand, si un trabajador no sigue las instrucciones de su patrón y no acata las indicaciones del reglamento al momento de recibir un instrumento mercantil que más tarde no se cancela -lo más probable un cheque-, es evidente que tiene responsabilidad. Y eso ha quedado claro en la discusión y en el informe.



Por lo tanto, nosotros vamos a concurrir con nuestro voto favorable para que en la discusión particular se puedan introducir todas las perfecciones que sea necesario efectuar.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, no tengo duda de la buena fe con que se ha presentado este proyecto de ley, que busca evitar que a los trabajadores se les descuente, por ejemplo, el valor de cheques u otro tipo de documentos representativos de dinero que hayan sido protestados luego de haber sido entregados por un cliente al realizar una transacción comercial.



Por lo demás, muchas veces hemos escuchado a trabajadores señalar que, cuando un documento sale protestado, se hallan obligados a reembolsar su monto a la entidad empleadora.



Por eso digo que la iniciativa me parece bien inspirada.



En la Comisión, sin embargo, los representantes de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile “advirtieron sobre la necesidad de revisar las consecuencias que tal regulación podría generar, particularmente en orden a amparar finalmente hechos ilícitos en que pueda incurrir el trabajador -como, por ejemplo, el hurto hormiga interno-, tras impedir al empleador la posibilidad de efectuar descuentos en las remuneraciones.”.



En particular, la asesora legal de dicha institución “señaló que en la actualidad, si el empleador hace un descuento indebido, el trabajador puede reclamar por vía administrativa o judicial, mientras el empleador que no descuenta, sólo puede hacer efectiva la responsabilidad por la vía judicial”. Agregó que, “Por otra parte, si la autoridad del trabajo considera que el descuento está traspasando el riesgo del negocio al trabajador, cursará una multa, de cuyo pago el empleador podrá eximirse sólo si devuelve la cantidad descontada; sin embargo, si paga la multa, solo podrá ser obligado a restituir el descuento por la vía judicial. De aprobarse esta legislación,” -añadió la asesora- “aun cuando se obligue a rembolsar, el empleador podría esperar a ser demandado para luego reconvenir cuando exista responsabilidad del trabajador, logrando con ello no solo evitar la devolución, sino que también obteniendo la declaración judicial del derecho a retener lo descontado”. 



“Por consiguiente, en opinión de la Cámara de Comercio en referencia, esta normativa, más que un aporte, podría significar, a la postre, una mayor judicialización de los temas laborales. Una alternativa en lugar de legislar, agregó, podría ser aplicar las sanciones actualmente contempladas a quienes practiquen este tipo de descuentos”.



Y la verdad, señor Presidente, es que a mí esta opinión me hace mucha fuerza. Porque no hay norma alguna que autorice a los empleadores a descontar a su personal el valor, por ejemplo, de cheques con que los clientes han pagado determinada compra o prestación de servicios y que luego han salido protestados. 



Además, hoy los trabajadores a quienes se les deduce algún dinero pueden acudir a la Dirección del Trabajo y obtener en forma mucho más rápida el reintegro del monto mal descontado. Y el empleador puede ser sancionado por haber incurrido en una práctica ilegal. 



En vista de lo anterior, me parece mucho más útil el procedimiento actual que la normativa que se nos propone.



Por ello, quiero que la opinión de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile se tenga presente al momento de votar en general, porque, si es efectivo lo señalado por esta entidad, en lugar de mejorar la posición del trabajador para recuperar valores mal descontados, la vamos a estar empeorando.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- No hay más Senadores inscritos para hacer uso de la palabra.



Por lo tanto, queda cerrado el debate.



No obstante, en este momento no se reúne el quórum necesario para votar, por lo que procede levantar la sesión.



--Queda pendiente la votación del proyecto. 

El señor NOVOA (Presidente).- En la próxima sesión ordinaria nos pronunciaremos sobre los proyectos de acuerdo incluidos en el Tiempo de Votaciones. Sin embargo, el que compromete nuestra ADHESIÓN A CAMPAÑA MUNDIAL CONTRA CAMBIO CLIMÁTICO DENOMINADA “La Hora del Planeta” debe resolverse hoy. 



Al respecto, propongo que como Senado dispongamos que el próximo sábado 28 se proceda a apagar todas las luces de la Corporación que sea posible entre las 20:30 y las 21:30 horas. 



Acordado.



Además, informo a la Sala que se dará curso a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor CANTERO:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, solicitándole pronunciarse sobre SITUACIÓN PLANTEADA POR DIRECTOR REGIONAL DE ANTOFAGASTA DE SUPERINTENDENCIA DE ELECTRICIDAD Y COMBUSTIBLES, y a la Superintendenta de Electricidad y Combustibles, remitiéndole antecedentes referidos a HOSTIGAMIENTO LABORAL A DIRECTOR REGIONAL DE ANTOFAGASTA DE DICHA ENTIDAD.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole disponer medidas para MEJORAMIENTO DE RUTA DE ACCESO A SECTOR CERRO GALERA DE COIHAIQUE, y al señor Subsecretario de Pesca, solicitándole NO RESOLUCIÓN DE SOLICITUD DE UNIVERSIDAD DEL MAR Y NUEVOS TÉRMINOS TÉCNICOS PARA PESCA EXPLORATORIA DEL RECURSO SARDINA EN UNDÉCIMA REGIÓN. 
)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 18:28.
Patricio Fernández Ruiz-Tagle,

Jefe de la Redacción subrogante
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ACTAS APROBADAS 

SESION 93ª, ORDINARIA, EN MARTES 10 DE MARZO DE 2.009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de sesiones nonagésima primera y nonagésima segunda, ambas ordinarias, de 3 y 4 de marzo del año en curso, respectivamente,  se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Seis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite constitucional, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales (Boletín N° 3.544-07).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (Boletín N° 6.252-09).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (Boletín N° 4.999-11).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el cuarto, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (Boletín N° 5.301-05).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos restantes, retira la urgencia que hizo presente respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, sobre pueblos indígenas (Boletín N° 4.069-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (Boletín N° 5.363-03).



-- Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los ex mineros del carbón (Boletín N° 4.989-24).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Once del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra del inciso cuarto del artículo 104 de la Ley General de Bancos.



-- Se toma conocimiento.



Con los diez siguientes, remite copia autorizada de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los siguientes preceptos: artículo 38 ter de la ley N° 18.933; artículos 416 inciso tercero, 230 y 390 del Código Procesal Penal; artículo 309 del Código de Aguas y artículos 22 y 25 de la Convención de Varsovia, del año 1929, aprobada por el decreto ley N° 2.381, de 1978, publicado en el Diario Oficial de 9 de diciembre de 1997.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado a proposición de los Honorables Senadores señores Naranjo y Prokurica, con el que se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República el establecimiento de medidas legales que obliguen a los organizadores de actos masivos con fines de lucro a devolver los gastos en que haya incurrido Carabineros de Chile para prestar en ellos servicios de orden y seguridad (Boletín N° S 1.111-12).



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, con el que contesta un acuerdo adoptado por el Senado a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Naranjo, Muñoz Aburto y Ominami, relativo a la posibilidad de que Chile sea uno de los primeros países en ratificar el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (Boletín N° S 1.134-12).



De la señora Ministra de Educación, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, acerca de la subvención a las escuelas que entregan Educación Especial por Alteración de Lenguaje.



Dos del señor Ministro de Educación subrogante:



Con el primero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, al cual adhirió el Honorable Senador señor Prokurica, referido a los técnicos becados en el extranjero.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, relativo al proyecto de ley que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158 (Boletín N° 6.195-04).



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del monto que deberá pagarse a las concesionarias de cárceles privadas por concepto de multas.



Del señor Ministro de Salud, con el que contesta dos oficios, el primero de ellos enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo al proyecto destinado a que las convivientes puedan ser incorporadas como cargas en FONASA, y el segundo cursado en nombre de los Honorables Senadores señores Prokurica, Espina, Larraín y Zaldívar, referido a una Moción de su autoría que incluye al cónyuge de la afiliada como beneficiario del régimen de prestaciones de salud, la que fue declarada inadmisible por contener materias que son propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.



Del señor Ministro de Planificación subrogante, mediante el cual da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado a proposición de los Honorables Senadores Bianchi, Cantero, Horvath, Muñoz Barra, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República la inclusión de ciertos rubros en el índice de necesidades de la familia de la Ficha de Protección Social (Boletín N° S 1.132-12).



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la contaminación de las aguas de la localidad de Repollal, comuna de las Guaitecas.



Del señor Subsecretario de Transportes, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la utilización del subsidio al transporte regional aprobado en forma paralela al otorgamiento de recursos para el Transantiago.



De la señora Directora Nacional subrogante de Chile Deportes, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la segunda etapa de la Red de Estadios Bicentenario.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido a la instalación de estaciones de monitoreo de índices de radiación solar en las comunas de Calama, Tocopilla y Taltal.



Del señor Director Ejecutivo subrogante de CONAF, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo tercero de la ley N° 19.561, remite información acerca de bonificaciones forestales.



Del señor Superintendente subrogante de Valores y Seguros, con el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto de la situación que afecta a la sucesión de don Héctor Manuel Fuentes.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a la posibilidad de que se entregue en comodato un inmueble ubicado en la comuna de La Ligua.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Puchuncaví, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de la resolución de la Dirección de Obras Públicas de ese Municipio por la cual se aprobó la construcción de obras fluviales en la ribera norte del estero Campiche por parte de la empresa AES GENER S.A.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



Segundo informe de la Comisión de Hacienda , recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora, a la ley N° 20.063, el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1978, del Ministerio de Minería (Boletín N° 6.088-05) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Queda para Tabla.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo, Ominami y Vásquez, que propone medidas en respaldo de la tercera versión de la campaña denominada “La Hora del Planeta” (Boletín N° S 1.154-12).



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Ominami y Vásquez, relativo a la conservación de humedales (Boletín N° S 1.155-12).



-- Pasan a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ominami y Vásquez, sobre rescate y divulgación de la obra del científico Charles Darwin (Boletín N° S 1.156-12).



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Ominami y Vásquez, encaminado al otorgamiento de recursos para apoyar la realización de actividades relacionadas con el Año Internacional de la Astronomía (Boletín N° S 1.157-12).



-- Pasan a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo, Ominami y Vásquez, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República apoyo al trabajo que está realizando el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas para desarrollar un instrumento jurídico internacional que haga exigible la responsabilidad de los Estados en la lucha contra la pobreza (Boletín N° S 1.158-12).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo, Ominami y Vásquez, relativo a los criterios utilizados para determinar la calidad de una comuna como “turística” o de “turismo social” (Boletín N° S 1.159-12).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Comunicación



Del Comité Partido Socialista, mediante la cual informa que ha elegido como sus representantes a los Honorables Senadores señores Gazmuri y Naranjo.



-- Se toma conocimiento.

_____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones respecto de las siguientes iniciativas:


1.1.-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Procesal Penal y otros cuerpos legales en lo relativo al procedimiento y ejecución de medidas de seguridad (Boletín N° 5.078-07), hasta las 12:00  horas del día lunes16 de marzo del presente año.

1.2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06), hasta las 12:00 horas del día de lunes 16 de marzo del año en curso.


1.3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica Código del Trabajo sancionando las prácticas de acoso laboral  (Boletín Nº 3.198-13), hasta las 12:00 horas del lunes 16 de marzo del presente año. Las indicaciones que se formulen deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


2) Tratar, como si fuera de Fácil Despacho, en la Sesión Ordinaria del día de hoy, el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (Boletín N° 5.310-13).


3.- Alterar el Orden del Día de la Tabla de esta Sesión, con el fin de tratar, en cuarto lugar, el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que regula el secreto profesional en las obras audiovisuales, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. (Boletín Nº 5.987-04).
______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión 

Social.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad a lo acordado por los Comités y ratificado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular, correspondiente al Boletín N° 5.310-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: ninguna.



4.- Indicaciones rechazadas: números 2, 3 y 4.



5.- Indicaciones retiradas: no hay.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 1.



Añade que la referida Comisión que deja testimonio de la presentación de cuatro indicaciones a la letra b) del artículo único, tres de las cuales fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión y la cuarta fue declarada inadmisible, por lo que propone aprobar la iniciativa en los mismos términos en que fue despachada por la Honorable Cámara de Diputados y aprobada en general por el Senado.

- - -



En discusión en particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Allamand y Gómez.



Cerrado el debate y sometido a votación en particular el proyecto, es aprobado por 29 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag,  Vásquez y Zaldívar. 


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo por el siguiente:


“Tratándose de trabajadores que vivan en la casa del empleador se aplicarán las siguientes normas:


a) Tendrán derecho a un día completo de descanso a la semana, el cual podrá ser fraccionado en dos medios, a petición del trabajador.


b) Tendrán derecho a descanso todos los días que la ley declare festivos. No obstante, las partes, con anterioridad a ellos, podrán pactar por escrito que el descanso se efectúe en un día distinto que no podrá fijarse más allá de los noventa días siguientes al respectivo festivo. Este derecho caducará si no se ejerce dentro de dicho plazo y no podrá compensarse en dinero, salvo que el contrato de trabajo termine antes de haberse ejercido el descanso.”.”.

_____________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Romero y del ex Senador señor Viera-Gallo, en tercer trámite constitucional, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objetivo de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y su inscripción automática en los Registros Electorales, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Romero y del ex Senador señor Viera-Gallo, en tercer trámite constitucional, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objetivo de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y su inscripción automática en los Registros Electorales, correspondiente al Boletín N° 3.544-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes modificaciones al texto aprobado por el Senado:

Artículo único

Número 2.-

Letra b)


La ha reemplazado por la siguiente:


“b) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo: “Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.”.


Ha incorporado la siguiente letra c), nueva:


“c) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Una ley orgánica constitucional contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán por el solo ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos por esta Constitución.”.

Número 3.-


Ha sustituido la disposición VIGÉSIMOTERCERA transitoria que se agrega, por la siguiente:


“VIGÉSIMOTERCERA.- Las reformas introducidas a los artículos 15 y 18 sobre voluntariedad del voto e incorporación al registro electoral por el solo ministerio de la ley, regirán al momento de entrar en vigencia la respectiva ley orgánica constitucional a que se refiere el inciso segundo del artículo 18 que se introduce por esta reforma.”.

El señor Secretario General agrega que las dos primeras enmiendas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz Aburto, en tanto que la última de ellas lo fue por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.


Finalmente, hace presente que estas enmiendas requieren para su aprobación de los tres quintos de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado de la Constitución Política de la República.
- - -



En discusión la modificación recaída en la letra b) del numero 2) del artículo único, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina y Chadwick. 



Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por 31 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Secretario General  señala que corresponde ocuparse de la letra c), nueva, agregada en el número 2) de artículo único del proyecto.



En discusión la enmienda, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina; al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Gómez, Coloma, Ávila, Romero y Vásquez.



Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, votan por su aprobación 22 señores Senadores y se abstienen 8, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, por lo que, conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República, queda rechaza la disposición al no alcanzarse el quórum constitucional exigido.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Larraín, Longueira, Orpis y Pérez Varela.



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Chadwick, Pizarro, Orpis, Espina, Vásquez, Gómez, Escalona, Romero y Larraín.



Al hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Orpis deja constancia que su voto de abstención se funda en el hecho de que, como lo ha planteado en otras oportunidades con ocasión de la discusión de esta reforma constitucional, es partidario de la inscripción automática y del voto obligatorio.



A su vez, el Honorable Senador señor Espina solicita al señor Presidente que recabe el acuerdo de la Sala para repetir la votación anterior, toda vez que, al parecer, algunos señores Senadores se confundieron al momento de emitir su voto, ya que como el debate se realizó respecto de la disposición vigésimo tercera transitoria que se agrega a la Constitución Política de la República, se entendió por varios que esa era disposición que se sometía a votación y no, como ocurrió en la especie, la letra c), nueva que la Honorable Cámara de Diputados agregó al número 2) del artículo único del proyecto.



A su turno, el Honorable Senador señor Gómez expresa su aquiescencia con los juicios emitidos anteriormente.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Romero, en virtud de lo planteado anteriormente por el Honorable Senador señor Espina, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 176 del Reglamento del Senado, solicita que se repita la votación.



Seguidamente, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para repetir la señalada votación.



Así se acuerda, con la oposición de la Honorable Senadora señora Matthei.



Repetida la votación de la letra c), nueva, agregada en el número 2) de artículo único del proyecto, es aprobada por 24 votos a favor y 8 abstenciones, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Larraín, Matthei, Novoa, Orpis y Pérez Varela.
- - -



Seguidamente, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse en la enmienda recaída en el número 3) de artículo único del proyecto, referida a la disposición vigésimotercera, nueva, que se agrega a la Carta Fundamental.



En discusión la enmienda, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Espina, García, Chadwick, Bianchi, Coloma, Letelier y Naranjo.



Posteriormente, el señor Presidente declara cerrado el debate respecto de esta disposición y agrega que dos Comités han solicitado el aplazamiento de la votación de esta norma.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien da lectura al artículo 135 del Reglamento del Senado, que regula esta materia.



El señor Presidente señala que, en consecuencia, queda aplazada la votación de la disposición precedentemente señalada.



Queda pendiente la discusión de este asunto.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

HOMENAJE EN MEMORIA DEL EMPRESARIO SEÑOR RICARDO CLARO VALDÉS.


El señor Presidente informa a la Sala que corresponde rendir homenaje en memoria del empresario señor Ricardo Claro Valdés, recientemente fallecido, conforme lo ha anunciado el Honorable Senador señor Romero.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero, Arancibia, Sabag y Vásquez.



A continuación, el señor Presidente hace uso de la palabra.



El señor Presidente anuncia que ha terminado el homenaje.

_________________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Ministro de Hacienda, solicitando que informe la fecha en que ingresará a tramitación legislativa el proyecto de ley sobre Bono de Incentivo al Retiro de los Funcionarios no Académicos de las Universidades Estatales, cuyo protocolo de acuerdo fue firmado el 18 de diciembre de 2008 y que incorpora el “Pago por Bonificación de Zonas Extremas”.



- Del Honorable Senador señor Horvath a los señores Ministros del Interior; de Economía, Fomento y Reconstrucción, y de Salud, solicitando diversos antecedentes respecto de los planteamientos formulados por los pescadores artesanales y requiriendo la adopción de las medidas que indica.



- Del Honorable Senador señor Romero al señor General Director de Carabineros de Chile y, por su intermedio, al General Jefe de la V Zona de  esa Institución, recabando información respecto de la creación de una Prefectura para las provincias de Quillota y Petorca.



- Del Honorable Senador señor Zaldívar:



1) A la señora Ministra de Educación, solicitando adoptar las medidas necesarias para enfrentar la situación que afecta a la profesora de educación básica de la Escuela Almirante Juan José Latorre de Chaitén que indica.



2) Al señor Ministro de Salud, con el objeto de que estudie la posibilidad de incluir la Mucopolisacaridosis o Síndrome de Hunter dentro de las enfermedades que cubre el Plan Auge o, en su defecto, disponer algún mecanismo de apoyo.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESION 1ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 11 DE MARZO DE 2.009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y la señora Ministra de Salud subrogante, doña Jeannette Vega Morales.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de sesiones nonagésima primera y nonagésima segunda, ambas ordinarias, de 3 y 4 de marzo del año en curso, respectivamente,  que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley que tipifica los delitos de lesa humanidad, de genocidio y de guerra (Boletín N° 6.406-07).


-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que establece un nuevo asiento para el juzgado de letras de Chaitén (Boletín N° 6.072-07) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de reforma constitucional que crea la Defensoría de las Personas (Boletín N° 6.232-07) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Hacienda, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador Navarro, referido a las multas que deben pagar las concesionarias de cárceles privadas.



De la señora Ministra de Trabajo y Previsión Social, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a empresas que han realizado despidos masivos en la VIII Región.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la construcción, tanto del camino al borde del mar en el sector El Rincón, como de la rampa y muelle para Caleta Tortel.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud subrogante de la Región del Bío Bío, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la situación que afecta a don Gastón Avello.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región de Valparaíso, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a la resolución que aprobó la construcción de obras fluviales en la ribera norte del estero Campiche, por parte de la empresa AES Gener S.A.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Gómez, relativo a una Moción de su autoría que amplía el plazo para la instalación de las empresas a que se refiere la ley N° 19.709, que establece un régimen preferencial aduanero y tributario para la comuna de Tocopilla, la que fue declarada inadmisible por contener materias que son propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (Boletín N° 4.999-11) (con urgencia calificada de “suma”).



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Orpis, García, Muñoz Aburto, Muñoz Barra y Sabag, con la que inician un proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a Christiane Raczynski Von Oppen (Boletín N° 6.404-07).



De los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi, Muñoz Aburto, Muñoz Barra y Sabag, con la que inician un proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a Dagmar Raczynski Von Oppen (Boletín N° 6.405-07).



-- Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



De los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que tipifica los delitos de lesa humanidad, de genocidio y de guerra (Boletín N° 6.406-07) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.483, que establece el nuevo régimen legal para la industria automotriz, incluyendo los vehículos adquiridos bajo el régimen de zona franca en las excepciones a la importación de vehículos usados.



-- Se declara inadmisible por tratarse de una materia que corresponde a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Comunicaciones



De los Honorables Senadores señores Zaldívar y Prokurica, mediante las cuales presentan sus renuncias a los cargos de Presidente y Vicepresidente del Senado, respectivamente, a contar del día 13 de marzo del presente año.



-- Se aceptan las renuncias, en los términos acordados unánimemente por los Comités.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, por la cual comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Pizarro.



De la Comisión de Economía, por medio de la cual comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor García.



De la Comisión de Hacienda, con la que informa que ha elegido como su Presidenta a la Honorable Senadora señora Matthei.



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, mediante la cual comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Letelier.



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con la que informa que ha elegido como su Presidenta a la Honorable Senadora señora Alvear.



De la Comisión de Minería y Energía, por la cual comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Prokurica.



-- Se toma conocimiento.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, por medio de la cual informa que acordó acceder a la solicitud de formar el Grupo de Amistad Chile-Vietnam.



-- Se toma conocimiento y se invita a los Honorables señores Senadores que deseen integrar dicho Grupo a inscribirse en la Secretaría de la Comisión de Relaciones Exteriores.

Solicitudes de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Frei y del Honorable Senador señor Núñez, para ausentarse del país a contar del día 11 de marzo de 2009 y 14 de marzo del presente año, respectivamente.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien realiza diversos comentarios en relación con la renuncia presentada por la Mesa de la Corporación y el procedimiento que se utilizará para la elección de nuevos Presidente y Vicepresidente del Senado, en consideración a lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento de esta Cámara. Agrega el Honorable señor Senador que lo que procede, en primer lugar, es votar las renuncias del Presidente y Vicepresidente y, una vez que sean aprobadas ambas, realizar, inmediatamente, la elección de las nuevas autoridades, quienes deben  asumir sus cargos en esta fecha y no el día 13 de marzo del año en curso como se ha acordado por los Comités.



Sobre el particular, el señor Presidente agradece la preocupación expuesta por el Honorable Senador señor Naranjo e indica que el procedimiento que se ha señalado en la Cuenta de esta sesión, se funda en un acuerdo unánime de los Comités.



En relación con este aspecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra el señor Secretario General, quien da lectura al referido acuerdo de Comités, tal como lo hiciera en la sesión 92ª, ordinaria, de 4 de marzo del año en curso y cuyo tenor es el siguiente:



“En Valparaíso, a 4 de marzo de 2009.



Los representantes de los Comités del Senado que suscriben acuerdan que en la sesión ordinaria del próximo miércoles 11 de marzo se dé cuenta de la renuncia a sus cargos de los actuales señores Presidente y Vicepresidente del Senado y se proceda en la misma sesión a elegir a sus reemplazantes. Todo ello para que produzca sus efectos a contar del día 13 de marzo.”.



A continuación, y siguiendo con el análisis de esta materia, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Naranjo, Larraín, Sabag, Gazmuri, Pizarro, Espina, Vásquez, Núñez y Ávila.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina precisa que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17 del Reglamento del Senado, es factible que la unanimidad de los Comités – requisito que se ha cumplido en este caso – suspenda la aplicación de una disposición reglamentaria dejando constancia de ello en el acta, razón por la que no ve obstáculo para dar cumplimiento al acuerdo de Comités leído precedentemente.



En seguida, el Honorable Senador señor Vásquez, señala que sin perjuicio de reconocer el derecho que tienen los Comités para dejar sin efecto alguna norma del Reglamento del Senado, como en este caso ha ocurrido con el artículo 25, es necesario que en el referido acuerdo se deje constancia que se trata de un caso calificado, como lo establece el artículo 17 del mencionado cuerpo normativo.



Posteriormente, el señor Presidente señala que el referido Acuerdo de Comités fue adoptado en forma unánime y que, en consecuencia, esa es la norma que regula, en este caso, el procedimiento de renuncia y elección de la nueva Mesa de la Corporación, por lo que se obrará conforme a él, procediéndose a realizar dichas actuaciones una vez terminada la Orden del Día de esta sesión.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien solicita que el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad, correspondiente al Boletín N° 4.999-11 y que cuenta con un informe de la Comisión de Salud, pudiera discutirse en esta sesión.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien expresa su aquiescencia con esta solicitud, ubicando dicha iniciativa en el segundo lugar de la Tabla de esta sesión.



Así se acuerda.

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Romero y del ex Senador señor Viera-Gallo, en tercer trámite constitucional, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objetivo de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y su inscripción automática en los Registros Electorales, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Romero y del ex Senador señor Viera-Gallo, en tercer trámite constitucional, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objetivo de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y su inscripción automática en los Registros Electorales, correspondiente al Boletín N° 3.544-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que en la sesión 93ª, ordinaria, del día de ayer, quedó pendiente la votación de la disposición vigésimotercera transitoria que se agrega a la Constitución Política de la República en virtud de este proyecto, en conformidad de lo solicitado por dos Comités.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan en el acta de la sesión precedentemente citada.

- - -



A continuación, el señor Presidente somete a votación la disposición vigésimotercera transitoria que se agrega a la Constitución Política de la República en virtud del número 3) del artículo único del proyecto, la cual es aprobada por 26 votos a favor, uno en contra y 7 abstenciones, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Vota en contra, el Honorable Senador señor Orpis.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Larraín, Longueira y Pérez Varela.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quien expresa su reconocimiento a la Corporación por la aprobación de esta iniciativa.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de reforma constitucional despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República, en la siguiente forma:


1.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15. En las votaciones populares, el sufragio será personal, igualitario, secreto y voluntario.”.


2.- Modifícase el artículo 18, de la manera que sigue:


a) En el inciso primero, elimínase la coma (,) ubicada entre la conjunción copulativa “y” y la forma verbal “garantizará”, y agrégase, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Una ley orgánica constitucional contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos por esta Constitución.”.

3.- Agrégase la siguiente disposición VIGÉSIMOTERCERA transitoria, nueva:


“VIGÉSIMOTERCERA. Las reformas introducidas a los artículos 15 y 18 sobre voluntariedad del voto e incorporación al registro electoral por el solo ministerio de la ley, regirán al momento de entrar en vigencia la respectiva ley orgánica constitucional a que se refiere el inciso segundo del artículo 18 que se introduce mediante dichas reformas.”.”.
- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien solicita que el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula los servicios sanitarios rurales, con informe de la Comisión de Obras Públicas, correspondiente al Boletín N° 6.252-09, pueda ser tratado, sin discusión, en esta sesión a continuación del proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad, correspondiente al Boletín N° 4.999-11.



Así se acuerda.

______________

Proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad, con informe de la 

Comisión de Salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia, de conformidad a lo acordado precedentemente por la Sala.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad, correspondiente al Boletín N° 4.999-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Agrega que la Comisión de Salud, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular y solicita a la Sala que adopte igual procedimiento y añade que aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide.



En cuanto a la discusión en particular, el señor Secretario General señala que dicha Comisión analizó una indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo la que fue aprobada en forma unánime, proponiendo a la Sala, en consecuencia, la aprobación del texto que más adelante se transcribe.



Finalmente, hace presente que el numeral 8) del artículo único del proyecto, por el cual se sustituye el artículo 12 de la ley N° 19.451, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en virtud de lo establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 
- - -


Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Arancibia, en su calidad de presidente de la Comisión de Salud.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala poner en votación esta iniciativa.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Coloma y señora Matthei, quien expresan su acuerdo con este planteamiento, pero que la votación del mismo sólo sea en general. 



Así se acuerda.



Puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 33 votos a favor y una abstención, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores señora Matthei y señores Arancibia, Girardi, Longueira, Muñoz Barra, Ominami, Orpis y Ruiz-Esquide. 


Se abstiene, el Honorable Senador señor García.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día lunes 30 de marzo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 19.451, sobre transplante y donación de órganos, en los siguientes términos:


1.- Agrégase el siguiente artículo 3° bis, nuevo:


“Artículo 3º bis.- No podrán facilitarse ni divulgarse informaciones que permitan la identificación del donante de órganos humanos.


Asimismo los familiares del donante no podrán conocer la identidad del receptor, ni el receptor o sus familiares la del donante y, en general, queda prohibida cualquier difusión de información que pueda relacionar directamente la extracción y el ulterior injerto o implantación.


De esta limitación se excluyen los directamente interesados en el caso de que se trate de una donación entre personas vivas. 


La información relativa a donantes y receptores de órganos humanos será recogida, tratada y custodiada en la más estricta confidencialidad y se considera como dato sensible, conforme a lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.”.


2.- Sustitúyese el artículo 4º, por el siguiente:


“Artículo 4º.- Sólo se permitirá la extracción de órganos en vida con fines de trasplante entre personas relacionadas, conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente, y siempre que, además, se estime que razonablemente no causará un grave perjuicio a la salud del donante y existan perspectivas de éxito para conservar la vida o mejorar la salud del receptor. Esta extracción siempre deberá practicarse previo informe positivo de aptitud física.


El reglamento establecerá los órganos que podrán ser objeto de extracción en estos casos.”.


3.- Agrégase el siguiente artículo 4º bis, nuevo:


“Artículo 4º bis.- Sólo estará permitida la extracción de órganos en vida con fines de trasplante sobre una persona capaz mayor de 18 años, quien podrá autorizarla únicamente en caso de que el receptor sea su pariente consanguíneo o por adopción hasta el cuarto grado, o su cónyuge, o una persona que, sin ser su cónyuge, conviva con el donante por un período no inferior a 3 años, en forma inmediata, continua e ininterrumpida. Este lapso se reducirá a 2 años si de dicha relación hubieren nacido hijos.


El consentimiento del donante no puede ser sustituido ni complementado; puede ser revocado hasta el instante mismo de la intervención quirúrgica, mientras conserve capacidad para expresar su voluntad, ante cuya falta la extracción no será practicada.”.


4.- Reemplázase en el artículo 5° la palabra “anterior”, por  la expresión: “4°”.


5.- Sustitúyese el artículo 8º, por el siguiente: 


“Artículo 8º.- Toda persona mayor de catorce años será considerada, por el sólo ministerio de la ley, donante de sus órganos una vez fallecida a menos que en vida haya manifestado su intención o voluntad de no serlo mediante simple declaración escrita y firmada en cualquier instrumento susceptible de producir fe y por los medios establecidos en esta ley.


En todos los casos en que el causante haya manifestado expresamente su voluntad respecto de su condición de donante, ésta no podrá ser modificada por los familiares.

En caso de duda fundada sobre la renuncia de su condición de donante, deberá requerirse a los siguientes familiares, en el orden preferente en que se las enumera, siempre que estén presentes al momento de tomar la decisión y que estuvieren en pleno uso de sus facultades mentales, para que den testimonio sobre la última voluntad del causante al respecto:


a) El cónyuge no divorciado que convivía con el fallecido, o la persona que sin ser su cónyuge convivía con el fallecido en  relación de tipo conyugal por un período no inferior a tres años, en forma inmediata, continua e ininterrumpida, plazo que se reducirá a dos si de dicha relación hubieren nacido hijos;


b) Cualquiera de los hijos mayores de 18 años;


c) Cualquiera de los padres;


d) El representante legal, tutor o curador;


e) Cualquiera de los hermanos mayores de 18 años;


f) Cualquiera de los nietos mayores de 18 años;


g) Cualquiera de los abuelos;


h) Cualquier pariente consanguíneo hasta el cuarto grado inclusive;


i) Cualquier pariente por afinidad hasta el segundo grado inclusive.


Conforme la enumeración establecida precedentemente y respetando el orden que allí se establece, las personas que entreguen testimonio, den cuenta de la última voluntad del causante o manifiesten conformidad con la donación, que se encuentren en orden más próximo excluyen el testimonio de las que se encuentren en un orden inferior. En caso que existan contradicciones en los testimonios de las personas que se encuentren en el mismo orden o no sea posible requerir este testimonio de ninguna de ellas dentro de un plazo razonable, atendidas las circunstancias, se estará a lo establecido en el inciso primero.


La relación con el causante y el testimonio de su última voluntad, serán acreditados, a falta de otra prueba, mediante declaración jurada, la que tendrá carácter de instrumento público, que deberá extenderse en el acto mismo de la interrogación ante el Director del establecimiento asistencial o ante quién éste delegue dicha función, en los términos señalados en el inciso segundo del artículo 6°.


En todo caso, la negativa a ser donante podrá expresarse en cualquier tiempo y a través de cualquiera de las formas establecidas en esta ley, con las formalidades que indique el reglamento.”.


6.- Sustitúyese el artículo 9º, por el siguiente:


“Artículo 9º.- Toda persona mayor de catorce años podrá en forma expresa renunciar a su condición de donante de sus órganos para trasplante con fines terapéuticos.


Con dicho fin al momento de obtener o renovar la cédula de identidad, toda persona será consultada por el funcionario del Servicio de Registro Civil e Identificación encargado de dicho trámite, en el sentido de si mantiene su condición de donante o declara su intención de no serlo, dejándose constancia de su decisión afirmativa o negativa en dicha cédula o de su falta de declaración al respecto.


Igualmente, al momento de obtener o renovar la licencia de conducir vehículos motorizados, los requirentes serán consultados por el médico del gabinete psicotécnico de la municipalidad, en el sentido de si mantienen su condición de donante o declara su intención de no serlo, dejándose constancia de su decisión afirmativa o negativa en dicha licencia o de su falta de declaración al respecto.


En ambos casos, el funcionario o el médico encargado del trámite señalado, deberá hacer presente a la persona, antes de manifestar su voluntad, que se trata de una decisión voluntaria.”.


7.- Sustitúyese el artículo 10, por el siguiente:


“Artículo 10.- En caso de fallecimiento de menores de 14 años, sólo sus padres o su representante legal podrán autorizar, de manera expresa, la donación de sus órganos. El vínculo familiar o la representación que se invoque se acreditará, a falta de otra prueba, mediante declaración jurada, la que tendrá carácter de instrumento público, que deberá extenderse en el acto mismo de la interrogación ante el Director del Establecimiento Asistencial o ante quién éste delegue dicha función, en los términos señalados en el inciso segundo del artículo 6°.”.


8.- Sustitúyese el artículo 12, por el siguiente:


“Artículo 12.- Tratándose de los casos previstos en los artículos 199 y 201 del Código Procesal Penal, o cuando su muerte hubiere dado lugar a un proceso penal, será necesaria la autorización del Fiscal, o en su caso del Juez de Garantía, conforme lo dispone los artículos 187 y siguientes del Código Procesal Penal, para destinar el cadáver a las finalidades previstas en esta ley, además del cumplimiento de los demás requisitos.”.


9.- Agrégase al artículo 13 los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos: 


“Las normas anteriores se aplicarán también a quien extrajere los órganos de un cadáver sin cumplir con las disposiciones del artículo 8°, o bien, destinare los órganos a un uso distinto al que se expresa en esta ley o en el Código Sanitario.


La infracción a las normas contenidas en el artículo 4º bis, sobre confidencialidad, se sancionará con presidio menor en su grado mínimo y multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, o sólo con esta última.”.


10.- Agrégase el siguiente artículo 15 bis, nuevo:


“Artículo 15 bis.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer las normas de certificación necesarias para los profesionales que realizan actos de procuramiento de órganos y tejidos; así como establecer requisitos adicionales para la acreditación de los establecimientos que se señalan en el artículo 2°.

Igualmente le corresponderá establecer los mecanismos técnicos, humanos y operativos así como su adecuada organización para que, siguiendo los principios de cooperación, eficacia y solidaridad, se establezcan las regulaciones y coordinación necesarias para las actividades de donación, extracción, preservación, distribución, intercambio y trasplante de órganos y tejidos en todo el país.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que regula los servicios sanitarios rurales, con informe de la 

Comisión de Obras Públicas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia, de conformidad a lo acordado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula los servicios sanitarios rurales, correspondiente al Boletín N° 6.252-09, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Añade que la Comisión de Obras Públicas discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores  Kuschel, Letelier y Longueira. 



El señor Secretario General señala que los artículo 76; tercero y décimo cuarto transitorios tienen el carácter norma orgánica constitucional de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 38 y 118 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.



Finalmente, hace presente que este proyecto en la discusión particular deberá ser discutido por la Comisión de Hacienda.

- - -



Ofrecido el uso de la palabra, ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 30 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día lunes 13 de abril del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES


Artículo 1º.- Ámbito de vigencia material. La presente ley regula la prestación del servicio sanitario en el ámbito rural.


El servicio sanitario rural podrá ser operado por un Comité o una Cooperativa, al que se ha otorgado un permiso o licencia por el Ministerio de Obras Públicas. Excepcionalmente, conforme se establezca en el Reglamento, el servicio podrá ser operado por otra persona natural o jurídica autorizada por el Ministerio de Obras Públicas, previo informe favorable de la Autoridad Sanitaria regional. 


Artículo 2º.- Definiciones. Para efectos de la aplicación de esta Ley, se entiende por:


a) «Área de servicio»: Aquélla cuyos límites geográficos constituyen la superficie territorial en que un operador presta servicios sanitarios rurales, como permisionario o licenciatario.


b) «Ámbito rural»: Toda área geográfica fuera del límite urbano.


c) «Comité de Servicio Sanitario Rural»: Organización comunitaria funcional, constituida y organizada conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, a la que se le otorgue permiso para operar un servicio sanitario rural.


d) «Concesionarias de servicios sanitarios»: Aquéllas personas jurídicas titulares de concesiones otorgadas conforme al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382 del Ministerio de Obras Públicas del año 1988.


e) «Cooperativa de Servicio Sanitario Rural»: Persona jurídica constituida y regida por la Ley General de Cooperativas, a la que se le otorgue licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.


f) «Departamento de Cooperativas»: El perteneciente al Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción.


g) «Licencia de servicio sanitario rural»: La que se otorga por el Ministerio a las Cooperativas de Servicio Sanitario Rural, por un plazo máximo de 30 años, para la prestación y operación de un servicio sanitario rural en un área de servicio determinada.


h) «Licenciataria»: Cooperativa a la que se ha otorgado licencia para operar servicios sanitarios rurales.


i) «Ministerio»: El Ministerio de Obras Públicas.


j) «Operador»: La Cooperativa o Comité al que se ha otorgado, por el Ministerio, licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.


k) «Permisionario»: Es el titular del permiso otorgado en conformidad a esta ley.


l) «Permiso de servicio sanitario rural»: El que se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, por un plazo máximo de 10 años, para la operación y prestación de un servicio sanitario rural, en un área de servicio determinada.


m) «Registro»: El Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales regulado en el artículo 77 de esta ley.


n) «Reglamento»: El que se dicte para la ejecución de las normas contenidas en esta ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3.


o) «Saneamiento»: Recolectar, tratar y disponer las aguas servidas.


p) «Soluciones Individuales de Saneamiento»: Son aquellas que, no estando conectadas con una red de alcantarillado primario, permiten la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización de sus aguas residuales.


q) «Subdirección»: La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas, que se crea por esta ley.


r) «Superintendencia»: La Superintendencia de Servicios Sanitarios.


s) «Usuario»: la persona que recibe algún servicio sanitario rural, pudiendo o no tener la calidad de socio del Operador.


Artículo 3º.- Reglamento. Para la aplicación de esta Ley, se dictará un Reglamento elaborado por el Ministerio de Obras Públicas, previa consulta a los organismos públicos integrantes del Consejo Consultivo regulado en el artículo 76 de esta ley.

TITULO II

DEL SERVICIO SANITARIO RURAL


Artículo 4º.- Tipos de servicios sanitarios rurales. El servicio sanitario rural podrá ser primario o secundario.


Artículo 5º.- Servicio sanitario rural primario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento a las comunidades rurales para uso doméstico, y requiere el abastecimiento de agua de calidad, en cantidad y con continuidad; y en forma universal para todos aquellos usuarios que se ubiquen dentro del área de servicio.


Artículo 6º.- Servicio sanitario rural secundario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento que exceden del uso doméstico, y cuya prestación sólo procede cuando el operador garantiza la cobertura del servicio sanitario rural primario.


El usuario del servicio sanitario rural secundario podrá comprar agua potable o solicitar su disposición a un operador de producción rural de agua potable o de disposición rural de aguas servidas, o a un concesionario de servicios sanitarios. En este caso, el operador o concesionario que preste este servicio deberá compensar al operador de la red de distribución o recolección, según sea el caso, mediante el pago de una tarifa de peaje calculada por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el Reglamento. En caso de existir diferencias entre las partes, será la Superintendencia quien resolverá a través de una resolución fundada.


Artículo 7º.- Etapas de los servicios. Los servicios sanitarios rurales comprenden las siguientes etapas: 


(a) producción rural de agua potable;


(b) distribución rural de agua potable;


(c) recolección rural de aguas servidas; y,


(d) tratamiento y disposición final rural de aguas servidas.


La etapa de producción rural de agua potable consiste en la captación y tratamiento de agua cruda, para su posterior distribución en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente.


La etapa de distribución rural de agua potable consiste en el almacenamiento en su caso, y la conducción del agua producida hasta su entrega en el inmueble del usuario.


La etapa de recolección rural de aguas servidas consiste en la conducción de dichas aguas desde el inmueble hasta la entrega para su tratamiento y disposición final. Alternativamente esta etapa podrá consistir en soluciones individuales de saneamiento para su posterior disposición.


La etapa de tratamiento y disposición rural de aguas servidas consiste en la evacuación de éstas en cuerpos receptores, en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente, o en sistemas de tratamiento.


Las etapas de los servicios sanitarios rurales, podrán solicitarse en licencia o permiso, conjuntamente o por separado. Sin embargo, la etapa de recolección rural de aguas servidas sólo podrá ser pedida por quien solicite u opere la etapa de distribución rural de agua potable.

TITULO III

LICENCIAS Y PERMISOS

Capítulo 1

Normas comunes


Artículo 8º.- Área de servicio. El operador prestará el servicio dentro del territorio delimitado en el respectivo permiso o licencia.


Artículo 9º.- Derecho a usar bienes nacionales de uso público e imponer servidumbres. Las licencias y permisos otorgan el derecho a usar a título gratuito bienes nacionales de uso público para construir o instalar infraestructura de servicios sanitarios rurales, siempre que no se altere, en forma permanente, la naturaleza y finalidad de éstos. El uso deberá sujetarse a las condiciones dispuestas por las respectivas municipalidades u otros órganos públicos encargados de su administración, cuando estas instalaciones pudieran afectar el normal uso del bien nacional de uso público. En todo caso, el uso temporal de cualquier bien nacional de uso público requerido para ejercer este derecho estará exento de cualquier tipo de cobro.


Asimismo, las licencias y permisos otorgan el derecho a imponer la constitución de servidumbres, en conformidad con lo establecido en el Código de Aguas.


Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los trabajos de exploración para la captación de aguas subterráneas y se considerarán también obras de infraestructura sanitaria rural, cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento para el servicio sanitario rural.


En caso que la conexión de una instalación domiciliaria de alcantarillado a una red de recolección para permitir el desagüe gravitacional, obligue a atravesar el predio de otro propietario, se constituirá una servidumbre legal de alcantarillado domiciliario.


El largo y ancho de la faja de terreno sujeta a servidumbre, corresponderá a la factibilidad técnica del proyecto de conexión otorgada por la licenciataria o el permisionario, obligándose el interesado a indemnizar los perjuicios.


Artículo 10.- Licencias o permisos vinculados. Para otorgar una licencia o permiso que requiera de otra para la prestación integral del servicio sanitario rural, la Superintendencia deberá exigir la existencia de la licencia o permiso que condiciona a la solicitada o su tramitación simultánea.


Artículo 11.- Obligación de cobro conjunto. El Operador de distribución rural de agua potable estará obligado a cobrar y a recaudar de los usuarios, el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción rural de agua potable, de recolección rural de aguas servidas y de tratamiento y disposición rural de aguas servidas.


El incumplimiento de las obligaciones que se deriven de lo señalado en el inciso anterior no podrá afectar la prestación de los servicios a los usuarios.


Artículo 12.- Bienes indispensables. Se entienden destinados a finalidades de utilidad y salubridad pública, los bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales.


Los bienes se considerarán indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, desde el otorgamiento de la licencia o permiso, desde su adquisición o regularización, o desde su puesta en operación, según corresponda.


Serán bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, entre otros, los siguientes:


a) arranques de agua potable


b) uniones domiciliarias de alcantarillado 


c) redes de distribución


d) redes de recolección


e) derechos de agua


f) captaciones


g) sondajes


h) estanques de regulación


i) servidumbres de paso


En caso que los bienes indispensables aportados por el Estado conforme a lo dispuesto en el artículo 90 de esta ley, pierdan tal calidad, el Operador deberá contar con la autorización de la Superintendencia de Servicios Sanitarios para enajenarlos. No se requerirá dicha autorización cuando la enajenación sea resultado de un reemplazo o mejora.


Los bienes indispensables tendrán el carácter de inembargables, siéndole aplicable lo establecido en el número 17 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 13.- Licitación de nuevas licencias o permisos. El Ministerio de Obras Públicas podrá llamar a licitación pública para el otorgamiento de nuevas licencias o permisos, y no podrá denegarlos discrecionalmente.


Artículo 14.- Transferencia. Los operadores podrán transferir a otros Comités o Cooperativas, sus permisos o licencias, debiendo informar de la transferencia al Registro.


En cualquier caso de transferencia de una licencia o permiso, el adquirente deberá cumplir con todas las condiciones que esta ley y su Reglamento fijen.


Si la licenciataria está operando en área urbana, podrá transferir total o parcialmente la licencia a una concesionaria de servicio sanitario, la que en todo caso deberá operar el área de servicio de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 y sus normas complementarias, entendiéndose ampliada su concesión sanitaria de pleno derecho, una vez que la transferencia haya sido autorizada por el Ministerio mediante Decreto Supremo, previo informe favorable de la Superintendencia.

Capítulo 2

De la licencia de servicio sanitario rural


Artículo 15.- Objeto. La licencia tiene por objeto autorizar a una Cooperativa para el establecimiento, construcción y explotación de un servicio sanitario rural.


Otorgada la licencia, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio de la licenciataria, permisos de distribución rural de agua potable y de recolección rural de aguas servidas, ni concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988, salvo en caso que, publicado el llamado a licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley, en al menos dos oportunidades, no se presente ningún interesado en la licencia dentro del plazo establecido en el artículo 24.


Artículo 16.- Licenciatarias. Las licencias para establecer, construir y explotar servicios sanitarios rurales, solo serán otorgadas a Cooperativas, las que se regirán por las normas de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio de las normas que establece esta ley y las demás propias de su giro.


Artículo 17.- Plazo. El plazo máximo de vigencia de la licencia será de 30 años. Durante este lapso, el Estado no podrá otorgar nuevas licencias de distribución rural de agua potable y de recolección rural de aguas servidas, en la misma área de servicio.


Artículo 18.- Ampliaciones. La licenciataria podrá solicitar ampliaciones de su área de servicio conforme al procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.


En caso que el área de ampliación solicitada esté total o parcialmente ubicada dentro del límite urbano de un área en la cual no se haya otorgado ni solicitado una concesión sanitaria conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas del año 1988, circunstancia que deberá ser previamente certificada por la Superintendencia, se aplicará el procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.


Artículo 19.- Licitación de la Licencia. La Superintendencia deberá llamar a licitación de la licencia y de sus bienes indispensables, un año antes del término del plazo de vigencia.


El llamado a licitación de la licencia pronta a extinguirse, se publicará por la Superintendencia por una vez en el Diario Oficial y, por medio de avisos repetidos por lo menos dos veces, en un diario de circulación en la región donde ésta se encuentre.


Las bases de licitación deberán señalar el nivel de subsidio a la inversión que se considerará para los efectos de evaluar las solicitudes de licencia que se presenten.


Las bases de licitación deberán contener una valorización actualizada de las inversiones necesarias para la prestación del servicio efectivamente realizadas por el anterior operador, sólo en la parte que hubieren sido financiadas con su patrimonio propio. En el evento que la licencia no le sea renovada, la nueva Licenciataria deberá pagar al anterior Operador dicho valor en la forma que lo hayan determinado las bases.


La avaluación actualizada de las inversiones que señala el inciso anterior, se efectuará de común acuerdo entre la Licenciataria y la Superintendencia y, en caso de desacuerdo, se hará por un perito tasador, que será nombrado conforme lo establezca el Reglamento.


Tanto la licencia como los bienes indispensables, se entenderán transferidos de pleno derecho desde la fecha del decreto de adjudicación.


En caso que la licitación no se resuelva antes del término del plazo de vigencia de la licencia, se entenderá esta prorrogada automáticamente hasta la fecha del decreto de adjudicación a la nueva licenciataria.


Artículo 20.- Solicitud. La solicitud de licencia se presentará ante la Superintendencia, acompañando una garantía de seriedad de la presentación. La solicitud, cuyas características se determinarán en un reglamento, contendrá, a lo menos, lo siguiente:


1) La identificación de la Cooperativa peticionaria.


2) Un Certificado de vigencia de la Cooperativa, emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.


3) La identificación de la etapa del servicio sanitario rural que se solicita, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


4) La identificación de las fuentes de agua y sus respectivos derechos, en el caso de la licencia de producción rural de agua potable.


La Licenciataria deberá tener la propiedad o el uso de estos derechos, circunstancia que deberá acreditarse en la forma y plazos que defina el Reglamento.


5) La identificación de las demás Licenciatarias, Concesionarias de servicios sanitarios o Permisionarios con las cuales se relacionará.


6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales. 


7) Las características de las aguas servidas a tratar, del efluente y del cuerpo receptor, en el caso de la licencia de tratamiento y disposición rural de aguas servidas.


8) Un Inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones, y un estado de situación con una antigüedad no superior a 30 días a la fecha de su presentación, que deberá contener el análisis correspondiente a cada una de sus cuentas.


Artículo 21.- Carácter del área de servicio. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia la pondrá en conocimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y de las respectivas municipalidades, quienes deberán, en el plazo de cuarenta y cinco días, emitir un informe indicando si el área de servicio solicitada está fuera del límite urbano.


En caso que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo o los Municipios consideren conveniente la ampliación del área de servicio, con el objeto de satisfacer demandas habitacionales no cubiertas, podrán señalarlo en su informe, a fin que la Superintendencia lo evalúe para efectos de lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 22.- Ampliaciones obligatorias. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia podrá ampliar los límites del área de servicio, sólo con el objeto de incorporar áreas que desde el punto de vista técnico y económico, hagan conveniente la constitución de un sistema unitario, con incidencia en un menor costo para la provisión del servicio. En este caso, la solicitante podrá desistirse de su solicitud.


Artículo 23.- Publicación. El solicitante deberá publicar, a su cargo, un extracto de la solicitud de licencia por una vez en un diario de circulación en la región en que se encuentre el área de servicio solicitada, y deberá ser difundido a través de un medio de comunicación radial, u otro medio idóneo, por dos veces a lo menos. El extracto contendrá las menciones que se establezcan en el Reglamento.


Artículo 24.- Plazo para otras interesadas. Si hubiera otras Cooperativas interesadas en la licencia, deberán presentar a la Superintendencia, dentro del plazo de cuarenta y cinco días contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo anterior, una solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, la que deberá ser acompañada de una garantía de seriedad, cuyas características se determinarán en el Reglamento.


Artículo 25.- Plan de inversión. Todos los que hubieren presentado solicitud de licencia entregarán a la Superintendencia, dentro del plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo 23, lo siguiente:


1.- Un Plan de Inversiones que deberá contener, a lo menos:


a) descripción técnica general y un cronograma de las obras proyectadas para un horizonte de cinco años;


b) estimaciones de beneficios, costos, valor actualizado neto; y


c) tarifas propuestas.


2.- Los demás antecedentes requeridos de conformidad al Reglamento.


Artículo 26.- Criterios de recomendación para la adjudicación. La Superintendencia recomendará la adjudicación de la licencia a la solicitante que, cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Cuando el interés general lo haga necesario se considerará el plazo de puesta en explotación de los servicios, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará la licencia al que tenga en ese momento la calidad de titular de la misma.


Con todo, la tarifa ofrecida por el solicitante al que se proponga adjudicar, no podrá ser superior a la determinada por la Superintendecia de conformidad al Título V de esta Ley.


Artículo 27.- Informe. La Superintendencia, dentro de un plazo de 90 días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 25, informará al Ministerio sobre las solicitudes presentadas.


El informe se pronunciará sobre el Plan de Inversiones y los demás antecedentes presentados por el solicitante, y propondrá la dictación del decreto de otorgamiento de la licencia, si se estima procedente.


El plazo a que se refiere este artículo se interrumpirá cuando el interesado esté en mora de cumplir con los antecedentes exigidos en el artículo 25 de esta ley, que le hubieren sido solicitados por carta certificada de la Superintendencia.


En todo caso, el plazo para evacuar el informe de la Superintendencia al Ministerio no podrá exceder de ciento ochenta días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 24.


Artículo 28.- Adjudicación. El Ministerio, considerando el informe de la Superintendencia, resolverá fundadamente acerca de la solicitud de licencia, en un plazo máximo de treinta días de recibido dicho informe, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República".


Artículo 29.- Decreto de otorgamiento. El decreto de otorgamiento de la licencia considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1. La identificación de la Licenciataria.


2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


3. Las condiciones de prestación de los servicios, aprobadas por la Superintendencia.


4. La normativa general aplicable a la licencia que se otorga.


5. El Plan de Inversiones de la licenciataria respecto del cual se ha pronunciado la Superintendencia.


6. La tarifa a cobrar a los usuarios


7. La garantía involucrada.


8. El plazo de vigencia de la licencia.


Artículo 30.- Garantía. Al otorgarse la licencia, la Superintendencia exigirá a la licenciataria, en los términos que se establezcan en el Reglamento, una garantía que resguarde la adecuada prestación del servicio, cuyo monto se calculará considerando el número de usuarios y sus condiciones socioeconómicas.


Los instrumentos en virtud de los cuales se otorguen las garantías serán elegidos por la Licenciataria de entre aquellos que la Superintendencia defina para tal efecto. Las cláusulas del contrato respectivo deberán ser aprobadas por la Superintendencia.
Capítulo 3

Caducidad, continuidad de la prestación del servicio y quiebra de la licencia


Artículo 31.- Caducidad. Las licencias caducarán, antes de entrar en operación, si no se ejecutaren las obras correspondientes al Plan de Inversión necesarias para poner en explotación el servicio, indicadas en el decreto de otorgamiento de la licencia.


La caducidad será declarada mediante un decreto dictado por el Ministro de Obras Pública bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Caducada una licencia, la Superintendencia podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra, que indicará. En dicho caso, el operador tendrá el plazo de treinta días para demostrar técnica y económicamente que puede mantener el servicio. De no poder hacerlo, la Superintendencia licitará la licencia de conformidad con las reglas del Capítulo anterior.


Artículo 32.- Retiro de instalaciones. En los casos de caducidad previstos en el artículo anterior, la Cooperativa podrá disponer de las instalaciones ejecutadas, salvo los bienes indispensables. Cuando estas instalaciones ocupen bienes nacionales de uso público, terrenos fiscales o de particulares, el retiro deberá hacerse dentro del plazo y en las condiciones que fije la Superintendencia.


Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará, cuando corresponda, sin perjuicio del cumplimiento de las condiciones, exigencias y requisitos establecidos para ese evento, en la respectiva resolución de calificación ambiental.


Artículo 33.- Declaratoria de riesgo en la prestación del servicio. Habiendo entrado en operación, el Ministro de Obras Públicas, en base a un informe técnico elaborado por la Superintendencia, y por la Autoridad Sanitaria cuando se incumplan o infrinjan disposiciones normativas de su competencia, podrá declarar en riesgo la prestación del servicio de una licenciataria, en los siguientes casos:


a) si las condiciones del servicio suministrado no corresponden a las exigencias establecidas en la ley o en sus reglamentos, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento de la licencia respectiva; y,


b) si la licenciataria no cumple el Plan de Inversiones.


Para la calificación de dichas causales, la Superintendencia y la Autoridad Sanitaria en su caso, deberán considerar la gravedad de sus consecuencias y la reiteración de su ocurrencia.


Artículo 34.- Administrador temporal. Declarada por el Ministro de Obras Públicas la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo anterior, cesarán en sus funciones el gerente y el consejo de administración de la Cooperativa, y el Ministerio designará un administrador temporal, por un plazo no superior a seis meses, prorrogables por una sola vez por igual período, cuyas funciones y requisitos serán las establecidas en esta Ley y su Reglamento.


El administrador temporal ejercerá las funciones del Consejo de Administración, y será considerado como consejero para todos los efectos de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio que en materias técnicas vinculadas al servicio sanitario rural, estará supeditado al Ministerio de Obras Públicas.


La declaración de riesgo en la prestación del servicio y la designación de un administrador temporal, no obsta a la aplicación de las sanciones que procedan de conformidad a la normativa legal y reglamentaria vigente.


Artículo 35.- Cobro de garantía. En los casos regulados en los artículos 31 y 33, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía señalada en el artículo 30. La garantía podrá ser puesta a disposición del Administrador temporal que se designe conforme al artículo anterior, para el desempeño de sus funciones.


Artículo 36.- Facultades del administrador temporal. El administrador temporal del servicio tendrá todas las facultades del giro de la Cooperativa, que la ley y su estatuto otorgan al Consejo de administración y gerente. Su función principal será promover la designación, de un nuevo gerente y consejo de administración, dentro del plazo establecido en el artículo 34.


El administrador temporal responderá hasta de culpa leve en el ejercicio de sus funciones.


En caso que, después de cumplida la prórroga del inciso primero del artículo 34 de esta Ley, no haya sido posible la designación de un nuevo gerente y consejo de administración, el Ministerio llamará a licitación de la licencia, conforme a las reglas del Capítulo anterior.


Artículo 37.- Causal de inhabilidad. El gerente y los miembros del consejo de administración que cesen en sus cargos conforme al artículo 34, quedarán inhabilitados para ejercerlos, en cualquier Cooperativa, por un plazo de cinco años, contados desde la fecha del decreto respectivo.


Artículo 38.- Quiebra de la Licenciataria. Pronunciada la declaración de quiebra, la fallida quedará inhibida, de pleno derecho, de la administración de la licencia y de sus bienes indispensables.


En el caso de quiebra de una Licenciataria cuya licencia esté en explotación, el síndico velará por la adecuada provisión del servicio hasta su licitación. Para tales efectos se aplicará respecto del síndico lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 34.


Los gastos en que se incurra con ocasión de la Quiebra quedarán incluidos dentro de los créditos señalados en el Nº 1 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 39.- Licitación por quiebra. El Ministerio dispondrá la licitación de la licencia y los bienes indispensables, dentro del plazo de un año contado desde que quede a firme la sentencia que declare la quiebra. El llamado a licitación se publicará en la forma establecida en el artículo 23, y los interesados deberán presentar sus ofertas en los plazos y con los antecedentes indicados en los artículos 24 y 25 de esta ley. Se aplicará además para la licitación lo dispuesto en los artículos 27, 28, 29 y 30 de esta ley.


La adjudicación de la licencia recaerá, cumpliendo las condiciones técnicas y la tarifa vigente, en la interesada que ofrezca el mayor valor por la licencia y por los bienes indispensables.

Capítulo 4

Del permiso de servicio sanitario rural


Artículo 40.- Objeto. El permiso de servicio sanitario rural se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, para establecer, construir y explotar Servicios Sanitarios Rurales, en un área de servicio determinada.


Artículo 41.- Solicitud del permiso. Para solicitar un permiso, el interesado deberá presentar al Ministerio, a lo menos, lo siguiente:


1) La identificación del Comité o la Cooperativa peticionaria, y una breve descripción de las características más relevantes del servicio que se solicita prestar.


2) En caso que el solicitante sea Cooperativa, un certificado de vigencia emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.


3) La identificación de las etapas del servicio sanitario rural que se solicitan, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


4) La identificación de las fuentes de agua que utilizará en calidad de propietario o a cualquier otro título.


5) El título en virtud del cual el solicitante utilizará las fuentes de agua identificadas conforme al numeral anterior, lo que deberá acreditarse en la forma que defina el Reglamento.


6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales.


7) Un Inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones. Si el peticionario fuere una Cooperativa, deberá acompañar además un estado de situación.


Artículo 42.- Plazo del permiso. El plazo máximo por el que se otorgará el permiso será de 10 años.


Artículo 43.- Decreto de otorgamiento. El Ministerio resolverá fundadamente acerca de la solicitud de permiso, en un plazo máximo de 30 días, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República".


El decreto de otorgamiento del permiso considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1. La identificación del permisionario.


2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


3. Las condiciones de prestación de los servicios.


4. La normativa general aplicable al permiso que se otorga.


5. La tarifa a cobrar a los usuarios.


6. El Plazo de vigencia del permiso.


Artículo 44.- Renovación y solicitud de licitación. El permisionario goza de derecho preferente para que se le renueve su permiso, para lo cual deberá solicitar su renovación con a lo menos seis meses de anticipación antes de la fecha de extinción. En su defecto, el Ministerio deberá llamar a licitación conforme al artículo 45 de esta ley.


En caso que el permisionario esté clasificado en el segmento alto conforme a lo dispuesto en el artículo 78, deberá presentar junto a su solicitud de renovación un Plan de Inversiones, respecto del que la Superintendencia deberá pronunciarse en un plazo de cuarenta y cinco días.


Cualquier interesado distinto del Permisionario podrá solicitar al Ministerio, dentro de los seis meses antes del término del plazo de vigencia del permiso, que llame a su licitación. Para estos efectos, deberá acompañar a su solicitud un proyecto técnica y económicamente viable para la prestación del servicio.


Artículo 45.- Licitación del permiso. El llamado a licitación del permiso pronto a extinguirse y sus bienes indispensables, se publicará por el Ministerio en la forma establecida en el artículo 23 de esta ley.


Si hubiera otros interesados en el permiso, éstos deberán presentar al Ministerio, dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el inciso primero, una solicitud de permiso en los términos establecidos en el artículo 41 de esta ley.


Vencido el término anterior, el Ministerio adjudicará, en un plazo máximo de 60 días, el permiso al solicitante que cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Se podrá considerar, entre otros, el plazo de puesta en explotación de los servicios ofrecidos, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará el permiso al que tenga en ese momento la calidad de titular del mismo.


Se aplicará para la licitación del permiso, lo dispuesto en los cinco incisos finales del artículo 19 de esta ley.

TITULO IV

DE LOS OPERADORES

Capítulo 1

Derechos y obligaciones de los operadores y usuarios


Artículo 46.- Obligaciones de los operadores. Los operadores de servicios sanitarios rurales tendrán las siguientes obligaciones:


a) Prestar los servicios sanitarios a los usuarios, en la medida que sea técnica y económicamente factible. Esta obligación comprende la certificación de la factibilidad de servicio. En caso que existan discrepancias entre el usuario y el operador, en cuanto a las condiciones de prestación del servicio, la Superintendencia resolverá las diferencias mediante una resolución fundada.


Los servicios sanitarios deberán prestarse a los Usuarios, en la cantidad que corresponda, y en la calidad exigible conforme a las normas respectivas, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio de Salud y de la Superintendencia.


b) Garantizar la continuidad del servicio entregado, en el sentido que éste sea prestado durante la cantidad de horas diarias que se determine por la Superintendecia, conforme a las características técnicas exigibles a cada segmento; salvo, las interrupciones que se produzcan por fuerza mayor o por necesidad indispensable para la prestación del servicio, debidamente programadas y comunicadas con anticipación a los usuarios, según lo establecido en el Reglamento.


c) Mantener el nivel de calidad en la atención de usuarios y prestación del servicio que defina el Reglamento.


d) Prestar y operar los servicios sanitarios rurales, dando estricto cumplimiento a las obligaciones, restricciones y prohibiciones establecidas en esta Ley y su Reglamento, en la normativa sanitaria y ambiental, y en las demás normas y disposiciones legales, reglamentarias y administrativas vigentes; así como a las instrucciones que impartan las autoridades competentes en el ejercicio de sus atribuciones.


Artículo 47.- Obligación de conservación de instalaciones y equipos. Para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo anterior, los operadores deberán conservar en perfecto estado de funcionamiento las instalaciones y equipos que conforman la infraestructura del servicio, debiendo para estos efectos proceder a su reparación y mantención, y a la reposición en su caso.


Artículo 48.- Fondo de reposición y reinversión. Los operadores que conforme a la clasificación del artículo 78 de esta Ley, pertenezcan a los segmentos medio y alto, deberán constituir e incrementar, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes, un fondo de reserva legal, destinado a la reposición y ampliación de largo plazo, según se defina en el reglamento.


Este fondo del inciso anterior no podrán ser destinados a fines distintos a la reposición y ampliación de la infraestructura, y deberá ser mantenido en instrumentos de inversión de emisores inscritos en el registro de valores, cuya clasificación de riesgo y tipo de instrumento serán definidos en el Reglamento.


Artículo 49.- Responsabilidad por mantenimiento y reposición. Los costos de mantenimiento y reposición del arranque de agua potable y la unión domiciliaria, del sistema de agua potable y saneamiento rural respectivamente, serán de cargo del operador.


El mantenimiento y reposición de las instalaciones interiores domiciliarias de agua potable y de saneamiento serán de exclusiva responsabilidad y cargo del propietario del inmueble.


Artículo 50.- Uso de instalaciones y equipos. Corresponderá siempre a los operadores el uso y goce exclusivo de los bienes indispensables regulados en el artículo 12 de esta ley; y sólo podrán destinar dichas instalaciones a la realización de las actividades indicadas en el artículo 46.


Artículo 51.- Derechos de los usuarios. Las prestaciones en que se traduzca el cumplimiento de las obligaciones de los operadores establecidas en esta ley, serán sin perjuicio de los demás derechos establecidos en otras normas relacionadas con los servicios sanitarios rurales, todos los cuales constituyen el estatuto mínimo de los derechos que amparan a los usuarios.


Artículo 52.- Derechos del operador. Son derechos del Operador:


a) Cobrar por las etapas del servicio sanitario rural prestadas, las tarifas a que se refiere el Título V de esta Ley. Para estos efectos, las boletas o facturas deberán permitir la fácil comprensión de cada cobro efectuado.


b) Cobrar reajustes e intereses corrientes, por las cuentas que no sean canceladas dentro de los plazos señalados en el Reglamento;


c) Cobrar los costos de cobranza extrajudicial en que haya incurrido el operador;


d) Suspender, previo aviso de 15 días, los servicios a Usuarios que adeuden el pago de una o más boletas o facturas y cobrar el costo de la suspensión y de la reposición correspondiente;


e) Suspender el servicio a los usuarios de servicio sanitario rural primario que destinen el agua a un fin distinto del establecido en el artículo 5 de esta Ley;


f) Suspender el servicio a los usuarios respecto de los cuales se compruebe que han causado daño a las instalaciones, equipos o bienes del Operador.


g) Cobrar el costo de las reparaciones de daños y desperfectos causados en los arranques de agua potable y uniones domiciliarias de alcantarillado, redes de distribución y redes de recolección, a causa del mal uso o destrucción de las mismas por el usuario.


h) Proponer y postular, cuando corresponda, en representación de los usuarios, a subsidios a la inversión en los sistemas rurales de agua potable, en particular al establecido en la Ley Nº 18.778 de 1989 y su reglamento.


i) Exigir al usuario de la propiedad servida la conexión a las instalaciones de agua potable y/o alcantarillado, según fuere el caso, cuando existan causas debidamente calificadas por la autoridad sanitaria.


Los derechos anteriormente señalados se ejercerán sin perjuicio de las atribuciones que el Código Sanitario le entrega al Ministerio de Salud.


Artículo 53.- Mérito ejecutivo. Las boletas o facturas que se emitan por la prestación de los servicios sanitarios rurales o por los trabajos en los arranques de agua potable rural o uniones domiciliarias de alcantarillado rural, incluidos sus reajustes e intereses, tendrán mérito ejecutivo solo en cuanto al cobro de aquéllas prestaciones.


Artículo 54.- Modificaciones de niveles de servicio. Se podrán modificar los niveles de servicio de los operadores, a proposición de la Superintendencia, mediante decreto supremo que deberá llevar la firma del Ministro de Obras Públicas. Dicho decreto supremo deberá ser fundado y basado en criterios de carácter objetivo. Los niveles de servicio podrán diferenciarse entre segmentos de operadores.


En caso que por modificaciones de los Planes Reguladores, el área de servicio de una Licenciataria quede total o parcialmente incorporada en el área urbana, el Ministerio podrá modificar los niveles de servicio de la licencia, a proposición de la Superintendencia. En este caso, la Licenciataria deberá modificar su Plan de Inversiones para incorporar las nuevas exigencias. La modificación de los niveles de servicio y la aprobación de las del Plan de Inversiones se harán conforme al procedimiento que establezca el Reglamento.


Artículo 55.- Facultad de acceso del operador. El usuario deberá permitir el acceso al inmueble del personal del operador, identificado como tal, para el ejercicio de las funciones que dicen relación con la prestación de los servicios.


Artículo 56.- Inmueble que recibe el servicio. En el inmueble que recibe el servicio de agua potable o de alcantarillado de aguas servidas, quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio sanitario rural, para con el operador.

Capítulo 2

Causales de incompatibilidad, de cesación en los cargos y censura de dirigentes de operadores


Artículo 57.- Incompatibilidad. Serán incompatibles los cargos de Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales con los cargos directivos o pertenecientes a los órganos de administración o de fiscalización de los Comités y Cooperativas de servicios sanitarios rurales.


Las demás incompatibilidades y las causales de inhabilidad y cesación en el cargo, aplicables a la organización de las Cooperativas de servicios sanitarios rurales, se regirán por la Ley General de Cooperativas, y su legislación complementaria.


Artículo 58.- Cesación en el cargo de los dirigentes de los Comités. Los dirigentes de los Comités de Servicio Sanitario Rural, cesarán en sus cargos:


a) Por el cumplimiento del período para el cual fueran elegidos.


Los estatutos del Comité podrán establecer períodos diferenciados de tiempo para cada cargo, a fin de permitir la renovación del directorio por parcialidades;


b) Por renuncia presentada por escrito al directorio, cesando en sus funciones y responsabilidades al momento en que éste tome conocimiento de aquélla;


c) Por inhabilidad sobreviniente, calificada en conformidad con los estatutos;


d) Por censura acordada por mayoría simple de los miembros presentes o representados en asamblea extraordinaria especialmente convocada al efecto. Para estos efectos la Asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del Comité;


e) Por pérdida de la calidad de afiliado a la respectiva organización; 


f) Por pérdida de la calidad de ciudadano;


g) Por condena por alguno de los crímenes o simples delitos contra la propiedad establecidos en el Código Penal.


Artículo 59.- Censura de los dirigentes de los Comités. Será motivo de censura la trasgresión por los dirigentes de cualesquiera de sus deberes legales, o de algún derecho de un miembro de un Comité de Servicio Sanitario Rural.


Artículo 60.- Censura al directorio del Comité. Los Comités de servicio sanitario rural deberán confeccionar anualmente un balance o una cuenta de resultados, según el sistema contable con que operen, y someterlos a la aprobación de la asamblea. El incumplimiento de esta obligación será causal de censura para todo el directorio de la organización. Asimismo, será causal de censura para el directorio, el rechazo del balance o cuenta de resultados anual, en dos oportunidades sucesivas por a lo menos dos tercios de la asamblea.

Capítulo 3

Remuneraciones de dirigentes de los Comités


Artículo 61.- Remuneraciones de dirigentes de Comités. La Asamblea General extraordinaria de un Comité de Servicio Sanitario Rural, podrá acordar por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, las remuneraciones y asignaciones en dinero de sus dirigentes y su reajustabilidad, para que rija por los periodos anuales que ella determine.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del Comité.

TITULO V

DE LAS TARIFAS


Artículo 62.- Reglas generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su Reglamento.


Las tarifas a cobrar a los usuarios, de cada servicio sanitario rural específico serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Artículo 63.- Objetivos. Las tarifas de autofinanciamiento deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición. En el caso de los costos de inversión y de reposición, el procedimiento de tarifas podrá establecer distintos niveles de recuperación.


El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.


Artículo 64.- Autoridad encargada del cálculo de las tarifas. Cada cinco años, y en el mismo período en que el Ministerio efectúe la clasificación conforme a lo dispuesto en el artículo 78 de esta ley, la Superintendencia determinará las tarifas para los operadores.


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo siguiente, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.


Artículo 65.- Procedimiento de Determinación tarifaria. Calculada la tarifa de autofinanciamiento y considerando el subsidio definido por la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, la Superintendencia determinará para cada Región mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.


Una vez comunicado por la Superintendencia el nivel tarifario que le corresponde, el Operador lo pondrá en conocimiento de la Asamblea, la que en el plazo de treinta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta en un 5%. En estos casos el nivel tarifario aceptado o ajustado por la Asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios por el operador.


En caso que la Asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de treinta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el Reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.


Vencido el plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, sin un pronunciamiento de la Asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.


Artículo 66.- Fórmula tarifaria. Los sistemas tipo a tarificar serán definidos por la Superintendencia para cada región, considerando el tamaño del servicio y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento.


La Superintendencia definirá además los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas, o de otro tipo que lo justifique. Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación tarifaria individual se establecerán en el reglamento.


Para los sistemas tipo o de tarificación individual definidos, se determinará el costo total de largo plazo, entendiéndose como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación eficiente como los de inversión eficiente de un proyecto de inversión optimizado.


Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte consistente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.


Para determinar las tarifas que establece este Título, se calcularán separadamente las correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.


Artículo 67.- Tasa de costo de capital. La tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el Reglamento.


Artículo 68.- Cargos tarifarios. Las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico. El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar, corresponderá al que se establezca en el Reglamento.


Artículo 69.- Reajustabilidad de la tarifa. Las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, un 5%, del IPC informado por el Instituto Nacional de Estadísticas. El operador deberá informar del reajuste a los usuarios en la forma y oportunidad definida en el Reglamento.


Artículo 70.- No discriminación de la tarifa. No existirá gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios o discriminación alguna, salvo las excepciones otorgadas por los operadores a usuarios, y a sus expensas. No obstante, los operadores no podrán establecer diferencias en sus tarifas, cargos o cualquier otro concepto, dentro de un mismo sistema, salvo en los casos que esta ley los autorice.


Artículo 71.- Obligado al pago. La tarifa deberá ser pagada por el ocupante de la propiedad, ya sea usufructuario, arrendatario o mero tenedor, sin perjuicio que en el inmueble que recibe el servicio quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio para con el operador.


Artículo 72.- Prestación regulada. Todas aquellas prestaciones de carácter sanitario efectuadas por el operador que no se encuentren reguladas en esta Ley y se presten con características monopólicas, serán tarificadas de conformidad con este Título.

TITULO VI

INSTITUCIONALIDAD

Capítulo 1

Política nacional de servicios sanitarios rurales


Artículo 73.- Política de asistencia y promoción. El Ministerio de Obras Públicas, con la información técnica que recabe de los Ministerios de Salud, Vivienda y Urbanismo, Planificación y de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, determinará la política para la asistencia técnica y financiera, supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales. Dicha política se ejecutará mediante programas acordados con los gobiernos regionales.


La política de asistencia y promoción deberá considerar, además, a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los operadores.


La política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales se definirá y ejecutará por el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de las atribuciones y competencias que correspondan a otros organismos públicos.


Artículo 74.- Reconocimiento. La política para la asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, reconoce la función social y el rol integrador de los grupos intermedios que desarrollan sus actividades basados en los principios de participación comunitaria y de ayuda mutua, garantizando su ejercicio a toda persona sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


Del mismo modo, cada uno de los miembros de las organizaciones comunitarias y de las fundadas en el principio de ayuda mutua a que esta ley atribuye el derecho a ser titulares de permisos y licencias, tienen derecho a elegir y a ser elegidos para la dirección, administración y control de la gestión de las respectivas organizaciones; sin perjuicio de los demás derechos que otras leyes les confieren para la protección de su calidad de usuarios o consumidores.


Artículo 75.- Principios. La política sobre los servicios sanitarios rurales, estará fundada en los siguientes principios:


a) De protección de la ayuda mutua, para el caso de los derechos inherentes de los servicios sanitarios rurales;


b) De igualdad de participación y de decisión de los integrantes de los órganos administradores y ejecutores de los operadores de los servicios sanitarios rurales, bajo la condición de que dichos integrantes den oportuno cumplimiento a sus obligaciones;


c) De no discriminación respecto del servicio sanitario rural;


d) De eficiencia económica en la disposición y administración de los recursos, de modo que propenda a la autosustentabilidad económica del servicio;


e) De transparencia en la gestión y administración del servicio, para con sus socios, usuarios y la comunidad en general; y,


f) De promoción del uso sostenible del agua y de los demás componentes ambientales involucrados.


Artículo 76.- Consejo consultivo. Para la orientación de la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, el Ministerio deberá oír a un Consejo Consultivo, el que estará compuesto por los siguientes integrantes:


a) un representante del Ministerio de Obras Públicas, quien lo presidirá; 


b) un representante del Ministerio de Hacienda;


c) un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción;


d) un representante del Ministerio de Salud;


e) un representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo;


f) un representante del Ministerio de Planificación;


g) un representante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


h) un representante de la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior;


i) tres representantes de los socios de las Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales;


j) tres representantes de los socios de los Comités; y,


k) tres representantes de federaciones o confederaciones de operadores de servicios sanitarios rurales, sean de carácter nacional, regional o provincial.


El Consejo sesionará, al menos, dos veces al año. El Reglamento determinará el procedimiento de funcionamiento del Consejo. Los integrantes del Consejo a que se refieren las letras i), j) y k) del inciso primero de este artículo, percibirán una asignación para gastos de traslado, alojamiento y alimentación por cada sesión a la que asistan, con cargo al presupuesto del Ministerio.


El mecanismo de elección de los integrantes del consejo consultivo establecidos en las letras i), j) y k) de este artículo, será fijado en el Reglamento. Para el caso de la elección de los representantes de las letras i) y j), dicho mecanismo deberá respetar la adecuada representación de los estratos, las regiones y los Comités y Cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación. Del mismo modo, dicho mecanismo asegurará la no discriminación de las personas representantes por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


El Secretario Ejecutivo del Consejo será el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas. Sus funciones serán citar a las sesiones, levantar acta de éstas, el seguimiento de los acuerdos adoptados y las demás que el Consejo o el Reglamento le encomienden.

Capítulo 2

Del registro y clasificación de operadores


Artículo 77.- Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales. El Ministerio tendrá a su cargo un registro público de los operadores de servicios sanitarios rurales, de los permisos y licencias otorgadas, y de los demás antecedentes que el Reglamento establezca.


Artículo 78.- Clasificación de los operadores. Para los efectos de esta Ley, los operadores se clasificarán en tres segmentos: (a) alto, (b) medio, y (c) bajo.


El Reglamento definirá un procedimiento para la clasificación en los distintos segmentos.


Para la clasificación de los Operadores se considerarán, además de la calidad de la gestión técnica, administrativa y financiera del operador, las siguientes características del sistema servido:


(a) población abastecida;


(b) cercanía al área urbana;


(c) condiciones económicas y sociales de la población abastecida;


(d) condiciones de aislamiento;


(e) en caso que corresponda, el carácter de comunidad indígena conforme a la Ley 19.253 y sus disposiciones reglamentarias; y,


(f) la oferta hídrica y las condiciones geográficas y topográficas.


Artículo 79.- Autoridad encargada de clasificar a los Operadores. El Ministro de Obras Públicas clasificará en distintos segmentos a los operadores, en conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior y en el Reglamento.


La clasificación tendrá una vigencia de 5 años, pudiendo el operador, la Superintendencia o el Departamento de Cooperativas, solicitar su reclasificación en cualquier momento, por razones fundadas.


La clasificación deberá constar en el Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales.

Capítulo 3

Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales


Artículo 80.- Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales. Créase en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales.


Artículo 81.- Funciones. Serán funciones de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales:


a) Ejecutar la política de asistencia y promoción conforme lo instruido por el Ministro de Obras Públicas.


En el ejercicio de esta función podrá implementar programas y proyectos dirigidos especialmente a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los Operadores;


b) Administrar el Registro de Operadores;


c) Proponer al Ministro de Obras Públicas la clasificación de los Operadores, y el aporte financiero del Estado a que se refieren los artículos 85 y 86, para cada segmento;


d) Asesorar a los Operadores, directamente o a través de terceros;


e) Formular proyectos de servicios sanitarios rurales y evaluarlos económica, técnica y socialmente.


f) Contratar la inversión sectorial y actuar como unidad técnica para la contratación de la inversión de los gobiernos regionales u otras instituciones públicas en materias relacionadas con servicios sanitarios rurales.


g) Revisar, previa consulta a la Superintendencia, el Plan de Inversión;


h) Pedir informes y auditar la contabilidad de las Licenciatarias y Permisionarios


Para estos efectos podrá encargar la revisión del funcionamiento administrativo, contable, y financiero a personas naturales o jurídicas inscritas en alguno de los Registros públicos que el Reglamento determine.


La Subdirección determinará las facultades con que estas entidades podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; dictará las normas relativas al cumplimiento de éstas, y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


i) Aprobar, directamente o a través de terceros, la puesta en operación de las obras de cada Operador.


j) Solicitar el ejercicio de las facultades de supervisión o de fiscalización al Departamento de Cooperativas, a la Superintendencia, o al Ministerio de Salud, cuando correspondiere.


k) Visar técnicamente los proyectos.


l) Las demás que la ley le asigne.


Artículo 82.- Facultad de acceso de los funcionarios de la Subdirección. Los funcionarios de la Subdirección tendrán libre acceso a las obras, a sus dependencias, y en general a todo inmueble o instalación de los operadores, destinadas a la prestación del servicio sanitario rural, a objeto de realizar las funciones que les son propias.


Artículo 83.- Designación de Administradores temporales. El Ministro podrá designar como administrador temporal, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley, a alguno de los profesionales que cumpliendo los requisitos que se establezcan en el Reglamento, esté inscrito en un Registro Especial que será administrado por la Subdirección. La Subdirección podrá eliminar del registro a estas personas o no renovar su inscripción, cuando no cumplan sus funciones y los requisitos establecidos.


El Reglamento determinará las facultades con que éstos profesionales podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; fijará las normas relativas al cumplimiento de éstas y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


Artículo 84.- Información. La Subdirección podrá requerir a los operadores la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.


Los operadores deberán informar a la Subdirección de cualquier hecho esencial relativo a la operación del servicio sanitario rural, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso que se trate de hechos que afecten las condiciones sanitarias de la prestación del servicio, el operador deberá informar además a la Autoridad Sanitaria.


Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad y seguridad del servicio sanitario rural, para un número de Usuarios igual o superior al porcentaje que indique el Reglamento.

Capítulo 4

Inversión pública y subsidios en los servicios sanitarios rurales


Artículo 85.- Inversión en obras de servicios sanitarios rurales nuevos. La inversión en obras de servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio mediante el sistema de concurso público establecido en los artículos 87, 88 y 89 de esta ley, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.


El Ministerio de Obras Públicas podrá decidir, por razones de emergencia, inversiones en ejecución de obras para servicios sanitarios rurales existentes o nuevos, sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior.


Artículo 86.- Subsidio a la inversión. El subsidio a la inversión a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 18.778, podrá destinarse a cualquiera de las etapas de los servicios sanitarios rurales existentes.


El citado subsidio tendrá el carácter de reserva legal, y formará parte de los bienes indispensables establecidos en el artículo 12 de la presente ley, y se denominará Fondo de Reserva Subsidio Estatal.


La selección de los estudios, proyectos y obras subsidiables se hará mediante concurso público de conformidad a lo dispuesto en los tres artículos siguientes.


Artículo 87.- Criterios de elegibilidad. El Ministerio, con consulta al Gobierno Regional respectivo, definirá para cada región, las características de los proyectos a financiar para el año siguiente y los criterios de elegibilidad. Entre los criterios de elegibilidad se podrán considerar requisitos diferenciados para cada segmento de operadores indicado en el artículo 78 de esta ley; sin embargo no se podrán establecer distinciones entre operadores de un mismo segmento.


Artículo 88.- Concurso Público. Los operadores podrán presentar a la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales solicitudes de financiamiento total o parcial de proyectos de servicios sanitarios rurales.


El Ministerio de Obras Públicas, a través de la Secretaría Regional Ministerial respectiva, presentará cada año al Gobierno Regional, un listado de proyectos de servicios sanitarios rurales ya evaluados que cumplan los criterios de elegibilidad definidos conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.


El Gobierno Regional respectivo seleccionará, fundadamente, los proyectos beneficiados con los recursos asignados a la Región, entre los proyectos incluidos en el listado que le entregue el Ministerio conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.


Los proyectos seleccionados por el Gobierno regional serán financiados hasta su plena ejecución aunque aquello comprometa presupuestos de ejercicios posteriores.


Los demás aspectos relacionados con la distribución del subsidio, con la elaboración del programa bianual y con el sistema de postulación, concursabilidad y de priorización de los estudios, proyectos u obras a ejecutar se establecerán en el Reglamento. En éste se podrán considerar además, para casos excepcionales, los requisitos y condiciones necesarios para la entrega del subsidio al operador previo a la ejecución completa de las obras.


En caso que otras entidades aporten recursos para el financiamiento de los estudios, proyectos u obras a que se refieren los artículos 85 y 86 de esta ley, sus aportes se aplicarán en las mismas condiciones establecidas en este artículo.


Artículo 89.- Ventanilla Única. Todo programa de inversión cuyos fondos sean aplicables al servicio sanitario rural, deberá ser contratado a través de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, en las condiciones que fije el Reglamento, ya sea que se financie con recursos sectoriales o con recursos regionales, en cuyo caso actuará como unidad técnica. Los demás programas de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales que el Estado promueva, cualquiera sea su naturaleza, deberán ser informados al Consejo Consultivo, para facilitar la coordinación y unidad de acción entre organismos del Estado.


Artículo 90.- Bienes aportados por el Estado. Por decreto supremo suscrito por el Ministro de Obras Públicas bajo la formula “por orden del Presidente de la República”, las obras o proyectos financiados o ejecutados por el Estado que integren un sistema sanitario rural, podrán ser cedidos o transferidos a cualquier título a los Operadores. Dichos bienes serán considerados para fines tarifarios como bienes aportados por terceros y, desde la fecha de su transferencia serán considerados indispensables, para los efectos del artículo 12 de esta Ley.

Capitulo 5

De la Regulación y Fiscalización


Artículo 91.- Superintendencia de Servicios Sanitarios. La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá ejercer las atribuciones y facultades regulatorias y fiscalizadoras, respecto de todo operador de un servicio sanitario rural.


Para efectos de su fiscalización, la Superintendencia ejercerá respecto de las entidades fiscalizadas las mismas facultades que le confiere la ley Nº 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


La fiscalización se realizará directamente en forma prioritaria por las oficinas que la Superintendencia tenga destacadas en las distintas regiones del País o las que se creen en el futuro, según se consideren los recursos humanos y financieros necesarios.


Artículo 92.- Condiciones Especiales de servicio. Las instrucciones y órdenes que dicte la Superintendencia en ejercicio de sus facultades normativas y de control, podrá considerar condiciones especiales de servicio respecto de operadores.


Artículo 93.- Rol del Departamento de Cooperativas. El Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del ámbito de sus competencias, dictará las normas que estime necesarias para facilitar la aplicación de la presente ley.


Artículo 94.- Mecanismos de autorregulación y transparencia. El Reglamento establecerá mecanismos de autorregulación y de transparencia de la gestión y resultados de los Comités y Cooperativas de Servicio Sanitario Rural; asimismo, incentivará la libre iniciativa de los Comités y Cooperativas para cumplir los objetivos de autorregulación y transparencia.


Artículo 95.- Sanciones. Sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda aplicar a la Superintendencia o a otros organismos públicos de conformidad a ésta u otras leyes, los operadores podrán ser objeto de la aplicación de multas a beneficio Fiscal por parte de la Superintendencia, en los siguientes casos:


a) De una a veinte unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones que importen deficiencias en la calidad, continuidad u obligatoriedad de los servicios, cobros indebidos, trato económico discriminatorio a los usuarios, deficiencias en la atención de los reclamos de los usuarios, daño a las redes u obras generales de los servicios, o incumplimiento de la obligación de entregar información requerida por la Superintendencia en conformidad a la ley.


b) De diez a cien unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población, o que afecten a la generalidad de los Usuarios de los servicios.


c) De una a veinte unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones cometidas por los Operadores, que importen el no acatamiento de las obligaciones y plazos establecidos en esta Ley, así como de las órdenes escritas y requerimientos, debidamente notificados, y plazos fijados por la Superintendencia, en ejercicio de las atribuciones que la ley le encomiende, en relación con materias de su competencia.


d) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea, a cualquiera de las autoridades que esta Ley faculta para requerirla.


e) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate del incumplimiento del Plan de Inversiones.


Artículo 96.- Modificaciones Ley de Cooperativas. Modifícase el artículo 68 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, del año 2004, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, en el siguiente sentido:


1.- Reemplázanse en el inciso 2º del artículo 68, los términos “y de agua potable”, por los vocablos “, de servicios sanitarios rurales”.


2.- Reemplázase en el epígrafe del capítulo 2 del Título III, los términos “agua potable”, por los vocablos “y de las cooperativas de servicios sanitarios rurales”.


3.- Reemplázanse en el artículo 73, los términos “de abastecimiento y distribución de agua potable”, por los vocablos “de servicios sanitarios rurales”.


Artículo 97.- Modificaciones Ley Subsidio Agua Potable. Derógase el inciso 3º del artículo 10 de la Ley Nº 18.778 la frase “entre sistemas rurales de agua potable específicos que cumplan los criterios de elegibilidad establecidos en el Reglamento”.


Artículo 98.- Modificaciones a Planta. Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 143, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1991, incorporando en la planta de directivos el cargo denominado Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales, y asígnesele el grado número 2 de la Escala Única de remuneraciones.

ARTICULOS TRANSITORIOS


ARTICULO PRIMERO TRANSITORIO. El Reglamento de esta ley será dictado dentro de los 180 días siguientes a la fecha de su entrada en vigencia.


ARTICULO SEGUNDO TRANSITORIO. Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural existentes deberán solicitar su inscripción en el Registro de operadores de Servicios Sanitarios Rurales, para lo cual deberán acreditar la vigencia de su personalidad jurídica y la efectividad de estar prestando el servicio. Además, deberán especificar el área que sirven.


Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta Ley, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, que acredite el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para obtener licencia o permiso de servicio sanitario rural, podrá solicitarla conforme a los establecido en los artículos 20 y 41 y por los plazos establecidos en los artículos 17 y 42, según corresponda. En estos casos, no se requerirá la presentación de la garantía de seriedad del artículo 20 de esta ley.


Dentro del plazo de dos años establecido en el inciso anterior, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, podrá solicitar el otorgamiento de un permiso de servicio sanitario rural provisorio. El permiso de servicio sanitario rural provisorio tendrá una vigencia de 5 años, y para su otorgamiento solo será necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 1, 2, 3, 4 y 6 del artículo 41 de esta ley.


Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero precedentes, sólo se publicaran en la página web del Ministerio.


Dentro del plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, no podrán otorgarse concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 en las áreas que estén siendo servidas por Comités o Cooperativas al momento de entrada en vigencia de esta ley.


En caso de no darse cumplimiento oportuno a lo indicado en los incisos primero y segundo o tercero de este artículo, el Ministerio de Obras Públicas llamará a licitación del permiso o licencia.


ARTICULO TERCERO TRANSITORIO. Los Municipios que al momento de entrar en vigencia esta ley, operen servicios sanitarios rurales, podrán traspasarlos a un Comité o Cooperativa. En caso que un Comité o Cooperativa le requiera el traspaso del servicio sanitario rural, el Municipio respectivo deberá pronunciarse dentro de un plazo de 2 años contados desde el requerimiento.


ARTICULO CUARTO TRANSITORIO. Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse, de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento, dentro del plazo de 5 años contados desde el otorgamiento.


Con todo, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, en tanto no entre en vigencia la primera fijación tarifaria referida, los precios que podrán cobrar los servicios de agua potable y saneamiento rural y demás cobros sujetos a fijación de precios, de acuerdo a lo señalado en esta ley, serán los vigentes a dicha fecha con sus respectivas indexaciones.


En todo caso, cada vez que se reajusten las tarifas, los prestadores deberán comunicar previamente los nuevos valores a la Superintendencia, e informarlos a los usuarios respectivos por algún medio idóneo que dicha Entidad autorice.


Para la primera fijación tarifaria, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, deberá entregar toda la información necesaria, sin perjuicio de aquella que se deba recabar directamente de los operadores rurales para tales fines, identificando claramente los bienes considerados como aportes de terceros.


ARTICULO QUINTO TRANSITORIO. Los Comités de Agua Potable Rural que se transformen a Cooperativas y las Cooperativas constituidas para la prestación de servicios sanitarios regulados en esta ley, cuando asuman o se adecuen al nuevo estatuto cooperativo del servicio sanitario rural, ante terceros, permanecerán responsables de todas las obligaciones y titulares de todos los derechos adquiridos durante su operación anterior, como una misma e idéntica persona jurídica. Sin que esta enumeración sea taxativa y sólo a vía enunciativa, entre tales obligaciones y derechos se comprenden los de carácter laboral, previsional, tributario, sanitario y medioambiental.


ARTICULO SEXTO TRANSITORIO. Los Comités de Agua Potable Rural que se conviertan a Cooperativas, las existentes y las nuevas que se constituyan para la prestación del servicio sanitario rural, que realicen la respectiva conversión, adecuación o constitución dentro del plazo de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, pagarán hasta el diez por ciento de los aranceles notariales, del Conservador de Bienes Raíces correspondiente y de los costos de publicación en el Diario Oficial.


ARTICULO SÉPTIMO TRANSITORIO. En el mismo plazo indicado en el inciso segundo del artículo segundo transitorio, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales implementará un programa de regularización de obras y derechos de agua, de asistencia para la obtención de licencias o permisos, y de valoración técnica de los activos de los Comités y Cooperativas.


En el mismo plazo, la Subdirección podrá asistir a los Comités en el proceso de transferencia de los bienes y derechos que les traspasen las concesionarias de servicios sanitarios, en cumplimiento de los compromisos y acuerdos anteriores.


ARTICULO OCTAVO TRANSITORIO. Termínase la obligación para las Concesionarias de servicios sanitarios a que se refiere el artículo 2º transitorio de la ley Nº 19.549.


Para los efectos del presente artículo, las Concesionarias deberán rendir cuenta de su gestión dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, en los términos que fije el Reglamento. Adicionalmente, y dentro del plazo de un mes contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán entregar a los operadores, con copia al Ministerio, toda la información técnica, financiera, administrativa y contable del Comité o Cooperativa asistido, que obre en su poder.


ARTICULO NOVENO TRANSITORIO. Los bienes de propiedad de los Comités que se transformen en Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales, se considerarán como aporte inicial en carácter de reserva legal de conformidad con lo establecido en la Ley General de Cooperativas.


ARTICULO DÉCIMO TRANSITORIO. Las Cooperativas que se transformaron en concesionarias de servicios sanitarios por aplicación del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, podrán en el plazo de seis meses contados desde la entrada vigencia de esta Ley, renunciar a esta calidad, ante el Ministerio, renuncia que será sancionada por el decreto respectivo, debiendo en tal caso adecuarse a las normas establecidas en la presente ley.


Para los efectos del inciso anterior, junto con la renuncia, deberán presentar la solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, conjuntamente con los antecedentes indicados en los numerales 1 y 2 del artículo 25 de esta Ley. En caso de aprobarse su solicitud de licencia, estas cooperativas quedarán clasificadas para los efectos del artículo 78, en el segmento alto.


ARTICULO UNDÉCIMO TRANSITORIO. Para la aplicación a servicios sanitarios rurales, de recursos provenientes del Banco Mundial o del Banco Interamericano de Desarrollo, en virtud de convenios suscritos con el Estado de Chile , vigentes a la fecha de publicación de esta ley, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, ejercerá la función de visar técnicamente los proyectos.


ARTICULO DUODÉCIMO TRANSITORIO La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, iniciará sus funciones a partir de la entrada en vigencia del reglamento de esta ley.


ARTICULO DECIMO TERCERO TRANSITORIO. El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Publicas quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


ARTICULO DECIMO CUARTO TRANSITORIO. Créase el Consejo Consultivo para la Orientación de la Política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales integrada en la forma que se dispone e el artículo 76 de esta Ley. El Consejo sesionará por primera vez dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de esta ley.”.
________________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorable Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena y proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorable Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena y proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile, correspondiente al Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado ya acordó, en forma unánime, refundir ambos proyectos.



El señor Secretario General agrega que la Comisión informante, asimismo, tuvo en consideración el proyecto de reforma constitucional sobre pueblos indígenas despachado por la Honorable Cámara de Diputados, correspondiente al Boletín N° 4.069-07. En cuanto a la idea de legislar, precisa, concordó en un texto que comprende tanto la Moción de los Honorables señores Senadores como el Mensaje del Ejecutivo, incluyendo la parte del proyecto de reforma constitucional ya aprobado por la Cámara de Diputados, y proponiendo a la Sala, en consecuencia, que se apruebe en general el proyecto que se indicará oportunamente, esto es, la fusión de las iniciativas en primer trámite constitucional y el archivo del proyecto de reforma constitucional proveniente de la Cámara de Diputados, previo acuerdo de esa Corporación.


Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó la idea de legislar por cuatro a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez y el voto en contra del Honorable Senador señor Muñoz Aburto.


Finalmente, el señor Secretario General señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Carta Fundamental, esta reforma constitucional requiere del voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Espina y Gazmuri.



Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión y que corresponde efectuar la elección de Presidente y Vicepresidente de la Corporación.



Queda pendiente la discusión de este asunto.

_______________

RENUNCIA DEL PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE DEL SENADO



A continuación, el señor Presidente señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento del Senado, corresponde ocuparse de las renuncias a la Presidencia y Vicepresidencia de la Corporación presentadas por los Honorables Senadores señores Zaldívar y Prokurica, respectivamente, y agrega que entiende que ellas han sido acogidas en los términos que se señaló en la Cuenta de esta sesión, por lo que quedarían aprobadas.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien solicita que se proceda a la votación de dichas renuncias.



Así se acuerda, efectuando la votación conjunta de ambas renuncias.



En votación las renuncias a la Presidencia y Vicepresidencia del Senado, son aprobadas por 23 votos a favor y 9 abstenciones.


Votaron por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Gazmuri, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo y Ominami.



A continuación, hace uso de la palabra el señor Presidente del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien, en nombre de la bancada del Partido Demócrata Cristiano, señala que el Honorable Senador señor Frei está con permiso constitucional, de visita en el Estado de Brasil con el Presidente Lula y que la ausencia de la Honorable Senadora señora Alvear, se debe a que se encuentra enferma, con licencia médica, y agradece el gesto del Honorable Senador señor Novoa de acceder a un pareo con ella.

______________

ELECCION DE PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE DEL SENADO



Seguidamente, el señor Presidente señala que, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 21 y 26 del Reglamento del Senado, corresponde proceder a la elección del nuevo Presidente y Vicepresidente de la Corporación y, para ese efecto, concede el uso de la palabra al el señor Secretario General.



En seguida, el señor Secretario General indica que procederá, en primer término, a tomar la votación pública para el cargo de Presidente del Senado.



A continuación, el señor Secretario General toma la votación para la elección del cargo de Presidente del Senado, produciéndose el siguiente resultado: 19 votos por el Honorable Senador señor Novoa, 15 votos por el Honorable Senador señor Muñoz Barra y un pareo.



Votan por el Honorable Senador señor Novoa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Votan por el Honorable Senador señor Muñoz Barra, los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Novoa.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Jovino Novoa Vásquez como Presidente del Senado.

- - -



A continuación, el señor Presidente anuncia que corresponde efectuar la votación para elegir al Vicepresidente de la Corporación y para ese efecto solicita al señor Secretario General  que proceda a tomar la votación.



En votación la elección del Vicepresidente, se produce el siguiente resultado: por el Honorable Senador señor Bianchi 19 votos y por el Honorable Senador señor Gómez 15 votos y un pareo.



Votan por el Honorable Senador señor Bianchi, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Votan por el Honorable Senador señor Gómez, los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Novoa.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Carlos Bianchi Chelech como Vicepresidente del Senado.



Luego, el señor Presidente invita a los señores Presidente y Vicepresidente electos, Honorables Senadores señores Novoa y Bianchi, a tomar ubicación en la Testera.



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Presidente electo de la Corporación, Honorable Senador señor Novoa.

__________________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro de Hacienda, solicitando el otorgamiento de un “bono escolar” destinado a la compra de libros, útiles y materiales de estudio a todas las familias que cuenten con hijos en edad escolar.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que se disponga la reparación del puente que une la Comunidad de Collico con el sector de Huequén, en la comuna de Ercilla, y la realización de obras de conservación de los caminos vecinales del área, en especial, del que comunica dicha comuna con la de Victoria por el Fundo El Cielo.



- De los Honorables Senadores señores Girardi y Horvath a la señora Subsecretaria de Marina, solicitando información respecto de diversos aspectos relativos al uso del borde costero en la III, IV, V y VII Regiones.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitando brindar apoyo para la preparación del predio respectivo, o la adquisición de otro alternativo, a favor de la Organización Pro Vivienda ”Luchando por un Futuro”.



2) Al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con el objeto de que se contemplen los recursos necesarios para la realización de estudios que permitan impulsar el uso de energías renovables.



3) Al señor Director General de Aguas, recabando la adopción de las medidas necesarias para evitar el desborde del lago Cachet 2, en la comuna de Cochrane, y disponer la realización de obras públicas y defensas fluviales en las riberas de los ríos Colonia y Baker.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA, EL SUFRAGIO VOLUNTARIO Y EL VOTO DE CHILENOS EN EL EXTRANJERO

(6418-07)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero.

ANTECEDENTES

El Gobierno siempre ha sido partidario de la inscripción automática, del sufragio voluntario y del voto de los chilenos en el extranjero, pues considera que  todas estas medidas constituyen un gran avance en el desarrollo democrático del país y fueron planteados en mi Programa de Gobierno.

Por ello, en lo relativo a la inscripción automática y sufragio voluntario, el 6 de julio de 2004 envió al H. Congreso Nacional, el Mensaje N° 101-351, cuyo N° de Boletín era el 3.586-06, que planteaba ambos anhelos a través de una reforma legal, sin necesidad de modificar nuestra Carta Fundamental. Sin embargo, el 12 de agosto de 2008, pese a la aprobación en general, este proyecto fue rechazado en particular por la Cámara, por lo cual su tramitación está terminada.

Debido a lo anterior, el Gobierno decidió patrocinar el proyecto de reforma constitucional de inscripción automática y voto voluntario, el cual tuvo su origen en una moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Romero, y del ex Senador señor Viera-Gallo. Dicha moción (Boletín N° 3.544-07), se encuentra en 3er Trámite Constitucional, en el Senado.  A ese proyecto, el Ejecutivo le formuló una indicación sustitutiva.

Por otra parte y en relación al voto de los chilenos en el extranjero, existió una moción de la Diputada Allende (Boletín N° 3.936) que el Gobierno patrocinó en su oportunidad. Desafortunadamente al ser votada dicha iniciativa en la Sala de la Cámara de Diputados, durante el mes de mayo del año 2007,  se rechazó la idea de legislar. El Ejecutivo, con el propósito de reflotar esta iniciativa, aprovechó la existencia de una moción sobre el mismo tema del diputado Dupré (Boletín N° 268-07), actualmente en el Senado en 2° Trámite Constitucional, presentando una indicación sustitutiva a la referida moción que reproduce, casi de forma integral, el proyecto de la Diputada Allende con algunos agregados propuestos por la Alianza por Chile. 

En este contexto, y considerando la pronta aprobación de la reforma constitucional contenida en el señalado Boletín N° 3.544 y el estado de avance del Boletín N° 268-07, el Gobierno ha decidido enviar al H. Congreso un proyecto de ley que regula tanto la inscripción automática y el sufragio voluntario, como el voto de nuestros compatriotas que están residiendo en el extranjero.

EL REGIMEN JURIDICO VIGENTE.
La regulación de las materias que son objeto del presente proyecto de ley se encuentra tanto en nuestra Carta Fundamental como en dos leyes: la ley N° 18.556 y la ley N° 18.700.

En relación a la Constitución Política, sus artículos 13 a 18 de regulan lo relativo a la ciudadanía, el derecho a voto e inscripción electoral.

En efecto, en primer lugar, la Constitución, en su artículo 13, se refiere a la ciudadanía y a los derechos que otorga. En los incisos primero y segundo de dicha disposición prescribe que son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido 18 años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva, confiriendo la calidad de ciudadano los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran. Asimismo, los artículos 13, inciso tercero, 14, 15, 16 y 17, también se refieren al derecho a sufragio.

En segundo lugar, nuestra Ley Fundamental permite que tanto los chilenos como los extranjeros residentes en Chile puedan ejercer el derecho a sufragio, estableciendo los respectivos requisitos.

En este sentido, pueden votar los chilenos nacidos en Chile y nacionalizados, que sean mayores de 18 años y  que no hayan sido condenados a pena aflictiva (artículo 13). 

También pueden sufragar los chilenos nacidos en el extranjero, de padre o madre chileno(a), y nacionalizados por gracia, que sena mayores de 18 años, que no hayan sido condenados a pena aflictiva y que tengan un año de avecindamiento en Chile (artículo 13 inciso tercero).

En el caso de los extranjeros, ellos también pueden sufragar.  Para ello tienen que ser mayores de 18 años, sin condena a pena aflictiva y tener cinco años de avecindamiento en nuestro país (artículo 14 inciso primero).

En tercer lugar, la Constitución establece las características o atributos del voto. En su artículo 15 señala que el sufragio es personal, igualitario y secreto y que para los ciudadanos además es obligatorio. 
En cuarto lugar, el artículo 18 agrega que habrá un sistema electoral público. Señala que una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de los partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos. Expresa también que el resguardo del orden público durante los actos electorales y plebiscitarios corresponderá a las Fuerzas Armadas y Carabineros del modo que indique la ley.
En el plano legal, por su parte, tal como ya lo señalamos, existen dos cuerpos normativos. El primero, la Ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales, que crea el Servicio Electoral y regula, además, las Juntas Electorales e Inscriptoras, el proceso de inscripción Electoral, el resguardo del orden público y las sanciones pertinentes.
Enseguida, se encuentra la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que regula los procedimientos para la preparación, realización, escrutinio y calificación de las elecciones de Presidente de la República y de Parlamentarios y también de los plebiscitos. Además, fija los distritos electorales y las circunscripciones senatoriales para las elecciones parlamentarias.

LA REGULACION EN EL DERECHO COMPARADO.
Para hacer la  propuesta que contiene el presente proyecto, hemos  considerado el derecho comparado en los  tres aspectos que se abordan.
Sistema de inscripción electoral.

Chile constituye una excepción en América Latina respecto del sistema de inscripción electoral de carácter voluntario. Únicamente dos países de la región mantienen un sistema de empadronamiento de carácter voluntario (Chile y Colombia). La mayoría, en cambio, tiene un sistema de inscripción obligatoria (12 países en total) o de carácter automática (4 países). 
Respecto a la inscripción automática, ha funcionado bien en Europa, donde se encuentra ligado a un registro domiciliario muy estricto. 

Naturaleza del voto.

No existe una tendencia general en las democracias del mundo respecto de la obligatoriedad del voto. En la mayoría de los países europeos el voto es de carácter voluntario y el sistema de registro es automático. Las excepciones en el viejo continente son Austria, Bélgica, Italia, Grecia y Holanda, donde el voto es obligatorio.
En América Latina, en la mayoría de los casos (16 países) el voto y la inscripción es obligatoria (12 casos) y en cuatro de ellos esta última es automática.
Estados Unidos constituye una excepción, al ser el registro y el voto voluntarios. 
La experiencia comparada evidencia, en todo caso, que el tipo de voto (obligatorio o voluntario) es una condición necesaria pero no suficiente para asegurar mayor participación electoral. Son otros factores, los que unidos al tipo de voto, explican un aumento en la participación electoral (sistema electoral, la simultaneidad de las elecciones, etc.). 
Ejercicio del derecho a sufragio en el exterior.

En Europa y en Estados Unidos la regla general es que los nacionales que viven en el extranjero puedan votar, incluso en elecciones parlamentarias.  

En América Latina, encontramos establecido el derecho a voto desde el exterior o en ausencia para los residentes en el extranjero en diez (10) países. Tal es el caso de Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Honduras, México, Puerto Rico, República Dominicana y Venezuela.

Entre los requisitos exigidos para ejercer este derecho, está el de acreditar la residencia permanente en el exterior, sean cual sean las razones de ausencia; la inscripción en un registro de electores, y la presentación, si procede, de una identificación personal como la cédula de identidad o padrón electoral. 

En lo referido a los procedimientos de ejercicio del voto, en todos los casos, a excepción de México y Puerto Rico, la modalidad es que los votantes deben concurrir a instalaciones oficiales habilitadas como centros de votación (Perú, Colombia, Venezuela, Argentina, Brasil). Estas instalaciones suelen ser embajadas, consulados o lugares especialmente acondicionados para la votación y que se encuentren bajo la jurisdicción diplomática. México y Puerto Rico tienen implementado el voto por correspondencia. 

En el caso de votación directa, se instalan mesas de votación con un número determinado de electores (entre 200 y 500), las que se encuentran integradas por miembros designados por la autoridad diplomática o consular o directamente por la autoridad electoral. El escrutinio se realiza en el país de origen, previa recepción de los votos vía correspondencia o valija diplomática. 

Respecto a la modalidad del voto por correspondencia (México y Puerto Rico), los electores depositan su voto en sobres especiales con claves de seguridad, que posteriormente son remitidos vía correo a las autoridades electorales del país de origen. En este caso, los votantes reciben en su domicilio las papeletas de votación. 

La mayoría de los países que han implementado el sufragio para sus nacionales residentes en el extranjero no han puesto condiciones sobre temporalidad y visitas al país de origen.

fundamentos del proyecto.

Inscripción automática y voto voluntario.

Hasta ahora, en nuestro país ha regido el voto obligatorio.  Sin embargo, éste ha producido o puede producir ciertos impactos negativos.  En primer lugar, el artículo 15 de la Constitución, establece que en las votaciones populares el sufragio es personal, igualitario y secreto y que para los ciudadanos es, además, obligatorio. 
El sufragio es, por naturaleza, un derecho ciudadano, al igual que la opción a cargos públicos de elección popular, cuestión por lo demás reconocida en el inciso segundo del artículo 13 de nuestra Carta Fundamental.
En segundo lugar, la obligatoriedad del voto, en la práctica, es muchas veces burlada.
En los hechos, la obligatoriedad del sufragio para todos los ciudadanos es más aparente que real, pues en la práctica sólo se sanciona legalmente a quienes estando inscritos en los Registros Electorales, no concurren a votar sin causa justificada. Sin embargo, bien sabemos que existe un universo importante de ciudadanos, especialmente jóvenes, que concientemente no se inscriben en los aludidos Registros, burlando con ello la obligatoriedad del voto y su consecuente sanción.
La obligatoriedad del sufragio, unida a la inscripción voluntaria, ha impactado negativamente en los índices de participación electoral y en el padrón electoral de nuestro país.
En la actualidad, es posible advertir que alrededor de 3 millones de personas con derecho a voto no están inscritas en los registros electorales y, por lo tanto, se han automarginado de los procesos electorales.
Especialmente preocupante es la participación de los jóvenes en el padrón electoral. En el año 1988 un 36% de las personas que conformaban dicho padrón eran jóvenes.  Para las últimas elecciones parlamentarias, en cambio, el porcentaje fue considerablemente menor. Por lo tanto, quienes menos se están inscribiendo son claramente los integrantes de dicho grupo etáreo.
De hecho, un porcentaje importante de los que no se han inscrito para poder votar, esgrimen como razón para ello, que no quieren estar obligados a votar.
En tercer lugar, la necesidad de tener que inscribirse en los Registros Electorales eleva los costos del acto de votar.
En efecto, el sistema que opera en la actualidad y que obliga al que desee sufragar a tener que concurrir a una Junta Inscriptora para inscribirse en los Registros Electorales en determinados lugares y horarios, eleva para el ciudadano el costo personal del acto eleccionario contribuyendo a desmotivar la participación electoral. 
En este contexto, mecanismos de inscripción electoral como el nuestro va en contra del espíritu de la Constitución, que en su artículo 1° señala que el Estado debe asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional. Además, entraba el ejercicio de la ciudadanía.
Finalmente, cabe anotar que el sistema de inscripción voluntaria vigente en nuestro país fracasó. De acuerdo a cifras del Servicio Electoral, desde 1989 se ha inscrito en los Registros Electorales solamente el 10% de la población que ha cumplido 18 años de edad.
En contraste, entre los años 1925 y 1973, la inscripción electoral era un requisito de ciudadanía.
Voto de los chilenos en el exterior.

a. Antecedentes.


Se estima que actualmente 857.781 chilenos e hijos de éstos residen en el extranjero. De ellos, el 56,8% nació en Chile y el 43,2% en el exterior.

La estimación del número de chilenos que reside en el exterior ha sido posible gracias a los datos recavados en el Registro y a la información proveniente de los censos de población realizados en la mayoría de los países con chilenos residentes.

De acuerdo a lo estimado, el 50,1% reside en Argentina, el 13,3% en Estados Unidos y el 4,9% lo hace en Suecia. 

b. El cambio de régimen.
La reforma constitucional contenida en el Boletín N° 3.544-07, que establece la inscripción automática y el voto voluntario, establece un verdadero cambio de régimen en estas materias.

La reforma de inscripción automática se aplicará a todos los chilenos que cumplan con los requisitos constitucionales.
De acuerdo a la reforma constitucional, los chilenos que cumplan con los requisitos de los artículos 13 y siguientes de la CP, se incorporarán al Registro Electoral, por el solo ministerio de la ley.

De este modo, si los chilenos nacieron en Chile, son ciudadanos, no tienen el derecho a voto suspendido, quedarán automáticamente inscritos en el Registro Electoral, vivan en el país o en el extranjero.

Si nacieron en el extranjero u obtuvieron la nacionalidad por ley, son ciudadanos y no tienen el derecho a voto suspendido, también quedarán automáticamente inscritos, pero deberán avecindarse en Chile por más de un año para ejercer su derecho a voto.

Por lo tanto, la reforma de la inscripción automática, al igual que las normas actuales de la Carta Fundamental, no restringen ni prohíben el voto de los chilenos en el extranjero. Por el contrario, tienen derecho a voto todos aquellos chilenos que cumplan con los requisitos constitucionales, ninguno de los cuales establece la obligación de domicilio en el país. Y con la reforma, además del derecho a voto, quedarán automáticamente inscritos en el Registro Electoral.
c. Argumentos a favor de la votación de los chilenos que viven en el extranjero.

Consideramos que diversas razones avalan la votación de los chilenos que viven en el exterior.
i. Si los chilenos en el extranjero no tienen derecho a voto, se producirá una inconstitucionalidad 


El no reconocimiento del derecho a los chilenos a participar en la toma de decisiones políticas en nuestro país, puede constituir una inconstitucionalidad.


En primer lugar, porque viola nuestra Carta Magna, en especial, el inciso 2° de su artículo 13. 

En efecto, la Constitución reconoce a todos los chilenos que cumplan con los requisitos de los artículos 13, 16 y 17, el derecho a voto. La Constitución no prohíbe el sufragio de los chilenos en el exterior. La Constitución los hace ciudadanos, por lo cual, la ley no los puede excluir. Además, en virtud de la reforma, tales personas quedarán automáticamente inscritas, por lo cual, la ley tampoco podía excluirlas ni prohibirlas el ejercicio de su derecho a voto.

Por otra parte, conforme a nuestra Carta Fundamental, Chile es un Estado de Derecho, desde el punto de vista jurídico-político, lo que tiene como consecuencia que la soberanía radica en la Nación, y es ejercida por el pueblo. Una forma de ejercer la soberanía es, precisamente, votando en las elecciones y plebiscitos. Y podrán votar todos los chilenos que cumplan con los requisitos constitucionales, independiente que tengan su domicilio en Chile o en el extranjero.

Finalmente, es necesario indicar que, resultaría absurdo, que los chilenos en el extranjero estuvieran automáticamente inscritos en el Registro Electoral pero que no pudieran votar, pues la inscripción tiene por objeto ejercer el derecho a voto.

En segundo lugar, la reforma constitucional establece la inscripción automática de todos los chilenos y extranjeros que cumplan con los requisitos constitucionales, y el derecho a voto que se convierte en voluntario.

Si sólo los chilenos domiciliados en Chile pueden votar, no así los chilenos residentes en el extranjero, se está contraviniendo uno de los derechos fundamentales de las personas, cual es, la igualdad ante la ley. El Estado estaría consagrando discriminaciones arbitrarias.
ii. Si la inscripción automática se aplica a todos los chilenos, y el derecho a voto sólo a algunos, los extranjeros tendrán más derechos que los chilenos


Resulta paradojal que se contemple el derecho a voto de extranjeros que residen en Chile (bajo determinados supuestos) y que no se contemple el derecho a voto de chilenos que residen en el extranjero. Estos chilenos sólo quedarían automáticamente inscritos en el Registro Electoral, pero el Estado les impediría el ejercicio del derecho a voto que es el objeto de la inscripción en tal registro. No tiene sentido que exista la inscripción automática, si no existe el derecho a votar de los chilenos que cumplan los requisitos constitucionales.

iii. El voto de los chilenos en el extranjero manifiesta el respeto de los derechos fundamentales y el deber de inclusión social de la comunidad chilena en el exterior


En cuanto al respeto por los derechos humanos, es necesario considerar al Derecho Internacional propio de las migraciones. Es un deber del Estado dar apoyo a aquellos nacionales que dejan su territorio, radicándose de forma más o menos permanente en el de otro Estado. El lugar de residencia no puede condicionar la forma en que un nacional se relaciones con el Estado al que pertenece. Esto se ve reafirmado por diversos instrumentos internacionales.

En este contexto, la ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias, aprobado por el Congreso Nacional en 2004 y ratificada por tanto por Chile en el 2005,  reconoce en su Art. 41 el derecho de los nacionales de un país participar e incluso a alcanzar grados de representación, en las decisiones y votaciones de su país de origen.

Y en cuanto a la inclusión social de la comunidad exterior, hay que considerar que el Estado debe velar por la participación de la comunidad residente en el extranjero en el quehacer nacional, garantizando los medios que permitan hacerla efectiva.
Estructura del proyecto.

El proyecto de ley que someto a vuestra consideración consta de 10 artículos permanentes y tres disposiciones transitorias.

En el artículo primero se establecen todas las normas destinadas a regular la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero. Para ello se modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral (ley N° 18.556). 

En los artículos segundo a séptimo, se efectúan las respectivas adecuaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinio (ley N° 18.700), a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades (D.F.L. N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695), a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional (cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el D.F.L. N° 1-19.175, de 2005 del Ministerio del Interior), a la Ley Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos (ley N° 18.603), a la Ley sobre Transparencia, Límite y Control de Gasto Electoral (ley N° 19.884), y el Código Orgánico de Tribunales.

En tanto, su artículo octavo se refiere al gasto que genere la aplicación de esta ley. Señala que el mayor gasto que irrogue su aplicación ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales de la Secretaría y Administración General y Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Servicio Electoral, según corresponda.

Por último, su artículo noveno establece que la presente ley comenzará a regir desde el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

CONTENIDO DEL PROYECTO

Las principales materias reguladas por el presente proyecto de ley, son: la inscripción automática en el Registro Electoral; la voluntariedad del sufragio; el voto de los chilenos en el extranjero; y un bono permanente para los vocales de mesa.
Inscripción Voluntaria en el Registro Electoral

d. Características y conformación del Registro.

De acuerdo al proyecto, el Registro Electoral se caracteriza porque la inscripción en él será automática y no se permitirá la desafiliación. 

El Registro Electoral será una nómina en la que se incorporarán todos los chilenos nacidos en Chile mayores de 17 años (N° 1 del Art. 10 de la Constitución), los extranjeros nacionalizados chilenos (N°3 del Art. 10 de la Constitución), los demás chilenos con derecho a sufragio (N°2 y 4° del Art. de la Constitución), y los extranjeros con derecho a sufragio (Art. 14 de la Constitución). 
Habrá un sólo Registro Electoral, de carácter nacional, y no varios libros de registro electoral.
Los inscritos se mantendrán en el Registro Electoral aún cuando tengan su derecho a sufragio suspendido o hayan perdido la ciudadanía, no obstante que se deberá indicar tales circunstancias.

Como una forma de asegurar la transparencia del Registro Electoral, se encargarán auditorías externas que elaborarán informes trimestrales sobre la determinación del Registro Electoral y los Padrones, y sobre el abastecimiento de información de parte del Registro Civil.
e. Inscripción automática.

Los chilenos nacidos en Chile mayores de 17 años y los nacionalizados de conformidad a la ley, se inscribirán automáticamente. Para ello, el Servicio de Registro Civil e Identificación, en adelante el Registro Civil, mensualmente, enviará la nómina de los chilenos que hayan cumplido 17 años y de los nacionalizados.
Los demás chilenos, esto es, los nacidos en el extranjero de padre o madre chileno y los nacionalizados por gracia,  se inscribirán automáticamente apenas acrediten cumplir con el avecindamiento exigido en la Constitución (1 año). Asimismo, los extranjeros, apenas acrediten cumplir con el avecindamiento  exigido en la Constitución (5 años), también se inscribirán automáticamente en el registro.
Para lo anterior, las personas deberán presentar una solicitud, acompañando los respectivos antecedentes ante cualquier Junta de Actualización, la que será remitida al Ministerio del Interior, quien, si corresponde, emitirá certificado al Servicio Electoral para que practique la correspondiente inscripción.

f. Juntas de Actualización

Las actuales Juntas Inscriptoras pasan a ser Juntas de Actualización, con nuevas funciones, pues les corresponderá recibir las solicitudes de cambio de domicilio y recibir las solicitudes de certificación de avecindamiento.
g. Dónde votar. Determinación del domicilio electoral
Los electores votarán en la circunscripción que corresponda a su domicilio electoral. 

Para los antiguos inscritos, se respetará el domicilio que aparece en los actuales registros. En tanto, para los nuevos inscritos, se estará al domicilio declarado al momento de obtener cédula de identidad, al domicilio declarado al momento de inscribir el nacimiento, o al domicilio declarado al acreditar avecindamiento. 

Todos podrán solicitar cambio de domicilio electoral.

Los electores sabrán la circunscripción en donde votan, pues serán notificados del hecho de la inscripción en el Registro Electoral por el Servicio Electoral o porque podrán consultar en el sitio Web de dicho Servicio Electoral.

h. Solicitud de cambio de domicilio
Cualquier persona podrá solicitar el cambio de domicilio ante cualquier Junta de Actualización, sea en Chile o en el extranjero. En este caso, las Juntas Electorales cumplirán las funciones de las Juntas de Actualización y tendrán su sede en los Consulados de nuestro país. 

El nuevo domicilio del elector podrá ser en Chile o en el extranjero.

La única limitación es que no se aceptarán solicitudes dentro de los 120 días anteriores a una elección, y hasta el 1er día del mes siguiente a ella.
i. Asignación a Mesas Receptoras de Sufragio
El Servicio Electoral, al momento de determinar el Padrón Electoral Nacional, asignará una mesa tanto a los actuales como a los nuevos inscritos. Para estos efectos, se asignará por orden alfabético a cada elector una Mesa Receptora de Sufragio, y un lugar en ella, según su circunscripción electoral. 

Tanto las Mesas receptoras como los lugares de votación, serán mixtos.

j. Padrones Electorales y Reclamaciones
Con 120 días de antelación a cada elección, el Servicio Electoral publicará el Padrón Electoral Nacional.
Este Padrón es una nómina de todos los chilenos y extranjeros inscritos en el Registro Electoral que a la fecha de la respectiva elección, reúnan los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio. 

Se podrá tener acceso a él a través del sitio Web del Servicio Electoral.  Además, en cada Junta de Actualización, habrá impreso un Padrón de los registrados para votar en la respectiva circunscripción.
Además, existirán los denominados Padrones de Mesa. Los libros de registro electoral, en la práctica, serán reemplazados por estos Padrones. Los Padrones de Mesa se determinarán con 120 días de antelación a cada elección. Habrá un Padrón de Mesa por cada Mesa Receptora de Sufragios (regla general). Cada Padrón de Mesa incluirá a las personas habilitadas para votar en la respectiva Mesa Receptora de Sufragio

En cuanto a las reclamaciones, la competencia para conocer de reclamaciones en materia de inscripciones pasa desde los Jueces de Garantía hacia los Tribunales Ordinarios, pues no todos los errores que pueden ocurrir en materia de inscripción e inclusión en los Padrones, son constitutivos de delitos. En caso que lo sean, los tribunales estarán obligados a remitir los antecedentes a sede penal.

k. Orden público y sanciones.

Se mantienen las normas relativas a la mantención del Orden Público y sanciones efectuándose las adecuaciones que sean necesarias para que exista concordancia con las nuevas disposiciones del actual proyecto de ley.
Sufragio Voluntario.

El segundo aspecto que aborda el proyecto se refiere al sufragio voluntario.  Para tal efecto, deroga las normas que sancionan a los inscritos que no votan en las elecciones.

Sin perjuicio de lo anterior, en caso de aprobarse la Reforma Constitucional actualmente en trámite en el Congreso (Boletín N° 3544-07), las referidas disposiciones serán derogadas automáticamente y perderán así su validez.
Voto de chilenos en el extranjero

En tercer lugar, el proyecto regula la votación de los chilenos en el exterior.  Para tal efecto, se establece que el domicilio electoral de los chilenos que se encuentran fuera de Chile podrá estar en el extranjero, en cuyo caso se indicará ante el Consulado respectivo.
La persona inscrita con domicilio electoral en el extranjero, estará habilitada para votar sólo en las elecciones presidenciales y plebiscitos, en el Consulado que corresponda.
Es necesario acotar que sólo los chilenos podrán tener registrado un domicilio electoral en el extranjero.

Por otra parte, se crean, en cada Consulado, Juntas Electorales en el Extranjero, las que, junto con cumplir las funciones que le son propias, harán las veces de Juntas de Actualización

Las Juntas Electorales en el Extranjero estarán constituidas por el Cónsul, quien la presidirá y otro funcionario del Servicio Exterior, quien tendrá la función de secretario. En caso de no haber otro funcionario, la integrará un funcionario de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, o en su defecto, un empleado chileno del consulado o misión diplomática designado por el Presidente de la Junta
Bono para vocales de mesa

Finalmente, el proyecto aborda un asunto práctico.  Un sistema de inscripción automática y voto voluntario, puede generar dificultades a la hora de seleccionar a los vocales de mesa, toda vez que aumenta el universo de personas afectas a esta carga, pero no necesariamente el número de interesados en el proceso eleccionario.
Para mitigar este problema, se propone establecer incentivos para ejercer como vocal de mesa. Por ello, se crea un bono permanente 
de 0,4 U.F. ($ 8.500) para quien se desempeñe 
como vocal de mesa en cada elección.

En mérito de lo anterior, someto a vuestra consideración, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1º.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral: 

1)
Reemplázase su Título Preliminar y los siguientes Títulos I, II y III por los siguientes:

“Título Preliminar


Artículo 1°.- La presente ley regula el régimen de inscripción electoral y la organización y funcionamiento del Servicio Electoral, como parte del sistema electoral público a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política de la República.



Artículo 2°.- Los organismos encargados del proceso de inscripción electoral son las Juntas Electorales, las Juntas de Actualización y el Servicio Electoral.
Título I
DEL REGISTRO ELECTORAL

1.
Disposiciones Generales


Artículo 3°.- Créase un Registro Electoral bajo la dirección del Servicio Electoral, que contendrá la nómina de todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.


Asimismo, el Registro Electoral contendrá la nómina de los demás chilenos y extranjeros, que cumplan con los requisitos para sufragar establecidos en los artículos 13 y 14 de la Constitución Política de la República, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.



Artículo 4°.- El Registro Electoral deberá contener los nombres y apellidos de los inscritos, e indicará para cada uno, el número de cédula nacional de identidad, la fecha de nacimiento, la nacionalidad, el sexo, el domicilio, la circunscripción electoral, con identificación de la Región, provincia y comuna a que pertenezca, o del Consulado en el que se encuentre registrado, en su caso.


Además, la nómina deberá incluir la foto, huella dactilar y la profesión de la persona inscrita si estos datos estuvieren a disposición del Servicio Electoral.


El Registro también deberá contener los antecedentes necesarios para determinar si la persona inscrita se encuentra con su derecho a sufragio suspendido o si ha perdido la ciudadanía o la residencia, en su caso. 

2.
De la inscripción


Artículo 5°.- Los chilenos comprendidos en el número 1 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral, a partir de la fecha en que cumplan los 17 años.


Asimismo, serán inscritos automáticamente, los extranjeros comprendidos en el número 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, luego de obtener su carta de nacionalización de conformidad a la ley.


Artículo 6°.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, dentro de los 5 primeros días de cada mes, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá remitir al Servicio Electoral una lista de los chilenos comprendidos en el Artículo 10 N° 1 y N° 3 de la Constitución Política de la República que hayan cumplido 17 años en el mes inmediatamente anterior o hayan obtenido carta de nacionalización, según corresponda.


La referida lista deberá contener los nombres y los apellidos de dichas personas, el número de su rol único nacional, su fecha de nacimiento, y sexo.


Además, respecto de las personas que hayan obtenido cédula de identidad, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá añadir a la lista la fotografía, la huella dactilar, el domicilio declarado, con indicación de la comuna, y la profesión registrada si la hubiere.


En caso que la persona no hubiere obtenido cédula de identidad al momento de confeccionar la lista, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá comunicar el domicilio registrado al momento de solicitar la inscripción de nacimiento. En caso de ser más de dos domicilios los registrados, se estará al domicilio de la madre.


El domicilio informado conforme a los incisos anteriores, será considerado como domicilio electoral para los efectos de la inscripción en el Registro Electoral.


Si con posterioridad al envío de los antecedentes de una persona, ésta obtuviera cédula de identidad, o renovara la misma, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá enviar la fotografía y la copia de la huella dactilar correspondiente.


Artículo 7°.- Los chilenos comprendidos en los números 2 y 4 del artículo 10 y los extranjeros comprendidos en el artículo 14, ambos de la Constitución Política de la República, que acrediten cumplir con el requisito de avecindamiento exigido por el inciso 3° del artículo 13 o por el artículo 14 de la Constitución Política de la República, según corresponda, serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral. 


Para estos efectos, el interesado deberá presentar la solicitud pertinente ante cualquier Junta de Actualización, acompañando los antecedentes que acrediten su avecindamiento en el país por el tiempo exigido, y declarando bajo juramento su domicilio electoral. Esta solicitud será remitida al Ministerio del Interior, quien, si correspondiere, emitirá un certificado que acreditará el hecho de haber cumplido el avecindamiento y lo remitirá al Servicio Electoral para que practique la correspondiente inscripción.


Los chilenos comprendidos en los números 2 y 4 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, que se encuentren en el extranjero, podrán realizar este trámite ante los Consulados de Chile. 


Para los efectos de esta ley, se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.


En cualquier caso, no se admitirán solicitudes de acreditación de avecindamiento entre el centésimo vigésimo día anterior a una elección y el primer día del mes siguiente a ésta.


Artículo 8°.- Mensualmente, el Servicio Electoral deberá comunicar a las personas el hecho de su inscripción en el Registro Electoral, indicando la circunscripción electoral en donde le corresponde votar, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.


Esta comunicación deberá indicar si, al momento de la inscripción, la persona se encuentra con su derecho a sufragio suspendido o ha perdido la ciudadanía, inhabilitándolo para votar, con indicación de causa.


Además, el Servicio Electoral deberá poner a disposición del público en forma permanente, a través de su sitio Web y de una línea telefónica, un sistema de consulta en donde cada elector podrá verificar en qué circunscripción se encuentra inscrito y si está habilitado para votar.
3.
De la actualización del registro electoral


Artículo 9°.- El Director del Servicio Electoral actualizará en forma permanente el Registro Electoral considerando las siguientes circunstancias:


a)
Nuevas personas que cumplan con los requisitos para ser inscritas.


b)
Fallecimiento de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del registro.


c)
Pérdida de ciudadanía de una persona inscrita de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17° de la Constitución Política de la República, o su recuperación.


d)
Suspensión del derecho a sufragio de una persona inscrita en conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de la República; y el cese de esta suspensión. 


e)
Revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros.


f)
Solicitud de cambio de domicilio que signifique una nueva circunscripción electoral.


g)
Reclamaciones acogidas en conformidad a la ley. 


El Director conservará los antecedentes en que se funde la actualización por un lapso no inferior a 5 años.


Artículo 10.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, dentro de los 5 primeros días de cada mes, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá enviar al Servicio Electoral un listado de aquellas personas cuyas defunciones hubieren sido registradas en el mes inmediatamente anterior, como asimismo, la de las personas que hubieren sido condenadas a pena aflictiva, y de las personas que hubieren perdido la nacionalidad.


El Servicio de Registro Civil e identificación comunicará, además, todas las rectificaciones de inscripciones de nacimiento de los ciudadanos, con indicación de los datos originales que fueron objeto de la rectificación, y cualquier cambio en los datos señalados en el artículo 6°, con excepción del domicilio.


El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proporcionar al Servicio Electoral cualquier otro antecedente que resulte necesario para la inscripción de los chilenos y extranjeros en el Registro Electoral, quedándole expresamente prohibido calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.


Artículo 11.-  El Tribunal Constitucional deberá comunicar al Servicio Electoral las sanciones que hubiere aplicado de conformidad con lo dispuesto en el numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, como asimismo el cumplimiento del plazo a que se refiere dicha disposición, dentro del los cinco días siguientes a la fecha en que la sentencia hubiere quedado firme o ejecutoriada.


Artículo 12.- El Ministerio del Interior informará al Servicio Electoral sobre las revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, tan pronto como queden ejecutoriados los actos administrativos que las dispongan, y siempre que ellas impongan al extranjero la obligación de hacer abandono del país.


Artículo 13.- Dentro de los 5 primeros días de cada mes, los Jueces de Garantía deberán comunicar al Servicio Electoral las personas respecto de las cuales el Ministerio Público o un querellante particular hubiere presentado acusación por delitos que merezcan pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.


En la misma oportunidad, los Jueces de Garantía y los Tribunales Orales en lo penal, según corresponda, deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, aunque no sean condenados a pena aflictiva, o por delitos que la ley califique como conducta terrorista, o que fueren absueltas o sobreseídas por tales delitos. 


Artículo 14.- Los jueces de letras comunicarán al Servicio Electoral los nombres de las personas que hubieren sido declaradas en interdicción por causa de demencia, dentro del plazo de cinco días desde la fecha en que la sentencia hubiere quedado firme o ejecutoriada, indicando los antecedentes necesarios para su cabal identificación.


Asimismo, los jueces de letras comunicarán sobre las revocaciones de dichas declaratorias.


Artículo 15.- Las sentencias dictadas por Tribunales extranjeros tendrán validez en Chile para efectos de las causales establecidas en los números 1 y 2 del artículo 16, y en los número 2 y 3 del artículo 17, ambos de la Constitución Política de la República. 


Artículo 16.- El Senado deberá comunicar al Servicio Electoral las personas a las cuales se hubiere rehabilitado su ciudadanía conforme al inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República.


Artículo 17.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Ministerio de Justicia deberá comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren extinguido su responsabilidad penal conforme a lo dispuesto en el artículo 93 del Código Penal.


Artículo 18.- Cualquier persona inscrita podrá solicitar al Servicio Electoral se modifique el domicilio anotado en el Registro Electoral, lo que se hará ante cualquier Junta de Actualización, mediante una comunicación escrita firmada por el peticionario al Director del Servicio Electoral, en formularios especialmente diseñados por este organismo, declarando bajo juramento su nuevo domicilio. Tratándose de ciudadanos chilenos residentes en el extranjero, la solicitud podrá realizarse ante la Junta Electoral del respectivo Consulado.


Los extranjeros sólo podrán solicitar cambios de domicilio entre circunscripciones electorales en Chile.


Las Juntas de Actualización deberán remitir sin más trámite al Servicio Electoral las solicitudes que reciban, en la forma y oportunidad que, por resolución, determine el Director del Servicio.


En cualquier caso, no se admitirán solicitudes de modificación de domicilio entre el centésimo vigésimo día anterior a la elección, y el primer día del mes siguiente a ésta. Asimismo, no se aceptarán solicitudes de cambio de domicilio a circunscripciones electorales que correspondan a la comuna o agrupación de comunas en la que se realizará un plebiscito, a partir del quinto día de publicado el decreto supremo que establece el día en que se realizará la votación plebiscitaria. 


El Servicio Electoral deberá notificar al elector, mediante carta certificada dirigida al nuevo domicilio electoral, el resultado de la solicitud indicando la nueva circunscripción en donde le corresponderá votar.


El Servicio Electoral podrá disponer otras formas para solicitar cambio de domicilio electoral a distancia a través de medios electrónicos, siempre que éstas garanticen la confiabilidad en la identidad del usuario y la seguridad de los datos del elector. 
Título II

DE LOS PADRONES ELECTORALES


Artículo 19.- El Servicio Electoral determinará el Padrón Electoral Nacional con ciento veinte días de antelación a la fecha en que deba verificarse una elección. Tratándose de plebiscitos, dicho padrón se determinará dentro de los cinco días siguientes a la publicación del decreto supremo que establece el día en que se realizará la votación plebiscitaria.


Dicho Padrón Electoral Nacional contendrá una nómina donde sólo figurarán los chilenos y extranjeros inscritos en el Registro Electoral que, a la fecha de la elección o plebiscito correspondiente, reúnan los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio.


El Servicio Electoral deberá publicar en su sitio Web el Padrón Electoral Nacional, en la oportunidad señalada en el inciso primero. Sin perjuicio de lo anterior, en cada Junta de Actualización habrá impreso un Padrón de los registrados para votar en la respectiva circunscripción, el que será proporcionado por el Servicio Electoral.


Artículo 20.- El Padrón Electoral Nacional se ordenará en forma alfabética y contendrá los nombres y apellidos del elector, y su, número de rol único nacional, sexo, comuna, provincia y región, y circunscripción electoral indicando el número de mesa en que le corresponde votar y el lugar que ocupa en ella.


Cada elector sólo podrá figurar una vez en el Padrón Electoral Nacional.


Artículo 21.- El Servicio Electoral, al momento de determinar el Padrón Electoral Nacional, asignará por orden alfabético a cada elector una Mesa Receptora de Sufragio, y un lugar en ella, según su circunscripción electoral.


Las Mesa Receptora de Sufragios tendrán un total de 350 electores. Cuando se cumpla con este total, se abrirá una nueva mesa y así sucesivamente, hasta que todos los electores tengan asignada una Mesa Receptora de Sufragio. Las mesas se ordenarán numérica y correlativamente dentro de cada circunscripción electoral.


Cada elector sólo podrá tener asignada una mesa y un lugar en ella.


Artículo 22.-  El Servicio Electoral confeccionará, con a lo menos treinta días de anticipación al acto eleccionario o plebiscitario correspondiente, el Padrón con la nómina definitiva de electores, tomando en consideración las reclamaciones acogidas de conformidad con lo dispuesto en el Título siguiente, quedando sujeto a las obligaciones establecidas en el inciso final del artículo 19.


Los nuevos inscritos producto de las reclamaciones, se incluirán alfabéticamente al final del Padrón Electoral Nacional y se les asignará una Mesa Receptora de Sufragio, en ese orden.


Artículo 23.-  El Servicio Electoral, en la misma oportunidad en que debe determinar el Padrón Electoral Nacional, deberá confeccionar los Padrones de Mesa que se utilizarán en la respectiva elección o plebiscito.


A cada mesa receptora de sufragios le corresponderá un padrón de mesa.


Cada Padrón de Mesa contendrá una nómina, ordenada alfabéticamente, de las personas habilitadas para votar en la Mesa Receptora de Sufragios respectiva.


Los Padrones de Mesa contendrán el nombre y apellidos de cada elector, su número de rol único nacional, su huella dactilar y su fotografía.



Cada elector podrá figurar sólo en un Padrón de Mesa y una vez en él.
Título III

DE LAS RECLAMACIONES


Artículo 24.- La persona que estimare que injustificadamente fue omitida del padrón electoral, podrá reclamar de este hecho, por escrito o verbalmente, dentro de los cinco días siguientes a la publicación de éste por el Servicio Electoral, ante el juez de letras de su domicilio. 


Tratándose de ciudadanos domiciliados en el extranjero, el tribunal competente para conocer de esta reclamación y de la señalada en el artículo siguiente, será el Juez de Letras de turno de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago. 


El juez resolverá con los antecedentes que el interesado le suministre, previo informe del Director del Servicio Electoral, el cual deberá ser emitido dentro de segundo día. El juez deberá fallar, con o sin informe, dentro del plazo de sexto día, contado desde la fecha de la presentación del reclamo. 


El juez ordenará la incorporación del reclamante en el padrón electoral en los casos en que hubiere lugar a ella.


La sentencia que se pronuncie en virtud de este artículo será apelable dentro del término de cinco días contado desde que sea notificada por cédula al afectado y al Director del Servicio Electoral, en sus respectivos domicilios. Conocerá del recurso la Corte de Apelaciones competente.


Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, la comunicará al Servicio Electoral, y éste procederá a cumplirla sin más trámite.


Artículo 25.- Cualquier persona podrá pedir al juez de letras competente la exclusión de quien haya sido incluido en el Padrón Electoral en contravención a la ley.


Esta presentación, para ser admitida, deberá ir acompañada de una boleta de depósito en arcas fiscales, de un centésimo de unidad tributaria mensual por cada inscripción impugnada. Esta suma se aplicará a beneficio fiscal si se desecha la reclamación.


El juez citará para dentro de quinto día al reclamante, y a la persona o personas cuya exclusión se pide, a fin de que concurran con sus medios de prueba. Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el Padrón. Si la persona reclamada o alguna de ellas hubiere cambiado de domicilio, se le notificará por medio de un aviso que se publicará a costa del recurrente en un diario de los de mayor circulación en la localidad a que corresponda dicho domicilio.


En caso de que la reclamación afectare a un considerable número de personas o que el número de reclamos fuera muy elevado, podrá el juez ordenar que la citación se haga por medio de un aviso, que se publicará a costa del reclamante, en un diario de los de mayor circulación en la localidad que corresponda, y señalar diversas audiencias para oírlos, siempre que se celebren dentro del plazo de quince días, contado desde la fecha de ingreso del reclamo correspondiente.


La audiencia tendrá lugar con las partes que concurran. Si ninguna de ellas compareciere, el juez resolverá con el mérito de los antecedentes que se presenten.


No se admitirán incidentes dilatorios en la tramitación de estos reclamos.


La cédula de identidad emitida por el Servicio de Registro Civil e Identificación, llevada personalmente, será estimada como prueba suficiente en cuanto a los datos que ella contiene.


La resolución judicial se expedirá dentro de los tres días siguientes al señalado para la audiencia y se notificará a las partes por cédula. Ejecutoriada la sentencia que ordena la exclusión, se transcribirá al Director del Servicio Electoral para que efectúe la cancelación correspondiente.


Artículo 26.- Las Cortes de Apelaciones conocerán en cuenta de las apelaciones, o de la consulta, en su caso, sobre inclusiones o exclusiones del Padrón, sin esperar la comparecencia de los interesados, y deberán fallarlas en el término de ocho días, contado desde el ingreso de los autos en Secretaría. Contra estos fallos no procederá recurso alguno.”.

2)
Intercálese, a continuación del nuevo Título III, los siguientes Título IV y V nuevos, pasando los siguientes Títulos y artículos a tener la numeración correlativa que corresponda:
“Título IV

DE LAS JUNTAS ELECTORALES 

Y DE LAS JUNTAS DE ACTUALIZACIÓN
1.
De las Juntas Electorales


Artículo 27.- En cada provincia habrá una Junta Electoral que tendrá las siguientes funciones:


a)
Proponer al Director del Servicio Electoral, en los términos señalados en el artículo 37, la nómina de postulantes para ser designados miembros de las Juntas de Actualización, y 


b) 
Designar, a proposición de los alcaldes, los locales en que se constituirán y funcionarán las Juntas de Actualización.


Artículo 28.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Director del Servicio Electoral, por resolución fundada y previo informe de la Junta respectiva, podrá crear temporal o permanentemente otras Juntas Electorales, cuando circunstancias tales como la cantidad de población, la dificultad de comunicaciones o las distancias entre los diversos centros poblados lo hagan aconsejable.


La resolución designará a los integrantes de las nuevas Juntas Electorales, establecerá su territorio jurisdiccional y la localidad en que tendrán su sede. Esta resolución se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva, y si allí no lo hubiere, en el correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran.


Artículo 29.- Las Juntas Electorales, en las provincias cuya capital sea asiento de Corte de Apelaciones, estarán integradas por el Fiscal de esta última, el Defensor Público de la capital de la provincia y el Conservador de Bienes Raíces de la misma. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario, el último.


En las demás capitales de provincia, las Juntas se integrarán con el Defensor Público, el Notario Público y el Conservador de Bienes Raíces de ellas. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario el último.


Si hubiere más de uno de los funcionarios mencionados en los incisos precedentes, integrará la respectiva Junta el más antiguo de ellos en la categoría.


Los miembros de las Juntas Electorales serán permanentes y conservarán ese carácter en tanto desempeñen la función pública requerida para su designación.


Artículo 30.- Las Juntas Electorales que cree el Director del Servicio Electoral de acuerdo con las normas del artículo 28, se integrarán con el Defensor Público, un Notario y un Conservador de Bienes Raíces que tengan competencia en todo o parte del territorio jurisdiccional que se les asigne y, si hubiere más de uno de ellos, por los que tengan su oficio en la localidad en que tendrá su sede la respectiva Junta, de acuerdo con su antigüedad en la categoría, excluidos los que deban integrar otras Juntas de conformidad con los incisos primero y segundo del artículo anterior.


Si no hubiere alguno de los auxiliares de la administración de justicia señalados en el inciso anterior, la Junta Electoral se integrará con un Secretario del Juzgado de Letras, con otro Notario o con el Secretario Municipal de la Municipalidad que tenga asiento en la localidad sede de la Junta. Sin embargo, la falta de Conservador sólo podrá ser suplida por un Archivero Judicial o un Notario.


En estas Juntas actuará como Presidente el Defensor Público o, en su defecto, el miembro que designe el Director del Servicio Electoral, y como Secretario el Conservador de Bienes Raíces o, a falta de éste, el Archivero Judicial o el Notario que nomine el Director. La permanencia de sus miembros será la misma indicada en el inciso final del artículo anterior.


Artículo 31.- Para los efectos de la designación de los integrantes de las Juntas Electorales, el Director del Servicio Electoral requerirá de la Corte Suprema la nómina de los correspondientes funcionarios de la administración de justicia, con jurisdicción en el territorio de competencia de la Junta.


Los miembros serán notificados de su designación por el Secretario de la Corte de Apelaciones respectiva, a requerimiento del Director. La notificación se hará personalmente o por carta certificada que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.


Las Juntas Electorales se instalarán el quinto día siguiente a la notificación del último de sus miembros, a las quince horas.


Artículo 32.- Si en alguna provincia no se reuniere el número de funcionarios suficientes para integrar una Junta Electoral, el Director dispondrá, mediante resolución fundada, que será publicada en la forma señalada en el artículo 28, que sus funciones sean cumplidas por la Junta Electoral de la provincia de la misma Región que tenga mayores facilidades de comunicación terrestre con aquélla.


Artículo 33.- Las Juntas Electorales celebrarán sus sesiones en el oficio del Secretario y podrán funcionar válidamente con dos de sus miembros. Si faltare alguno de ellos será sustituido por la persona a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones.


Corresponderá a los Presidentes velar por el fiel y oportuno cumplimiento de las funciones que la ley encomienda a las Juntas. Podrán convocarlas cuando lo estimen necesario o lo pidan otros miembros. Las Juntas se reunirán, además, en las ocasiones que señale la ley o cuando hubiere asuntos que requieran de su conocimiento, lo que los Secretarios informarán de inmediato a los Presidentes, caso en el cual aquéllos efectuarán las citaciones correspondientes.


Artículo 34.- De todas las actuaciones de la Junta se levantarán actas que se estamparán en un libro denominado Protocolo Electoral. En ellas se indicará la fecha de la sesión, la individualización de los miembros asistentes, las materias tratadas y las resoluciones adoptadas. Estas actas serán firmadas por todos los miembros asistentes.


El Protocolo Electoral será público y se sujetará a las reglas que rigen los registros notariales.


El Protocolo se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.
2.
De las Juntas de Actualización


Artículo 35.- En cada comuna habrá una Junta de Actualización que tendrá las siguientes funciones:


a)
Recibir solicitudes de cambio de domicilio de los ciudadanos y extranjeros que figuren en el Registro Electoral;


b)
Recibir solicitudes y antecedentes para la acreditación del avecindamiento, y


c)
Entregar comprobante de trámite realizado.


Las Juntas de Actualización podrán recibir las solicitudes de cambio de domicilio que se presenten, no obstante que ellas correspondan a comunas distintas de aquellas en que funcionen.


Artículo 36.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Director del Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear otras Juntas de Actualización temporales o permanentes, cuando circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia, lo hagan aconsejable.


Artículo 37.- Las Juntas de Actualización estarán integradas por tres miembros designados por el Director del Servicio Electoral, de los cuales dos lo serán a proposición en cuaterna de la Junta Electoral. Además, el Director podrá designar un miembro en calidad de suplente en cada Junta de Actualización para que, en caso de ausencia, pueda reemplazar a cualquiera de los otros miembros.


Tanto las personas propuestas como las designadas para integrar las Juntas de Actualización deberán cumplir los siguientes requisitos:


a)
Ser ciudadanos mayores de veintiún años de edad;


b)
Haber aprobado la enseñanza básica o su equivalente;


c)
Ser videntes, y


d)
Tener domicilio en la circunscripción electoral de la respectiva Junta de Actualización.


Las personas que se propongan para integrar las Juntas de Actualización, podrán ser, especialmente, ex funcionarios judiciales, públicos o municipales. Los organismos correspondientes podrán proporcionar nóminas, a solicitud de la Junta Electoral, de personas que consideren idóneas para ocupar dichos cargos. Los miembros de las Juntas de Actualización, en tanto conserven ese carácter, deberán abstenerse de desarrollar cualquier actividad político-partidista. La infracción a esta norma dará origen a su remoción inmediata, en conformidad al artículo 40.


No podrán ser miembros las personas que desempeñen cargos de representación popular o sean candidatos a ocuparlos, ni los que ejerzan cargos de la confianza exclusiva del Presidente de la República o sean dirigentes de partidos políticos.


Artículo 38.- Las Juntas de Actualización podrán constituirse y funcionar con dos miembros. En la primera sesión que celebren, elegirán un Presidente de entre sus miembros, nombramiento que no podrá recaer en la persona de libre designación del Director del Servicio Electoral. Esta última se desempeñará como Secretario de la Junta y actuará como ministro de fe para todos los efectos previstos en esta ley.


Los miembros de las Juntas de Actualización asumirán sus funciones el quinto día siguiente a la notificación de la resolución de nombramiento al último de ellos. Para estos efectos, el Secretario de la Junta Electoral remitirá una citación en la que se indicará el lugar, día y hora en que ella se constituirá.


Las resoluciones de nombramiento de los miembros de las Juntas de Actualización serán notificadas a éstos por el Secretario de la Junta Electoral respectiva. La notificación se hará personalmente o por carta certificada, que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.


Artículo 39.- El cargo de miembro de una Junta de Actualización es obligatorio y nadie podrá excusarse de su desempeño sino por causa debidamente justificada. Las exclusiones serán solicitadas a la Junta Electoral respectiva, la que propondrá al Director su aceptación o rechazo. Si se aceptare la exclusión y el miembro hubiere sido designado a proposición de la Junta Electoral, ésta propondrá dos nombres para cada reemplazo que deba efectuarse. Si se tratare de la exclusión del miembro de libre designación del director, éste designará al reemplazante.


Artículo 40.- Los miembros de las Juntas de Actualización cesarán en sus funciones por suspensión de su derecho de sufragio, por no cumplir con los requisitos señalados en el artículo 37 o por remoción dispuesta por el Director del Servicio Electoral, quien, si se tratare de un miembro propuesto por la Junta Electoral, deberá oírla previamente. La Junta deberá informar en el término de tres días.


Los reemplazos se sujetarán a las normas del artículo precedente.


Artículo 41.- No podrán integrar simultáneamente una misma Junta los cónyuges o parientes legítimos consanguíneos o afines en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, ni tampoco los padres e hijos de filiación no matrimonial, ni los adoptantes y adoptados. Si se presentare el caso, se procederá al reemplazo del miembro menos antiguo. Si la antigüedad fuere la misma, se reemplazará al de menor edad. Para estos efectos, se procederá en conformidad al artículo 39.


Artículo 42.- La concurrencia a las sesiones de la Junta será obligatoria para todos sus miembros. Las inasistencias que no fueren debidamente justificadas ante la Junta Electoral, serán sancionadas en la forma que dispone el artículo 67.


Artículo 43.- De todas las actuaciones de las Juntas se levantarán actas que firmarán todos los miembros presentes.


Además, las Juntas, al entrar en funciones por primera vez, levantarán acta de su instalación, en la que deberá dejarse constancia del carácter en que actúa cada uno de sus miembros y del documento que acredite su designación. 


Todas las actas se insertarán en el Libro de Actas que se dispondrá para estos efectos, y una copia del acta de instalación, firmada por sus miembros, se enviará el mismo día levantada al Director del Servicio Electoral.


Artículo 44.- Cada uno de los miembros de las Juntas tendrá derecho a un honorario de un décimo de unidad tributaria mensual por cada sesión a que asista, más un tercio de un milésimo de unidad tributaria mensual por cada solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento recibida. Estos honorarios estarán exentos de todo impuesto.


Para los efectos del pago de tales honorarios los Presidentes remitirán mensualmente al Servicio Electoral un informe en que se detallarán las sesiones a que asistió cada uno de los miembros y el número de solicitudes de cambio de domicilio y de acreditación de avecindamiento recibidas en cada una de esas sesiones.


Para los efectos de las actas pertinentes y del pago de los honorarios respectivos, se considerará la doble jornada del artículo 45 como dos sesiones independientes.


El Servicio Electoral procederá al pago de los honorarios dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de dicho informe, considerándose el valor de la unidad tributaria mensual que rija en la fecha en que se extienda el documento de pago.



Artículo 45.- Las Juntas de Actualización funcionarán todos los días hábiles, de lunes a viernes, en doble jornada, de 9 a 13 horas y de 15 a 19 horas, y los sábados, de 10 a 14 horas. 


No obstante, el Director del Servicio Electoral podrá disponer que todas o algunas Juntas funcionen en días feriados en sustitución de días hábiles. Con todo, el Director, mediante resolución fundada que se publicará en el Diario Oficial y en un periódico de la Región respectiva, podrá suspender el funcionamiento de una o más Juntas de Actualización cuando la baja cantidad de población o las condiciones climáticas lo hagan aconsejable. En todo caso, dichas Juntas deberán tener períodos de funcionamiento de no menos de cuatro meses en cada año y por cuatro horas cada jornada. Estas modificaciones se establecerán mediante resolución fundada, que se publicará en extracto en el Diario Oficial, dentro de tercero día, y regirá desde el décimo día siguiente a la publicación referida.


Artículo 46.- Las Juntas de Actualización obrarán con entera independencia de cualquiera autoridad en el ejercicio de sus funciones. En todo caso, estarán sujetas a la fiscalización del Servicio Electoral.


Artículo 47.- Para el funcionamiento de las Juntas de Actualización corresponderá a las Municipalidades proporcionar los locales, mobiliario y servicios que se requieran y velar por su seguridad, aseo y mantención.


En los casos en donde las Juntas de Actualización no funcionen en el propio edificio de la municipalidad, éste deberá proporcionar locales permanentes o temporales emplazados en centros de fácil acceso público y de desplazamiento significativo de personas de la comuna respectiva.
3.
De las Juntas Electorales en el Exterior


Artículo 48.-
 En cada Consulado, habrá una Junta Electoral presidida por el Cónsul e integrada, además, por otro funcionario del Servicio Exterior o, en caso de no haberlo, por un funcionario de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores o, en su defecto, por un empleado chileno del consulado o misión diplomática, designado por el Presidente de la Junta, en el que recaerá la función de secretario.


En los casos de imposibilidad de integración de alguno de los miembros de la Junta, éste será sustituido por la persona chilena a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones, o por aquella que, para estos efectos, designe el Servicio Electoral.


En cada ocasión que haya un cambio de alguno de los miembros de la Junta, se dejará constancia en un acta firmada por todos ellos.


Las Juntas Electorales en el exterior celebrarán sus sesiones en la sede de los respectivos consulados y sus miembros estarán obligados a asistir de conformidad con lo previsto en el artículo 42.


Para los efectos del cumplimiento de sus funciones como miembros de las Juntas Electorales, los funcionarios de los consulados estarán sujetos a las instrucciones impartidas por el Director del Servicio Electoral.


Artículo 49.- Las Juntas Electorales en el exterior ejercerán sus funciones en el territorio del Estado extranjero en que tenga su sede el respectivo Consulado.


Sin perjuicio de lo anterior, mediante resolución fundada del Director del Servicio Electoral, publicada en la forma establecida en el artículo 28 de esta ley, se podrá disponer que una Junta Electoral extienda sus funciones a uno o más Estados contiguos o cercanos a aquel en que tenga su sede el respectivo Consulado, cuando en ellos no existiere representación consular chilena, en los términos previstos en el inciso cuarto del artículo 7°.



En aquellos países donde existiera más de un consulado, todos ellos estarán habilitados para recibir solicitudes de cambio de domicilio de los chilenos residentes en el Estado respectivo. Corresponderá al Servicio Electoral y al Ministerio de Relaciones Exteriores, adoptar las providencias necesarias para la oportuna tramitación de las solicitudes.



Artículo 50.- Corresponderá a las Juntas Electorales en el exterior ejercer las funciones propias de las Juntas de Actualización. No obstante, no podrán recibir solicitudes de acreditación de avecindamiento o de cambio de domicilio de extranjeros.


No se aplicará a los integrantes de estas Juntas Electorales, lo establecido en el Artículo 44 de esta ley.


Artículo 51.- Las Juntas Electorales en el exterior quedarán sujetas a las obligaciones a que se refiere el artículo 43.


Artículo 52.- Para el cumplimiento de las obligaciones señaladas en el artículo 35, las Juntas Electorales en el exterior funcionarán todos los días hábiles de atención del respectivo Consulado, de lunes a viernes, de 10 a 14 horas. 


Para los efectos del funcionamiento de las Juntas Electorales en el exterior, no serán considerados hábiles los feriados legales del Estado en que aquellas tengan su asiento.


Artículo 53.- Toda comunicación oficial y todo envío de materiales, cualquiera sea su naturaleza, entre el Servicio Electoral u otro órgano del Estado y las Juntas Electorales en el exterior, se hará a través de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores.
4. 
De las circunscripciones electorales


Artículo 54.- Las circunscripciones electorales son la unidad territorial electoral básica, formada por todo o parte del territorio comunal. En cada circunscripción electoral se determinarán Mesa Receptoras de Sufragios.


El Director del Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear circunscripciones electorales cuando circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia, lo hagan aconsejable.


La resolución determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones, y se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en la forma prescrita en el inciso segundo del artículo 28.


El Servicio Electoral dispondrá la ubicación de carteles, avisos u otros medios de publicidad en los lugares de la circunscripción más frecuentados por el público, para su adecuada difusión.
TÍTULO V

DEL ORDEN PÚBLICO Y SANCIONES

1. 
Del mantenimiento del orden


Artículo 55.- Los Presidentes de las Juntas de Actualización deberán conservar el orden y garantizar la libertad de acceso de las personas que concurran a solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación de su avecindamiento. Esta atribución podrán ejercerla en el recinto en que funcione la respectiva Junta de Actualización y en un radio de veinte metros.


Artículo 56.- Los Presidentes de las Juntas de Actualización deberán impedir la formación de grupos de personas que entorpezcan el acceso de quienes concurran a solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación de su avecindamiento.


Ante la reclamación de cualquier interesado, los Presidentes instarán a dichos grupos a disolverse. Si no fueren obedecidos, los harán disolver por Carabineros y, en caso necesario, suspenderán las funciones de la respectiva Junta.


Artículo 57.- Si los desórdenes o formación de grupos ocurrieren dentro del recinto en que se practique la solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento, el respectivo Presidente de la Junta pondrá, directamente o por intermedio de Carabineros, a disposición del juez competente a los perturbadores.


Artículo 58.- Los Presidentes de las Juntas, en caso necesario, podrán solicitar el auxilio de Carabineros hasta la terminación de su cometido.


La fuerza pública deberá cumplir sin más trámite las órdenes del Presidente y proceder a los arrestos a que diere lugar el requerimiento de aquél.


Artículo 59.- Si la Junta hubiere tenido la necesidad de suspender sus funciones, dejará constancia en acta de los hechos que hubieren dado lugar a la suspensión. Igual constancia dejará si hubiere requerido el auxilio de Carabineros, dando cuenta en ambos casos al Director del Servicio Electoral.


Artículo 60.- Ninguna tropa o partida de fuerza armada puede situarse en el recinto que señala el inciso primero del artículo 55, sin acuerdo expreso de la Junta.


Si la tropa o partida de fuerza armada llegare a situarse en dicho recinto, deberá retirarse a la primera intimación que le formulare el Presidente de la Junta. Si esta orden no fuere obedecida inmediatamente, el Presidente suspenderá las funciones de la Junta.


Artículo 61.- Carabineros cuidará de que se mantenga el libre tránsito en las calles o caminos que den acceso a los locales en que funcionen las Juntas e impedirá toda aglomeración de personas que dificulte a los interesados llegar a ellas o que los presionen de obra o de palabra.
2.
De los procedimientos judiciales por faltas y delitos contemplados en esta ley


Artículo 62.- Los delitos o faltas electorales se regirán por las disposiciones de la presente ley y, supletoriamente, por el Libro Primero del Código Penal.


Cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, podrá deducir querella para la investigación de los delitos sancionados en esta ley.


Artículo 63.- Las investigaciones criminales y procesos a que dé lugar esta ley se sujetarán a las reglas del Código Procesal Penal.


Artículo 64.- No procederá el indulto particular en favor de los condenados en virtud de esta ley.
3.
De las sanciones


Artículo 65.- Sufrirán la pena de reclusión menor en su grado mínimo los miembros de las Juntas de Actualización que incurrieren en alguna de las siguientes conductas:


a)
Recibir solicitudes de cambio de domicilios en un recinto distinto del que les corresponda;


b)
Recibir solicitudes y antecedentes de acreditación de avecindamiento en un recinto distinto del que les corresponda;


c)
Recibir solicitudes en días y horas distintos de la jornada de funcionamiento que señala la ley;


d)
Negarse a recibir una solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento, fuera de los casos contemplados por la ley;


e)
Funcionar en número inferior al señalado por la ley;


f)
Remitir una solicitud de cambio de domicilio que no hubiera sido requerida por la persona inscrita.


g)
Impedir la presencia de otro miembro durante la tramitación de una solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento.


Artículo 66.- Los Presidentes de las Juntas de Actualización que en el plazo legal no remitieren a su destino las solicitudes de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento, salvo que acreditaren causa legítima o insuperable, sufrirán la pena de treinta días de prisión.


Artículo 67.- Los miembros de las Juntas de Actualización que injustificadamente no concurrieren al desempeño de sus funciones, sufrirán una pena de multa equivalente a un décimo de unidad tributaria mensual por la primera inasistencia, y del doble si incurrieren en la misma falta dentro de los treinta días siguientes. Si nuevamente incurrieren en ella dentro del mismo período, sufrirán la pena de dos días de prisión y cesarán inmediatamente en sus funciones.


El miembro que hubiere sido sancionado por cinco inasistencias durante un semestre sufrirá la pena de dos días de prisión y cesará de inmediato en sus funciones.


Artículo 68.- El que impidiere ejercer sus funciones a la Junta de Actualización o a alguno de sus miembros, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo. Igual pena sufrirá quien perturbare el orden en el recinto de la Junta o en sus alrededores, impidiéndole el desempeño de su cometido.


Artículo 69.- La persona que al momento de solicitar cambio de domicilio o la acreditación del avecindamiento suplantare a otra, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales


Igual pena sufrirá quien proporcionare a la Junta datos falsos al solicitar la acreditación del avecindamiento.


Artículo 70.- El que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio, o un Libro de Actas, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo.


Igual pena sufrirá quien ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que la acompañan. 


Artículo 71.- El que cometiere falsedad en un Libro de Actas contrahaciendo o fingiendo firmas, alterando fechas o datos consignados en él, o haciendo cualquier alteración en lo obrado por la Junta, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo.


Artículo 72.- El que maliciosamente alterare la información contenida en el Registro Electoral, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo e inhabilitación perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos.


Artículo 73.- Si los delitos señalados en los dos artículos precedentes son cometidos por funcionarios del Servicio Electoral o por algún miembro de la Junta de Actualización, se les aplicarán las penas asignadas a los referidos delitos aumentadas en un grado.


Artículo 74.- Los funcionarios del orden administrativo o judicial que injustificadamente dejaren de cumplir con las obligaciones que les impone esta ley, sufrirán la pena de suspensión del cargo en su grado mínimo. En caso de reincidencia se aumentará la pena en un grado, y si nuevamente reincidieren, serán destituidos de los cargos que desempeñen con el solo mérito de la sentencia ejecutoriada que imponga la pena, quedando además absoluta y perpetuamente inhabilitados para el desempeño de cargos y oficios públicos, sin perjuicio de la responsabilidad civil o administrativa que pudiere corresponderles.


Artículo 75.- El que por negligencia extraviare documentos, solicitudes de cambio de domicilio, solicitudes de acreditación de avecindamiento, o libros de actas,  que se le hubieren confiado, sufrirá la pena de prisión en su grado máximo. Si en la desaparición de estos efectos mediare dolo, los autores del hecho sufrirán la pena de presidio menor en su grado mínimo e inhabilitación perpetua para cargos y oficios públicos.



Artículo 76.- Las multas que se impongan en virtud de esta ley serán a beneficio fiscal.”.

3)
Introdúcense las siguientes modificaciones al actual artículo 90:


a)
Sustitúyase su letra b) por el siguiente texto:



“b)
Solicitar la colaboración y antecedentes que sean necesarios, de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia;”.


b) 
Reemplázase, en su letra e), la expresión “el proceso de inscripción” por “los procesos de cambio de domicilio u otros”.


c)
Reemplázase, en su letra f), la expresión “las inscripciones” por “los procesos de cambio de domicilio y otros,”.



d)
Sustitúyese, en su letra h), la expresión “Archivo Electoral General” por “Registro Electoral”.

4)
Reemplázase, en la letra h) del actual artículo 93, la frase “organismos relacionados con el proceso de inscripciones electorales” por “organismos electorales”.

5)
Derógase el actual artículo 99.

6) 
Incorpórase, a continuación del actual artículo 101, el siguiente artículo final nuevo: 


“Artículo …...- El Ministerio de Justicia deberá encargar a una empresa de auditoría externa, inscrita en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, la elaboración de informes trimestrales, sobre todos aquellos antecedentes que de acuerdo los artículos 5° y 10 deba proporcionar el Servicio de Registro Civil e Identificación al Servicio Electoral.


Asimismo, el Servicio Electoral deberá encargar a una empresa de auditoría externa, inscrita en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, la elaboración de informes trimestrales, sobre la determinación del Registro Electoral y los Padrones.”.
Artículo 2º.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:

1)
Reemplázase el inciso 1º del artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- El patrocinio de candidaturas independientes deberá inscribirse ante cualquier notario por ciudadanos con derecho a sufragio que declaren bajo juramento o promesa no estar afiliados a un partido político legalmente constituido o en formación, y cuyos domicilios registrados en el Registro Electoral corresponda al distrito o circunscripción senatorial, según se trate de elecciones de Diputados o Senadores. Será notario competente cualquiera del respectivo territorio.”.


2)
Sustitúyese, en el artículo 13, la frase “inscritos en cualquier parte del territorio nacional” por “habilitados para ejercer el derecho a sufragio”.

3)
Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- Habrán tantas Mesas Receptoras de Sufragio de cuanto resulte dividir a las personas registradas en el Padrón Electoral Nacional en mesas de 350 electores cada una, según su circunscripción electoral. La última Mesa Receptora de Sufragio de cada circunscripción podrá tener asignada un número menor de 350 electores.”.


4)
Sustitúyese el artículo 38 por el siguiente:


“Artículo 38.- El Director del Servicio Electoral determinará el número de Mesas Receptoras de Sufragios en cada circunscripción y el Padrón de Mesa que corresponderá a cada una de ellas, con ciento veinte días de antelación a cada elección. Tratándose de plebiscitos, las Mesas y sus respectivos Padrones deberán determinarse dentro de los cinco días siguientes a la publicación del decreto supremo que establece el día en que se realizará la votación plebiscitaria.


Cada Mesa Receptora se compondrá de cinco vocales elegidos de entre los inscritos en el Padrón de Mesa respectivo y su nombramiento se hará siguiendo el orden numérico de tales Padrones.


El Padrón de Mesa determinado en esta oportunidad sólo podrá ser modificado por acogerse solicitudes o reclamos interpuestos conforme al Título III de la ley sobre Sistema de Inscripción Electoral y Servicio Electoral.”.

5)
Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 40, la frase “ciudadanos inscritos en los Registros correspondientes a Mesas contiguas” por “ciudadanos que figuren en los Padrones de Mesas correspondientes a Mesas contiguas”.

6)
Modifícase el artículo 41 del siguiente modo:


a)
Reemplázase, en su inciso primero, antes del punto seguido, la expresión “Registro o Registros agrupados” por “Padrón de Mesa”.


b)
Añádase, en el inciso primero, luego del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “En cualquier caso, los escogidos por cada miembro no podrán ser todos del mismo sexo.”.



c)
Añádase, en el inciso cuarto, luego del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Con todo, en el sorteo de las personas que se desempeñarán como vocales de las Mesas Receptoras, se deberá velar por que ésta no quede integrada sólo por personas de un mismo sexo.”.

7)
Suprímese, en el artículo 42, la expresión “comenzando por las de varones,”.

8)
Sustitúyese el artículo 47 por el siguiente:


“Artículo 47.- Los vocales sorteados por las Juntas Electorales que les corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el sólo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.

9)
Intercálase el siguiente artículo 47 bis:


“Artículo 47 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocal de Mesa Receptora de Sufragio un bono de 0,4 UF, por cada acto electoral en el que participen.


El bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Esta bonificación se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto. 


Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en el acto electoral respectivo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.


A quienes perciban maliciosamente el bono que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles, sin perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente. 

10)
Modifícase el artículo 55 del siguiente modo:


a)
Reemplázase, en el numeral 1), la expresión “El o los Registros Electorales” por “El o los Padrones de Mesa”.



b)
Reemplázase, en el numeral 2), la expresión “Registro” por “Padrón de Mesa”.


c)
Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Registro” por “Mesa”.

11)
Modifícase el artículo 58 de la siguiente forma:


a)
Reemplázase la primera oración del inciso segundo, por la siguiente:



“Recibido el paquete de útiles electorales y el o los Padrones de Mesa, los vocales abrirán el paquete y levantarán acta de instalación en la hoja dispuesta al efecto en el Padrón.”.


b) 
Reemplázase el inciso cuarto la expresión “Registro” por “Padrón de Mesa”.


12)
Modifícase el artículo 60 del siguiente modo:


a)
Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “con inscripción vigente en los Registros Electorales” por “en los Padrones de Mesa”.


b)
Derógase el inciso segundo.

13)
Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 63, el vocablo “Registro” por “Padrón de Mesa”.

14)
Sustitúyese, en la frase final del artículo 67, la expresión “de sus inscripciones” por “en el Padrón de Mesa”.

15)
Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 73, las expresiones “Registro” por “Padrón de Mesa”.

16)
Reemplázase, en el artículo 75, la expresión “Registros” por “Padrones de Mesa”.


17)
Suprímase, en el inciso primero del artículo 77, la expresión “con excepción de los Registros Electorales”.


18)
Reemplázase, en el inciso primero del artículo 88, el vocablo “Registro” por la expresión “Padrón de Mesa”.

19)
Reemplázase el inciso segundo del artículo 91 por el siguiente:


“Dentro de las veinticuatro horas siguientes al término del funcionamiento del Colegio, el Secretario devolverá al Secretario de la Junta Electoral el Libro de Actas y las copias de actas de escrutinio que le hubieren sido proporcionadas.  En el mismo plazo, enviará las actas de escrutinio de las Mesas Receptoras de Sufragio al respectivo Director Regional del Servicio Electoral.”.

20)
Intercálase, a continuación del artículo 91, el siguiente artículo:


“Artículo 91 bis.- Dentro de las veinticuatro horas de terminado el proceso de calificación de la elección o plebiscito, los Secretarios de Juntas Electorales remitirán a los respectivos Directores Regionales del Servicio Electoral, los Padrones de las Mesas Receptoras que hubieren funcionado en sus territorios jurisdiccionales.”.

21)
Sustitúyese, en el número 4) del artículo 103, el vocablo “Registro” por “Padrón de Mesa”.

22)
Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 120, la frase “ni a los inscritos en el Registro Electoral respectivo” por “ni a los electores que figuren en el Padrón de Mesa”.

23)
Reemplázase, en el artículo 127 la expresión “tener inscripción vigente” por “estar habilitado para votar”.

24)
Reemplázase el numeral 3) del artículo 132 por el siguiente:


“3) Admitir el sufragio de personas que no figuren en el Padrón de la Mesa, o que no exhiban el documento que los habilita para votar.”.


25)
Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 134, el vocablo “registros” por la expresión “Padrones de Mesa”.

26)
Reemplázase, en el número 4) del artículo 136, la expresión “Registro Electoral” por las palabras “Padrón de Mesa”.

27)
Derógase el artículo 139.

28)
Suprímase, en el artículo 140, la expresión “, para no sufragar”.

29)
Elimínase, en el artículo 144, el guarismo “139”.

30)
Sustitúyese el artículo 153 por el siguiente:


“Artículo 153.- Terminado el proceso de calificación de una elección o plebiscito, el Director del Servicio Electoral denunciará, ante los jueces de policía local de la comuna correspondiente a la respectiva circunscripción electoral, a los miembros de las Juntas Electorales, Mesas Receptoras, Colegios Escrutadores y Delegados de las primeras que hubieren incurrido en omisiones en el cumplimiento de las funciones que establece esta ley.”.

31)
Reemplázase, en el artículo 160, la expresión “tener inscripción electoral vigente” por “con derecho a sufragio”.


32)
Intercálese el siguiente Título XI, pasando los artículos del Título Final a tener la numeración correlativa que corresponda:
“TITULO XI

DE LAS VOTACIONES EN EL EXTRANJERO

Párrafo 1º

Del ámbito de aplicación



Artículo 178.- Las disposiciones del presente Título regulan los procedimientos para la realización de actos eleccionarios en el extranjero.


Artículo 179.- Procederá realizar votaciones en el extranjero cuando corresponda elegir Presidente de la República y en los casos de los plebiscitos regulados en el Capítulo XV de la Constitución Política de la República.


Artículo 180.- Las funciones y atribuciones que esta ley confiere a las Juntas Electorales a que se refiere la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, en el caso de votaciones en el extranjero, corresponderán a las Juntas Electorales establecidas en el artículo 48 de dicha ley.


Artículo 181.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.


Artículo 182.- Todas las necesidades de difusión e información en el extranjero establecidas por esta ley, se entenderán cumplidas a través de los medios más idóneos que determine el Cónsul por resolución fundada, considerando las características y circunstancias del país respectivo, tales como:


a) Afiches impresos,


b) Folletos informativos,


c) Páginas Web oficiales del Estado de Chile.


Los afiches se colocarán en lugares destacados y de acceso al público del Consulado y los folletos informativos se pondrán a disposición del público en la mayor cantidad de lugares con afluencia de chilenos.
Párrafo 2º

De los actos preparatorios


Artículo 183.- Serán aplicables a los actos preparatorios de las elecciones en que procedan votaciones en el extranjero, las normas del Título I de esta ley, con las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.



Artículo 184.- Las Juntas Electorales en el extranjero velarán por la difusión de las cédulas electorales con las cuales se sufragará y sus características, conforme a lo establecido en el inciso primero del artículo 29. Esta difusión se llevará a cabo en la forma establecida en el artículo 182.


Con todo, será obligatoria la fijación en cada Consulado, de los carteles a que alude el inciso segundo del artículo 29.


Artículo 185.- La obligación de fijar tableros o murales señalada en el inciso primero del artículo 34, corresponderá a los Consulados.


Artículo 186.- Se prohíbe, en el extranjero, toda otra propaganda electoral que no sea aquella a que se refiere el señalado artículo 34, o que consista en cualquier material que los candidatos envíen a los electores.


La infracción de lo dispuesto por el inciso anterior podrá ser denunciada por cualquier elector ante el Consulado respectivo, el que deberá remitirla al tribunal competente, dentro de los tres días siguientes a la recepción de la denuncia, acompañando los medios de prueba en que se funde.


Artículo 187.- Las mesas receptoras de sufragios en el exterior se compondrán de tres vocales elegidos de entre los ciudadanos registrados en los Padrones de Mesa respectivos y su nombramiento se hará siguiendo el orden numérico de tales Padrones.


Para la designación de los vocales se aplicará el procedimiento establecido en los artículos 41 y siguientes, a partir del cuadragésimo quinto día anterior a una elección presidencial o plebiscito. Para estos efectos, se formará una lista con nueve nombres, cinco de los cuales serán escogidos por el Presidente y cuatro por el otro integrante de la Junta.


Artículo 188.- Los vocales sorteados para integrar las mesas receptoras de sufragios en el extranjero en las elecciones de Presidente de la República, deberán desempeñar esa función en las segundas votaciones que tengan lugar de conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de la Constitución Política de la República.


Artículo 189.- Para los efectos de la constitución de las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, los vocales deberán reunirse el día anterior al acto eleccionario o plebiscitario en que les corresponda actuar, en el lugar y la hora que determine la Junta respectiva, lo que deberá difundirse de acuerdo a lo establecido en el artículo 182.


Artículo 190.- Para los efectos de determinar los locales en que deban funcionar las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, las Juntas Electorales preferirán aquellos que correspondan al lugar de funcionamiento del Consulado. En caso que ello no fuere posible, las Juntas dejarán constancia en el mismo acto de las razones que determinan dicha imposibilidad.


Artículo 191.- Será responsabilidad del Cónsul la instalación de las mesas receptoras en los locales designados, debiendo proveer las mesas, sillas, urnas y cámaras secretas necesarias.


Artículo 192.- En cada Consulado funcionará, desde el tercer día anterior a la elección o plebiscito, una Oficina Electoral dependiente de la Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta. Con todo, el día de la votación, la Oficina Electoral funcionará en el local de votación.


El Delegado designado por el Presidente de la Junta Electoral deberá ser un funcionario del Servicio Exterior o de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, o un empleado de nacionalidad chilena, de la respectiva Misión Diplomática o Consulado de Chile. Sólo a falta de los anteriores, el Delegado podrá ser cualquier ciudadano chileno, registrado en los Padrones de las Mesas respectivas.


El Delegado tendrá las facultades y funciones señaladas en los números 1, 2, 3, 4 y 5 del artículo 54, y no tendrá derecho a dieta.


Corresponderá, asimismo, al Delegado, recibir al término de cada escrutinio de mesa, los formularios de minuta a que se refiere el número 7) del artículo 71 y remitirlos directamente, por el medio más expedito de que disponga, uno al Ministerio del Interior y otro al Servicio Electoral, sin perjuicio de remitir los originales por intermedio de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración.


Artículo 193.- Para la provisión de los útiles electorales a las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, el Servicio Electoral los remitirá sellados al Jefe de la Sección Consular o Cónsul, correspondiendo a éstos su resguardo, traslado y distribución.
Párrafo 3º

Del acto electoral


Artículo 194.- Serán aplicables a las votaciones que tengan lugar en el extranjero las normas sobre Acto Electoral del Título II de esta ley, con las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.


Artículo 195.- En todos los casos que la ley dispone la intervención de la fuerza pública durante el acto electoral, el Presidente de la mesa receptora de sufragios en el extranjero se limitará a dejar constancia en el Acta de los hechos acaecidos, sin perjuicio de efectuar las comunicaciones que fueren procedentes para la  realización de las denuncias que correspondieren.


Artículo 196.- Para los efectos del artículo 62, los electores que sufraguen en el extranjero podrán presentar su cédula nacional de identidad vigente otorgada por el Servicio de Registro Civil e Identificación, o pasaporte para chilenos válido.


Artículo 197.- En los casos de disconformidad notoria y manifiesta entre las indicaciones del Padrón de Mesa y la identidad del sufragante en el extranjero, corresponderá a la mesa determinar si sufraga o no, dejando constancia en el Acta.


Artículo 198.- En las votaciones que se efectúen en el extranjero, los sobres a que se refiere el inciso cuarto del artículo 73 se dirigirán al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Cónsul.


Artículo 199.- Concluido el escrutinio por Mesas, el Secretario y el Presidente de la mesa receptora de sufragios  remitirá ambos sobres, que contienen el ejemplar del acta, al Cónsul. Este los hará llegar en forma separada al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Servicio Electoral, en el plazo más breve posible, desde el cierre del acta o de la última de ellas si hubiese más de una.


Los Cónsules deberán confeccionar dos valijas diplomáticas especiales. Una contendrá las actas dirigidas al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y la otra, las actas dirigidas al Servicio Electoral, debiendo adoptar los resguardos necesarios para que su despacho se efectúe por vías separadas. Las valijas serán remitidas a la Dirección General de Asuntos Consulares e Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores dentro de las 48 horas siguientes a la última recepción. Dicha Dirección, a su vez, las remitirá de inmediato al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Servicio Electoral.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el Jefe de la Misión diplomática, el mismo día de la elección, debe informar al Director del Servicio Electoral, al Subsecretario del Ministerio del Interior y al Tribunal Calificador de Elecciones, mediante comunicación telefónica y fax o correo electrónico, los resultados del escrutinio de cada una de las mesas receptoras de sufragios.


Artículo 200.- Firmadas las actas, los Delegados de Juntas Electorales remitirán en paquete al Cónsul, los Padrones de Mesa que hubiere tenido a su cargo, los sobres a que se refiere el artículo 72, y los demás útiles usados en la votación. Cada paquete será sellado, se anotará la hora y será firmado por los vocales de la Mesa.


Artículo 201.- Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la elección o plebiscito, el Cónsul enviará por valija diplomática especial a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores todos los sobres y útiles recibidos, la que a su vez, los remitirá al Servicio Electoral. El envío se hará en paquetes separados por cada Mesa Receptora, que indicarán en su cubierta el Consulado a que correspondan y el número de Mesa respectivo.


Artículo 202.- Se prohíbe la divulgación de los resultados electorales que se produzcan en el exterior antes de las 17 horas, hora de Chile continental, del día de la respectiva elección.
Párrafo 4º

De las normas sobre Escrutinio de los sufragios emitidos en el exterior y de los Colegio Escrutadores de votos en el extranjero



Artículo 203.- Para efectos de proceder al escrutinio general de los sufragios emitidos en el extranjero, existirá uno o más colegios escrutadores especiales, constituidos cada uno de ellos por los miembros de una de las Juntas Electorales de la Región Metropolitana y un secretario.


Para efectos de lo anterior, el Director del Servicio Electoral dispondrá, mediante resolución fundada que deberá publicarse en el Diario Oficial, con a lo menos veinte días de anticipación a aquel en que se deba celebrar una elección, el número de colegios escrutadores que existirán, individualizando la Junta Electoral que lo constituirá y asignando a cada una de ellas un número determinado de mesas. La asignación de mesas se iniciará por la Junta Electoral Primera de Santiago y se continuará según el orden correlativo.


Artículo 204.- Los colegios escrutadores de votos en el extranjero se constituirán a las 09:00 horas del día lunes subsiguiente al de la elección.


Artículo 205.- Se prohíbe a las misiones diplomáticas y oficinas consulares chilenas, a los integrantes de las Juntas Electorales en el exterior, a los vocales de mesas, a los candidatos y sus apoderados, dar a conocer resultados parciales o totales de la elección verificada en el exterior, antes del plazo establecido en el artículo 202.

Párrafo 5º

De las Reclamaciones Electorales en el exterior



Artículo 206.- Las normas relativas a las reclamaciones electorales señaladas en el Título IV de esta ley, serán aplicables a los hechos y actos ocurridos en los procesos electorales que se efectúen en el extranjero que pudieren haber viciado las elecciones y plebiscitos.


Artículo 207.- No procederán reclamaciones de nulidad relativas a los procedimientos de votación efectuados en el extranjero, que se refieran a la elección, funcionamiento o escrutinio de los Colegios Escrutadores.


Artículo 208.- Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad que formulen electores en el extranjero se interpondrán ante el Cónsul respectivo, dentro de segundo día de terminado el acto eleccionario. Este deberá remitir copias fidedignas, directamente y sin más trámite, al Tribunal Calificador de Elecciones, por el medio más expedito de que disponga. Ello, sin perjuicio de remitir los originales en valija especial dentro de las 48 horas siguientes a su recepción, a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, para que ésta a su vez, las remita a la mayor brevedad a dicho órgano calificador.

Párrafo 6º

Del mantenimiento del orden público en el exterior



Artículo 209.- Corresponderá a los Cónsules, conforme a sus facultades, adoptar las providencias necesarias para permitir y resguardar el libre acceso a los locales en que funcionen las mesas receptoras de sufragios en el extranjero y evitar aglomeraciones.



Artículo 210.- Los Presidentes de las Juntas Electorales y mesas receptoras de sufragios deberán conservar el orden y la libertad de las votaciones que se efectúen en el extranjero y dispondrán las medidas conducentes a ese objetivo, en el lugar en que funcionen.


Asimismo, el Delegado de la Junta Electoral velará por la conservación del orden y el normal funcionamiento dentro de la Oficina Electoral a su cargo.


Artículo 211.- Los Presidentes de las Juntas Electorales y de las mesas receptoras de sufragios deberán velar por el libre acceso al recinto en que funcionen e impedir que se formen aglomeraciones en las puertas o alrededores que entorpezcan el acceso a los electores.


Ante la reclamación de cualquier elector, los Presidentes ordenarán disolver esas aglomeraciones. Si no fueren obedecidos, podrán suspender las funciones de la Junta o Mesa Receptora respectiva.


Artículo 212.- En caso de aglomeraciones, manifestaciones o incidentes graves que impidieren el desarrollo del acto electoral, el Presidente de la Junta Electoral solicitará al Jefe de Representación Consular o Cónsul, que recurra al auxilio de la fuerza pública del país respectivo, ajustándose en todo caso, al ordenamiento legal correspondiente y a las normas del derecho internacional.


Artículo 213.- Si la Junta o la mesa se hubieren visto en la necesidad de suspender sus funciones, las reiniciarán dejando constancia en las actas de los hechos que dieron lugar a la suspensión.


En el caso de una mesa receptora de sufragio, su Presidente suspenderá la votación hasta que se restablezcan las condiciones de orden y libertad necesarias para continuar la emisión y recepción de sufragios.  La votación suspendida se continuará en el mismo día hasta los límites horarios que señala el artículo 68.


El Presidente dará, en todo caso, aviso de su determinación al delegado de la Junta Electoral respectiva.

Párrafo 7º

De las sanciones y procedimientos judiciales



Artículo 214.- Sin perjuicio de las normas establecidas en el Título VII de esta ley, se aplicarán a las faltas y delitos establecidos en esta ley cometidos en el exterior, las reglas especiales que prescriben los artículos siguientes.


Artículo 215.- Tratándose de infracciones a las disposiciones de esta ley cometidas en el exterior, para las que se establezca la sanción de multa a beneficio municipal, se aplicará multa de igual entidad a beneficio fiscal.


Artículo 216.- En caso que un funcionario del Servicio Exterior o de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, de una Embajada o Consulado chilenos, incurriere en las faltas del artículo 130, sin perjuicio de las sanciones allí contempladas, el Subsecretario de Relaciones Exteriores deberá ordenar la instrucción del sumario administrativo correspondiente. En casos de reincidencia, se aplicará la medida disciplinaria de destitución.


Artículo 217.- Los miembros de las Juntas Electorales y de las mesas receptoras de sufragio en el exterior que tomen conocimiento de hechos que pudieren ser constitutivos de faltas o delitos previstos en esta ley, ocurridos en los procesos electorales que tengan lugar en el extranjero, dejarán constancia de los mismos en las actas que correspondan.


Los Presidentes de las Juntas y de las mesas deberán comunicar los hechos referidos al Servicio Electoral, para que éste los ponga en conocimiento del Tribunal competente.


Artículo 218.- Será competente para conocer de las infracciones señaladas en los artículos 144 y 186, cometidas en el extranjero, cualquier Juez de Policía Local con competencia en la provincia de Santiago.


Respecto de los delitos previstos en esta ley que se cometan en el extranjero, se aplicarán las normas de competencia del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 219.- Los Presidentes de mesas receptoras de sufragio en el exterior cumplirán la obligación señalada en el artículo 152, comunicando los hechos y responsables al Cónsul respectivo, quien los transmitirá a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, para que ésta efectúe las denuncias que procedan.

Párrafo 8º

Disposiciones varias



Artículo 220.- En materia de independencia e inviolabilidad, será aplicable en el extranjero, el artículo 154.


El artículo 156 sólo será aplicable en caso que el empleador sea el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, las Misiones Diplomáticas y los Consulados Chilenos.


Artículo 221.- En caso que los partidos políticos o los candidatos, según corresponda, establezcan sedes y nombren apoderados para las votaciones que deban efectuarse en el exterior, deberán ajustarse a las normas del Párrafo 2º del Título VIII de esta ley.


Artículo 222.- Tratándose de los locales de votación que funcionen en el extranjero, la obligación establecida en el artículo 165 corresponderá a los respectivos Presidentes de Juntas Electorales.


Artículo 223.- Para los efectos del artículo 175 bis, corresponderá al Jefe de la Sección Consular o Cónsul, según el caso, designar a un funcionario de su dependencia, de nacionalidad chilena, encargado de recibir la información a que se refiere ese artículo y transmitirla al Ministerio del Interior, debiendo también proveerlo del recinto con la infraestructura adecuada para el cumplimiento de sus funciones.


Artículo 224.- El Servicio Electoral deberá habilitar en su respectivo sitio Web, una página en la que se mantenga permanentemente actualizada toda la información legal y práctica en relación con el ejercicio del voto de los chilenos en el extranjero, así como un sistema de consultas para resolver las inquietudes previas a un acto eleccionario.”.
Artículo 3º.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº1, de 2006, del Ministerio del Interior: 

1)
Reemplázase, en el artículo 99, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.

2)
Sustitúyese, en el artículo 100, la frase “inscritos en los Registros Electorales de la comuna” por “habilitados para votar en la comuna”.

3)
Modifícase el artículo 101 en la siguiente forma:


a) 
Reemplázase, en su inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.


b) 
Sustitúyese, su inciso cuarto, por el siguiente:



“Las Juntas de Actualización no aceptarán solicitudes de cambio de domicilio a las comunas donde se efectuará un plebiscito, desde el día siguiente a aquel en que se publique en el Diario Oficial el decreto alcaldicio que convoque a plebiscito, hasta el primer día hábil del mes subsiguiente a la fecha en que el Tribunal Calificador de Elecciones comunique al Director del Servicio Electoral el termino del proceso de calificación del plebiscito.”.


4)
Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 113, la frase “inscritos en los registros electorales de” por “habilitados para votar en la”.
Artículo 4º.- Modifícase el inciso tercero del artículo 83 de la ley N°19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N°1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior, reemplazando la expresión “inscritos en los registros electorales de la provincia respectiva” por “con derecho a sufragio que hubieren sufragado en la respectiva provincia en la última elección municipal”.

Artículo 5º.- Incorpórense las siguientes modificaciones a la ley Nº18.603, Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos: 

1)
Reemplázase, en el inciso primero del artículo 2º, la expresión “inscriptoras” por “de actualización”.

2)
Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 5º, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.

3)
Modifícase el artículo 6º de la siguiente manera:


a)
Reemplázase, en los incisos primero y segundo, las expresiones “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


b)
Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscrito en los Registros Electorales de” por “habilitado para votar en la”.


4)
Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.

5)
Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 27, la expresión “estar inscrito en los Registros Electorales de la Región” por “que el domicilio que conste en el Registro Electoral esté ubicado en la Región”.
Artículo 6º.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:

1)
En su artículo 2º, agrégase en el inciso primero, reemplazando el punto final (.), por una coma (,), la frase “sea que dicho desembolso se verifique en Chile o en el extranjero.”.

2)
Modificase el artículo 4° de la siguiente manera:


a)
Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “personas con derecho a sufragio”.


b)
Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “inscritos en los Registro Electorales” por “personas con derecho a sufragio”.


c)
Reemplázase, en el inciso quinto, la expresión “inscritos en los Registros Electorales del”, por “personas con derecho a sufragio en el”.

3)
Intercálese, en el artículo 20, el siguiente inciso tercero, nuevo:


”Serán públicos todos los aportes de ciudadanos habilitados para votar en el extranjero.”.

4)
Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 34, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.
Artículo 7º.-
Agrégase al artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales, el siguiente Nº 11, nuevo:

”11.- Los establecidos en la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, y los sancionados por el Título XI de la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, cometidos por chilenos o por extranjeros al servicio de la República.”.
Artículo 8º.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales de la Secretaría y Administración General y Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Servicio Electoral, según corresponda.
Artículo 9º.- La presente ley comenzará a regir desde el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo Primero.-
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10, las Juntas Inscriptoras en actual funcionamiento dejarán de recibir inscripciones desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. A contar desde esa fecha, las Juntas Inscriptoras tendrán un plazo de 5 días para remitir al Servicio Electoral todos los Registros Electorales de que dispongan, tanto en uso como en blanco.

Los secretarios de Juntas Electorales, en el plazo de veinte días desde la entrada en vigencia de esta ley, harán entrega al Servicio Electoral, en la forma que su Director disponga, de todos los ejemplares de los archivos electorales locales a su cargo.

El Director del Servicio Electoral dispondrá la inutilización y destrucción de esos ejemplares dentro del plazo de ocho meses, desde la vigencia de esta ley, previa su microfilmación.
Artículo Segundo.-
Todas las personas que a la entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en los registros electorales de conformidad a la Ley 18.556 serán inscritas sin más trámite en el Registro Electoral.


Respecto de estas personas ya inscritas, el servicio Electoral queda eximido del deber de comunicar sus inscripciones, según lo dispuesto en el artículo 7º.
Artículo Tercero.- La primera lista que comunique el Servicio de Registro Civil e Identificación  al Servicio Electoral conforme a lo dispuesto en el artículo 5° deberá incluir a todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política que hayan cumplido 17 años.”.

Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República.- EDMUNDO PÉREZ YOMA, Ministro del Interior.- ALEJANDRO FOXLEY RIOSECO, Ministro de Relaciones Exteriores.- CARLOS MALDONADO CURTI, Ministro de Justicia.- MARIA OLIVIA RECART HERRERA, Ministra de Hacienda (S).- JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY, Ministro 
Secretario General de la Presidencia 
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ESTATUTO ORGÁNICO DE LA CORPORACIÓN NACIONAL DEL COBRE DE CHILE (CODELCO) Y LAS NORMAS SOBRE DISPOSICIÓN DE SUS PERTENENCIAS MINERAS

(4901-08)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“ARTÍCULO 1°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 1.350, de 1976, que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile: 

1) Modifícase el artículo 1° del siguiente modo: 

a) Intercálase entre las palabras “expresión” y “CODELCO CHILE”, las palabras “CODELCO o”. 

b) Sustitúyese la expresión “el departamento” por la siguiente: “la comuna”. 

c) Intercálase entre la expresión “duración indefinida,” y “que se relacionará”, lo siguiente: “sometida exclusivamente a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de las atribuciones y facultades de la Comisión Chilena del Cobre en esta materia, y”. 

d) Elimínase la expresión “y se regirá por las normas del presente decreto ley, las de sus Estatutos y por las disposiciones de derecho común en cuanto fueren compatibles con lo dispuesto en estas normas”. 

e) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero: 

“CODELCO se regirá por las normas de la presente ley y por la de sus Estatutos y, en lo no previsto en ellas y en cuanto fuere compatible y no se oponga con lo dispuesto en dichas normas, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas y por la legislación común, en lo que le sea aplicable. 

Lo dispuesto en el inciso primero será sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales.”.
2) Elimínase del artículo 6° la expresión “conjunto, reservado y”, y reemplázase la expresión “de los Ministerios de Minería y Hacienda”, por la siguiente: “del Ministerio de Hacienda”. 

3) Elimínase del artículo 7° la expresión “y a su Presidente Ejecutivo”, y agrégase, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “A los directores les serán aplicables las normas sobre derechos, obligaciones, responsabilidades y prohibiciones establecidas al efecto en la ley Nº 18.046, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley.”. 

4) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente: 

“Artículo 8°.- El directorio estará compuesto de la siguiente forma: 

a) Cuatro directores nombrados por el Presidente de la República.
b) Un director elegido por los trabajadores de la Empresa, por mayoría absoluta de los votos emitidos, cuyo nombramiento lo efectuará el Presidente de la República. Las normas necesarias para regular la elección y nombramiento de este director se establecerán en un reglamento que para estos efectos se dicte por decreto supremo del Ministerio de Minería.
c) Cuatro directores nombrados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. El nombramiento será por pares, debiendo el Presidente de la República nombrarlos simultáneamente. Los candidatos a director no podrán ser incluidos en más de una terna. El Presidente de la Republica podrá rechazar por una vez cada terna, en cuyo caso la terna no objetada se deberá tener por rechazada para los efectos de este número. Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero de este artículo. Para la confección de las ternas, el Consejo de la Alta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director. Dicho procedimiento podrá contemplar la participación de una empresa de reconocido prestigio internacional en materia de selección de directivos, la que deberá proponerle a dicho Consejo una nómina de posibles candidatos a director de la empresa.

Aquellas personas que hubieren sido designadas directores de conformidad con lo previsto en las letras a) y b) del inciso anterior deberán, antes de asumir el cargo, presentar una declaración jurada en la que declaren no encontrarse afectos a las incompatibilidades e inhabilidades del cargo. Respecto de quienes integren la terna en el caso de la letra c) de éste, dicha declaración deberá presentarse al Consejo de Alta Dirección Pública. Sin perjuicio de lo anterior, todos los directores de la Empresa deberán presentar las declaraciones de patrimonio e intereses a que se refiere el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575. 

Los directores durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser designados por nuevos períodos. El directorio se renovará por parcialidades y no podrá ser revocado en su totalidad. Si alguno de los directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el período respectivo, se procederá a designar, por el período restante, a el o los nuevos directores que corresponda en la misma forma prevista en este artículo, para lo cual deberá seguirse el procedimiento de designación correspondiente según si el director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se refiere la letra a), b) o c) del inciso primero precedente. El Consejo de Alta Dirección Pública, en este último caso, deberá presentar al Presidente de la República la terna a la que se refiere la letra c) de este artículo, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo.

El Presidente de la República designará, de entre los directores, al Presidente del directorio. En su ausencia, asumirá como presidente de éste uno de los directores elegido por el propio directorio de entre los señalados en la letra a) de este artículo. 

El directorio podrá sesionar con la asistencia de a lo menos siete de sus miembros. Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes y, en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión. 

Los directores deberán abstenerse de votar en aquellos casos en que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos, se entenderá que el director al que se refiere la letra b) del inciso primero de este artículo actúa en representación de los trabajadores de la Empresa y que, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes a los mismos. 

Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida por el Ministerio de Hacienda. Para determinar dichas remuneraciones, el Ministro de Hacienda podrá considerar la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Director de Presupuestos o de Presidente Ejecutivo de la Empresa. Dicha comisión deberá formular la referida propuesta considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado, pudiendo asimismo incluir, en las remuneraciones que se propongan, componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités, y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.”. 

5) Agréganse, a continuación del artículo 8°, los siguientes artículos 8° A, 8°B y 8 C: 

“Artículo 8° A.- Sólo podrán ser nombrados directores de CODELCO las personas que cumplan, a lo menos, con los siguientes requisitos: 

a) No haber sido condenado ni encontrarse acusado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido declarado fallido, ni haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 de la Ley de Quiebras; 

b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos cinco años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas públicas o privadas, o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en servicios públicos. Este requisito no será aplicable para el caso en que el director a que se refiere la letra b), del artículo 8º, sea un trabajador de la empresa, y
c) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables.
Artículo 8° B.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ser nombrados directores de CODELCO, exclusivamente, las personas que se indican a continuación:

a)
Los senadores y diputados.
b)
Los ministros y subsecretarios de Estado y los demás funcionarios de la exclusiva confianza del Presidente de la República.
c)
Los jefes de servicio, el directivo superior inmediato que deba subrogarlo y aquellos funcionarios de grado equivalente.
d)
Los presidentes, vicepresidentes, secretarios generales o tesoreros de las directivas centrales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos y de las organizaciones gremiales y sindicales, salvo en el caso del director señalado en la letra b) del artículo 8° respecto de las organizaciones gremiales y sindicales de la Empresa.
e)
Los alcaldes, concejales y los miembros de los consejos regionales.
f)
Los candidatos a alcalde, concejal, o a parlamentario por las comunas, distritos electorales o circunscripciones senatoriales, según corresponda, donde opera la Empresa, desde la declaración de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección.

g)
Los funcionarios de los ministerios de Hacienda y Minería, de la Superintendencia de Valores y Seguros, de la Comisión Chilena del Cobre.
h)
Los funcionarios públicos que ejercen directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización o control en relación con CODELCO.

Se considerará causal de incompatibilidad de un director el que adquiera cualquiera de las calidades señaladas en este artículo o cualquiera de las indicadas en la letra a) del artículo precedente, o si incumple lo dispuesto en la letra c) del mismo artículo.
Artículo 8° C.- Únicamente serán causales de cesación en el cargo de director las siguientes: 

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado.
b) Renuncia presentada ante el directorio de la Empresa.
c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño del cargo.
d) Incurrir en alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad.
e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del directorio en un año calendario.
f) Haber incluido maliciosamente datos inexactos o haber omitido maliciosamente información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo 8° de esta ley.
g) Haber intervenido o votado en acuerdos que incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un interés de carácter patrimonial.
h) Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los Estatutos o de la normativa legal que le es aplicable a la Empresa y,o le causen un daño significativo a ésta.
La remoción de los directores designados conforme a lo establecido en las letras b) y c) del artículo 8° de esta ley que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c), d), e), f) o g) anteriores deberá ser declarada por la Corte de Apelaciones de Santiago, la que resolverá en sala y en única instancia, a requerimiento interpuesto por el Presidente de la República o por cuatro directores de la Empresa, el que deberá ser fundado.  El antedicho requerimiento tendrá preferencia para su vista y fallo y la sentencia deberá dictarse dentro del término de treinta días hábiles contados desde la vista de la causa. Mientras se encuentre pendiente la resolución del tribunal, éste podrá decretar la suspensión temporal del director afectado en las funciones que le correspondan en virtud de su cargo. Una vez ejecutoriado el fallo que hubiere acogido el requerimiento interpuesto, el director afectado cesará inmediatamente en sus funciones, debiendo el tribunal, en caso de ser procedente, remitir los antecedentes al tribunal que corresponda, con el objeto de hacer efectiva la responsabilidad civil o penal que fuere procedente. 

Los directores designados de conformidad a lo establecido en la letra a) del artículo 8° de esta ley que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c), d), e), f) o g), anteriores, serán removidos, por el Presidente de la República, quien deberá fundar la remoción en la causal correspondiente. 

Cualquiera de los directores que hubiere incurrido en la causal de la letra h) será removido, fundadamente, por el Presidente de la República.”. 

6) Reemplázase el artículo 9°, por el siguiente:
“Artículo 9°.- El directorio estará investido de todas las facultades de administración y disposición que la ley o el Estatuto no establezca como privativas del Presidente de la República conforme a lo establecido en el artículo 11° A de la presente ley, todo ello sin perjuicio de las facultades que le competen al Presidente Ejecutivo. Para estos efectos, y sin que la siguiente enumeración importe limitación alguna, además de las facultades ordinarias de administración, el directorio podrá: 

a) Designar y remover al Presidente Ejecutivo.
b) Aprobar, antes del 30 de enero de cada año, el Plan de Negocios y Desarrollo de la Empresa para el próximo trienio. Este Plan deberá incorporar los montos anuales de inversiones y financiamiento y los excedentes anuales que se estima que la Empresa generará durante dicho trienio, debiendo darse conocimiento del mismo al Ministerio de Hacienda.
c) Aprobar y enviar al Ministerio de Hacienda, dentro del plazo que este Ministerio establezca, la estimación fundada del monto de los ingresos y excedentes que se trasferirán al Fisco en el ejercicio presupuestario del año siguiente.
d) Elaborar el presupuesto anual de la Empresa y sus eventuales modificaciones y someterlo a la aprobación del Ministro de Hacienda.
e) Constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046.

El comité de directores estará integrado por los cuatro directores nombrados de conformidad con lo previsto en la letra c), del artículo 8º de la presente ley.  En el evento que alguno de los directores a los que se refiere la antedicha letra c) del artículo 8° de esta ley cesare en su cargo antes de terminar su período, será reemplazado en sus funciones en el comité de directores por otro director elegido por el directorio, el que durará en sus funciones hasta que asuma como director el reemplazante.

f) Disponer el traspaso al Fisco de las utilidades en conformidad con la ley y acordar el traspaso a éste de los fondos acumulados.
g) Informar al Banco Central, a más tardar el día 1 de septiembre de cada año, de la estimación global anual y anticipada de los gastos en moneda extranjera y de las exportaciones que realizará la Empresa en el año siguiente.
h) Constituir, participar o tomar interés en corporaciones y sociedades, cualquiera que sea su naturaleza, dentro o fuera del país, para el mejor logro de las metas de la Empresa, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley N° 1.167, de 1975, y modificarlas, disolverlas y liquidarlas. Las políticas de reparto de utilidades o dividendos de dichas corporaciones y sociedades, y las modificaciones a dichas políticas, deberán ser informadas al Ministerio de Hacienda en conjunto con el presupuesto anual de la Empresa.
i) Disponer de las enajenaciones de activos y, con sujeción a los presupuestos respectivos, acordar las adquisiciones de bienes inmuebles, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley Nº 1.167, de 1975.
j) Autorizar la contratación de empréstitos internos o externos, en moneda nacional o extranjera. Los créditos que la Empresa contrate deberán ser autorizados, mediante oficio, por el Ministerio de Hacienda. Tratándose de créditos a más de un año plazo, se requerirá también dicha autorización para iniciar las gestiones correspondientes. 

La Empresa estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, rigiendo al respecto el procedimiento de autorización señalado en el inciso anterior de esta letra.
k) Designar a las personas que serán propuestas para ejercer los cargos de directores de las empresas filiales y coligadas, debiendo observarse en dicha designación lo dispuesto en los artículos 8° A y 8° B.”. 

7) Reemplázase el artículo 10°, por el siguiente: 

“Artículo 10°.- El Presidente Ejecutivo es responsable de ejecutar los acuerdos del directorio y de supervisar todas las actividades productivas, administrativas y financieras de la Empresa, en la forma en que establece esta ley. Al Presidente Ejecutivo le serán aplicables las normas sobre responsabilidad, atribuciones, deberes, derechos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades establecidas para los gerentes en la ley Nº 18.046, como asimismo, las inhabilidades e incompatibilidades que establece la presente ley para los directores. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente Ejecutivo tendrá las atribuciones que el directorio le delegue y las funciones que éste determine.”. 

8) Reemplázase el artículo 11°, por el siguiente: 

“Artículo 11°.- El Presidente de la República, por decreto supremo conjunto de los Ministerios de Minería y de Hacienda, aprobará y modificará los Estatutos de la Empresa.”. 

9) Agréganse, a continuación del artículo 11°, los siguientes artículos 11° A y 11° B:

“Artículo 11° A.- En todo lo que no se oponga a los términos de esta ley y a la naturaleza pública de la empresa, corresponderá al Presidente de la República ejercer las atribuciones y funciones que la ley Nº 18.046 confiere a los accionistas y a las Juntas de Accionistas.
Artículo 11° B.- El Presidente de la República podrá delegar, total o parcialmente, las atribuciones y facultades a las que se refiere el artículo anterior, así como las demás establecidas en la presente ley, en los Ministros de Hacienda y Minería conjuntamente. En el ejercicio de dichas facultades y atribuciones, el Presidente de la República o los Ministros de Hacienda y Minería, en su caso, podrán hacerse asesorar por organismos o entidades del sector público, los que para este sólo efecto, estarán facultados para solicitar de la Empresa todos los antecedentes que sean necesarios para tales fines.”. 

10) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra b), del artículo 13°:

a) Intercálase en el actual párrafo final, entre la expresión “la Empresa” y “deberán contar con la evaluación”, lo siguiente: “y sus filiales de giro minero en las que posea una participación superior al 65% del capital”. 

b) Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo: 

“En el presupuesto de inversiones se identificará el monto máximo que importe el arrastre de proyectos para anualidades siguientes.”. 

11) Elimínanse en el artículo 24°, la palabra “reservado” y la coma que la antecede.

12) Suprímese el artículo 28°.  

ARTÍCULO 2°.- Modifícase el artículo 4° de la ley Nº 19.137, de la siguiente forma: 

1) Suprímese la expresión “entre los cuales deberán, necesariamente, contarse los de los Ministros de Minería y de Hacienda” y la coma (,) que la antecede; y 

2) Reemplázase la expresión “Ministerio de Minería” por “Ministerio de Hacienda, suscrito, además, por el Ministro de Minería”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por la presente ley comenzarán a regir el primer día del mes siguiente a aquél en el cual se cumplan noventa días desde su publicación en el Diario Oficial.
Artículo 2°.- Mientras no se encuentre constituido el directorio de CODELCO de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, su administración continuará radicada en su actual directorio y en su Presidente Ejecutivo, de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 1.350, de 1976, que se encontraban vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

La designación de los directores de CODELCO, de conformidad con lo previsto en esta ley, deberá efectuarse dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, constituyéndose el nuevo directorio de la Empresa el mismo día de entrada en vigencia de esta ley. 
Artículo 3°.- Para los efectos de la renovación parcial del directorio a que se refiere el artículo 8°, introducido por el numeral 4) del artículo 1° de la presente ley, los miembros del primer directorio de CODELCO, designados de conformidad a lo dispuesto en esta ley, durarán en sus cargos el número de años que a continuación se indica, sin perjuicio que podrán ser designados por nuevos períodos:

a) Los directores a que hace referencia la letra a) del inciso primero del artículo 8º, durarán en sus cargos hasta el día 11 de mayo de 2010.
b) El director a que se refiere la letra b) del inciso primero del artículo 8º durará en su cargo hasta el día 11 de mayo de 2012.
c) Dos de los directores a que hace referencia la letra c) del inciso primero del artículo 8º, durarán en sus cargos hasta el día 11 de mayo de 2011. Los otros dos directores durarán en sus cargos hasta el día 11 de mayo de 2013.
El Presidente de la República, en el decreto de nombramiento que corresponda, deberá indicar quienes de los directores nombrados son elegidos para cada uno de los períodos correspondientes. Asimismo, en el decreto de nombramiento respectivo el Presidente de la República designará al director que se desempeñará como Presidente del directorio.
Artículo 4°.- Para los efectos del primer nombramiento del directorio de la Empresa al amparo de lo dispuesto en la presente ley, el Presidente de la República nombrará a los cuatro directores a los que se refiere la letra c) del artículo 8° introducido por el numeral 4) del artículo 1° de esta ley, a partir de una quina propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. La referida quina deberá ser presentada por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.  

Artículo 5°.- En tanto no se determinen las nuevas remuneraciones de los directores de CODELCO de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 8° introducido por el numeral 4) del artículo 1° de la presente ley, los directores de la Empresa percibirán una remuneración mensual equivalente a la de los Ministros de Estado, incluidas las asignaciones que a éstos correspondan.   

Artículo 6°.- El reglamento a que se refiere la letra c) del artículo 8° introducido por el numeral 4) del artículo 1° de la presente ley, deberá dictarse dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.
Artículo 7º.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe durante los doce meses siguientes a la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital por un monto de hasta 1.000 millones de dólares a la Corporación Nacional del Cobre de Chile. El mayor gasto que demande dicho aporte se financiará con recursos del Fondo de Estabilización Económica y Social y los recursos se transferirán a través de la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

***


Hago presente a V.E. que el artículo 8° C, que se incorpora en el número 5) del artículo 1° del proyecto fue aprobado en general y en particular con el voto a favor de 99 Diputados, en ambos casos, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente accidental de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA EL SUBSIDIO AL EMPLEO

(6393-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, el Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Bianchi.
Asimismo concurrieron, en calidad de invitados, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Ministra, señora Claudia Serrano; la asesora de la Ministra, señora Claudia Donaire; y la Jefa de Gabinete de la Ministra, señora Paula Pacheco.

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Andrés Velasco; el Subdirector de Presupuestos, Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Enrique Paris; la abogado de la Dirección de Presupuestos, señora Patricia Orellana; el Coordinador de Mercado del Trabajo, señor Cristóbal Huneus; el Coordinador de Asesores, señor Alejandro Micco; y los asesores, señora Jacqueline Saintard y señores Rodrigo Gonzalez y  Luis Felipe Sáez.

De la Superintendencia de Seguridad Social, el Superintendente, señor Álvaro Elizalde, y la Jefa del Departamento Jurídico, señora Lucy Marabolí. 
- - -


Se hace presente que la Sala del Senado, con fecha 17 de marzo de 2009, autorizó la discusión en general y en particular a la vez, del presente proyecto. 
- - -
OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY


Crear un subsidio al empleo para los trabajadores jóvenes de entre 18 y 24 años de edad inclusive, que pertenezcan al 40% de las familias más vulnerables.
- - -

ANTECEDENTES

El Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República hace hincapié en la importancia para los jóvenes de disponer de un trabajo formal y de calidad luego de finalizar sus estudios, ya sea de enseñanza media o educación superior, siendo uno de los ejes centrales para el buen funcionamiento del mercado del trabajo y del sistema educacional. 

Sirve de fundamento a la iniciativa la necesidad de focalizar el subsidio en los jóvenes más vulnerables. Manifiesta que, en efecto, existen más de 768.000 chilenas y chilenos que son jóvenes entre 18 y 24 años que pertenecen a los sectores más vulnerables de nuestro país. Agrega que ellos conforman un sector de nuestra sociedad que enfrenta enormes dificultades ante el desafío de trabajar. La tasa de participación laboral de los jóvenes del quintil más pobre del país es 60 por ciento inferior a la del quintil más rico. Muchos de estos jóvenes no cuentan con experiencia laboral y carecen de habilidades certificadas, por lo que tienen serias dificultades para encontrar trabajo, ya que carecen de redes laborales. 
Sostiene que los primeros salarios que reciben los jóvenes que pertenecen a los hogares más vulnerables son sustancialmente menores que los que reciben los jóvenes de familias de mayores ingresos, lo que en muchos casos desincentiva la búsqueda de un trabajo formal o la permanencia en el mismo. Estas dificultades generan los incentivos para la búsqueda de otras fuentes de ingresos, tanto en el sector informal o en otras actividades que pueden llevar al joven incluso a la delincuencia, con las graves consecuencias personales, familiares y sociales que esto acarrea.

Indica que en los últimos 20 años, el desempleo de los jóvenes ha sido tres veces superior al desempleo del resto de la población económicamente activa. Más del 40% de los jóvenes entre 18 y 24 años de edad de los dos primeros quintiles, no trabaja y no estudia, y la tasa de empleo de los jóvenes es 10 puntos menor que la observada en los países de la  Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). 

El contenido del proyecto de ley apunta a crear un subsidio al empleo para los jóvenes de entre 18 y menores de 25 años de edad, que pertenezcan a los primeros dos quintiles y cuyos ingresos anuales sean inferiores a $4.320.000, y sus empleadores. Este subsidio está constituido por dos componentes: (i) un pago al joven trabajador, y (ii) un pago al empleador para incentivar la contratación de estos trabajadores. 
Expresa que el subsidio al empleo respecto del empleador será siempre mensual. En cambio, el subsidio que corresponda al trabajador dependiente o independiente será anual. Lo anterior es sin perjuicio que el trabajador dependiente podrá optar a pagos provisionales mensuales del subsidio, quedando sujeto a la reliquidación del mismo en las condiciones que establece la presente iniciativa legal.

Asimismo, dado que muchos de estos jóvenes estudian en alguna de las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado, para reforzar la decisión de estudiar el proyecto contempla la extensión del período de pago del subsidio. El que será directamente proporcional al período que el trabajador haya estudiado.

Finalmente, como muchas mujeres jóvenes tienen sus primeros hijos antes de los 25 años, el proyecto contempla que todas las madres que tengan un hijo nacido vivo entre los 18 y antes de los 25 años de edad, podrán extender el período de pago del subsidio en la misma cantidad de tiempo que corresponde el descanso pre y post natal.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, efectuó una exposición en formato power point del siguiente tenor:
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[image: image3.png]Diagnéstico: Importancia del
Trabajo Formal

= Empleo formal ha sido prioridad de este
gobierno

* Es la mejor retribucion al esfuerzo del
estudio.

» La persona participa en la sociedad de
manera productiva.
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Trabajo Formal

= Es el canal efectivo para el acceso a las
instituciones de la proteccion social.

* Permite seguir aumentando capital
humano via capacitacion.

» Fortalece sus lazos de pertenencia con la
sociedad y disponga de recursos
necesarios para el desarrollo de su vida
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[image: image5.png]Diagnéstico: Importancia del
Trabajo Formal
= Provienen de hogares donde los padres tienen

trabajos informales que se transmiten a los
hijos produciéndose un circulo de informalidad.

= Tienen mas dificultadas para encontrar trabajo
porque carecen de redes de contacto.

= Tienen menores habitos y disciplina necesaria
para trabajar, mantenerse en el trabajo y
aumentar la experiencia.





[image: image6.png]Diagnéstico: Importancia del
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Salario inicial del trabajo formal es poco atractivo e incentiva la
busqueda de otras fuentes de ingresos.

= Sector Informal o actividades ilicitas como drogas o
delincuencia.

Tienen menores tasas de participacion laboral
= Quintil mas pobre participa un 60% menos que quintil mas rico.

Desempleo de los jovenes es 3 veces superior al desempleo del
resto de la poblacion.

= La tasa de desempleo de los jovenes de 15 a 24 afos es de
34,7%.

Alta proporcion no estudia ni trabaja
= 40% de los jovenes del primer quintil no estudia ni trabaja.
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[image: image8.png]Origen de la Propuesta

= Propuesta original fue planteada en la Consejo Asesor
Presidencial para el Trabajo y la Equidad

= Participaron trabajadores, empresarios, mundo social y
académicos.

= Acuerdo unanime en el Consejo respecto a la propuesta.
= Enfatiza la gradualidad de la politica.

= Recoge elementos de politicas laborales que se han
implementado en paises desarrollados
= Australia, Inglaterra, Irlanda, Estados Unidos entre otros.

= No hay ningun pais en el mundo con nuestro nivel de desarrollo
que tenga este tipo de politicas

= La Central Unitaria de Trabajadores (CUT) firmo un protocolo de
acuerdo respecto al proyecto de ley.
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= Un Subsidio al empleo que combina:

= Subsidio al trabajador para incentivar su participacién
laboral y complementar su ingreso.

= Subsidio al empleador para fomentar la contratacion

= Requisitos:
= Tener entre 18 a 24 afos inclusive.

= Pertenecer al 40% de las familias mas pobres.

= Trabajo formal dependiente regidos por el codigo del trabajo
u honorario.

Tener rentas brutas anuales inferiores a $4.320.000.

Obtener licencia de ensefianza media a mas tardar a los 21
afos.
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= Requisitos (cont.)
= Pagar las cotizaciones de seguridad social dentro del plazo legal (el
objetivo es evitar el fraude).
= Tener contratados a trabajadores, con las caracteristicas
mencionadas anteriormente, con salarios mensuales inferiores a
$360.000.

= Plazo adicional para madres y estudiantes para
recibir el subsidio, tanto empleador como trabaJador:
= En caso de estudios en una institucién de educacién superior del

Estado o reconocido por éste. Plazo adicional es equivalente al
periodo estudiado siempre y cuando sea menor de 27 afios edad.

= Por cada hijo nacido vivo, el plazo adicional es equivalente a la
duracion del descanso maternal.

= Para madres estudiantes el plazo de extensién correspondera a la
suma de los tiempos antes descritos.

NI
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= Subsidio Mensual:
= El subsidio tiene dos componentes:
= Dos tercios para el trabajador
= Un tercio para el Empleador
= Remuneraciones brutas iguales o inferiores a
$160.000 el subsidio es un 30% de la
remuneracion cotizada.
= Remuneraciones brutas superiores a$160.000 e
inferiores o iguales a $200.000 son $48.000.
= Remuneraciones brutas superiores a $200.000 e
inferiores a $360.000 es $48.000 menos el 30%
de la diferencia entre la remuneracién y
$200.000.
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= Subsidio Anual para el Trabajador:

= Rentas del trabajo brutas iguales o inferiores a
$1.920.000 el subsidio es un 20% de sus rentas
imponibles.

= Para rentas del trabajo brutas anuales superiores a
$1.920.000 e inferiores o iguales a $2.400.000 el
subsidio es $384.000.

= Para rentas del trabajo brutas anuales superiores a
$2.400.000 e inferiores $4.320.000 el subsidio es
$384.000 menos el 20% de la diferencia entre las
rentas del trabajo brutas anuales y $2.400.000.
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= Formas de pago del subsidio:

= Trabajador dependiente:
= Puede optar entre pago mensual o anual respecto a las
remuneraciones.
= El pago mensual es de caracter provisorio y se re liquida al
final del ano conocido el ingreso anual.
= Se Baga el 75% del subsidio para reducir la re liquidacion del
trabajador.

= Trabajador independiente:
= El pago del subsidio respecto a los ingresos a honorario es
anual.
= Se paga solamente después de realizadas las cotizaciones
para evitar fraude.
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= Formas de pago del subsidio (cont.):

= Para el empleador
= Se paga mensualmente una vez comprobado el pago de
cotizaciones.
= Trabajador no pierde el derecho del subsidio si el
empleador se atrasa con el pago de las cotizaciones.

= Tanto empleador como trabajador deberan solicitar el
beneficio.

= Subsidio sera administrado por el SENCE y corresponde a la
SUSESO la supervigilancia y fiscalizacion del subsidio.
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= Proceso de Re Liquidacién

= Se realiza para los trabajadores dependientes que hayan
recibido pagos provisionales mensuales.

= Se considera la diferencia entre el subsidio calculado con las
rentas imponibles anuales y el subsidio entregado
mensualmente.

= Saldo en contra del trabajador debe ser reintegrado o bien
descontado de futuros subsidios al empleo o devolucién de
impuestos.
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= Beneficiarios:
= Los potenciales beneficiarios son 768.000, que pertenecen a
los cuatro primeros deciles de vulnerabilidad.

= Impacto de la politica sera mayor en las mujeres.

= Elinicio de esta politica es de mayor envergadura
respecto al comienzo de este instrumento en los
paises desarrollados.

= La experiencia ha mostrado que un buen monitoreo y
evaluacion son fundamentales para el sustentabilidad
de esta iniciativa.





El Honorable Senador señor García expresó su apoyo a la iniciativa en discusión y consultó cuál es la definición de grupo familiar que se considera para determinar la pertenencia al 40% más pobre de la población contemplada en el artículo 1º, debido a que las diversas leyes contemplan definiciones diferentes.

Respecto del inciso final del artículo 11 planteó que el exceptuar del subsidio a los trabajadores cuyas instituciones hayan sido financiadas en sus presupuestos por el Estado constituye una discriminación que acarreará más de un problema.

El Honorable Senador señor Ominami manifestó que más allá de la presente iniciativa, que constituye un buen instrumento de equidad social, hay que enfocarse en cómo crear más empleo para los jóvenes.
El Honorable Senador señor Sabag expuso que el subsidio al empleo surge como una medida necesaria para mejorar la equidad social y no como una forma de paliar la crisis económica que nos afecta, que requiere preocuparse de aquellos que están perdiendo sus trabajos.
El Honorable Senador señor Bianchi observó que la iniciativa legal representa un tremendo avance para el país, y consultó si una iniciativa similar, conocida como “Magallanes 889”, que en la región a la que representa ha provocado que la tasa de desempleo sea bajísima, es compatible con el subsidio que discuten. Además, solicitó que respecto del instrumento mencionado, se homologue la norma contenida en el proyecto en discusión que no quita el beneficio al trabajador en caso que el empleador no pague las cotizaciones obligatorias.
El Honorable Senador señor Escalona señaló que comparte lo manifestado por el Honorable Senador señor Sabag, en el sentido que el subsidio en comento surge por una preocupación relativa a la equidad social y no debido a la crisis económica, pero destacó que de todas formas será un instrumento que ayude en la coyuntura actual, dado que crea incentivos para la mantención de los puestos de trabajo de los jóvenes y estimula la contratación de nuevos trabajadores. Además, manifestó su preocupación por la situación específica de la región a la que representa, la cual podría enfrentar severos problemas en el corto plazo.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Serrano, indicó que el instrumento con el cual se determina la pertenencia al 40% más pobre del país es la Ficha de Protección Social.

Respecto de los trabajadores de instituciones financiadas con fondos públicos, sostuvo que la iniciativa busca crear un beneficio para las instituciones de propiedad privada, y la forma de evitar problemas es comunicando correctamente el contenido y requisitos del subsidio.

Con relación a beneficios similares otorgados por otras leyes, informó que el presente subsidio es incompatible con dichos instrumentos por lo que solo se puede recibir uno de ellos.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, indicó que no se ha incluido al sector público en el proyecto en discusión porque uno de los objetivos del mismo es combatir la informalidad del empleo, cuestión que no se da en el referido sector, y que el inciso final del artículo 11 se refiere a la propiedad de la empresa, que no puede ser del Estado, y no a los ingresos de la misma, que podría estar constituida en un 100% por pagos del Fisco.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
En votación el articulado del proyecto que no fue objeto de indicaciones o modificaciones:
- Los artículos 1º, 2º, 3º, 6º, 8º y 9º fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.
- Los artículos 12, 13, 14 y 15 permanentes, y los artículos 1º, 2º, 6º, 8º y 9º transitorios, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
Los siguientes artículos fueron objeto de indicaciones o  de modificaciones:

Artículo 4º

Su texto es el siguiente:
“Artículo 4º.- El subsidio al empleo correspondiente al trabajador ascenderá anualmente a las cantidades siguientes:

a) Respecto de los trabajadores cuyas rentas del trabajo brutas durante el año calendario, sean iguales o inferiores a $1.920.000, el monto anual del subsidio para dichos trabajadores ascenderá a un 20% de la suma de las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, de ese año calendario. Con todo, el resultado de la referida suma no podrá exceder el límite máximo anual establecido en el artículo 90 antes señalado.

b) Respecto de los trabajadores cuyas rentas del trabajo brutas durante el año calendario, sean superiores a $1.920.000, e inferiores o iguales a $2.400.000, el monto anual del subsidio para dichos trabajadores ascenderá al 20% de $1.920.000.

c) Respecto de los trabajadores cuyas rentas del trabajo brutas durante el año calendario, sean superiores a $2.400.000 e inferiores a $4.320.000, el monto anual del subsidio para el trabajador ascenderá  al 20% de $1.920.000 menos el 20% de la diferencia que resulte entre la renta del trabajo bruta anual y $2.400.000.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará para el cálculo del subsidio de los trabajadores independientes del N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta; de los trabajadores dependientes que soliciten expresamente el pago anual; de los trabajadores dependientes que no accedan al subsidio al empleo por percibir remuneraciones mensuales que excedan lo dispuesto en la letra c) del artículo anterior, pero que en el año calendario respectivo se encuentren en alguno de los tramos del inciso anterior; de los trabajadores que revistan a la vez, las calidades de trabajador dependiente e independiente del N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta, y de los trabajadores dependientes que hubieren percibido pagos provisionales mensuales del artículo anterior para la reliquidación del subsidio de conformidad al artículo siguiente. En cualquiera de estas situaciones el trabajador sólo tendrá derecho a un subsidio al empleo.

El subsidio al empleo determinado de conformidad a este artículo, considerará las rentas del trabajo devengadas en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se pague el subsidio.”.

En este artículo recayeron las indicaciones número 1 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República para reemplazar en la letra c) del inciso primero la frase “la renta del trabajo bruta anual” por la siguiente: “por la suma de las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, anuales,”; y número 2 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República para reemplazar en su inciso final la palabra “devengadas” por “percibidas”
- En votación la indicación número 1, fue aprobada, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.
- En votación la indicación número 2, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 5º

Es del siguiente tenor:

“Artículo 5º.- Corresponderá reliquidar el subsidio al empleo respecto de los trabajadores dependientes que, durante un año calendario o en una parte de él, hayan obtenido pagos provisionales mensuales del mencionado subsidio de conformidad al artículo 3º de esta ley. La reliquidación se practicará en el año calendario inmediatamente siguiente a aquél en que se realizaron los referidos pagos mensuales.

Para la reliquidación del subsidio al empleo, se considerará la diferencia que resulte entre el subsidio calculado de acuerdo al artículo anterior y la suma de los pagos provisionales mensuales del subsidio realizado al trabajador dependiente durante el año calendario inmediatamente anterior a la reliquidación. El saldo que resultare a favor del trabajador le será pagado en la misma oportunidad en que se pague el subsidio determinado de acuerdo al artículo anterior. El trabajador que percibiere una cantidad mayor a la que le corresponda por concepto de subsidio, deberá reintegrar la parte percibida en exceso, debidamente reajustada según la variación experimentada por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior a la reliquidación del subsidio y el último día del mes anterior a la fecha de devolución de las sumas pagadas en exceso.

Si el trabajador no hubiere reintegrado las cantidades de subsidio percibidas en exceso, dichas cantidades se descontarán de los futuros subsidios al empleo que correspondan al trabajador. En el caso de no ser posible lo anterior o existieren aún saldos insolutos, la Tesorería General de la República podrá retener de la devolución de impuestos a la renta, y de cualquiera otra devolución o crédito fiscal a favor del trabajador, las sumas que se adeuden por concepto de subsidios de la presente ley percibidos en exceso. 

Los dineros que por este concepto retenga la Tesorería General de la República deberán ser ingresados a rentas generales de la nación.

Si el monto de la devolución de impuestos a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal, fuere inferior a la cantidad adeudada, subsistirá la obligación de quien haya percibido en exceso este subsidio, por el saldo insoluto.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con enmiendas formales, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
Artículo 7º

Su tenor es el siguiente:

“Artículo 7º.- Los trabajadores independientes y aquellos dependientes y sus respectivos  empleadores,  tendrán derecho a un plazo adicional para acceder al subsidio, siempre que dichos trabajadores hayan cursado estudios regulares, entre los 18 y antes de los 25 años de edad, en una Institución de Educación Superior del Estado o reconocida por éste y que haya sido acreditada de conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129. Además, el trabajador deberá reunir los requisitos para acceder al subsidio al empleo con excepción del contenido en la letra a) del inciso segundo del artículo 1°.

El plazo adicional será directamente proporcional al período en que el trabajador haya cursado estudios regulares según lo determine el reglamento, y se contará a partir del mes siguiente a aquél que se establece en el inciso cuarto del artículo 11. Sólo se considerarán los estudios cursados con posterioridad a la entrada en vigencia de este artículo. Con todo, este plazo adicional sólo se podrá extender hasta el mes siguiente en que el trabajador cumpla 27 años de edad.”.

En este artículo recayó la indicación número 9 del Honorable Senador señor García para eliminar, en el primer inciso del artículo 7° la expresión “y que haya sido acreditada de conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129”.
- En votación la indicación número 9, fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores García y Sabag, y el voto en contra del Honorable Senador señor Escalona.
Artículo 10

Es del siguiente tenor:
“Artículo 10.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo administrará el subsidio al empleo. En especial le corresponderá conceder el subsidio, extinguirlo, suspenderlo o modificarlo, y reliquidarlo de conformidad al artículo 5° de esta ley. Además, deberá pagar el referido subsidio, sea directamente o por medio de las instituciones con las cuales celebre convenios para ello. 

El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al subsidio al empleo y la reliquidación del mismo, con todos los antecedentes que dispongan el Sistema de Información del artículo 56 de la ley N° 20.255 y los organismos públicos y privados a que se refiere dicho artículo, los que estarán obligados a proporcionar datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto. Para ello, el Instituto de Previsión Social deberá otorgar al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo el acceso al referido Sistema. 

Para la concesión y reliquidación del subsidio al empleo, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo solicitará al Servicio de Impuestos Internos la información de las rentas del trabajador, identificando al contribuyente y año calendario consultado. El Servicio de Impuestos Internos informará la cuantía de las rentas, incluidas las exentas o no gravadas, y honorarios u otras remuneraciones respecto de las cuales se haya efectuado retención o declaración. Una norma conjunta dictada por ambos Servicios, determinará la forma y plazo en que dicha información deberá solicitarse y enviarse. Para ello, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 de Código Tributario.

Al personal del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo le será aplicable lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 56 de la ley N° 20.255 en el cumplimiento de las labores que le encomienda la presente ley. Además, le será aplicable a dicho personal el inciso segundo del artículo 35, del Código Tributario, respecto de la información de que tomen conocimiento en virtud del inciso anterior, la que solamente podrá ser usada para los fines del subsidio al empleo. 

Para efecto del inciso tercero del artículo 5° de esta ley, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo comunicará a la Tesorería General de la República, en el plazo que señale el reglamento, la individualización de quienes hayan percibido en exceso el subsidio y el monto a retener a cada uno de ellos.

El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo conocerá y resolverá los reclamos relacionados con materias del subsidio al empleo de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social.

Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y además, suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de solicitar el subsidio, los procedimientos de tramitación de la solicitud, la determinación, concesión y pago del mismo, época o épocas de pago del subsidio, los antecedentes que deberá acompañar el solicitante para acreditar el cumplimiento de los requisitos, causales de reliquidación del subsidio, y las demás normas necesarias para su aplicación y funcionamiento. Señalará el o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para determinar lo establecido en la letra b) del inciso segundo del artículo 1° de esta ley.”.

En este artículo recayeron las indicaciones números 3, 4 y 10, del siguiente tenor:

La indicación número 3 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República para reemplazar el inciso 3° por el siguiente:
“Lo dispuesto en el inciso anterior, no regirá respecto del Servicio de Impuestos Internos. No obstante, para los efectos de determinar el cumplimiento del requisito establecido en los incisos cuarto y quinto del artículo 1°, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo consultará anualmente al Servicio de Impuestos Internos, si de acuerdo a la información de sus registros, los trabajadores que se le indiquen cumplen con la exigencia sobre monto máximo de renta bruta percibida en el año calendario respectivo. Asimismo, para los efectos de los artículos 4° y 5°, el Servicio de Impuestos Internos informará anualmente al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, la clasificación que en las letras del citado artículo 4° corresponda a los trabajadores respecto de los que se consulte. Para el cumplimiento de lo dispuesto en este inciso, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo remitirá al Servicio de Impuestos Internos la información correspondiente a las cotizaciones previsionales y otras deducciones del trabajador respectivo. Una norma general conjunta dictada por ambos Servicios, determinará la forma y plazo en que dicha información anual deberá solicitarse y enviarse.”.

- En votación la indicación número 3, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
La indicación número 4 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República para suprimir en el inciso 4° la oración que aparece a continuación del punto seguido (.).
- En votación la indicación número 4, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
La indicación número 10 del Honorable Senador señor García para agregar un inciso final al artículo 10° que establezca lo siguiente:

“El reglamento al que hace referencia el inciso anterior también determinará una fórmula de retiro gradual del subsidio en caso que el trabajador que recibe el beneficio deje de cumplir con el requisito establecido en la letra b) del inciso segundo del artículo 1°.”.
- Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.
No obstante la referida declaración de inadmisibilidad, los representantes del Ejecutivo, Ministros señora Serrano y señor Velasco, solicitaron dejar constancia de que la gradualidad en el retiro del subsidio plateada por la indicación número 10 es atendible y el reglamento al que se refiere el artículo en discusión contemplará la periodicidad y forma en que se revisará el cumplimiento del requisito establecido en la letra b) del inciso segundo del artículo 1°. 
Artículo 11

Su texto es el siguiente:
“Artículo 11.- Para impetrar el derecho a este subsidio, los trabajadores y empleadores deberán presentar su solicitud ante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en las épocas que determine el reglamento. Los trabajadores dependientes y sus empleadores impetrarán separadamente el derecho que les corresponda del subsidio. El trabajador al momento de solicitar el subsidio deberá optar por el pago mensual o anual del subsidio, sin perjuicio, de que pueda modificar esa opción de acuerdo a lo que determine el reglamento. 

Los beneficiarios del subsidio al empleo que no impetren su derecho en la oportunidad que fije el reglamento se entenderá que renuncian a él. Lo anterior es sin perjuicio de que puedan ejercer este derecho en períodos posteriores según lo determine el reglamento, pero no podrán reclamar retroactivamente el subsidio.

El subsidio determinado de conformidad al artículo 3° se devengará a partir del primer día del mes siguiente a la fecha de la presentación de la solicitud siempre que se cumplan los requisitos para tener derecho al subsidio al empleo.

El subsidio al empleo se pagará hasta el último día del mes en que el trabajador tenga 24 años de edad. 

El subsidio al empleo se extinguirá en el último día del mes en que el trabajador cumpla 21 años de edad, si a esa fecha no hubiere obtenido la licencia de educación media.

Cuando el subsidio al empleo hubiere terminado antes del año calendario por cualquier causal, al trabajador le corresponderá el subsidio anual calculado en la proporción que determine el reglamento.

Se exceptuarán de este subsidio los trabajadores y empleadores de las instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiados en más de un 50% por el Estado, directamente, o a través de derechos o impuestos.”.

En este artículo recayeron las indicaciones números 5 y 11, del siguiente tenor:

La indicación número 5 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República para agregar, en su inciso 5°, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la oración siguiente: “Sin embargo, si con posterioridad a dicha edad, el trabajador obtuviere licencia de educación media, podrá solicitar el subsidio siempre que reúna los demás requisitos.”.
- En votación la indicación número 5, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
La indicación número 11 del Honorable Senador señor García para eliminar, el inciso final del artículo 11.
- Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.
Artículo 3º transitorio

Es del siguiente tenor:
“Artículo 3° transitorio.- Mientras no sean obligatorias las cotizaciones de pensiones y salud para los trabajadores independientes del N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta, el cálculo del subsidio a que se refiere el artículo 4º de esta ley, se efectuará del siguiente modo para los mencionados trabajadores: 

a) Cuando el trabajador se encuentre en la situación a que se refiere la letra a) del artículo 4º de esta ley, el monto anual del subsidio para dicho trabajador ascenderá al 20% de la suma de las remuneraciones imponibles y rentas imponibles sobre las cuales se hubieren realizado las cotizaciones para pensiones y salud, con el límite máximo imponible que establece el artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

b) Cuando el trabajador se encuentre en la situación señalada en la letra b) o c) del artículo 4º de esta ley, el monto anual del subsidio ascenderá a aquel calculado de conformidad a la letra b) o c) de dicho artículo, según corresponda, multiplicado por el resultado que se obtenga de dividir la renta del trabajo anual sobre las cuales se hubieren realizado cotizaciones para pensiones y salud por el resultado de sumar las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, de dicho año.”.

En este artículo recayó la indicación número 6 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República para agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:
“Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos informará anualmente al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, la diferencia entre el monto efectivo que debería haber pagado el trabajador independiente por concepto de las cotizaciones de pensiones y salud de conformidad al artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980 y las cotizaciones efectuadas.
El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo remitirá al Servicio de Impuesto Internos una nómina con la individualización de los trabajadores que se consulta y los antecedentes necesarios para la determinación de la diferencia a que se refiere el inciso anterior. Una norma general conjunta dictada por ambos Servicios, establecerá los antecedentes requeridos y la fórmula de cálculo para dicha determinación. Asimismo, regulará la forma y plazo en que la información anual deberá solicitarse y enviarse y toda otra disposición necesaria para su adecuada aplicación.”.
- En votación la indicación número 6, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
Artículo 4º transitorio

Dispone que durante los dos primeros años calendario de la entrada en vigencia de la presente ley, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 1° de esta ley, se utilizará como instrumento técnico de focalización la Ficha de Protección Social.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con una enmienda formal, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
Artículo 5º transitorio
Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 5° transitorio.- El artículo 7º de esta ley entrará en vigencia a contar del 1 de enero del tercer año siguiente al  de la entrada en vigencia de la presente ley. Durante los tres primeros años de vigencia del mencionado artículo no será exigible que las instituciones de educación superior se encuentren acreditadas en conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129. 

El inciso quinto del artículo 11 de esta ley, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del segundo año siguiente al de la entrada en vigencia de la presente ley.”.

Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 7, el Honorable Senador señor García solicitó votación separada de la frase “Durante los tres primeros años de vigencia del mencionado artículo no será exigible que las instituciones de educación superior se encuentren acreditadas en conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129.”.

- Puesta en votación la referida frase, fue aprobada su eliminación con los votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Ominami y Sabag, y el voto en contra del Honorable Senador señor Escalona.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
Artículo 7º transitorio
Su texto es el siguiente:
“Artículo 7° transitorio.- Durante el primer año calendario de entrada en vigencia de la presente ley en el Diario Oficial y el siguiente a éste, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, requerirá al Instituto de Previsión Social la verificación del cumplimiento de los requisitos de los solicitantes del subsidio al empleo en el Sistema de Información de Datos Previsionales del artículo 56 de la ley N° 20.255, a fin de conceder los beneficios de esta ley. Una vez concedidos los beneficios por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo y durante ese mismo período, podrá requerir del Instituto de Previsión Social la emisión de liquidaciones y pagos de los referidos subsidios. Para estos efectos se faculta al Instituto de Previsión Social para convenir en forma directa con instituciones públicas y privadas el pago de los subsidios.

Los subsidios de que trata este artículo se solicitarán ante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo o en las entidades públicas o privadas con las que celebre convenio al efecto, para lo cual podrá convenir en forma directa con ellas.

El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo hará público en su sitio web la razón social y RUT de las empresas que reciben el subsidio y el número de subsidios que perciben mensualmente.”.

En este artículo recayeron las indicaciones números 7 y 8, del siguiente tenor:

La indicación número 7 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República para suprimir en el inciso primero la frase: “en el Diario Oficial”.
- En votación la indicación número 7, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
La indicación número 8 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República para agregar en el inciso segundo antes del punto aparte (.) la frase “a partir de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial”.

- En votación la indicación número 8, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
- - -

INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 2 de marzo de 2009,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto tiene por objeto incentivar la contratación de trabajadores jóvenes. Para ello, crea un subsidio al empleo para los trabajadores que tengan entre 18 y 24 años de edad, inclusive, que pertenezcan al 40% de las familias más vulnerables y cuyas rentas anuales brutas sean inferiores a $4.320.000, subsidiando también a sus respectivos empleadores.

El subsidio está constituido por dos componentes: i) un pago al trabajador, correspondiente a dos tercios del subsidio total; y ii)  un pago al respectivo empleador, correspondiente al tercio restante.

En 2009, el subsidio mensual a que tendrá derecho un trabajador que cumpla con los requisitos que establece la ley será de un máximo de $32.000, mientras que su respectivo empleador tendrá derecho a un máximo de $ 16.000.

El subsidio en el año 2009 tendrá un costo fiscal de aproximadamente $50.000 millones, lo que incluye $1.047 millones para la implementación del mismo en el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. En régimen se estima un costo total de operación de aproximadamente $64.000 millones.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el año 2009, se imputará al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y se financiará con recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuesto vigente.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:
Artículo 4º
Inciso primero

Letra c)





Reemplazar la frase “la renta del trabajo bruta anual” por la siguiente: “la suma de las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, anuales,”. (Indicación N° 1. Unanimidad 3x0).
Inciso final

Sustituir en su inciso final la palabra “devengadas” por “percibidas”. (Indicación N° 2. Unanimidad 3x0).
Artículo 5°


Reemplazar en sus incisos tercero y quinto, las palabras “impuestos a la renta” por “impuesto a la renta”. (Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0)

Artículo 7°

Eliminar, en su primer inciso la frase: “y que haya sido acreditada de conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129”. (Indicación N° 9. Mayoría de votos 2x1).
Artículo 10

Inciso tercero


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Lo dispuesto en el inciso anterior, no regirá respecto del Servicio de Impuestos Internos. No obstante, para los efectos de determinar el cumplimiento del requisito establecido en los incisos cuarto y quinto del artículo 1°, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo consultará anualmente al Servicio de Impuestos Internos, si de acuerdo a la información de sus registros, los trabajadores que se le indiquen cumplen con la exigencia sobre monto máximo de renta bruta percibida en el año calendario respectivo. Asimismo, para los efectos de los artículos 4° y 5°, el Servicio de Impuestos Internos informará anualmente al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, la clasificación que en las letras del citado artículo 4° corresponda a los trabajadores respecto de los que se consulte. Para el cumplimiento de lo dispuesto en este inciso, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo remitirá al Servicio de Impuestos Internos la información correspondiente a las cotizaciones previsionales y otras deducciones del trabajador respectivo. Una norma general conjunta dictada por ambos Servicios, determinará la forma y plazo en que dicha información anual deberá solicitarse y enviarse.” (Indicación N° 3. Unanimidad 4x0).
Inciso cuarto


Suprimir la oración que aparece a continuación del punto seguido, que dice: “Además, le será aplicable a dicho personal el inciso segundo del artículo 35, del Código Tributario, respecto de la información de que tomen conocimiento en virtud del inciso anterior, la que solamente podrá ser usada para los fines del subsidio al empleo.”. (Indicación N° 4. Unanimidad 4x0).
Artículo 11

Inciso quinto


Agregar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la oración siguiente: “Sin embargo, si con posterioridad a dicha edad, el trabajador obtuviere licencia de educación media, podrá solicitar el subsidio siempre que reúna los demás requisitos.”. (Indicación N° 5. Unanimidad 4x0).
Artículo 3° transitorio


Añadir,  los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos informará anualmente al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, la diferencia entre el monto efectivo que debería haber pagado el trabajador independiente por concepto de las cotizaciones de pensiones y salud de conformidad al artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980 y las cotizaciones efectuadas.


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo remitirá al Servicio de Impuesto Internos una nómina con la individualización de los trabajadores que se consulta y los antecedentes necesarios para la determinación de la diferencia a que se refiere el inciso anterior. Una norma general conjunta dictada por ambos Servicios, establecerá los antecedentes requeridos y la fórmula de cálculo para dicha determinación. Asimismo, regulará la forma y plazo en que la información anual deberá solicitarse y enviarse y toda otra disposición necesaria para su adecuada aplicación.”. (Indicación N° 6. Unanimidad 4x0).
Artículo 4° transitorio


Sustituir la palabra “calendarios” por “calendario”. (Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0)

Artículo 5° transitorio


Suprimir la frase que se encuentra a continuación del punto seguido, que señala: “Durante los tres primeros años de vigencia del mencionado artículo no será exigible que las instituciones de educación superior se encuentren acreditadas en conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establece la ley N° 20.129.” (Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado. Mayoría de votos 3x1)

Artículo 7° transitorio

Inciso primero


Eliminar, la frase: “en el Diario Oficial”. (Indicación N° 7. Unanimidad 4x0).
Inciso segundo


Agregar, antes del punto aparte (.) la frase “a partir de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial”. (Indicación N° 8. Unanimidad 4x0).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
l. PROYECTO DE LEY:
 “Artículo 1º.- Establécese un subsidio al empleo de los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo y a los trabajadores independientes, el que será de cargo fiscal. El subsidio al empleo beneficiará a dichos trabajadores y a los empleadores, de conformidad a lo dispuesto en la presente ley.

Tendrán derecho al subsidio al empleo aquellos empleadores respecto de sus trabajadores dependientes señalados en el inciso anterior que cumplan con los siguientes requisitos:

a) Que el trabajador tenga entre 18 y menos de 25 años de edad;

b) Que el trabajador integre un grupo familiar perteneciente al 40% más pobre de la población de Chile conforme a lo establecido en el inciso final del artículo 10 de esta ley, y

c) Que las remuneraciones brutas mensuales del trabajador sean inferiores a $ 360.000.

Además, el empleador para tener derecho al subsidio al empleo deberá haber pagado las cotizaciones de seguridad social correspondientes al trabajador que originó el subsidio, dentro del plazo legal establecido para ello.

Los trabajadores dependientes señalados en el inciso primero tendrán derecho al subsidio siempre que reúnan los requisitos establecidos en las letras a) y b) del inciso segundo, y que sus rentas brutas sean inferiores a $ 4.320.000 en el año calendario en que se devenga el subsidio. 

Los trabajadores independientes tendrán derecho al subsidio al empleo siempre que reúnan los requisitos señalados en las letras a) y b) del inciso segundo; acrediten rentas brutas por un monto inferior al señalado en el inciso cuarto, en el año calendario en que se devenga dicho subsidio; acrediten rentas del N° 2° del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta en la misma oportunidad señalada anteriormente, y se encuentren al día en el pago de sus cotizaciones obligatorias de pensiones y salud de dicho año calendario. 

Artículo 2º.- Para los efectos de este subsidio se entenderá por:

a) Rentas brutas: las rentas definidas para efecto de la aplicación del impuesto a la renta sumadas las cotizaciones previsionales y sin deducción alguna.

b) Rentas del trabajo: aquellas definidas en el artículo 41 del Código del Trabajo y aquellos ingresos señalados en el N° 2° del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

c) Año calendario: el período de doce meses que termina el 31 de diciembre.

Artículo 3º.- El subsidio al empleo se pagará mensualmente al empleador y a los trabajadores dependientes que opten por dicha forma de pago.

Los pagos mensuales del subsidio ascenderán a las cantidades que se indican a continuación, correspondiendo al trabajador señalado en el inciso anterior dos tercios de dicho subsidio y al empleador un tercio de éste: 

a) Cuando las remuneraciones brutas mensuales del trabajador sean iguales o inferiores a $160.000, el monto mensual del subsidio ascenderá a un 30% de las remuneraciones mensuales sobre las cuales se hubieren realizado cotizaciones obligatorias de pensiones y de salud. 

b) Cuando las remuneraciones brutas mensuales del trabajador sean superiores a $ 160.000 e inferiores o iguales a $200.000, el monto mensual del subsidio ascenderá al 30% de $160.000. 

c) Cuando las remuneraciones brutas mensuales del trabajador sean superiores a $200.000 e inferiores a $360.000, el monto mensual del subsidio será la cantidad que resulte de restar al 30% de $160.000 el 30% de la diferencia entre la remuneración bruta mensual y $200.000.

Si el trabajador dependiente percibiere simultáneamente remuneraciones de dos o más empleadores sólo tendrá derecho a un subsidio al empleo. En este caso, todas las remuneraciones se sumarán para los efectos señalados en el inciso anterior, y a cada empleador le corresponderá proporcionalmente el subsidio, en atención a la proporción que representen las remuneraciones pagadas por él, sobre el conjunto de remuneraciones percibidas por el trabajador en el mes respectivo. 

Los trabajadores que revistan a la vez, las calidades de trabajador dependiente e independiente de acuerdo al N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta, podrán optar a pagos mensuales del subsidio en relación a las remuneraciones que perciban en su condición de trabajador dependiente.

Los pagos mensuales del subsidio tendrán el carácter de provisionales para el trabajador y ascenderán al 75% del monto que le corresponda de conformidad al inciso segundo. Estos pagos quedarán afectos a la reliquidación del artículo 5°.

Artículo 4º.- El subsidio al empleo correspondiente al trabajador ascenderá anualmente a las cantidades siguientes:

a) Respecto de los trabajadores cuyas rentas del trabajo brutas durante el año calendario, sean iguales o inferiores a $1.920.000, el monto anual del subsidio para dichos trabajadores ascenderá a un 20% de la suma de las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, de ese año calendario. Con todo, el resultado de la referida suma no podrá exceder el límite máximo anual establecido en el artículo 90 antes señalado.

b) Respecto de los trabajadores cuyas rentas del trabajo brutas durante el año calendario, sean superiores a $1.920.000, e inferiores o iguales a $2.400.000, el monto anual del subsidio para dichos trabajadores ascenderá al 20% de $1.920.000.

c) Respecto de los trabajadores cuyas rentas del trabajo brutas durante el año calendario, sean superiores a $2.400.000 e inferiores a $4.320.000, el monto anual del subsidio para el trabajador ascenderá  al 20% de $1.920.000 menos el 20% de la diferencia que resulte entre la suma de las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, anuales, y $2.400.000.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará para el cálculo del subsidio de los trabajadores independientes del N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta; de los trabajadores dependientes que soliciten expresamente el pago anual; de los trabajadores dependientes que no accedan al subsidio al empleo por percibir remuneraciones mensuales que excedan lo dispuesto en la letra c) del artículo anterior, pero que en el año calendario respectivo se encuentren en alguno de los tramos del inciso anterior; de los trabajadores que revistan a la vez, las calidades de trabajador dependiente e independiente del N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta, y de los trabajadores dependientes que hubieren percibido pagos provisionales mensuales del artículo anterior para la reliquidación del subsidio de conformidad al artículo siguiente. En cualquiera de estas situaciones el trabajador sólo tendrá derecho a un subsidio al empleo.

El subsidio al empleo determinado de conformidad a este artículo, considerará las rentas del trabajo percibidas en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se pague el subsidio.

Artículo 5º.- Corresponderá reliquidar el subsidio al empleo respecto de los trabajadores dependientes que, durante un año calendario o en una parte de él, hayan obtenido pagos provisionales mensuales del mencionado subsidio de conformidad al artículo 3º de esta ley. La reliquidación se practicará en el año calendario inmediatamente siguiente a aquél en que se realizaron los referidos pagos mensuales.

Para la reliquidación del subsidio al empleo, se considerará la diferencia que resulte entre el subsidio calculado de acuerdo al artículo anterior y la suma de los pagos provisionales mensuales del subsidio realizado al trabajador dependiente durante el año calendario inmediatamente anterior a la reliquidación. El saldo que resultare a favor del trabajador le será pagado en la misma oportunidad en que se pague el subsidio determinado de acuerdo al artículo anterior. El trabajador que percibiere una cantidad mayor a la que le corresponda por concepto de subsidio, deberá reintegrar la parte percibida en exceso, debidamente reajustada según la variación experimentada por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior a la reliquidación del subsidio y el último día del mes anterior a la fecha de devolución de las sumas pagadas en exceso.

Si el trabajador no hubiere reintegrado las cantidades de subsidio percibidas en exceso, dichas cantidades se descontarán de los futuros subsidios al empleo que correspondan al trabajador. En el caso de no ser posible lo anterior o existieren aún saldos insolutos, la Tesorería General de la República podrá retener de la devolución de impuesto a la renta, y de cualquiera otra devolución o crédito fiscal a favor del trabajador, las sumas que se adeuden por concepto de subsidios de la presente ley percibidos en exceso. 

Los dineros que por este concepto retenga la Tesorería General de la República deberán ser ingresados a rentas generales de la nación.

Si el monto de la devolución de impuesto a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal, fuere inferior a la cantidad adeudada, subsistirá la obligación de quien haya percibido en exceso este subsidio, por el saldo insoluto.

Artículo 6º.- En aquellos meses en que el empleador pierda el derecho al subsidio por haber enterado las cotizaciones de seguridad social fuera del plazo legal, el respectivo trabajador mantendrá el derecho a devengar el subsidio al empleo correspondiente a dichos meses pero sólo lo percibirá cuando se encuentren pagadas las cotizaciones obligatorias de pensiones y salud.

El pago fuera de plazo de las cotizaciones previsionales no dará derecho al empleador a reclamar retroactivamente el subsidio al empleo que le corresponda.

Artículo 7º.- Los trabajadores independientes y aquellos dependientes y sus respectivos  empleadores,  tendrán derecho a un plazo adicional para acceder al subsidio, siempre que dichos trabajadores hayan cursado estudios regulares, entre los 18 y antes de los 25 años de edad, en una Institución de Educación Superior del Estado o reconocida por éste. Además, el trabajador deberá reunir los requisitos para acceder al subsidio al empleo con excepción del contenido en la letra a) del inciso segundo del artículo 1°.

El plazo adicional será directamente proporcional al período en que el trabajador haya cursado estudios regulares según lo determine el reglamento, y se contará a partir del mes siguiente a aquél que se establece en el inciso cuarto del artículo 11. Sólo se considerarán los estudios cursados con posterioridad a la entrada en vigencia de este artículo. Con todo, este plazo adicional sólo se podrá extender hasta el mes siguiente en que el trabajador cumpla 27 años de edad.

Artículo 8º.- Las trabajadoras independientes y aquellas dependientes y sus respectivos  empleadores, tendrán derecho a  un plazo adicional para acceder al subsidio de la presente ley, por cada hijo nacido vivo que la trabajadora hubiere tenido entre los 18 y antes de los 25 años de edad, equivalente a la duración del descanso de maternidad dispuesto en el inciso primero del artículo 195 del Código del Trabajo. Este plazo se contará a partir del mes siguiente a aquél que se establece en el inciso cuarto del artículo 11 de esta ley, siempre que reúnan los demás requisitos para tener derecho al subsidio con excepción del contenido en la letra a) del inciso segundo del artículo primero.

El beneficio del artículo 7º de esta ley será compatible con el señalado en el inciso anterior. En este caso, el plazo adicional para acceder al subsidio corresponderá a la suma de ambos y se contará a partir de la fecha indicada en el inciso anterior.

Artículo 9º.- El subsidio al empleo correspondiente al empleador será incompatible con la percepción simultánea de los beneficios que concede el artículo 57 de la ley N° 19.518, el artículo 82 de la ley N° 20.255 y otras bonificaciones a la contratación de mano de obra o de naturaleza homologable otorgadas con cargo a programas establecidos en la Ley de Presupuestos del Sector Público. El empleador deberá optar por el subsidio de esta ley o los beneficios o bonificaciones antes señalados, de conformidad a lo que determine el reglamento. 

El subsidio correspondiente al empleador se suspenderá mientras el trabajador perciba el subsidio por enfermedad regulado en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el subsidio por accidente del trabajo y enfermedades profesionales de la ley N° 16.744, el subsidio de maternidad y permiso por enfermedad del niño menor de un año. El empleador deberá comunicar el hecho que el trabajador se encuentre en goce de alguno de los subsidios anteriores, absteniéndose de cobrar el subsidio. En caso contrario, deberá reintegrar la parte percibida indebidamente con los reajustes e intereses penales establecidos en el inciso primero del artículo 13 de esta ley.

Artículo 10.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo administrará el subsidio al empleo. En especial le corresponderá conceder el subsidio, extinguirlo, suspenderlo o modificarlo, y reliquidarlo de conformidad al artículo 5° de esta ley. Además, deberá pagar el referido subsidio, sea directamente o por medio de las instituciones con las cuales celebre convenios para ello. 

El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al subsidio al empleo y la reliquidación del mismo, con todos los antecedentes que dispongan el Sistema de Información del artículo 56 de la ley N° 20.255 y los organismos públicos y privados a que se refiere dicho artículo, los que estarán obligados a proporcionar datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto. Para ello, el Instituto de Previsión Social deberá otorgar al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo el acceso al referido Sistema. 

Lo dispuesto en el inciso anterior, no regirá respecto del Servicio de Impuestos Internos. No obstante, para los efectos de determinar el cumplimiento del requisito establecido en los incisos cuarto y quinto del artículo 1°, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo consultará anualmente al Servicio de Impuestos Internos, si de acuerdo a la información de sus registros, los trabajadores que se le indiquen cumplen con la exigencia sobre monto máximo de renta bruta percibida en el año calendario respectivo. Asimismo, para los efectos de los artículos 4° y 5°, el Servicio de Impuestos Internos informará anualmente al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, la clasificación que en las letras del citado artículo 4° corresponda a los trabajadores respecto de los que se consulte. Para el cumplimiento de lo dispuesto en este inciso, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo remitirá al Servicio de Impuestos Internos la información correspondiente a las cotizaciones previsionales y otras deducciones del trabajador respectivo. Una norma general conjunta dictada por ambos Servicios, determinará la forma y plazo en que dicha información anual deberá solicitarse y enviarse.

Al personal del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo le será aplicable lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 56 de la ley N° 20.255 en el cumplimiento de las labores que le encomienda la presente ley. 

Para efecto del inciso tercero del artículo 5° de esta ley, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo comunicará a la Tesorería General de la República, en el plazo que señale el reglamento, la individualización de quienes hayan percibido en exceso el subsidio y el monto a retener a cada uno de ellos.

El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo conocerá y resolverá los reclamos relacionados con materias del subsidio al empleo de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social.

Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y además, suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de solicitar el subsidio, los procedimientos de tramitación de la solicitud, la determinación, concesión y pago del mismo, época o épocas de pago del subsidio, los antecedentes que deberá acompañar el solicitante para acreditar el cumplimiento de los requisitos, causales de reliquidación del subsidio, y las demás normas necesarias para su aplicación y funcionamiento. Señalará el o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para determinar lo establecido en la letra b) del inciso segundo del artículo 1° de esta ley.

Artículo 11.- Para impetrar el derecho a este subsidio, los trabajadores y empleadores deberán presentar su solicitud ante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en las épocas que determine el reglamento. Los trabajadores dependientes y sus empleadores impetrarán separadamente el derecho que les corresponda del subsidio. El trabajador al momento de solicitar el subsidio deberá optar por el pago mensual o anual del subsidio, sin perjuicio, de que pueda modificar esa opción de acuerdo a lo que determine el reglamento. 

Los beneficiarios del subsidio al empleo que no impetren su derecho en la oportunidad que fije el reglamento se entenderá que renuncian a él. Lo anterior es sin perjuicio de que puedan ejercer este derecho en períodos posteriores según lo determine el reglamento, pero no podrán reclamar retroactivamente el subsidio.

El subsidio determinado de conformidad al artículo 3° se devengará a partir del primer día del mes siguiente a la fecha de la presentación de la solicitud siempre que se cumplan los requisitos para tener derecho al subsidio al empleo.

El subsidio al empleo se pagará hasta el último día del mes en que el trabajador tenga 24 años de edad. 

El subsidio al empleo se extinguirá en el último día del mes en que el trabajador cumpla 21 años de edad, si a esa fecha no hubiere obtenido la licencia de educación media. Sin embargo, si con posterioridad a dicha edad, el trabajador obtuviere licencia de educación media, podrá solicitar el subsidio siempre que reúna los demás requisitos.

Cuando el subsidio al empleo hubiere terminado antes del año calendario por cualquier causal, al trabajador le corresponderá el subsidio anual calculado en la proporción que determine el reglamento.

Se exceptuarán de este subsidio los trabajadores y empleadores de las instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiados en más de un 50% por el Estado, directamente, o a través de derechos o impuestos.

Artículo 12.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, la supervigilancia y fiscalización del subsidio al empleo que administra el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y la presente ley. La Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio. 

Sin perjuicio de las facultades que corresponden a la Dirección del Trabajo en virtud de las normas que la rigen, ésta deberá dar cuenta de inmediato al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, y a la Superintendencia de Seguridad Social respecto de toda irregularidad que observe en los contratos de trabajo siempre que digan relación con el derecho al subsidio de la presente ley.

Artículo 13.- Todo aquél que con el objeto de percibir indebidamente el subsidio al empleo, para sí o para terceros, proporcione, declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos, será sancionado con las penas del artículo 467 del Código Penal. La misma pena será aplicable al empleador que, con igual propósito, incluya en sus planillas a trabajadores inexistentes o que no presten servicios efectivos, así como también a los empleadores que informen remuneraciones distintas a las efectivamente pagadas e imponibles por la empresa. Serán solidariamente responsables de las obligaciones civiles que generen las conductas anteriores tanto el gerente general o el autor material o intelectual del hecho, como el contador que certifique la planilla respectiva.

Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio que el infractor deberá restituir al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquél en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.

Las investigaciones de hechos constitutivos de delitos señalados en el inciso primero, podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo. Con todo, la querella podrá también ser presentada por el Consejo de Defensa del Estado.

Corresponderá al Servicio de Tesorerías ejercer la cobranza judicial o administrativa de las cantidades pagadas en exceso o percibidas indebidamente del subsidio al empleo, de conformidad a las normas que regulan a dicho servicio.

Artículo 14.- Las cantidades expresadas en pesos de la presente ley se reajustarán el 1 de enero de cada año, en el 100% de la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de diciembre del año anteprecedente y noviembre del año anterior a la fecha en que opere el reajuste respectivo.

Artículo 15.- Para los efectos tributarios, el subsidio al empleo se considerará un ingreso no constitutivo de renta respecto del trabajador beneficiado y un menor costo o gasto de contratación del trabajador para el empleador que lo obtenga, según corresponda. Además, el subsidio al empleo no será imponible ni estará afecto a descuento alguno y respecto del trabajador será inembargable.

Artículo 1° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar del primer día del tercer mes de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de que pueda dictarse a contar de la fecha de su publicación el decreto a que se refiere el inciso final del artículo 10.

Artículo 2° transitorio.- El primer reajuste que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 14 de la presente ley, se concederá a contar del 1 de enero de 2011.

Artículo 3° transitorio.- Mientras no sean obligatorias las cotizaciones de pensiones y salud para los trabajadores independientes del N° 2° del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta, el cálculo del subsidio a que se refiere el artículo 4º de esta ley, se efectuará del siguiente modo para los mencionados trabajadores: 

a) Cuando el trabajador se encuentre en la situación a que se refiere la letra a) del artículo 4º de esta ley, el monto anual del subsidio para dicho trabajador ascenderá al 20% de la suma de las remuneraciones imponibles y rentas imponibles sobre las cuales se hubieren realizado las cotizaciones para pensiones y salud, con el límite máximo imponible que establece el artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

b) Cuando el trabajador se encuentre en la situación señalada en la letra b) o c) del artículo 4º de esta ley, el monto anual del subsidio ascenderá a aquel calculado de conformidad a la letra b) o c) de dicho artículo, según corresponda, multiplicado por el resultado que se obtenga de dividir la renta del trabajo anual sobre las cuales se hubieren realizado cotizaciones para pensiones y salud por el resultado de sumar las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, de dicho año.
Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos informará anualmente al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, la diferencia entre el monto efectivo que debería haber pagado el trabajador independiente por concepto de las cotizaciones de pensiones y salud de conformidad al artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980 y las cotizaciones efectuadas.
El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo remitirá al Servicio de Impuesto Internos una nómina con la individualización de los trabajadores que se consulta y los antecedentes necesarios para la determinación de la diferencia a que se refiere el inciso anterior. Una norma general conjunta dictada por ambos Servicios, establecerá los antecedentes requeridos y la fórmula de cálculo para dicha determinación. Asimismo, regulará la forma y plazo en que la información anual deberá solicitarse y enviarse y toda otra disposición necesaria para su adecuada aplicación.
Artículo 4° transitorio.- Durante los dos primeros años calendario de la entrada en vigencia de la presente ley, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 1° de esta ley, se utilizará como instrumento técnico de focalización la Ficha de Protección Social.

Artículo 5° transitorio.- El artículo 7º de esta ley entrará en vigencia a contar del 1 de enero del tercer año siguiente al  de la entrada en vigencia de la presente ley. 

El inciso quinto del artículo 11 de esta ley, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del segundo año siguiente al de la entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 6° transitorio.- Increméntese la dotación máxima de personal vigente del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en 5 cupos.

Artículo 7° transitorio.- Durante el primer año calendario de entrada en vigencia de la presente ley y el siguiente a éste, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, requerirá al Instituto de Previsión Social la verificación del cumplimiento de los requisitos de los solicitantes del subsidio al empleo en el Sistema de Información de Datos Previsionales del artículo 56 de la ley N° 20.255, a fin de conceder los beneficios de esta ley. Una vez concedidos los beneficios por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo y durante ese mismo período, podrá requerir del Instituto de Previsión Social la emisión de liquidaciones y pagos de los referidos subsidios. Para estos efectos se faculta al Instituto de Previsión Social para convenir en forma directa con instituciones públicas y privadas el pago de los subsidios.

Los subsidios de que trata este artículo se solicitarán ante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo o en las entidades públicas o privadas con las que celebre convenio al efecto, para lo cual podrá convenir en forma directa con ellas a partir de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.
El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo hará público en su sitio web la razón social y RUT de las empresas que reciben el subsidio y el número de subsidios que perciben mensualmente.

Artículo 8° transitorio.-  Durante los tres primeros meses de vigencia de la presente ley, los empleadores y sus trabajadores o ex trabajadores podrán solicitar el pago mensual del subsidio a que se refiere el artículo 3°, que corresponda a todos o algunos de los cuatros meses inmediatamente anteriores a aquel mes en que presenten dicha solicitud, siempre que hubieren cumplido los requisitos para acceder a él, en los meses cuyo pago se solicita.

Para los efectos de la aplicación del inciso primero del artículo 9º de esta ley, se entenderá que la solicitud y concesión al empleador del subsidio indicado en este artículo, importará que el empleador opte por este beneficio. 

A contar de la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, la Superintendencia de Seguridad Social podrá dictar las normas necesarias para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

Artículo 9° transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante el año 2009, se imputará al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y se financiará con recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.”.
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 18 de marzo de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente Accidental), José García Ruminot, Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo. 


Sala de la Comisión, a 18 de marzo de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FIJA NORMAS ESPECIALES PARA EMPRESAS DE MENOR TAMAÑO

(5724-26)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 20 de enero de 2009, pasando a la Comisión de Economía y la de Hacienda, en su caso.  

Corresponde señalar que Su Excelencia la señora Presidenta de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, en el carácter de “simple”.
- - -


Cabe tener presente que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -


A la sesión en que la Comisión estudió el proyecto asistió, además de sus miembros, el señor Ministro de Economía, don Hugo Lavados.


También concurrieron, especialmente invitadas, las siguientes personas del Ministerio de Economía: el Jefe de la División Jurídica, señor Eduardo Escalona; la Jefa de la División Pyme, señora Ximena Clark, y el Asesor Legal, señor Carlos Rubio.
- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, el proyecto en estudio tiene por objeto facilitar el desenvolvimiento de las empresas de menor tamaño, mediante la adecuación y el establecimiento de normas relativas a su iniciación, funcionamiento y término, en atención a su tamaño y grado de desarrollo. 


Al efecto, dispone, entre otras medidas, la creación de la División de Empresas de Menor Tamaño en la Subsecretaría de Economía, la creación del Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, y el establecimiento del marco normativo de los “Acuerdos de Producción Limpia”, y de la ley que crea el “sistema voluntario para la reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis”. 


Finalmente introduce modificaciones a diversos cuerpos legales, a fin de adecuarlas a los objetivos del proyecto.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Deben aprobarse como normas de carácter orgánico constitucionales el número 4) del ARTÍCULO NOVENO, y el artículo 8º del ARTÍCULO DECIMOPRIMERO, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 y en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República de Chile.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 19.749, sobre Microempresas Fa-miliares.


2.- Decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales


3.- Decreto Ley Nº 824, sobre Impuesto a la Renta.


4.- Decreto Ley Nº 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.


5.- Ley N° 19.857, sobre Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada.


6- El Libro IV del Código del Comercio.


7.- El Código del Trabajo.


8.- Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.


9.- Ley N° 19.983, sobre Mérito Ejecutivo de la copia de la Factura.


10.- Ley N° 20.179, sobre Constitución y Operación de Sociedades de Garantía Recíproca.


11.- Ley N° 20.169, sobre Competencia Desleal.
- - -

B.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con el que Su Excelencia la Presidenta de la República inicia el presente proyecto de ley señala lo siguiente:

I. ANTECEDENTES GENERALES SOBRE EL CONTEXTO ECONÓMICO Y MARCO REGULATORIO.


En las últimas décadas, Chile ha implementado y profundizado una estrategia de desarrollo económico y social, persiguiendo equilibrios y estabilidad macroeconómicos, profundizando la apertura comercial e incentivando un mejor funcionamiento de las instituciones. El Estado ha focalizado sus políticas de apoyo e intervención en los mercados en los casos en que existen las llamadas fallas de mercado y existencia de bienes públicos, al tiempo que ha asumido un activo rol en el objetivo de superación de la pobreza, a través de diversos programas de protección social, así como de fomento a la capacitación, la inserción laboral e inclusión social. 


Todo esto se ha traducido en importantes avances, tanto a nivel de desarrollo de mercados, transformándolos en el motor de crecimiento de la economía chilena, como de reducción de la pobreza. Con ello, el ingreso per cápita se ha duplicado entre los años 1988 y 2004, alcanzando un nivel de poco más de US$ 12.700 en el año 2006, medido en paridad de poder de compra, y la pobreza se ha reducido desde un 38,6% en 1990 a un 13,7% en el 2006.


Dentro de este proceso integral de desarrollo, la actividad emprendedora ha tenido especial participación, consolidándose en sectores tales como el forestal, vitivinícola, frutícola y acuícola, a través de la generación y exportación de productos de mayor valor agregado, y ampliándose a nuevos sectores tales como las manufacturas, tecnologías de información y comunicación y turismo de intereses especiales. 


La distribución de beneficios derivados de este desarrollo económico, sin embargo, no ha sido del todo equitativa, parte de ello debido a desigualdades en el acceso a oportunidades para emprender. En la actualidad, existen en Chile 721 mil empresas formales activas, esto es inscritas en el Servicio de Impuestos Internos (SII) y con ventas positivas registradas en el año 2006, de las cuales un 79% corresponde a microempresas, un 17% a pequeñas empresas y un 2,5% a medianas empresas. No obstante esta alta participación en términos numéricos, este grupo de empresas, denominadas como Empresas de Menor Tamaño (EMT), aporta solamente el 15% del total de ventas de las empresas del país y su participación directa en las exportaciones nacionales no supera el 10% del total. 


En términos del empleo que generan, la información disponible lamentablemente es bastante menos exacta, con lo que la participación de estas empresas en el empleo total dependerá de la fuente y los supuestos utilizados. La información del SII para el año 2006, por ejemplo, indica que las empresas de menor tamaño aportan al 52% del empleo generado por el total de las empresas, siendo una estimación que por razones obvias no incluye a los trabajadores informales. Cuando se consideran otras estimaciones que sí los incluyen, tal como la encuesta CASEN, la participación de estas empresas en el empleo generado por el sector privado aumenta a un 68%. Luego, más allá de estas diferencias, destaca el hecho que las EMT inciden en forma significativa en el empleo nacional.


Con todo, la baja participación de estas empresas en los niveles de ventas totales constituye una primera indicación de la dificultad que enfrentan para desarrollarse, la cual ciertamente no obedece a una única razón. En efecto, una observación común que surge de los diferentes estudios del sector de EMT, es el alto grado de heterogeneidad que lo caracteriza y a sus problemas para desarrollarse. 


Los gobiernos de la Concertación no han desconocido esta situación, por lo que han implementado diversas políticas públicas para el fomento productivo, la innovación y la regulación, traduciéndose en importantes avances en lo que respecta por ejemplo a un mayor acceso a mercados, a financiamiento, a plataformas de servicios, a la adopción de tecnologías de información, a la simplificación de trámites, entre otros.


Si bien los avances alcanzados hasta el momento son importantes, para asegurar el crecimiento y desarrollo de las EMT, es necesario profundizar los esfuerzos. Es responsabilidad del sector público preparar el camino para que las empresas puedan cumplir los requisitos que establece la legislación y corregir aquellos aspectos normativos y administrativos que son desproporcionados para el tamaño de las unidades productivas más pequeñas. En consecuencia, una línea de acción que fortalece el emprendimiento corresponde justamente a la mejora regulatoria.


En el actual contexto económico internacional, con una economía global que se caracteriza por elevados grados de interdependencia, que convive con rápidos cambios tecnológicos, económicos y sociales, el rol de la regulación es clave y la mejora regulatoria es un proceso fundamental para fortalecer la promoción del desarrollo económico y social. 


En términos generales, las acciones de mejora regulatoria consisten en aquellos cambios que aumentan la calidad del sistema jurídico, en particular el perfeccionamiento de algunos instrumentos legales. La mejora regulatoria contempla cambios a normas vigentes y propuestas, como también puede incluir nuevas leyes para cubrir vacíos legales existentes. Es decir, la mejora regulatoria es un proceso amplio, que abarca cambios mucho más integrales que la pura desregulación de un sector.


En el caso particular de Chile, una primera etapa en este proceso de mejora regulatoria para la normativa aplicable a las empresas consiste justamente en revisar y adecuar la normativa vigente, modificar la que es redundante o impone costos que inducen al incumplimiento, e introducir nuevas regulaciones en los casos en que se requiera. Chile no está libre de regulaciones redundantes. Tampoco lo está de regulaciones con alto costo relativo para las empresas de menor tamaño, como una ley de quiebras que establece procedimientos complejos y caros que induce a que las EMT casi nunca formalicen su cierre. 


Lo importante a reconocer es que en el ámbito del emprendimiento empresarial, la viabilidad de un negocio depende no sólo de las oportunidades que el mercado ofrezca, sino también de la legislación, las regulaciones y los requerimientos administrativos específicos que el Estado diseña e implementa para esas actividades. 


Por todo lo anterior, es que se considera que el marco regulatorio es un factor importante en la competitividad y viabilidad de las empresas. No es difícil que la regulación se transforme en un obstáculo al emprendimiento y al desarrollo de una empresa: costos administrativos, barreras a la entrada o salida y problemas de competitividad derivados de la normativa pueden afectar significativamente el ciclo de vida de un negocio. Por ello es que al diseñar e implementar nuevas regulaciones, se deben tener en cuenta principios de costo efectividad que permitan fortalecer la capacidad emprendedora, de tal manera que los costos de la regulación no superen los beneficios derivados de ella y al mismo tiempo se cumpla su objetivo deseado.


Una regulación que es costo-efectiva contribuye a generar igualdad de oportunidades para emprender, a potenciar la competitividad de las empresas de menor tamaño y posibilitar nuevos emprendimientos, con efectos directos sobre la consolidación de puestos de trabajo, la equidad social y la participación ciudadana. En la medida que las empresas de menor tamaño incrementen su productividad y sean más competitivas, todo ello reforzado por una regulación adecuada, aumentarán su capacidad de generar valor agregado y de producir bienes y servicios, con una evidente ganancia para todos los actores involucrados. 


II. ANTECEDENTES SOBRE LAS NORMAS QUE RIGEN A LAS EMPRESAS.


La actividad de las empresas, independientemente de su tamaño, es afectada por un sinnúmero de normas jurídicas dictadas para regular, tanto las relaciones, deberes y obligaciones de sus propietarios, es decir, los aspectos institucionales de la organización, así como los aspectos operacionales, es decir, aquellos vinculados al giro productivo de bienes y servicios y al funcionamiento de las actividades relacionadas con éste.


Las normas, por su parte, afectan de manera diversa, en algunos aspectos, a las distintas categorías de empresa según su tamaño. Las relaciones entre los dueños, las de éstos con sus trabajadores, las normas tributarias, de higiene, de condiciones de trabajo, de contrato de trabajo, de previsión y seguridad social, de impacto ambiental, etc., se encuentran diseminadas en distintos cuerpos jurídicos, los que en la mayoría de los casos no están sólo dirigidos a las empresas de un determinado tamaño, sino que a todas las que se encuentren en el supuesto jurídico que se pretende regular con ellas.


Entendemos entonces que el “Estatuto de las Empresas de Menor Tamaño”, es el conjunto de normas, generales o especiales, que, tomando en consideración su tamaño, regulan la actividad empresarial durante su ciclo de vida, con el objeto de permitir su participación en el mercado, en igualdad de condiciones.


Un estatuto no es necesariamente una ley única, como un código, sino que es un conjunto de normas que pueden estar contenidas y, en consecuencia diseminadas en diversos cuerpos legales, como es el caso de Chile.


En efecto, en Chile, existen varias disposiciones especiales para la micro, pequeñas y medianas empresas, contenidas en diversas leyes, las que no sería conveniente trasladar a una norma única, porque se encuentran incorporadas en normas especiales que regulan situaciones determinadas, como materias tributarias, laborales u otras. Incorporarlas a una nueva regulación puede tener efectos no deseados, toda vez que se las extraería del resto de las disposiciones que, mediante una interpretación sistemática, le otorgan su verdadero sentido y alcance. Lo dicho no obsta a que dichas normas, cuando otorgan condiciones especiales a las empresas de menor tamaño, puedan ser consideradas como normas especiales para la pequeña empresa y, por consiguiente, formando parte del Estatuto de las Empresas De Menor Tamaño.


A mayor abundamiento, hay normas ya existentes y otras en tramitación o estudio, que podrían perfectamente incluirse en una recopilación general, formando parte del Estatuto para los efectos de especialidad, pero manteniendo su carácter de norma separada. 


Algunos ejemplos de normas dirigidas especialmente a empresas de menor tamaño, son los siguientes:


1.- Ley Nº 19.749, sobre Microempresas Fa-miliares, contiene normas sólo para microempresarios, incorporadas al artículo 26 del Decreto Ley 3.063, sobre Rentas Municipales.


2.- Ley de la Renta, con sus artículos 22 y 84, sobre tributación de talleres artesanales y otros microempresarios y los artículo 14 bis y 14 ter sobre tributación y contabilidad simplificada de empresarios de menor tamaño.



3.- Ley de Impuesto a las Compraventas y Servicios, con sus artículos 29 y siguientes, sobre pago de IVA presunto de algunas pequeñas empresas.


También debe considerarse otro efecto que se ha producido y se seguirá produciendo en el futuro, con el estudio de adaptación de normas para hacerlas aplicables a la pequeña empresa y cuyo resultado ha sido la creación de nuevas instituciones aplicables a todas las empresas de Chile. Ejemplos de ello, son la ley N° 19.857, sobre Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada; ley N° 19.983, sobre Cobro Ejecutivo de la copia de la Factura; decreto supremo N° 1.001, sobre Cambio de Fecha de Pago del IVA; ley N° 20.179, sobre Constitución y Operación de Instituciones de Garantía Recíproca, entre otras. Simultáneamente, se tramitan en el Congreso Nacional diversas modificaciones legales que tienen por objetivo beneficiar a las empresas de menor tamaño, siendo una de ellas la iniciativa destinada a evitar la Doble Declaración de Capital Propio. 


Además de lo anterior, existen diversos proyectos sobre aspectos de las Pequeñas Empresas en diferentes grados de avance, que demuestran un trabajo consistente y adecuadamente planificado. El hecho de que se trate de proyectos separados no significa que sea un trabajo inorgánico, sino que se reconoce que cada proyecto tiene dinámicas diferentes y sería altamente perjudicial someter todas las iniciativas a los tiempos y requerimientos del más complejo o difícil. Si se hiciera así, la actividad legislativa estaría paralizada.


Atendido lo expuesto, a nuestro juicio el Estatuto de las Empresas de Menor Tamaño se encuentra diseminado en un gran conjunto de disposiciones de rango legal o reglamentario que no resulta factible ni conveniente reunir en un solo texto. Este proyecto, que pretende enfrentar las asimetrías en materia regulatoria, será un aporte más a las normas especiales que benefician a las empresas de menor tamaño.


III. ANTECEDENTES ESPECÍFICOS DEL MARCO REGULATORIO PARA LAS EMPRESAS.


Bajo esta óptica, el proyecto se estructura a partir de la revisión de una serie de regulaciones a que están sujetas las empresas de menor tamaño durante su ciclo de vida. Dicha revisión surge de la constatación de que parte de la regulación que se aplica hoy en día a las Empresas de Menor Tamaño ha sido fundamentalmente diseñada para empresas más bien grandes, lo cual se traduce en una pesada carga regulatoria para las primeras, que las induce muchas veces a adoptar diferentes grados de informalidad. Estos pueden ir desde una informalidad completa, como sería el caso de una empresa que no está registrada en el Servicio de Impuestos Internos, o parcial, como sería el caso de una empresa que sí cumple con el registro mencionado anteriormente, pero que no cumple con sus obligaciones laborales, municipales o sanitarias. 


1. La Normativa Regulatoria.


Las empresas de menor tamaño, ostentan una especial particularidad en su forma de funcionamiento, cual es la multifuncionalidad de su dueño y gestor. En estas unidades económicas el dueño es normalmente un trabajador adicional de la empresa, aunque con máximas responsabilidades, entre las que se cuentan el gestionar eficientemente su empresa, acorde a las normas legales que la rigen. Esto último supone, en primer lugar, conocer las normas que regulan la actividad que comprende el giro de la empresa y luego saber implementarlas y cumplir con estas. Sin embargo, si las regulaciones son complejas, de entender y aplicar, ya sea porque fueron diseñadas para empresas de otras características o por otra razón, el impacto que generan en las empresas de menor tamaño, que no cuentan con las mismas capacidades técnicas ni administrativas de las empresas grandes, es potencialmente mucho mayor. De ahí el riesgo que se genera, consistente en el incumplimiento regulatorio por parte de estas empresas.


Desde otra perspectiva, si bien en muchos casos las regulaciones tienen causas evidentes para la ciudadanía, en otros dichas causas son menos evidentes e incluso incomprendidas por quienes deben sujetar su conducta empresarial a ellas. Lo anterior, porque a pesar del grado de transparencia que han alcanzado nuestras instituciones, aun no existen procesos normalizados que informen adecuadamente sobre las razones de fondo de las normas, el objetivo final de las mismas y la evaluación que debe hacer la autoridad para dimensionar el efecto que tienen en los gobernados.


2. Inicio de las Empresas.


Para iniciar el funcionamiento de una empresa se requiere cumplir con una serie de requisitos y condiciones que, si se aplican rígida e inflexiblemente, serán un obstáculo, a veces definitivo, para el desenvolvimiento de la misma. Especial es la situación de los pequeños emprendedores que, en la mayoría de los casos, inician su pequeña empresa con un escaso capital, destinado a las labores productivas pero no al cumplimiento de la normativa estatal para autorizar su funcionamiento.


Estos obstáculos al inicio, de diversos y disímil orden, como municipales, de construcción de obras, sanitarios, ambientales, condiciones de trabajo, etc., necesarios para la convivencia, especialmente en las ciudades, hacen peligrar el nacimiento de la empresa y generan una tardanza que provocan desistimiento, demoras y mermas del capital de trabajo. 


Esta demora, por requisitos que en ocasiones consisten en una mera firma acreditando un cumplimiento de la existencia de un plano, marca la diferencia muchas veces entre una empresa que parte y otra que se queda sólo en la idea.


Al respecto, resulta interesante mencionar que mientras el registro del SII da cuenta de un total de más de 700 mil empresas activas en el 2006, las patentes municipales suman para ese año poco más de 400 mil. Si bien, no se puede atribuir por completo esta situación al problema antes mencionado, sí se la puede considerar una primera indicación de la existencia de este tipo de problemas. Complementando lo anterior, no es un dato aislado el observar empresas que inician actividades en el SII, parten declarando el pago de remuneraciones y declarando compras de insumos, pero sin embargo, nunca llegan a declarar ventas.


Si bien, en diversos ámbitos de la regulación existe la posibilidad de dar ciertas facilidades a los pequeños empresarios para que cumplan los requisitos con su empresa ya en marcha, generando los ingresos necesarios para adecuarse a las normas existentes, se percibe la necesidad de profundizar estas iniciativas. En todo caso, se reconoce que es la propia autoridad la que debe evaluar y calificar la flexibilidad que pueda incorporarse a los procedimientos de autorización.


3. Sobre la Fiscalización y Aplicación de Sanciones.


En materia de fiscalización y aplicación de sanciones por las infracciones que se presentan en las empresas es posible también avanzar en criterios que se adecuen a la realidad de las empresas de menor tamaño. La multifuncionalidad de los pequeños emprendedores, su experticia en los temas productivos y muchas veces ignorancia en las materias normativas, obligan a revisar y transparentar los procesos de fiscalización y adecuar las multas al tamaño de la empresa.


Los organismos fiscalizadores han avanzado notablemente en la eficacia del cumplimiento de sus funciones, pero sin embargo el avance es menor en los componentes educacionales de la tarea fiscalizadora. Ciertamente que las sanciones que se aplican obedecen a infracciones detectadas, pero ellas deben orientarse a estimular el cumplimiento conciente de las normas, y no sólo al temor de ser objeto de una nueva sanción. Normalmente, las multas o sanciones que las leyes establecen para una infracción tienen un monto mínimo y uno máximo, dentro de cuyos valores el fiscalizador selecciona el monto de la multa o sanción a aplicar. Los criterios que llevan a éste a determinarlo no están definidos públicamente y son ignorados por el afectado. Existen avances, particularmente en materia laboral y sanitaria, pero el gobierno está resuelto a avanzar aún más. 


4. La Empresa en su Rol de Consumidor.


Existe consenso respecto a la existencia de fallas de mercado o brechas que obstaculizan la operatoria de éstos. Las asimetrías de información, los costos de transacción, el interés disperso, las externalidades y bienes públicos, se encuentran entre estas brechas, requiriendo muchas veces la creación de un marco regulatorio que asegure, de manera adecuada, resultados eficientes que se orienten al bienestar social.


En Chile han surgido y se han fortalecido dentro del ordenamiento jurídico regulaciones que apuntan, por ejemplo, a la  Defensa de la Libre Competencia, en que el Estado se ha provisto de herramientas y organismos encargados de velar porque el comportamiento de los actores económicos respete los postulados de una libre y leal concurrencia de quienes compiten en una industria determinada. 


En esa misma línea, la legislación de protección a los consumidores ha reconocido que quienes adquieren y disfrutan como destinatarios finales bienes y servicios, enfrentan severas asimetrías, que impiden el pleno ejercicio de sus derechos. Esto se explica por los costos que enfrentan en la resolución de controversias, por la falta de acceso a información sobre los productos, o porque carecen de las competencias adecuadas. El sistema de protección a los consumidores busca atender, en este sentido, aquellas brechas que producen desequilibrio entre quienes contratan en el mercado, estableciendo estándares mínimos de información, especificando el deber de profesionalidad de los proveedores, prohibiendo la imposición de cláusulas abusivas y sancionando las infracciones que afecten el interés de los consumidores. Esta normativa, sin embargo, sólo se aplica a los consumidores finales, sin considerar que las empresas más pequeñas en muchas ocasiones compran bienes y contratan servicios siendo afectadas por el mismo tipo de asimetrías antes mencionadas. Esta situación se da principalmente cuando los bienes o servicios comprados no son parte directa del giro principal de la empresa compradora. 


En este contexto, debemos entonces enfrentar brechas no atendidas en la relación que se establece entre las micro y pequeñas empresas y sus proveedores de bienes y servicios que, al mismo tiempo que ofrecen bienes y servicios a consumidores finales, contratan con empresas de menor tamaño, las cuales enfrentan similares asimetrías de información, costos de transacción y dificultades de acceso a la justicia a los que enfrenta cualquier consumidor final. 


5. Las Empresas de Menor Tamaño y las exigencias del Medio Ambiente.


Existe conciencia mundial, que también se ha asentado en nuestro país, que los procesos productivos deben ser cada vez más armónicos con la conservación del medio ambiente.


En el año 2001, el Gobierno inició la implementación de una Política de Producción Limpia, que ha contemplado a la fecha la formación de capacidades institucionales, difusión, capacitación en todos los niveles y la creación de una cultura de producción limpia, y que ha tenido hasta ahora por principal instrumento un tipo de acuerdo voluntario suscrito entre el sector público y el sector privado, llamado “Acuerdo de Producción Limpia” (APL). Esta política ha sido relanzada para el período 2006-2010. 


El APL es un convenio de carácter voluntario, entre un grupo de empresas, la mayoría empresas de menor tamaño, y autoridades del sector público, en donde se fijan compromisos que, una vez suscritos, son vinculantes. Estos compromisos incluyen técnicas de utilización y manejo de recursos en forma más eficiente y sustentable con el medio ambiente, que a la vez se traducen en mejoras de productividad para las empresas. Los requerimientos establecidos en estos acuerdos siempre superan a aquellos exigidos por la normativa legal pertinente a los diferentes temas. 


Es así como la producción limpia tiene como efecto directo un mejor desempeño ambiental de las empresas y una mejora sustantiva en su competitividad. En el caso de las micro, pequeñas y medianas empresas, sectores que generan parte importante del empleo pero que también presentan los mayores problemas ambientales, la producción limpia representa una estrategia de alto impacto para el desarrollo y sustentabilidad de éstas. 


A la fecha se han suscrito 39 APL en los más diversos sectores productivos, en los que han participado más de 2.700 empresas, sumando en conjunto sobre 5.000 instalaciones o establecimientos productivos. De estas empresas, un 8% han sido microempresas, un 44% pequeñas empresas y un 27% medianas empresas, es decir, prácticamente el 80% corresponden a empresas de menor tamaño. A su suscripción han concurrido los más diversos órganos de la Administración del Estado con competencias ambientales, sanitarias, de higiene y seguridad laboral, y de fomento productivo, en conjunto con asociaciones industriales y empresas. 


En el tema ambiental, este tipo de acuerdo público-privado es de particular relevancia, por cuanto existen estudios que revelan que un alto porcentaje de empresas (69%) desconoce la normativa ambiental, luego difícilmente pueden cumplir con sus exigencias. Al respecto, la evaluación de la experiencia de los APL terminados hasta la fecha indica grandes avances en el desempeño ambiental obtenido por las pequeñas y medianas empresas, lo que impacta favorablemente su competitividad y la posibilidad de acceder a mercados más exigentes.


Por lo tanto, la amplia experiencia obtenida en el desarrollo de los Acuerdos de Producción Limpia ha demostrado la capacidad de este acuerdo voluntario, basado en la cooperación público privada, para lograr simultáneamente objetivos ambientales y productivos.  Lo anterior, se ve corroborado además por la experiencia internacional, en la que los acuerdos voluntarios permiten integrar aspectos como la eficiencia productiva, la innovación tecnológica, la relación costo-beneficio en la implementación de las medidas, y una más eficiente y perfeccionada aplicación de la normativa, especialmente aquella que sólo define metas u objetivos. 


Asimismo, los APL han creado también una nueva forma para que, sin necesidad de las sanciones propias de los sistemas de comando y control, las empresas de menor tamaño logren cumplir la normativa ambiental y también superar su desempeño más allá de lo que la regulación les exige.


Un ejemplo que grafica bien los avances y logros de las empresas de menor tamaño está contenido en los resultados de las auditorías a las empresas participantes en el APL del sector vitivinícola, la mayoría de las cuales son pequeñas y medianas, y en donde el porcentaje de cumplimiento se situó entre el 79% y el 73% para micro y pequeñas empresas, referido al cumplimiento de normativas por sobre lo exigido legalmente. Estos altos porcentajes de cumplimiento son un resultado obvio del hecho de ser un proceso voluntario, el que las empresas hayan hecho un esfuerzo especial por cumplir las metas, y que en esto hayan sido apoyadas con instrumental de fomento. Este porcentaje mayoritario de cumplimiento de las metas superiores a las normas ambientales y sanitarias de carácter obligatorio, ejemplifica la eficacia de un APL. 


Sin embargo, también han quedado demostradas, y se han analizado, las debilidades de este instrumento voluntario que son los APL. En efecto, desde el punto de vista legal no se ha resuelto satisfactoriamente la objeción que cuestiona la facultad de los servicios públicos a suscribir este tipo de acuerdos para los que no tiene mandato expreso, y que también interactúa con el resto de las facultades que la ley entrega a cada uno de ellos, así como tampoco tienen rango legal los incentivos que la autoridad pública puede fijar para incrementar los efectos del programa. 


6. La Crisis Financiera de la Pequeña Empresa.


En la actualidad, existen en Chile 133 mil empresas que, estando vigentes en los registros del Servicio de Impuestos Internos, no presentan registros de ventas, es decir, están inactivas. La vigencia de estas empresas deriva del hecho de mantener documentos tributarios aún vigentes, por ejemplo facturas, por tener deudas tributarias o simplemente por no haber formalizado su cierre. Sin embargo, de acuerdo a los registros del SII, sólo un 31% de éstas posee deuda tributaria y un porcentaje bajo posee documentos tributarios aún vigentes. El resto de las empresas no ha cerrado ni quebrado formalmente, y si bien no se sabe con certeza la razón de ello, una primera explicación se relaciona con la dificultad que enfrentan estas empresas para formalizar su cierre. 


En los hechos, cuando un pequeño empresario tiene problemas financieros, agota hasta el último de sus recursos en el intento de salvar su empresa, recurriendo a prestamistas informales, en la medida que sus fuentes de recursos se van agotando, despidiendo a los trabajadores cuyos costos de exoneración son menores, dejando de pagar impuestos y leyes sociales, luego a sus proveedores mas relevantes, etc. Algunos sobreviven como empresarios bajo fórmulas que aún a las ciencias económicas les resulta francamente muy difícil de explicar. 


Sin embargo, existe certeza en al menos dos aspectos. El primero, es que en nuestro país, los pequeños empresarios en problemas, no cuentan con asesoría calificada que les colabore en las múltiples tareas que se generan por la crisis empresarial: reordenamiento productivo y operacional, negociaciones estructuradas con los acreedores y financistas, nuevo trato con los trabajadores, repactaciones con los clientes, diseño de nuevos productos, etc. Son tareas absolutamente imprescindibles de asumir en momentos álgidos de la vida de las empresas, que en el caso de las pequeñas, se encuentran desatendidas.


La otra certeza, es que las empresas de menor tamaño no quiebran, sólo dejan de operar y, en consecuencia, no desaparecen de los registros. Esto, porque el proceso formal de quiebra en Chile es complejo y es caro, exige un pago de 100 UF sólo para solicitar la quiebra de un deudor y requiere de asistencia legal para la mayoría de los procedimientos, lo cual se vuelve prohibitivo para las empresas de menor tamaño que se enfrentan a situaciones de insolvencia. Al respecto, resulta interesante destacar que todas las empresas inactivas en el 2006 clasificaban como microempresas, es decir con ventas anuales menores a 2400 UF. Esto no significa que siempre hayan sido de ese tamaño, de hecho tiene sentido pensar que algunas con el tiempo experimentaron una disminución de sus ventas hasta el punto que no rentaba seguir operando, pero sí indica que son empresas con recursos limitados como para iniciar un proceso formal de quiebra.


Considerando que el procedimiento de quiebra no alcanza a cobijar a las empresas pequeñas, los acreedores de ellas reaccionan competitivamente entre sí, incoando todo tipo de acciones para obtener algo del remate de los bienes, desmembrando totalmente la unidad económica. El empresario, por su parte, luego de intentar defensas individuales a cada acción, desatendiendo además su actividad principal, termina, si es el caso, por cerrar inconsultamente la empresa y queda, por mucho tiempo, en la imposibilidad de reemprender personalmente otros negocios, debido a la necesaria existencia de bases de datos que guardan la información de los deudores morosos. Resulta necesario, en consecuencia, innovar sobre la materia, de manera de intentar darles una salida adecuada al menos a parte de las pequeñas empresas que enfrentan situaciones de crisis. El Estado no debería quedar al margen de este esfuerzo.


IV. OBJETIVOS DEL PROYECTO.


1. Objetivo General.


Este Proyecto de Ley tiene por objetivo general generar condiciones regulatorias que permitan que las empresas, en el desarrollo de su actividad y bajo el entendido que éstas no sean contrarias a las reglas generales de convivencia entre las personas que desarrollan diversas actividades en un mismo espacio geográfico, puedan aprovechar al máximo sus ventajas comparativas en igualdad de condiciones. En el ámbito regulatorio, esto implica proponer, a través de modificaciones de leyes existentes o a través de nuevas leyes, una normativa que sea consistente con un análisis costo-efectividad, en donde el beneficio de la regulación supere los costos de cumplimiento, traduciéndose todo ello en un efectivo cumplimiento de la normativa.


De la revisión de las actuales normas, se proponen modificaciones a una serie de regulaciones, a fin de incentivar un mejor cumplimiento por parte de estas empresas, y la introducción de nuevas regulaciones adecuadas a su tamaño. Se busca, en consecuencia, adecuar la carga regulatoria de las empresas de menor tamaño de manera que sea consistente con un análisis costo-efectividad, considerando la capacidad de cumplimiento de estas empresas, de manera de inducir un mejor y mayor cumplimiento de las normas. 


El ámbito de acción, en consecuencia, se aplica tanto a normas ya existentes como a las futuras regulaciones. Con respecto a la regulación ya existente, el propósito es detectar los diferentes grados de complejidad de estas regulaciones para las empresas de diferente tamaño y proponer cambios legales que simplifiquen su aplicación en ámbitos determinados. Con respecto a la futura regulación, el objetivo es introducir un mecanismo que permitan internalizar en los agentes reguladores una metodología para diseñar normas basadas en un análisis costo- efectividad sujeto a minimizar el riesgo de arbitraje regulatorio. En palabras simples, se pretende avanzar hacia un cambio en la cultura regulatoria del país.


2. Objetivos Específicos.


Se describe a continuación cada una de las propuestas legales, ya sean modificaciones a leyes existentes o nuevas regulaciones, las que persiguen concretizar el objetivo general antes indicado y enfrentar las deficiencias descritas en los antecedentes. 


a. Definición de las Empresas de Menor Tamaño.


Una primera consideración del proyecto se relaciona con la definición de lo que entendemos por Empresa de Menor Tamaño (EMT), y los criterios para definir tamaños. Ello resulta particularmente relevante en el contexto actual en Chile, en donde existe una gran variedad de estudios y diagnósticos de empresas que no necesariamente se rigen por las mismas definiciones, y de instrumentos de fomento que utilizan variados criterios de asignación. No obstante esta situación, cabe reconocer que dependiendo del objetivo deseado, bien se puede justificar la utilización de diferentes criterios para definir tamaños de empresas. En el ámbito regulatorio, por ejemplo, es importante contar con un criterio de segmentación de empresas que haga aplicable la implementación de la regulación, y además sea relativamente fácil de fiscalizar. 


Hechas las consideraciones, en este proyecto se entiende por empresas de menor tamaño a las micro, pequeñas y medianas empresas. Para efectos de definir sus tamaños y aplicar las leyes o modificaciones a leyes propuestas en este proyecto, se utiliza un criterio en base al ingreso anual por ventas y servicios del giro de la empresa, obedeciendo a una consideración de fácil fiscalización e implementación y además al hecho que es una herramienta de segmentación ampliamente posicionada en la economía chilena.


De acuerdo al criterio señalado, se define a la microempresa como aquella empresa cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro sean hasta 2.400 unidades de fomento; la pequeña empresa, cuyos ingresos son superiores a 2.400 y hasta 25.000 unidades de fomento; y a la mediana empresa, cuyos ingresos son superiores a 25.000 y no superan las 100.000 unidades de fomento. Todas éstas se incluyen dentro del concepto de Empresas de Menor Tamaño. El resto de las empresas, aquellas con ingresos anuales por ventas y servicios del giro sean superiores a las 100.000 unidades de fomento, quedan en consecuencia en la categoría de empresa grande. El concepto de ventas y servicios para estas definiciones se refiere al monto total de ellas netas del Impuesto al Valor Agregado. 


La excepción a esta definición de tamaño, se relaciona con los temas laborales. Para estos, el tamaño de empresa estará dado por el número de trabajadores que ésta tenga, lo cual se explicita mediante una modificación al Código del Trabajo.


Uno de los objetivos de explicitar tamaños de empresas en base a un criterio definido es la difusión de éste y con ello su adopción en otras propuestas, lo cual mejora la calidad de la discusión respecto a políticas públicas para esta categoría de empresas. Se reconoce, sin embargo, la existencia en Chile de otras normas legales que utilizan un criterio diferente. 


Por otra parte, cabe indicar que las variables utilizadas para definir tamaño de empresa para efectos legales no necesariamente coinciden con aquellas utilizadas para efectos de aplicar el instrumental de fomento focalizadamente. Para esto último, tiene sentido definir criterios de asignación en base a más de una variable, como puede ser el nivel de ventas, el número de trabajadores, el capital de la empresa, u otros. Por ello, los organismos públicos encargados del diseño de programas e instrumentos de apoyo a las empresas de menor tamaño, podrán elaborar fórmulas alternativas que permitan una adecuada focalización de los instrumentos. Ellas podrán ser el resultado de un trabajo conjunto, en el cual participen instituciones de fomento productivo, el sector privado y el mundo académico.


b. Buenas Prácticas Regulatorias 


Se proponen directrices generales o buenas prácticas regulatorias, a ser aplicadas por los órganos públicos que ostentan facultades de dictar normas jurídicas generales, que buscan ser una ayuda para el proceso de toma de decisiones y de diseño de disposiciones que originen costos de cumplimiento para las empresas. 


El objetivo de esta regulación es que la creación o modificación de ciertas normas jurídicas generales, se realice a través de un proceso estándar, mediante el cual se estimará el impacto social y económico que la nueva regulación generará en las Empresas de Menor Tamaño. 


A su vez, todo organismo que emprenda la elaboración de normas jurídicas generales que afecten a Empresas de Menor Tamaño, deberán informar previamente de ello al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Esta disposición también exige que el Ministerio de Economía publique en su página web todas las normas vigentes sobre Empresas de Menor Tamaño, sin perjuicio de las obligaciones de publicidad de los órganos de la administración.


c. Transparencia en la Fiscalización.


En el ámbito de la fiscalización, se propone la práctica de transparentar los criterios utilizados por los fiscalizadores al momento de determinar si la unidad fiscalizada amerita la aplicación de una multa y el monto mismo de la multa. Ello no sólo contribuye a difundir las normas a cumplir, sino que además reduce la potencial discrecionalidad en la práctica de la fiscalización. Cabe hacer presente al respecto, que normalmente las leyes establecen un rango mínimo y máximo de multas a aplicar por el fiscalizador en caso de una determinada infracción.


En consideración a lo anterior, se propone transparentar esta información que guía el accionar del fiscalizador, lo cual dicho sea de paso constituye un objetivo en sí mismo. Específicamente en este proyecto, se propone que las instituciones encargadas de fiscalizar a las empresas de menor tamaño y con la facultad de aplicar multas deban poner a disposición del público general un documento detallado informando sobre los criterios usados por los fiscalizadores en el acto mismo de la inspección y asimismo, para determinar el monto de la multa. Este acceso público al criterio fiscalizador deberá otorgarse a través de la publicación del mencionado documento en un lugar de fácil acceso, tal como el sitio web de la institución respectiva o a través de otros medios.


Cabe mencionar que las buenas prácticas regulatorias propuestas obedecen a la práctica común de los países de la OCDE, por cuanto en un futuro cercano, con el ingreso de Chile a esa organización, constituirán probablemente una medida sugerida a nivel general. 


d. Otorgamiento de Permisos Provisorios de 


Funcionamiento y Patente Municipal Provisoria.


Las municipalidades, de conformidad con el artículo 26, de la Ley de Rentas Municipales, contenida en el Decreto Ley 3.063 y sus modificaciones, tienen la facultad para otorgar patentes provisorias. No obstante, para ello se requiere, de acuerdo a la misma norma, el cumplimiento por parte de la empresa de la totalidad de los requisitos sanitarios y de emplazamiento. 


Lo que a primera vista parece sensato, en la práctica sin embargo, se vuelve una traba a la puesta en marcha de muchas empresas que, cumpliendo con aquellas consideraciones sanitarias esenciales para su funcionamiento seguro e higiénico y con las normas de zonificación del plano regulador correspondiente, deben esperar meses para el otorgamiento del certificado sanitario. Por ello, se propone autorizar a aquellas empresas nacientes, cuyo capital inicial sea no superior a las 5.000 UF, a iniciar su funcionamiento sin necesidad de cumplir en forma inmediata con la totalidad de los requisitos legales. Esto requiere facultar por un lado a los servicios que entregan permisos a las empresas, a entregarlos con el carácter de provisorios, a fin de evitar que existiendo la información que avale la factibilidad de otorgar permisos o autorizaciones provisorios en determinadas situaciones, no lo haga sólo por temor a adoptar atribuciones en exceso de sus atribuciones legales. 


Por otro lado, se requiere facultar a la propia municipalidad para otorgar patentes provisorias en los casos en que la empresa posea permisos provisorios de los servicios antes mencionados. Esta propuesta, vista como una forma de facilitar la puesta en marcha inicial de una empresa y establecimiento, evita además incurrir en gastos que no son estrictamente necesarios al inicio, momento de la empresa en el cual la liquidez financiera con que ésta cuenta puede ser crucial para el éxito de la misma. En este período inicial de funcionamiento, sin embargo, se debería exigir el cumplimiento de los requisitos de emplazamiento acordes a las normas sobre zonificación del plan regulador. 


A la propuesta señalada se agrega una facultad municipal para otorgar plazos de pago para estas patentes provisorias, e incluso eximir de modo general del cumplimiento de dicha obligación. 


e. Normas Especiales de Orden Sanitario.


En el orden sanitario se vuelve sobre los conceptos antes desarrollados, en materia de fiscalización y permisos de funcionamiento. Al efecto, se propone introducir dos innovaciones que abordan dichos aspectos.


En materia de fiscalización, el objetivo es avanzar hacia una labor más orientadora, que capacite y asista al cumplimiento, en vez de ser principalmente punitiva. Ello resulta particularmente relevante cuando los recursos son escasos y en consecuencia la cobertura de fiscalización es limitada. Frente a esto, se propone incorporar en la legislación una disposición de autodenuncia voluntaria de incumplimiento sanitario, que incentive a las empresas a acercarse a la autoridad sanitaria para solicitar asistencia en el cumplimiento de alguna norma. 


Para ello, se propone facultar a la autoridad sanitaria para que en el caso de que empresas existentes, que cuenten con autorización sanitaria previa o informe sanitario favorable, informen voluntariamente a la misma de algún incumplimiento de alguna norma, no se les aplique una multa u otro tipo de sanción, o al menos que ésta se rebaje, otorgándole un plazo razonable para el cumplimiento de la misma. Esta facultad la debiera llevar a cabo la autoridad sanitaria considerando los riesgos que el incumplimiento de la norma puede causar a los trabajadores, al vecindario o a la comunidad, debidamente calificada. 


Medidas de este tipo ya están en aplicación en Chile, como en materia laboral, que facultan a la autoridad para sustituir por completo las multas por capacitación y asistencia al cumplimiento, y para rebajarlas significativamente cuando se acredita la corrección de la infracción en un período de tiempo determinado. 


En lo que respecta la agilización de autorizaciones, hoy en día existe un procedimiento administrativo bajo el cual la autoridad sanitaria tiene la facultad de otorgar autorizaciones en plazos breves, aplicable a actividades que no requieren visita inspectiva por parte de la autoridad. Este procedimiento, denominado Trámite Cero, al ser puramente administrativo no tiene asegurada su continuidad, y su implementación depende en parte de la voluntad del jefe de servicio de turno. De hecho, este procedimiento sólo se aplica masivamente en la región Metropolitana, pero no existe información como para realizar una evaluación de su impacto efectivo. 


Al efecto, se propone incorporar el criterio de trámites simplificados para autorizar el funcionamiento de las empresas, que podrá aplicar la autoridad sanitaria en el caso de actividades que no presenten riesgos graves para la salud o la seguridad de las personas o para la preservación del medio ambiente. En las mismas circunstancias, la autoridad deberá proceder bajo este esquema, respecto de las microempresas. Dichas autorizaciones podrán otorgarse en calidad de provisorias, de conformidad con otras disposiciones de este mismo proyecto de ley.


De esta manera, la Autoridad Sanitaria competente, en base a su propia evaluación y manejo del riesgo correspondiente, podrá otorgar esta autorización provisoria en forma inmediata. Por parte de la empresa que la solicita, el compromiso de cumplimiento exigiría manifestarse a través de una declaración jurada, aparte de cancelar el arancel correspondiente. 


f. Protección a las Micro y Pequeñas empresas en su rol de Consumidoras.


Se introduce una nueva regulación, que pretende equilibrar las relaciones entre micro y pequeñas empresas cuando actúan como consumidores y sus proveedores de bienes y servicios, modificando además algunas disposiciones de la ley N° 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para ajustar algunos aspectos de su aplicación a las micro y pequeñas empresas.


El propósito de las normas propuestas es hacer aplicables a las relaciones comerciales que establecen las micro y pequeñas empresas con sus proveedores, determinadas instituciones de protección al consumidor, tomando en consideración las similitudes que existen con la relación de consumo que los mismos proveedores establecen con los destinatarios finales de dichos bienes y servicios. En este sentido, esta propuesta permite superar la restricción impuesta por la ley N° 19.496, que sólo protege a las personas que adquieren un bien o contratan un servicio como consumidor final, es decir, para agotarlo física o económicamente, sin reintroducirlo a la cadena productiva. 


En concreto, el proyecto propone hacer aplicables a las micro y pequeñas empresas, cuando actúan como consumidores ante las empresas que expenden sus productos y servicios al público en general, incluyendo en éste a las empresas, las normas generales de la ley N° 19.496, relativas a los derechos y deberes del consumidor, las obligaciones del proveedor, las normas de equidad en las estipulaciones y en el cumplimiento de los contratos de adhesión y las disposiciones relativas a la responsabilidad del proveedor por incumplimiento las ofertas, productos y servicios ofrecidos y contratados, y las infracciones y sanciones. 


Asimismo, se propone la aplicación a favor de las micro y pequeñas empresas, de las disposiciones especiales que contiene la Ley de Defensa de los Derechos de los Consumidores, que aborda la información y publicidad, las promociones y ofertas, operaciones de crédito y algunas normas disposiciones especiales en materia de prestación de servicios.


Las mismas normas de dicha ley se aplicarán en materia de competencia de los tribunales de Policía Local y del procedimiento.


No obstante, se establece que no serán aplicables a las relaciones referidas en el proyecto, las disposiciones relativas al rol del Servicio Nacional del Consumidor ni aquellas relacionadas con la defensa de intereses colectivos o difusos.


Por último, esta propuesta no pretende eximir a las micro y pequeñas empresas de su propia responsabilidad a su vez como proveedores, aunque sí se faculta al juez de policía local para que, en la aplicación de multas, tenga en cuenta el daño potencialmente causado a todos los consumidores afectados por la misma situación. Ello le permitirá al juez diferenciar la aplicación de multas para empresas de diferente tamaño, acercándose a un criterio que relaciona la multa con el daño causado. 


g. Establecimiento de un Marco Regulatorio para Acuerdos de Producción Limpia.


Se habilita un marco regulatorio que incentiva a las Empresas de Menor Tamaño a suscribir Acuerdos de Producción Limpia (APL), y con ello mejorar su competitividad. Se faculta a los servicios públicos con competencia ambiental, sanitaria, de higiene y seguridad laboral, uso de energía y de fomento productivo, para suscribir APL, con el objeto de promover y fortalecer el cumplimiento de la normativa, de establecer reglas técnicas para la mejor aplicación de las normas ambientales y sanitarias, adecuadas a los sectores específicos, y de abordar aspectos que no se encuentren contenidos en la normativa vigente.


Estos Acuerdos, de carácter voluntario, entre un sector empresarial, empresa o empresas y el o los organismos de la administración de Estado facultados, fijan compromisos que, una vez suscritos, son vinculantes, abordan normativas sanitarias y medio ambientales, entre otras y que persiguen la incorporación de las técnicas de utilización y manejo de recursos más eficientes y cuidadosos del medio ambiente al proceso productivo y productos finales, lo que a la vez se traduce en mejoras de productividad para las empresas. 


El proyecto propone dar reconocimiento legal a los avances que se han descrito sobre la materia, en los siguientes aspectos:


Como se ha señalado, se faculta, en general, a los organismos públicos con competencias en materias sanitarias y medioambientales a suscribir tales Acuerdos.


Se reconoce legalmente al Consejo Nacional de Producción Limpia, que actualmente funciona bajo el esquema de Comité de la Corporación de Fomento de la Producción, con una integración público-privada, y se establecen sus principales funciones y atribuciones. 


Se faculta a las autoridades reguladoras para establecer, en las normas que dicten, una Preponderancia de los Acuerdos de Producción Limpia que se hayan suscrito y cumplido conforme a lo pactado, respecto de la dictación de nuevas normativas reglamentarias que aborden exactamente las materias contenidas en dichos Acuerdos, siempre que no importe discriminaciones entre empresas suscriptoras de los mismos y que la nueva normativa no se haya dictado para facilitar la aplicación de una ley dictada con posterioridad al Acuerdo.


h. Apoyo a las empresas en crisis, mediante la participación de Asesores Económicos de Insolvencias.


Se propone una nueva ley para crear un mecanismo de apoyo para las empresas en situación de insolvencia, que tiene por objetivo la reorganización de la empresa. Esto se complementa con unas modificaciones al Código de Comercio, Libro IV, en lo que respecta a la quiebra. 


Al efecto, se establece la posibilidad para los micro y pequeños empresarios que se encuentren en situación de insolvencia o en un estado próximo a entrar en ella, de que puedan recurrir, extrajudicialmente, a un colaborador calificado, que el proyecto denomina asesor económico de insolvencias, a fin de obtener de éste la asesoría necesaria con el objetivo de lograr una reestructuración exitosa de su empresa y entendimiento entre ésta y sus acreedores para acordar uno o mas convenios de pagos entre las partes. El asesor formará parte de un registro a cargo de la Superintendencia de Quiebras, al que podrá acceder luego de un proceso de selección que el proyecto establece. Estará fiscalizado asimismo por la referida Superintendencia, para lo cual el proyecto le otorga las respectivas atribuciones y recursos destinados a tal efecto.


Se establecen inhabilidades e incompatibilidades de los asesores y sanciones para las eventuales relaciones oscuras que éste pueda tener con los acreedores o con los dueños de la empresa en problemas.


Iniciado el procedimiento de asesoría, con la designación del asesor, éste podrá extender, si la situación de crisis lo amerita, un certificado especial, el que deberá ser validado por al Superintendencia de Quiebras, cuya virtud y consecuencia sería la suspensión por un lapso de hasta 90 días, de las acciones y apremios dirigidos contra el deudor, por sus acreedores, por alguna de sus obligaciones, salvo aquellas derivadas de acciones constitucionales, penales, derivados del ejercicio de los derechos colectivos del trabajador, o del incumplimiento de las normas de higiene y seguridad en materia laboral, de sus obligaciones de familia y cualquiera que implique una infracción normativa. En este lapso, el empresario podrá, con la asesoría indicada, reestructurar su empresa, negociar con sus acreedores, o, en su caso, propender al cierre ordenado del negocio, de manera de optar, en un breve lapso, a desarrollar nuevos emprendimientos. En todo caso, mientras dure la suspensión de las acciones y apremios, se interrumpen todos los plazos de prescripción que corren a favor del empresario, o en contra de sus acreedores, y se veda al deudor del derecho a disponer de los activos fijos que conforman la empresa.


Este es un innovador instrumento que podrá ser complementado con los diversos instrumentos de fomento de que dispone el Estado para atender las necesidades de las empresas de menor tamaño. 


i. Normas Especiales para la Aplicación de multas y sanciones en materia Laboral.


En el ámbito laboral, en base a modificaciones al Código del Trabajo, se propone clasificar a las empresas en base al número de trabajadores, modificar el rango superior de las multas para estos diferentes tamaños de empresas, aumentar el beneficio de la reducción de la multa a las empresas de menor tamaño cuando éstas acreditan la corrección de la respectiva infracción dentro de los 15 días de detectada ésta por primera vez, y uniformar y extender el criterio de aplicación del sistema de sustitución de multa por capacitación o por programas de asistencia al cumplimiento, en los casos de multas por temas de higiene y seguridad, de manera que sea consistente con las definiciones adoptadas previamente. 


Respecto a la definición explícita de tamaños de empresa, el Código del Trabajo en su actual artículo 477 consagra tres categorías de empresas para el sólo efecto de diferencias rangos de multas a aplicar en el caso de infracciones. Este proyecto incorpora el rango correspondiente a las microempresas, cuyos trabajadores no sobrepasan a nueve personas. Estos rangos numéricos corresponden a un criterio bastante estándar de clasificación en base a empleo, lo cual facilita comparaciones de temáticas laborales incluso a nivel internacional. 


El esquema legal vigente, respecto a los rangos de multas, da un trato poco diferenciador entre las empresas más pequeñas y la gran empresa, que en ocasiones se vuelve prohibitivo para las primeras y incentiva al pago de la multa más que a la corrección de la infracción a las empresas más grandes. Cabe mencionar que las microempresas corresponden al tamaño de empresa más fiscalizado por la Dirección del Trabajo. 


En consideración a esta situación, se propone modificar este esquema de multas, disminuyendo el monto máximo de las multas para las micro y pequeñas empresas, aquellas con 1-9 y 10-49 trabajadores respectivamente, de 20 UTM a 10 UTM. Junto con esto, se propone aumentar del monto máximo de la multa para la gran empresa, a 90 UTM. 


En materia de cumplimiento de las multas o sanciones, actualmente el artículo 477 del Código del Trabajo establece la posibilidad de sustituir la multa por capacitación o, en caso de incumplimiento de normas de higiene y seguridad, por asistencia al cumplimiento. La primera sustitución se aplica a empresas con hasta 9 trabajadores, mientras que la segunda a empresas con hasta 25 trabajadores. Además, administrativamente se implementa una sustitución parcial de la multa para empresas con entre 10-25 trabajadores. Esta disparidad de criterios no aporta a la difusión de la norma, la cual está además muy restringida a las empresas más pequeñas, por lo que se propone uniformar y extender el criterio de aplicación del sistema de sustitución de multa. 


La propuesta consiste en extender ambos tipos de sustituciones a empresas con hasta 49 trabajadores, es decir, hasta las pequeñas empresas. Por otra parte, hasta ahora, la mencionada sustitución de multa se permite sólo una vez en el año, aún si las infracciones son diferentes. Con esta propuesta se permite la sustitución sólo por una vez en el año respecto de una misma infracción, constituyendo una clara señal del objetivo orientador que propone esta legislación. 


En complemento de lo anterior, también en materia de multas, actualmente el artículo 481 del Código del Trabajo establece que frente a la corrección de la infracción dentro de los 15 días de notificada la multa se puede dar lugar a la rebaja de hasta el 50% de ésta, beneficio aplicable independientemente del tamaño de la empresa. Como una manera de profundizar esta medida, se propone en este proyecto que la reducción de la multa sea al menos en un 50%, y en el caso de las micro y pequeñas empresas, la reducción sea al menos en un 80%, en los casos en que se acredite el cumplimiento íntegro de la norma infraccionada, dentro de los 15 días de notificada la aplicación de la multa.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


En la sesión en que la Comisión debatió el asunto, el señor Presidente, Honorable Senador señor García le ofreció la palabra, en primer término, al señor Ministro de Economía, don Hugo Lavados.


El señor Ministro comenzó su exposición destacando la importancia del proyecto en discusión, particularmente atendida la situación del país, para flexibilizar las normas y apoyar el trabajo de las empresas pymes o de menor tamaño. Apoyó su intervención en un documento preparado en power point, cuya copia se encuentra en la Secretaría de la Comisión a disposición de los Honorables señores Senadores.

Luego, revisó brevemente el cronograma que ha seguido este proyecto de ley, que fue discutido durante todo el año pasado, desde el 4 de enero de 2008 al 15 de enero de 2009, en la Cámara de Diputados. Señaló que en esta lata discusión los gremios interesados tuvieron una importante participación, y se formularon consultas a distintas instancias. En efecto, se recibió en  audiencias a las siguientes Asociaciones Gremiales y Centros de Estudio: Confederación Nacional Unida de la Pequeña, Micro Industria Servicios y Artesanado (CONUPIA); Confederación del Comercio Detallista (CONFEDECH); Cámara Nacional de Comercio y Turismo (CNC); Cámara Chilena de la Construcción (CCHC); Federación de Asociaciones Industriales Comunales (FEASIN); Instituto Libertad y Desarrollo; Confederación de la Producción y del Comercio (CPC); Asociación de Exportadores de Manufacturas (ASEXMA); Asociación de Industrias Metalmecánicas (ASIMET), y a la Biblioteca del Congreso Nacional.


A continuación, se refirió a los contenidos generales del proyecto y a los principales temas que éste aborda.

Previamente, el señor Ministro hizo presente que las definiciones, en general, siempre tienen dos características: son convencionales, es decir surgen de un acuerdo, y en segundo lugar, pueden modificarse. En el presente proyecto, por diversas razones, se optó por mantener las definiciones que tradicionalmente han existido en este ámbito, aunque hay conciencia que pronto deberán introducirse ciertos cambios en las mismas, pues ya están quedando estrechas esas definiciones.


En lo relativo a normas de corte institucional contenidas en el proyecto, resaltó que queda claramente establecido que el Ministerio de Economía está a cargo del desarrollo y fomento de este tipo de empresas de menor tamaño. La Subsecretaría de Economía, que hoy se denomina Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, pasa a ser Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, como una manera de indicar esta focalización. Lo anterior, se vincula estrechamente con el proyecto del Ley de Fortalecimiento del Turismo, por el que se crea una Subsecretaría de Turismo. Además se crea un Consejo Consultivo para las empresas de menor tamaño, de amplia representación, y que, entre sus funciones, tiene la obligación de hacer propuestas respecto de algunas políticas y ciertos cambios. 


Abordó luego las normas generales del proyecto, las que, fundamentalmente, definen el sujeto; cuáles son las empresas de menor tamaño; las distintas formas de regulación, y lo relativo a su fiscalización. 

La fiscalización se plantea como una tarea que ayuda a cumplir las normas, y no como una fiscalización con una finalidad punitiva, que se ocupe sólo de pasar multas, cerrar o castigar, puesto que en muchos casos es posible resolver los problemas. En materia de regulación, se busca disminuir la carga para las empresas más chicas, sin dejar de satisfacer ciertos requerimientos de tipo social. A quien no está cumpliendo con las normas es preferible indicarle cómo debe hacerlo y conceder un plazo para que así sea, antes de simplemente aplicar una sanción. En definitiva, concluyó, la conceptualización global es apoyar a las empresas para que continúen siendo formales y cumplan con las normas.


Continuó señalando que el proyecto contempla también  normas temáticas, entre las que destacó modificaciones a las leyes existentes. Así encontramos propuestas de modificaciones al Código del Trabajo; a la Ley de Rentas Municipales; al Libro IV del Código del Comercio; a la Ley de Protección al Consumidor, y a la Ley sobre Competencia Desleal.


También en el ámbito de las normas temáticas, se contempla la introducción de nuevas regulaciones, materia sobre la que se explayó doña  Ximena Clark, Jefa de la División de Empresas de Menor Tamaño.


La señora Clark indicó que, como se señaló precedentemente, el proyecto incorpora modificaciones a leyes que ya existen, así como la introducción de nuevas regulaciones. En este último caso cabe destacar:


-Permisos Generales Provisorios de Funcionamiento.


-Normas Sanitarias: Autodenuncia y Permiso Inmediato.


-Normas sobre Protección de los Derechos de las MYPES cuando actúan como Consumidoras.


-PYMES cuando actúan como Proveedoras. 


-Marco regulatorio para los Acuerdos de Producción Limpia (APL).


-Sistema de Apoyo a la Reorganización y Cierre de MYPES en Situación de Insolvencias.

En primer término, la introducción de los permisos generales provisorios de funcionamiento es muy importante, por cuanto muchas veces existen condiciones dadas para otorgar un permiso, pero se requiere cumplir con procedimientos que tardan bastante tiempo, principalmente por un problema de falta de recursos. En razón de ello, se otorga la facultad a todas las instituciones que otorgan permisos o autorizaciones de algún tipo, para hacerlo en forma provisoria. 


Por otra parte, el proyecto contiene figuras sanitarias particulares, como la autodenuncia y el permiso inmediato. La autodenuncia, básicamente apunta a que sea la empresa la que se dirija a la autoridad sanitaria para formular consultas, y, en definitiva, auto denunciarse en cuanto al cumplimiento de alguna norma, actitud que debiera ser estimada por parte de la autoridad sanitaria, y lograr una reducción total o parcial de la multa o de la sanción. Respecto al permiso inmediato, se introdujo una formalización de lo que hoy es el trámite cero, y es que la empresa hace una declaración jurada, indicando que cumple con las normas pertinentes, paga los aranceles respectivos, y obtiene en forma inmediata la autorización para funcionar, todo ello bajo el principio de la buena fe. La autoridad sanitaria puede, posteriormente, verificar el efectivo cumplimiento, y si ello no ocurre, aplicará la sanción correspondiente. Al igual que en el caso de la autodenuncia, se busca un acercamiento entre el regulado y el regulador, con una fiscalización mucho más orientadora que punitiva.


Continuando con las nuevas regulaciones que contempla el proyecto, señaló que incorpora una protección para las micro y pequeñas empresas cuando actúan como consumidoras y no como proveedoras, sustentada en la idea de que en muchas ocasiones las empresas más pequeñas también actúan con asimetría de información en sus decisiones de compra, en la misma forma que los simples consumidores. Y en ese sentido, existen diversas disposiciones de la Ley de Protección al Consumidor que pueden aplicarse a las empresas cuando actúan como comprador. Ejemplificó lo anterior con el caso de un zapatero, que quiere comprar un computador o un teléfono y lo estafan, o le entregan un producto defectuoso, tiene derecho a reclamar y pedir una retribución, de acuerdo a las normas de la ley del consumidor. 


Luego se refirió a algunas consideraciones en cuanto al tratamiento que pueden recibir las PYMES, cuando actúan como proveedoras. Se tipifican dos nuevas conductas en la Ley sobre Competencia Desleal. La primera de estas conductas es aquélla en que la empresa compradora presiona al proveedor para que le otorgue condiciones similares o mejores a las ofrecidas a su competencia, o no le otorgue a su competencia las mismas condiciones que a ella; y, en segundo término, que la empresa compradora incumple sistemáticamente con las condiciones pactadas con su proveedor.


El señor Ministro ejemplificó la primera conducta que se tipifica, con el caso de una gran cadena de multitiendas que presiona para que la empresa relativamente pequeña o mediana, que confecciona ropa, le otorgue ciertas condiciones especiales, en desmedro de los otros compradores.


Entre estas normas temáticas se ubica el marco regulatorio para los acuerdos de producción limpia. Éstos corresponden acuerdos entre el sector público y privado, que apuntan a tener patrones de producción que son eficientes, desde el punto de vista del manejo de recursos, y que hacen que aumente la productividad de la empresa. En otras palabras, a cumplir más allá de lo que la norma establece. Tales acuerdos son voluntarios, pero vinculantes una vez que se adoptan. En la actualidad no existe ningún marco que los ampare, lo cual muchas veces constituye un desincentivo a la celebración de los mismos.


El proyecto introduce en su marco regulatorio, la posibilidad que toda vez que se advierte que una empresa está incumpliendo con la norma, se le de un plazo y una asistencia al cumplimiento, sin que se le sancione en forma inmediata. 


Finalmente, la señora Clark se refirió a la introducción de un sistema de apoyo a la reorganización y al cierre de las empresas de menor tamaño en situación de insolvencia, y también próximas a entrar en situación de insolvencia. En términos generales, se trata de un procedimiento extra judicial que se aplica a empresas que se encuentran evidentemente ante una difícil situación económica. Se introduce en esta materia la figura del asesor económico, quien realiza un análisis de la situación económica, financiera y contable de la empresa, previo a lo cual emite un certificado especial. La emisión de este certificado especial, tiene la particularidad de suspender aquellos apremios que provengan de incumplimiento de obligaciones pecuniarias, de modo de otorgar a estas empresas un lapso, durante el que se evalúa la situación de la misma, sus posibilidades de recuperación y reestructuración, o si ello no es viable, determinar si resulta más conveniente la proposición de un convenio extrajudicial.


En esta normativa se detallan las condiciones particulares sobre los requisitos a cumplir por los asesores, los que deben ser certificados y registrados en la Superintendencia de Quiebras. Contempla un Reglamento para la regulación del sistema y se establecen prohibiciones.


Complementando lo anterior, el señor Ministro de Economía, señor Hugo Lavados, manifestó que, en relación a esta materia, reiteradamente se señala que en nuestro país no existe un mecanismo de pre-quiebra o preventivo, y esta propuesta se orienta en ese sentido. Agregó que esta normativa se complementa con la contenida en el proyecto de ley sobre convenios no concursales, actualmente en tramitación en el Congreso Nacional, que fue iniciado en Moción del Honorable Senador señor Vásquez.

La señora Clark continuó señalando que, básicamente, la idea es que esta figura del asesor, que es una persona certificada por la Superintendencia de Quiebras, hace una evaluación de la empresa y, de ser posible, le da un “periodo de respiro”. Analizará si la empresa es reestructurable, y si ello no es posible, propondrá formas de llegar a acuerdos con los acreedores de la empresa deudora, de manera de formalizar el cierre. Ello soluciona de algún modo la situación que acontece hoy en día, en que las empresas de menor tamaño no recurren a la normativa de la Ley de Quiebras, porque es compleja y el procedimiento es caro, pero tampoco se formaliza el cierre, lo que trae como consecuencia que difícilmente pueden volver a emprender otra actividad. Entonces, la idea es cerrar este ciclo, de la mejor forma posible y con el mejor acuerdo que pueda lograrse con los acreedores.

Esa es la propuesta relativa a este procedimiento extrajudicial, que se complementa con dos modificaciones a la ley de quiebras: una referida al umbral bajo el cual las empresas son factibles de acogerse a la liquidación sumaria, que se aumenta de 1000 a 2000 UF, y la otra referida al período de tiempo que se requiere para que se produzca la rehabilitación de las empresas que se acogieron a este sistema.


Finalizada la intervención de la señora Clark, el señor Ministro reiteró la relevancia del proyecto en estudio para las empresas de nuestro país. 


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García ofreció el uso de la palabra a los miembros de la Comisión.


En primer término, el Honorable Senador señor Vásquez hizo notar que el proyecto incurre en la especificidad según la cual viene dado el concepto de empresa de menor tamaño sólo para los efectos de la esta ley, en vez de establecerlo con carácter general bajo una sola definición. De esta manera, agregó, toda la legislación se ajustaría automáticamente y evitaría generar problemas de diversa índole.


Luego consultó si considerar la existencia de permisos provisorios es concordante con tener una ventanilla única, o si acaso no se ha considerado esa situación.


También manifestó su interés por conocer los motivos por los cuales en la Cámara de Diputados, se eliminó la exclusión  del impuesto especifico, para el cálculo del monto de las ventas, que estaba en el proyecto inicial.


Además, indicó que se ha considerado la competencia desleal como un conflicto de carácter horizontal, entre pares. Los problemas entre adquirente y proveedor que tuvieran como consecuencia una distorsión en el mercado, corresponden más bien a una situación de posición dominante. En consecuencia, si esto fuera así, no debería regularse por la vía de la competencia desleal, sino que por la vía de la Fiscalía Nacional Económica y del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Agregó que tal fue el criterio que se tuvo en vista y se adoptó durante la tramitación de la actual ley sobre competencia desleal.


A continuación, el Honorable Senador señor Flores le solicitó al señor Ministro de Economía que se refiriera a las consideraciones que el Gobierno tuvo en cuenta para elaborar el proyecto, con la finalidad de conocer cuál es la mirada que tiene el Ejecutivo hacia las empresas de menor tamaño y el diagnóstico que se ha hecho de ellas. En tal sentido, manifestó su interés por conocer sobre los demás instrumentos que el Estado tiene a favor de la pequeña empresa, como son el Banco del Estado o SERCOTEC, entre otros.


Agregó que, asimismo, hay que tener muy presente que el mundo está cambiando, por lo que requería saber si el Ministerio cuenta con alguna taxonomía de lo que es empresa de menor tamaño.


Indicó que en Silicon Valley nadie compara una compañía start-up, con cinco empleados, pero con grandes posibilidades de crecimiento, con un restorán de comida china, que tiene cuarenta empleados. Es así, porque este último seguirá siendo el mismo negocio, a diferencia de la primera, que podría alcanzar un tamaño enorme y en muy poco tiempo.

Por lo anteriormente expuesto, señaló que las normas generales deben considerar los distintos nichos en los cuales las pequeñas empresas compiten y la especial dinámica que tienen. En otros términos, deben tener presente y entender su realidad.


También hizo un llamado a considerar el impacto de Internet como fenómeno global, y cómo ésta ha cambiado la presencia de la pequeña empresa en el mundo.


Luego, el señor Ministro de Economía procedió a responder las consultas formuladas.


En relación a la consulta del Honorable Senador señor Vásquez, relativa a la conveniencia de consagrar una definición única de empresa de menor tamaño, indicó que, en este aspecto, el proyecto tomó campos muy específicos de algunas de las ramas del derecho. Así por ejemplo, en lo relativo a la legislación laboral y a la determinación del tamaño de una empresa, se basó en el número de sus trabajadores. 


Agregó que, para elaborar el concepto de empresas de menor tamaño, el Ejecutivo consultó a distintos organismos de diversas áreas, un año antes de presentar el proyecto a tramitación ante el Congreso Nacional, sobre cuánto estaban dispuestos a ceder dentro del esfera de sus competencias. También contribuyó en el concepto una razón práctica, consistente en la existencia de instrumentos que se refieren empresas medianas, pero cuando son definidas superan las 100.000 unidades de fomento de ingresos anuales por ventas y servicios del giro. Luego, si se optara por una definición de aplicación general, el resultado sería muy rígido.


En cuanto al valor neto, precisó que la definición se apoya en éste, sin impuesto. 


Respecto de la competencia desleal, hizo presente que se aspira a que toda vez que existe un conflicto entre una empresa más grande y una de menor tamaño, corresponde equipararlas. Pero en la práctica, cada vez que se presenta un problema de esta naturaleza, la empresa más pequeña tiende a no denunciar a la empresa más grande, porque puede que, efectivamente, reciba un trato indebido, pero es su principal o único cliente.


En cuanto a la base de sustentación del proyecto, por el cual consultó el Honorable Senador señor Flores, el señor Ministro de Economía indicó que ésta radica en la constatación de la existencia de empresas pequeñas, de cualquier giro, que se encuentran con dificultades para empezar, desarrollarse y, también, para poder terminar.


En tal sentido, señaló que siempre se ha centrado mucho la atención en las dificultades a las cuales se ve enfrentada una empresa para iniciar actividades, pero la realidad es que, al menos en nuestro país, las más complejas para una empresa pueden ser aquéllas con la que se topa al tratar de terminar como tal. Toda empresa tiene que ser capaz de terminar, porque si le va mal se constituye en una carga para todos que continúe, principalmente para el empresario y para los trabajadores. 


Se ha constatado que existen dificultades de distinto tipo que afectan a las empresas de menor tamaño, como son, a modo de ejemplo, innumerables trámites; numerosas instituciones que tienen relación con los negocios que se quieren iniciar; muchos permisos que solicitar; mucho costo fijo de igual nivel, a pesar que el esfuerzo para unos sea mucho mayor que para otros que quieren iniciar una actividad más grande. Lo mismo ocurre tanto al inicio como respecto del funcionamiento y término de una actividad o giro económico. 


Debido a lo anteriormente expuesto, nació el interés por contar con una normativa especial que simplificase y facilitase el proceso de iniciación, funcionamiento y término de una empresa de menor tamaño.


En otro orden de materias, el señor Ministro de Economía señaló que el Estado cuenta con diversos instrumentos de apoyo para las distintas actividades que existen. Dentro de los propios de la materia de su competencia, se refirió, básicamente,  a los siguientes dos tipos: 


-Los de fomento, cuya visión última es mejorar la productividad, que es el gran problema que enfrenta nuestra economía. Todos los indicadores demuestran que tenemos una productividad media extremadamente baja.


-Los que focalizan los esfuerzos en determinadas áreas, como el desarrollo tecnológico, pero no tanto en las actividades tradicionales sino que, con mayor énfasis, en las que están vinculadas con ellas.


En este contexto, se refirió a los cinco Centros de Excelencia ganadores del Segundo Concurso del Programa de Financiamiento Basal de CONICYT, los que en su conjunto recibirán recursos por los próximos cinco años, destinados a garantizar que la investigación básica y tecnológica que llevan a cabo los grupos nacionales conformados por investigadores de destacada trayectoria, insertos en universidades y centros científicos independientes, se enfoque a aumentar la competitividad de la economía chilena, cuyos ejes son la formación de capital humano avanzado, el conocimiento y la innovación.


Señaló que se trata del "Instituto de Sistemas Complejos de Ingeniería"; el "Centro de Tecnología para la Minería" de la Universidad de Chile; el "Centro Científico y Tecnológico de Valparaíso" de la Universidad Técnica Federico Santa María; el "Centro de Óptica y Fotónica" de la Universidad de Concepción, y el "Centro para el Desarrollo de la Nanociencia y Nanotecnología" de la Universidad de Santiago de Chile.


Finalmente, en relación a la ventanilla única, señaló que ello no requiere de modificación legal alguna y que existe un proyecto que contempla su implementación de 26 municipios del país.


Por su parte, el Honorable Senador señor García hizo presente que el proyecto también permitiría avanzar en otras materias aún no consideradas en éste. Así, podría hacerse efectivo el instructivo presidencial en el sentido de que el Estado les pague dentro de 30 días a las PYMES que le han prestado bienes y servicios.


Hizo notar que existen denuncias de numerosos proveedores, particularmente de los distintos Servicios de Salud, respecto a la demora en los pagos. El Estado debe cumplir oportunamente con sus compromisos en los bienes y servicios que ha recibido, señaló.


Por último, el señor Ministro de Economía, luego de precisar que, en el caso de los Servicios de Salud, el problema de la demora en los pagos se agudizó principalmente el año pasado, indicó que transmitirá la inquietud planteada a las instancias correspondientes. 


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión, Honorables Senadores señores García, Flores y Vásquez.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Economía os propone aprobar en general: 

PROYECTO DE LEY:

“ARTÍCULO PRIMERO.- Objetivo. La presente ley tiene por objeto facilitar el desenvolvimiento de las empresas de menor tamaño, mediante la adecuación y creación de normas regulatorias que rijan su iniciación, funcionamiento y término, en atención a su tamaño y grado de desarrollo.


ARTÍCULO SEGUNDO.- Sujeto. Para los efectos de esta ley, se entenderá por empresas de menor tamaño, las microempresas, pequeñas empresas y medianas empresas. Son microempresas, aquellas empresas cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro no hayan superado las 2.400 unidades de fomento; pequeñas empresas, aquellas cuyos ingresos son superiores a 2.400 unidades de fomento y no exceden de 25.000 unidades de fomento, y medianas empresas, aquellas cuyos ingresos son superiores a 25.000 unidades de fomento y no exceden las 100.000 unidades de fomento.


El valor de los ingresos anuales por ventas y servicios señalado en el inciso anterior se refiere al monto total de éstos, para el año tributario anterior, descontado el valor correspondiente al impuesto al valor agregado y el impuesto específico.


Dentro del rango máximo de 100.000 unidades de fomento establecido en el inciso primero, el Presidente de la República, mediante decreto supremo del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y previa consulta o a requerimiento del Consejo Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, podrá modificar la clasificación de las Empresas de Menor Tamaño, o establecer factores o indicadores adicionales para su categorización.


Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores y para el solo efecto de esta ley, serán consideradas como empresas de menor tamaño las que tengan por objeto vender o prestar servicios al público en general, no siendo aplicables estas normas a las empresas que tengan un objeto distinto, tales como las sociedades de inversión.


Las clasificaciones de empresas contenidas en otras normas legales, se mantendrán vigentes para los efectos señalados en las disposiciones respectivas.


Asimismo, para efectos de focalización y creación de instrumentos y programas de apoyo a las empresas de menor tamaño, los organismos públicos encargados de su diseño podrán utilizar otros factores o indicadores para determinar las categorías de empresas que puedan acceder a tales instrumentos.


ARTÍCULO TERCERO.- El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá fomentar e impulsar el desarrollo de las empresas de menor tamaño y facilitarles la utilización de los instrumentos de fomento dispuestos por los órganos del Estado.


Le corresponderá a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción generar coordinaciones para que, en conjunto con los ministerios sectoriales, se formulen las políticas y planes de fomento considerando las particularidades de las empresas de menor tamaño.


Asimismo, le corresponderá impulsar con sus servicios dependientes o relacionados una política general para la mejor orientación, coordinación y fomento del desarrollo de las empresas de menor tamaño, así como realizar un seguimiento de las respectivas políticas y programas y generar las condiciones para el acceso de estas empresas a fuentes útiles de información, contribuyendo a la mejor utilización de los instrumentos de fomento disponibles para ellas.


Créase la División de empresas de menor tamaño en la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Créase e incorpórase a la planta de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 1-18.834, de 1990, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción el siguiente cargo:

Plantas/Cargo
      Grado E.U.S
    Número de cargos

Jefe División Empresas

 de Menor Tamaño                            4
                 1


ARTÍCULO CUARTO.- Del Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño. Créase el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, en adelante y para todos los efectos de esta ley, “el Consejo”, cuya función será asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción en la proposición de políticas y coordinación de esfuerzos de los sectores público y privado, destinados a promover una adecuada participación de las empresas de menor tamaño en la economía nacional.


El Consejo estará integrado por los siguientes miembros:


a) El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, quien lo presidirá.


b) El Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción. 


c) El Director de la Dirección de Promoción de Exportaciones.


d) El Gerente General del Servicio de Cooperación Técnica.


e) Cuatro representantes de las confederaciones gremiales de las empresas de menor tamaño de sectores productivos relevantes para la economía nacional, al menos uno de los cuales deberá tener su domicilio en alguna región distinta a la Metropolitana.


f) Un representante de las asociaciones gremiales que agrupen a las empresas de menor tamaño que exporten bienes o servicios.


g) Un representante de las instituciones de educación superior, designado por el Presidente de la República.


h) Un representante de organismos o asociaciones no gubernamentales que tengan por objeto promover el desarrollo de las empresas de menor tamaño, designado por el Presidente de la República.


i) Un representante del Consejo Nacional de Innovación.


Un reglamento, que será aprobado por decreto supremo del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, establecerá las normas necesarias para la designación de los consejeros signados en las letras e), f), g), h) e i), para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas.


Los miembros del Consejo a los que se refieren las letras e), f), g), h) e i) durarán dos años en sus cargos y podrán renovarse hasta por dos períodos consecutivos. Estos miembros cesarán en sus cargos por las siguientes causales:


a) Expiración del plazo por el que fueron nombrados.


b) Renuncia aceptada por el Presidente del Consejo.


c) Falta grave al cumplimiento de sus funciones como consejero, así calificada por la mayoría del Consejo.


Los miembros del Consejo desempeñarán sus funciones ad-honorem.


El Consejo celebrará al menos cuatro sesiones al año, las que se convocarán por su Presidente. El Consejo para sesionar y adoptar acuerdos, deberá contar con la mayoría absoluta de sus miembros. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente. Una sesión al año se deberá realizar en una región distinta a la Metropolitana, la que tendrá un carácter amplio, con los invitados de los sectores público y privado que el mismo Consejo determine.


El Consejo, por acuerdo de sus miembros, podrá invitar a sus sesiones a representantes regionales de las empresas de menor tamaño. Podrá, asimismo, invitar a los directores o jefes de servicio de los diferentes organismos o instituciones públicas vinculadas al desarrollo económico nacional.


En particular, serán funciones del Consejo las siguientes: 


a) Evacuar consultas, sugerencias, observaciones o proposiciones, respecto de materias de competencia del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción relacionadas con las empresas de menor tamaño, en las cuales éste les solicite su opinión.


b) Proponer al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, estrategias que permitan potenciar la debida coordinación de las políticas y acciones sectoriales de apoyo a las empresas de menor tamaño.


c) Asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción para que, en colaboración con los ministerios sectoriales, se dé cumplimiento a las políticas y planes focalizados en empresas de menor tamaño.


d) Promover la cooperación entre las instituciones del sector público y privado en la ejecución de programas relativos a las empresas de menor tamaño.


e) Promover que la implementación y ejecución de las políticas, planes y programas de emprendimiento del Estado consideren condiciones de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.


ARTÍCULO QUINTO.- Procedimiento para la Dictación de Reglamentos y Normas de Carácter General. Todos los ministerios u organismos que dicten o modifiquen normas jurídicas generales que afecten a empresas de menor tamaño, con excepción de las ordenanzas municipales, deberán informar previamente de ello al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 


Durante el proceso de elaboración de la normativa señalada, los ministerios u organismos deben contar con los antecedentes preparatorios necesarios que estos estimen pertinentes para su formulación. Los antecedentes deben contener una estimación simple del impacto social y económico que la nueva regulación generará en las empresas de menor tamaño.


Dichos antecedentes preparatorios necesarios podrán ser elaborados por la propia administración.


El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá publicar en su página web todas las normas vigentes sobre empresas de menor tamaño, sin perjuicio de las obligaciones de publicidad propias de cada órgano de la Administración del Estado.


No se considerarán en esta norma los dictámenes generales que puedan emitir los órganos de la Administración del Estado.


ARTÍCULO SEXTO.- Transparencia en Procedimientos de Fiscalización. Los servicios públicos que realicen procedimientos de fiscalización a empresas de menor tamaño, deberán mantener publicados en sus sitios web institucionales, y disponibles al público en sus oficinas de atención ciudadana, los manuales o resoluciones de carácter interno en los que consten las instrucciones relativas a los procedimientos de fiscalización establecidos para el cumplimiento de su función, así como los criterios establecidos por la autoridad correspondiente que guían a sus funcionarios y fiscalizadores en los actos de inspección y de aplicación de multas y sanciones.


ARTÍCULO SÉPTIMO.- Otorgamiento de Permisos Provisorios de Funcionamiento. Los servicios públicos, que en el ejercicio de sus funciones deban entregar permisos de funcionamiento para desarrollar actividades empresariales podrán, dentro de sus competencias legales, otorgar permisos provisorios a las empresas que por primera vez lo soliciten y cuyo capital declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento.


Estos permisos se otorgarán por una sola vez, tendrán una vigencia no superior a un año, y estarán sujetos al cumplimiento de las condiciones que para cada caso indique la autoridad respectiva.


ARTÍCULO OCTAVO.- Normas sanitarias. Establécense las siguientes normas especiales de orden sanitario:


1) Autodenuncia. El titular o representante legal de una empresa de menor tamaño, que cuente con autorización sanitaria o informe sanitario favorable, podrá declarar voluntariamente a la autoridad sanitaria competente, el incumplimiento de una o algunas de las obligaciones contempladas en el Código Sanitario o sus reglamentos.


La autoridad sólo considerará como autodenuncia la primera infracción de una naturaleza determinada cometida por la empresa de menor tamaño.


La autodenuncia que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior, obligará a la autoridad a eximir de la aplicación de las multas respectivas.


Sin embargo, en caso que se trate de una infracción cuyo supuesto de hecho pueda causar riesgo grave, sólo podrá rebajar en un 50% la cuantía de la multa o en un grado, nivel o rango de la sanción establecida en la ley.


No obstante, en los casos establecidos en los dos incisos anteriores, la autoridad fijará un plazo razonable para subsanar las infracciones informadas, salvo que el riesgo grave lo sea para la salud o seguridad de las personas o para la conservación del medio ambiente.


2) Régimen de Permiso Inmediato. Las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud deberán proceder al otorgamiento de autorizaciones o permisos sanitarios a las microempresas cuyas actividades no presenten un riesgo grave para la salud o seguridad de las personas o para la conservación del medio ambiente, a través de un procedimiento breve, que sólo contemple la presentación de la solicitud, una declaración jurada simple del titular y la acreditación del pago de los derechos respectivos.


La declaración jurada deberá contener la identificación precisa de las actividades que desarrollará, el compromiso de llevarlas a cabo de manera fiel y con respeto en su desempeño a las normas legales y reglamentarias que la regulan.


El mismo procedimiento se podrá aplicar para las autorizaciones o permisos de empresas cuyas actividades cumplan las condiciones señaladas en este número, atendida la envergadura del solicitante, de conformidad a lo que se establezca reglamentariamente.


ARTÍCULO NOVENO.-  Rol de Consumidoras. Establécese la protección a las micro y pequeñas empresas en rol de consumidoras, en los términos que siguen:


1) Ámbito de Aplicación. El presente artículo tiene por objeto normar las relaciones entre micro y pequeñas empresas y sus proveedores, establecer las infracciones en perjuicio de aquellas y señalar el procedimiento aplicable en la materia.


Para los efectos de esta ley se entenderá por proveedores las personas naturales o jurídicas que, definidas de acuerdo con el artículo 1° de la ley N° 19.496, desarrollen las actividades allí señaladas respecto de micro y pequeñas empresas y, a la vez, respecto de consumidores como destinatarios finales de bienes y servicios.


2) Normas Aplicables. Serán aplicables a los actos y contratos celebrados entre micro o pequeñas empresas y sus proveedores, las normas establecidas en favor de los consumidores por la ley N° 19.496 en los párrafos 1°, 3°, 4° y 5° del Título II, y en los párrafos 1°, 2°, 3° y 4° del Título III. En ningún caso serán aplicables las normas relativas al rol del Servicio Nacional del Consumidor.


3) Sanciones. Las infracciones a lo dispuesto en esta ley serán sancionadas con arreglo al artículo 24 de la ley N° 19.496.


4) Juez Competente. Será competente para conocer de las controversias que suscite la aplicación de las normas del presente artículo, el juez de policía local del lugar en que se haya producido la infracción, celebrado el acto o contrato, o en que se encuentre domiciliada la micro o pequeña empresa, a elección del representante legal de ésta.


5) Procedimiento Aplicable. Las acciones que surjan por aplicación de este artículo, incluida la acción civil que se deduzca para la indemnización de los daños causados, se tramitarán de acuerdo a lo dispuesto en las normas del párrafo 1° del Título IV de la ley N° 19.496.


6) Deber de Profesionalidad. Si las infracciones a lo dispuesto en este artículo se refieren a la adquisición o contratación de bienes o servicios que se relacionan directamente con el giro principal de la micro o pequeña empresa, el tribunal deberá considerar en la aplicación de la multa que proceda, que el deber de profesionalidad de la micro o pequeña empresa es equivalente al del proveedor que cometió la infracción.


7) Prevención. Las normas de esta ley en ningún caso restringen o disminuyen la responsabilidad que las micro y pequeñas empresas tengan como proveedores profesionales en sus relaciones con consumidores finales de bienes y servicios.


8) Cláusulas Abusivas por Vincular el Contrato a la Voluntad de la Empresa de Mayor Tamaño. Las cláusulas que vinculen cualquier aspecto del contrato a la voluntad del empresario de mayor tamaño serán abusivas y, en especial las cláusulas que reserven al empresario que contrata con la micro, pequeña y mediana empresa un plazo excesivamente largo o insuficientemente determinado para satisfacer la prestación debida.


Para estos efectos se entiende por empresa de mayor tamaño aquella no comprendida en la clasificación del ARTÍCULO SEGUNDO. Se entenderá como un plazo excesivamente largo aquel que comprende un lapso superior a treinta días.


ARTÍCULO DÉCIMO.- Acuerdos de Producción Limpia.


Créase el marco normativo para los Acuerdos de Producción Limpia y fíjase como su ley la siguiente:


“Artículo 1º. Finalidad  de  los Acuerdos de Producción Limpia. La producción limpia es una estrategia de gestión productiva y ambiental, aplicada a las actividades productivas, con el objeto de incrementar la eficiencia, la productividad, reducir los riesgos y minimizar los impactos para el ser humano y el medio ambiente.


Los Acuerdos de Producción Limpia tienen por finalidad contribuir al desarrollo sustentable de las empresas a través de la definición de metas y acciones específicas de carácter voluntario, no exigidas por el ordenamiento jurídico en materias ambientales, sanitarias, de higiene y seguridad laboral, uso eficiente de la energía y de fomento productivo.


Artículo 2º. Concepto. Para efectos de esta ley, se entenderá por Acuerdo de Producción Limpia el convenio celebrado entre un sector empresarial, empresa o empresas y él o los órganos de la Administración del Estado con competencia en materias ambientales, sanitarias, de higiene y seguridad laboral, uso de la energía y de fomento productivo, cuyo objetivo es aplicar la producción limpia a través de metas y acciones específicas. 


Los Acuerdos de Producción Limpia considerarán las siguientes etapas: diagnóstico general; propuesta del Acuerdo; adhesión; implementación y evaluación final de cumplimiento. Un reglamento dictado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, definirá los elementos de cada una de estas etapas.


Artículo 3º. Partes que suscriben el Acuerdo. Estos convenios podrán suscribirse voluntariamente entre los órganos de la Administración del Estado que tengan competencias en materias ambientales, sanitarias, de higiene o seguridad laboral, uso de la energía y de fomento productivo, por una parte, y las empresas, ya sea individual o colectivamente, y con las asociaciones gremiales u otras entidades sectoriales o multisectoriales de dichas empresas, si éstas existieren, por la otra parte.


En ningún caso estos acuerdos podrán contener la renuncia al ejercicio de potestades públicas por parte de los organismos públicos que los suscriban.


Artículo 4º. Reglamento. Los Acuerdos de Producción Limpia se regirán por las normas de esta ley y por los términos pactados voluntariamente que se establezcan en el respectivo Acuerdo. 


El reglamento dictado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará, además, los requisitos, características, clasificación, condiciones, efectos, informes de cumplimiento basados en auditorias y las etapas de desarrollo de los Acuerdos de Producción Limpia, incluyendo las de información y consulta pública.


Artículo 5º. Eximir el cumplimiento de nuevas exigencias. Los órganos públicos que tengan la facultad de dictar actos administrativos relativos a las materias contenidas en los Acuerdos de Producción Limpia podrán eximir del cumplimiento de nuevas exigencias a las empresas que hayan suscrito este tipo de acuerdos por un plazo determinado, sujetas a condiciones que no importen discriminaciones entre empresas suscriptoras de los mismos, en la medida que desarrollen actividades similares en cuanto al giro principal, zonas en que se encuentren ubicadas u otros criterios distintivos establecidos en la ley, y siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


a.- La nueva normativa, dictada durante la vigencia del Acuerdo de Producción Limpia, aborde exactamente alguna o algunas de las materias contenidas en el Acuerdo de Producción Limpia. Sólo respecto de estas materias regirá la liberación del cumplimiento de las nuevas exigencias; 


b.- Las metas, acciones y compromisos contenidos en el Acuerdo respectivo se cumplan en los plazos fijados en el mismo acuerdo, y


c.- Que la nueva normativa no se haya dictado para facilitar la aplicación de una ley dictada con posterioridad al acuerdo.


Artículo 6º. Incumplimiento del Acuerdo de Producción Limpia. El incumplimiento de las disposiciones contenidas en el Acuerdo de Producción Limpia que no sean exigibles de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente, se sujetarán exclusivamente a los efectos derivados del incumplimiento previsto en el respectivo acuerdo.


Artículo 7º. Reducciones voluntarias de emisiones. Al momento de elaborarse un plan de prevención y,o descontaminación, la autoridad competente deberá considerar las reducciones de emisiones de carácter voluntario, que en forma anticipada o por sobre la norma de emisión vigente al dictarse el plan, hayan realizado determinadas fuentes en el marco de un Acuerdo de Producción Limpia, salvaguardando siempre el cumplimiento de las metas fijadas por el respectivo plan de prevención y,o descontaminación. 


Lo anterior, sin perjuicio de otras medidas de incentivo que puedan establecerse en dicho plan, que deberá indicar el tratamiento de las emisiones, la forma y modalidad de su reconocimiento.


Artículo 8º. Programas de Promoción. Además de las metas y acciones específicas de carácter voluntario no exigidas por el ordenamiento jurídico, los Acuerdos de Producción Limpia podrán contemplar programas de promoción del cumplimiento de la normativa en dichas materias, sólo para las empresas de menor tamaño, y que se encuentren en incumplimiento parcial de las exigencias establecidas en las normas.


Para efectos de esta ley, se entenderá por programa de promoción del cumplimiento el plan de acciones y metas, para que en el marco de un Acuerdo de Producción Limpia y dentro de un plazo fijado por los órganos de la Administración del Estado competentes, las empresas cumplan satisfactoriamente con la normativa ambiental, sanitaria y de higiene y seguridad laboral que se indique.


Durante la implementación del acuerdo se identificarán las empresas de menor tamaño que formarán parte del programa de promoción del cumplimiento, para lo cual, el organismo fiscalizador competente emitirá las resoluciones y dictará las instrucciones que estimen necesarias para la formalización de dichos programas, con indicación expresa del plazo dentro del cual deberán dar cumplimiento al mismo, plazo que deberá dar cuenta el Acuerdo de Producción Limpia.


Los organismos públicos competentes en las materias específicas, velarán por el cumplimiento del programa de promoción del cumplimiento de la normativa.


En caso de incumplimiento de este programa, los órganos fiscalizadores competentes en la materia podrán aplicar las sanciones que correspondan a la infracción de dichas normas, de conformidad con sus respectivos procedimientos sancionatorios, aplicándose el doble de la multa correspondiente a la empresa por dicho incumplimiento.


Artículo 9°. Consejo Nacional de Producción Limpia. Corresponde al Consejo Nacional de Producción Limpia de la Corporación de Fomento de la Producción realizar las actividades de coordinación entre los órganos de la Administración del Estado y las empresas o entidades del sector privado que correspondan, en cualesquiera de las etapas de elaboración de los Acuerdos de Producción Limpia.


Asimismo, emitirá las certificaciones de cumplimiento que sean necesarias durante el tiempo de ejecución del respectivo acuerdo, como en su evaluación final. Las empresas que no cumplan las acciones y metas de tipo voluntario, referidas a materias no contenidas en normas obligatorias al momento de suscribir un Acuerdo de Producción Limpia, no podrán optar al certificado de cumplimiento de dichos acuerdos. Lo mismo se aplicará en caso que no se cumpla con el programa de promoción de cumplimiento.


El Consejo tendrá a su cargo los registros que sean necesarios para la correcta aplicación de este artículo, en particular el de los auditores de evaluación de cumplimiento de los Acuerdos de Producción Limpia, de conformidad a lo establecido en el Sistema Nacional de Normalización Técnica. Sin perjuicio de lo anterior, este Consejo podrá desarrollar otro tipo de acciones tendientes a fomentar la producción limpia, en los términos señalados por el reglamento.


El Consejo estará integrado por órganos públicos con competencias ambientales, sanitarias y de fomento productivo, así como por representantes del sector privado, de conformidad a lo señalado en el reglamento dictado por los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y Secretario General de la Presidencia.”.


ARTÍCULO DECIMOPRIMERO.- 

De los Asesores Económicos de Insolvencias y sus Actos.


Créase el sistema voluntario para la reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis y fíjase como su ley la siguiente:

“Título Primero

Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Ámbito de Aplicación. Las normas de esta ley rigen exclusivamente para las personas naturales o jurídicas, cuyas rentas tributen en primera categoría y que entren en alguno de los supuestos del ARTÍCULO SEGUNDO o de aquéllos que, conforme a la fórmula diseñada por el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, sean susceptibles de ser consideradas como pequeñas o microempresas.


En todo caso, siempre podrán acogerse a estas normas, aquellas personas cuyas ventas durante los doce meses anteriores no excedan la cantidad equivalente en moneda nacional a 25.000 unidades de fomento, descontado el valor correspondiente al impuesto al valor agregado y del impuesto específico que pudiere gravar dichas ventas.


Para el cálculo del monto total de las ventas se estará a la proporción de dicho valor en los meses que corresponda, si ellos fueren menos de doce meses.


Artículo 2°.- Estado de Insolvencia. Para los efectos de esta ley, se entiende que las personas naturales o jurídicas señaladas en el artículo 1°, se encuentran en estado de insolvencia cuando cesan en el pago de una o más de sus obligaciones para con cualquier persona natural o jurídica.


Si la persona a la cual se le aplica esta ley estimare fundadamente que dentro de los tres meses siguientes pudiese encontrarse en estado de insolvencia, podrá someterse voluntariamente a los procedimientos que se establecen en los artículos siguientes, opción que se considerará irrevocable para todos los efectos legales, en cuyo caso se suspenderá el inicio del cómputo del plazo previsto en el artículo 41 de la ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio, reiniciándose al vencimiento del plazo que se determine de acuerdo al artículo 20 de esta ley.

Título Segundo

De los Asesores Económicos de Insolvencias


Artículo 3°.- De los Asesores Económicos de Insolvencias y sus Funciones. La función del asesor económico de insolvencias en adelante e indistintamente, el “asesor”, será la de otorgar el certificado regulado en el artículo 17 de esta ley y llevar a cabo un estudio sobre la situación económica, financiera y contable del deudor.


El asesor cumplirá dichas funciones previo requerimiento de las personas definidas en el artículo 1° de esta ley, las que deben encontrarse en alguno de los supuestos contenido en el artículo precedente.


Artículo 4°.- Requisitos para ser Asesor Económico de Insolvencias. Pueden ser asesores económicos de insolvencias las personas naturales y las sociedades de personas, cuyo único objeto esté constituido por la actividad de asesoría económica de insolvencias, conforme a esta ley.


En el caso de las personas naturales, el asesor deberá cumplir con las exigencias que el artículo 16, inciso primero, del Libro IV del Código de Comercio, establece para los síndicos.


Los postulantes a asesor, que no fueren síndicos, deberán aprobar el examen de conocimientos ante la Superintendencia de Quiebras, en adelante la “Superintendencia”, a que se refiere el inciso anterior, el que a lo menos deberá ser convocado dos veces en cada año calendario. Los exámenes contemplarán exigencias comunes para todos los postulantes que lo rindan conjuntamente en cada oportunidad. El Superintendente deberá señalar en cada oportunidad y con la debida anticipación las materias que incluirán en los exámenes.


En el caso de las sociedades de personas, sólo el representante legal podrá actuar como asesor.


Para ejercer el cargo de asesor, el interesado deberá encontrarse inscrito en el Registro de Asesores Económicos de Insolvencias que deberá mantener actualizado la Superintendencia de Quiebras.


Los asesores registrados, que no hayan tenido actividad de asesoría económica de insolvencias en un período de tres años, deberán rendir nuevamente el examen exigido por esta ley.


Artículo 5°.- Reglamento. Un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda, de Justicia y de Economía, Fomento y Reconstrucción, complementará la regulación sobre el sistema voluntario para la reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis.


Entre otros aspectos, este texto deberá indicar las formalidades del Registro de Asesores Económicos, los mecanismos que se utilizarán para que dicho Registro se mantenga actualizado y los sistemas de comunicación complementarios al sitio de dominio electrónico de la Superintendencia que se consideren necesarios para informar directamente a quienes se encuentren bajo la asesoría económica de insolvencia de un registrado que sea excluido del registro o haya renunciado.


Artículo 6°.- Prohibiciones. No podrán ser asesores económicos de insolvencias las personas que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los números 1, 2, 3 y 4 del artículo 17 de la ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio.


Artículo 7°.- Causales de Exclusión. La Superintendencia excluirá a los asesores del registro, en los siguientes casos:


a) Por haber intervenido en forma directa o indirecta en el año anterior a la emisión de un certificado o intervenir en el siguiente año contado desde dicho acto, a cualquier título, en las actividades o negocios del deudor que hubiere requerido de sus servicios, salvo aquellas derivadas de las funciones propias a su cargo.


b) Por adquirir para sí, en forma directa o indirecta o para terceros, cualquier clase de bienes pertenecientes a la persona natural o jurídica que hubiere formulado el requerimiento de que trata el artículo 12 de esta ley.


c) Por proporcionar u obtener cualquier ventaja en las actividades que ejecute y en que intervenga como asesor.


d) Por reprobar el examen a que se refiere el inciso final del artículo 4°.


e) Por infracciones reiteradas que en su conjunto constituyan una conducta grave, o por infracción grave a las disposiciones legales o reglamentarias o a las instrucciones que imparta la Superintendencia en uso de sus atribuciones. Se deberá dar debida publicidad a la exclusión del registro basadas en esta causal.


f) Por incurrir en las causales 2, 7 o 9, reguladas en el artículo 22 de la ley de Quiebras, en el Libro IV del Código de Comercio.


g) Por muerte.


Artículo 8°.- Procedimiento de Reclamo a la Exclusión. Sin perjuicio de los recursos administrativos que procedan, el asesor afectado por alguna causal de exclusión o por instrucciones particulares que le hubiere impartido la Superintendencia, podrá reclamar de ellas dentro del plazo de cinco días a contar de la fecha en que sea notificada la respectiva resolución administrativa, ante el juez de letras que corresponda a su respectivo domicilio. El juicio de reclamación se tramitará en conformidad a las normas del procedimiento sumario.


En cualquier caso, el asesor excluido del registro, deberá de inmediato y sin más trámite entregar al titular que corresponda todos los antecedentes que le haya aportado para su asesoría. En caso de incumplimiento de esta obligación, la Superintendencia, a requerimiento del interesado, podrá requerir su cumplimiento bajo el apercibimiento señalado en el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, caso en el cual las multas establecidas en dicha disposición podrán alcanzar hasta 60 unidades de fomento.


La Superintendencia dará a conocer inmediatamente al deudor el listado de asesores disponibles para efectos de la nueva designación, la que en todo caso deberá efectuarse por el deudor dentro de los diez días siguientes al requerimiento de la Superintendencia. Transcurrido este plazo sin que se haya materializado la designación, se revocará el certificado y cesarán automáticamente sus efectos.


Artículo 9°.- Renuncia. El asesor económico de insolvencias que renuncie deberá dar estricto cumplimiento a las obligaciones asumidas hasta el término de las mismas, sujetándose a la fiscalización de la Superintendencia hasta que finalicen las asesorías en curso, cesando sus responsabilidades como asesor sólo después que la Superintendencia haya aprobado tales asesorías, sin perjuicio que, desde la renuncia, se comunique tal circunstancia en el registro respectivo según las formalidades que establezca la Superintendencia en normas de carácter general.


La renuncia deberá ser notificada al deudor y acreedores involucrados mediante carta certificada.


Artículo 10.- Garantía de Fiel Cumplimiento. Todo asesor deberá mantener una garantía de fiel desempeño de su actividad depositada en la Superintendencia, cuya naturaleza y monto deberá ser fijada por dicho organismo mediante resolución, las cuales deberán ser publicadas en el Diario Oficial para su entrada en vigor. Dicha garantía deberá permanecer vigente mientras el asesor se encuentre inscrito como tal en el referido organismo.


Artículo 11.- Inhabilidades. Son inhábiles para actuar como asesor el cónyuge y los parientes del deudor por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado inclusive. Asimismo, son inhábiles quienes en los últimos cinco años, contados desde la fecha del requerimiento hubieren realizado cualquier tipo de negocios o actos jurídicos con el deudor sin distinguir su clase o naturaleza, sea en forma directa o indirecta, a menos que estos sean de común y circunstancial ocurrencia, o con alguno de los socios, dependientes o terceros con relaciones pecuniarias de la sociedad de personas que desempeña la función de asesoría económica de insolvencias.


El asesor no podrá actuar directa o indirectamente en gestiones:


a) Que se encuentren a cargo de otro asesor económico de insolvencias en calidad de tal;


b) En los casos en que tengan o hayan tenido interés él, su cónyuge o sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado inclusive, en los últimos cuatro años, y


c) Si el deudor ha tenido relaciones de negocios con el asesor, su cónyuge o sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado inclusive dentro de los últimos cuatro años.


El acreedor que tuviere relaciones de cualquier clase con el asesor o con alguno de los socios, dependientes o terceros con relaciones pecuniarias de la sociedad de personas que desempeña la función de asesoría económica de insolvencias o de la persona jurídica del acreedor, deberá así declararlo a los demás acreedores con el fin de que cualquiera de éstos puedan requerir la inhabilidad inmediata del asesor.


Si cualquiera de los sujetos mencionados en el inciso anterior, omite declarar sobre la existencia de esas relaciones, dará lugar a las indemnizaciones que en cada caso procedan por el perjuicio derivado de dicha omisión.


Las inhabilidades señaladas en el presente artículo, cuando afecten a los socios de la sociedad asesora económica, se extenderán a esta última.


Artículo 12.- Sanción al Concierto. El asesor persona natural o los socios de la sociedad que actúen en calidad de asesor, y que se concertaren con el deudor o con cualquier acreedor actual o pasado o con un tercero para proporcionar alguna ventaja indebida para sí o para las personas antes indicadas, será penado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, salvo que cualquiera de los actos delictuosos que hubiere cometido en el desempeño de su cargo tuviere asignada mayor pena, pues entonces se aplicará ésta. Será, además, castigado con inhabilidad especial perpetua para ejercer el cargo de asesor económico de insolvencias o de síndico.


Artículo 13.- Responsabilidad del Asesor Económico de Insolvencias. El asesor responderá de culpa levísima. Su responsabilidad será perseguida con arreglo a las normas del procedimiento sumario.


Artículo 14.- Incompatibilidad. El que hubiese ejercido la función de asesor económico de insolvencias para un deudor, no podrá desempeñarse como síndico respecto de la quiebra que posteriormente se declare respecto del mismo deudor. La infracción a esta disposición será la exclusión del registro de síndicos.


Artículo 15.- Funciones de la Superintendencia de Quiebras. En conformidad al número 14 del artículo 8° de la ley N° 18.175, la Superintendencia tendrá, además, las siguientes funciones:


1.- Llevar un registro de asesores, que deberá ser público y de acceso gratuito, y regular su inscripción en el mismo mediante resolución.


2. - Fiscalizar las actuaciones de los asesores en todos los aspectos de su gestión, sean técnicos, jurídicos o financieros, pudiendo interpretar administrativamente las leyes y reglamentos y demás normas que rigen a las personas fiscalizadas, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales que correspondan a los tribunales competentes. Mediante normas de carácter general, la Superintendencia deberá establecer la forma en la cual podrá ejecutar su labor de fiscalización a los asesores y los documentos que deben ser guardados, por los plazos y forma en que lo indique.


3. - Aplicar a los asesores las sanciones indicadas en el número 5 del artículo 8° de la ley N° 18.175, quienes tendrán los derechos que en dicha norma se conceden a los síndicos.


4. - Llevar un registro público de los certificados a que se refiere el artículo 17 de esta ley y otorgar las certificaciones que se le soliciten relativas a la emisión y caducidad de dichos certificados, los que se ajustarán a las formalidades que establezca la Superintendencia mediante resolución.


5.- Recibir las denuncias que los acreedores, los deudores o terceros interesados formulen en contra del desempeño de los asesores y en caso que sea procedente poner en conocimiento del Ministerio Público a la mayor brevedad las irregularidades de carácter penal de que pueda tomar conocimiento. En caso que las denuncias no tengan carácter criminal, pondrá sus conclusiones en un informe dirigido al denunciante y señalará si impuso sanciones al respectivo asesor.

Título Tercero

Del Procedimiento


Artículo 16.- Presentación del Requerimiento al Asesor. La persona que se encuentre en cualquiera de los casos descritos en el artículo 2°, deberá presentar al asesor que elija un requerimiento acompañado de uno o más antecedentes que acrediten haber cesado en el pago de al menos una de sus obligaciones o de la declaración fundada de que estima encontrarse en la situación del segundo inciso del mismo artículo. Si se tratare de una persona jurídica acompañará los antecedentes legales de su constitución, de las modificaciones que se hubieren efectuado a sus estatutos y de los poderes o mandatos vigentes. También deberá señalarse el número de trabajadores que laboran para el deudor.


El monto de las ventas, se podrá acreditar con cualesquiera de los siguientes antecedentes: libros de compras y ventas, facturas y boletas emitidas, sea que se encuentren pagadas o pendientes de pago, declaraciones del impuesto al valor agregado, declaraciones de rentas u otros documentos probatorios que consten por escrito o en forma electrónica.


Artículo 17.- Emisión del Certificado. Recibido que sea por el asesor el requerimiento de un deudor, acompañado de los antecedentes que indica el artículo 16, deberá aceptar la nominación formalmente y comunicarle este hecho a la Superintendencia. Acto seguido, verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder a este procedimiento, luego de lo cual y en caso que sea procedente, deberá otorgar un certificado bajo su firma, en el que se indicará quién es el requirente, rut, domicilio y giro o actividad. En el mismo acto de emisión del certificado, el asesor deberá abrir un expediente que dé cuenta del requerimiento y del certificado emitido y, además, comunicar la expedición del certificado a la Superintendencia para su validación, a partir de la cual surtirán todos los efectos descritos en el artículo siguiente para el certificado.


La denegación del certificado deberá ser fundada y sólo procederá en caso que no se presente al asesor los antecedentes requeridos por esta ley para su emisión, o no se corrijan o complementen a requerimiento del señalado asesor.


El expediente tendrá, para todos los efectos legales, el carácter de público.


La Superintendencia podrá dictar normas de carácter general con el objeto de facilitar la aplicación de la presente disposición.


Artículo 18.- Efectos del Certificado. El certificado expedido conforme a lo dispuesto en esta ley validado por la Superintendencia y hecho valer de conformidad al artículo 19 en los procesos judiciales, o siendo presentado ante los órganos de la Administración del Estado, permitirá al deudor que el órgano judicial o administrativo respectivo declare la suspensión de:


a) Los apremios de cualquier clase que provengan del incumplimiento de obligaciones pecuniarias, con excepción de aquellos vinculados a remuneraciones y cotizaciones de seguridad social, adquiridas en el desempeño de las actividades empresariales.


b) Los actos que sean consecuencia directa del protesto de documentos mercantiles del requirente del certificado.


c) Los actos judiciales que impliquen embargos, medidas precautorias de cualquier clase, restituciones en juicios de arrendamiento y solicitudes de quiebra.


d) Los procedimientos o juicios de carácter tributario.


e) Cualquier otra medida de carácter administrativo o judicial, incluso ante juzgados de policía local, que sea procedente proseguir en contra de la persona natural o jurídica a cuyo nombre se hubiere emitido el certificado, con motivo de alguna obligación relativa al giro del deudor.


Con todo, el tribunal respetivo y el órgano administrativo en los casos que correspondiere, no podrá suspender los procedimientos derivados del ejercicio de acciones constitucionales, los derivados de delitos cometidos por la o las personas que fueren el mismo empresario individual o socios o accionistas de la persona jurídica o sus representantes, los derivados del ejercicio de los derechos colectivos del trabajo o del incumplimiento de las normas de higiene y seguridad en materia laboral, los derivados de sus obligaciones de familia y cualquiera que implique una infracción normativa.


Emitido que sea el certificado, el beneficiario no podrá gravar ni enajenar los bienes que a esa fecha formen parte del activo fijo de su patrimonio.


Artículo 19.- Presentación del Certificado. Para que el certificado produzca sus efectos, el deudor deberá presentar al órgano competente una copia del mismo, autorizada por la Superintendencia, según las formalidades que ella establezca, mediante normas de carácter general. 


Si la presentación del certificado es ante un tribunal de justicia, deberá hacerse por intermedio de abogado habilitado para el ejercicio de la profesión y se tramitará según las reglas de las excepciones dilatorias, previstas en el Título VI del Libro II del Código de Procedimiento Civil, salvo lo dispuesto en el artículo 307, tramitándose en consecuencia en el cuaderno principal, y la resolución que las deseche será apelable. 


En aquellos procedimientos judiciales en los cuales ya hubiese transcurrido el término de emplazamiento, el juez de la causa suspenderá el procedimiento si el deudor ejerce el beneficio según lo dispuesto en el artículo 310 del Código de Procedimiento Civil, entendiéndose fundada la suspensión con la copia autorizada por la Superintendencia del certificado respectivo.


Artículo 20.- Período de Suspensión. La suspensión a que se refiere el artículo anterior durará por el plazo que fije el asesor, pero en ningún caso más de noventa días corridos contados desde la fecha de emisión del certificado y no podrá ser objeto de prórroga alguna.


Los plazos de obligaciones de naturaleza patrimonial, relacionados con los asuntos previstos en el primer inciso del artículo anterior, y todos los contenidos en el Código del Trabajo, que estuvieren corriendo y los que debieran iniciarse durante el período de suspensión, continuarán corriendo o se iniciarán, según sea el caso, a partir del día inmediatamente siguiente a la extinción del período de suspensión, que fuere hábil o corrido dependiendo de la naturaleza del plazo. Igual norma se aplicará a los plazos legales, judiciales o administrativos.


El período de suspensión se descontará íntegramente respecto de la prosecución de los juicios que estuvieren en tramitación, a los efectos de considerar un eventual abandono de procedimiento. Los plazos de prescripción que estuvieren corriendo se suspenderán durante el período señalado.


Artículo 21.- Prohibición de Impetrar el Beneficio. La persona que se haya acogido a los beneficios de esta ley no podrá impetrar nuevamente la extensión de un nuevo certificado, sin que haya mediado a lo menos cinco años contados desde la fecha del certificado inmediatamente anterior.


Artículo 22.- Resultado del Estudio Económico. Durante el período de suspensión indicado en el artículo 20, el asesor deberá llevar a cabo un estudio de la situación económica, financiera y contable del deudor, en el cual se establezca la naturaleza y monto de sus obligaciones tanto vencidas como por vencer cualquiera sea el plazo, condición o modo de las mismas, los activos que posee y si éstos son de su dominio y los gravámenes, modos o condiciones a que están sujetos.


El estudio también deberá señalar el giro de los negocios del deudor, las causas que originaron el incumplimiento de las obligaciones y las perspectivas de su actividad en orden a la posibilidad de cumplir razonablemente con sus obligaciones y si ese no fuere el caso deberá señalarlo circunstanciadamente. 


Cualquiera de los acreedores podrá solicitar una copia del estudio al asesor una vez terminado el plazo de suspensión y será obligación de éste proceder a su entrega sin más trámite y sin costo para el solicitante. El asesor dejará constancia de dicho acto en el expediente respectivo. Igualmente, el asesor enviará una copia a la Superintendencia.


El asesor, actuando de consuno, con el deudor podrá efectuar las gestiones que estime pertinentes ante organismos públicos o privados, con el objeto de obtener recursos o asistencia técnica a los fines de llevar a cabo una reorganización de la empresa o establecimiento del deudor y superar su estado.


Artículo 23.- Citación y Notificación de los Acreedores. Durante el período de suspensión, el asesor deberá citar a los acreedores y al deudor a una o más reuniones que se llevarán a cabo con los que asistan, en la o las cuales deberá exponer la situación del deudor y sugerirá las medidas que serían necesarias para resolver las dificultades que motivaron el requerimiento de asesor. Asimismo, podrá, con la anuencia del deudor, proponer a los acreedores el inicio de un convenio.


La citación a la reunión de acreedores se efectuará por cualquier medio legítimo, con el fin de contar con la presencia del mayor número posible de ellos. Se dejará constancia en el expediente de las citaciones y de la forma en que fueron efectuadas. El asesor podrá efectuar reuniones con los acreedores sea en forma individual o colectiva, sea en conjunto con el deudor o en forma separada, todas las veces que lo considere conveniente.


Artículo 24.- Proposiciones y Acuerdos. Las proposiciones del asesor no serán obligatorias para el deudor ni para los acreedores, quienes podrán acordar lo que estimen conveniente a sus respectivos intereses.


Los acuerdos pueden constar en uno o más instrumentos firmados por las partes y el asesor, los que deben ser protocolizados en una notaría del domicilio del deudor dentro del plazo de la suspensión, de lo contrario no producirán ningún efecto legal. Los acuerdos sólo obligan a las partes que los suscriban, las que no podrán sustraerse de las normas legales vigentes. Cualquiera de los acreedores tendrá derecho irrestricto a conocer los acuerdos a que su deudor hubiere llegado con otros acreedores, pudiendo al efecto solicitar al asesor toda la información que sobre dicho particular estime conveniente. Sin perjuicio de lo anterior, de cada uno de los acuerdos adoptados se remitirá copia simple a los acreedores que no hayan participado de él.


Si el deudor hace abandono de bienes a sus acreedores para el pago de sus obligaciones, queda liberado de las que tenga para con los concurrentes al acto y siempre que hayan sido declaradas en el acto del abandono, las que se entienden integralmente extinguidas. El acuerdo debe indicar la o las personas legitimadas para enajenar los bienes y distribuir el producido entre los acreedores, lo que no podrá llevarse a efecto sino una vez extinguido el plazo de diez días que se indica a continuación.


Los acreedores cuyos créditos figuren en la declaración de deudas formulada por el deudor y que no hayan suscrito el acuerdo podrán adherir a él dentro de los diez días corridos siguientes a la extinción del plazo de suspensión. La adhesión deberá constar en documento protocolizado dentro de esos diez días en la misma notaría en la cual se protocolizó el acuerdo de abandono de bienes.


La declaración falsa que formule el deudor acerca de sus acreedores, del monto de las obligaciones o la naturaleza de las mismas, o acerca de la propiedad de los bienes abandonados, será penada en la forma prescrita en el artículo 229 del Libro IV del Código de Comercio y para esos efectos el deudor será considerado como fallido.


Las obligaciones comprendidas en el acuerdo de abandono de bienes deberán ser eliminadas de los registros o bancos de datos personales a que se refiere la ley N° 19.628, a cuyo efecto el deudor deberá presentar copia autorizada del acuerdo a la entidad titular del registro.


Artículo 25.- Extinción de los Efectos del Certificado. Vencido el plazo de la suspensión los acreedores y el deudor podrán ejercer sus derechos libremente, respetando los acuerdos que hubieren suscrito durante la vigencia del referido plazo.


En caso de quiebra del mismo deudor o que éste proponga o sea obligado a proponer un convenio preventivo, los acreedores sujetos a los acuerdos concurrirán con los demás acreedores por la parte de su crédito original que sea proporcional al saldo incumplido del acuerdo. Los créditos de los acreedores sujetos a los acuerdos señalados, serán exigibles para los efectos de que puedan intervenir en dichos procedimientos.


Artículo 26.- Remuneración del asesor. La remuneración del asesor será fijada de común acuerdo entre el solicitante y éste último. En caso de quiebra del solicitante, la remuneración pactada se considerará, hasta un máximo del equivalente a cien unidades de fomento, como un gasto en que se ha debido incurrir para poner a disposición de la masa los bienes del fallido, y en consecuencia tendrá la preferencia establecida en el artículo 2472 N° 4 del Código Civil. En todo caso, la remuneración pactada no podrá exceder del 2% del total del activo de la quiebra.


En caso de quiebra del deudor, el Fisco pagará a través de la Tesorería General de la República, hasta 75 unidades de fomento de la remuneración considerada como gasto y se subrogará por el solo ministerio de la ley en los valores pagados. Será responsabilidad legal del respectivo síndico, cuando corresponda, efectuar la verificación del crédito asumiendo de pleno derecho la representación del Fisco, de todo lo cual informará detalladamente a la Superintendencia.


Artículo 27.- Aviso Municipal de Término de Actividades. El Servicio de Impuestos Internos deberá informar a los municipios, cada 30 de junio, el término del giro de actividades sujetas a patente municipal. Sin perjuicio de ello, cada contribuyente deberá entregar dicha información al municipio que corresponda.”.


ARTÍCULO DECIMOSEGUNDO.- Modificaciones. Modifícanse las disposiciones que a continuación se indican:


1) En el Libro IV del Código de Comercio:


a) Sustitúyese en su artículo 109, el guarismo “1.000” por “2.000”.


b) Agrégase en su artículo 240 el siguiente inciso segundo: 


“A todos los deudores comprendidos en el artículo primero de la ley sobre el “sistema voluntario de reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis” se les aplicará lo dispuesto en este artículo aunque se encuentren comprendidos en el artículo 41 y el plazo de la rehabilitación será de seis meses contados desde que se hubiere declarado la quiebra.”.


2) En el artículo 26 del decreto ley N° 3.063, de 1979: 


a) Trasládase su inciso tercero como inciso quinto, pasando los actuales incisos cuarto y quinto a ser tercero y cuarto, respectivamente.


b) Elimínase en su inciso tercero, que pasa a ser quinto, la expresión inicial “Sin embargo,”, e iníciase con mayúscula la expresión “la” que sigue a continuación.


c) Agrégase, a continuación de su inciso quinto, nuevo, los siguientes incisos:


“Las municipalidades podrán otorgar patente provisoria a las empresas que lo soliciten por primera vez, cuyo capital inicial declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento, que acrediten el cumplimiento de los requisitos sanitarios mediante permisos provisorios entregados por la autoridad sanitaria, sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos de emplazamiento.


En los casos del inciso anterior, las municipalidades podrán, de modo general, eximir del pago de las patentes provisorias u otorgar plazo para el pago de las mismas, de hasta doce cuotas mensuales reajustables. La exención corresponderá al año que dure la patente provisoria.”. 


3) En el Código del Trabajo:


a) Intercálase a continuación de su artículo 476, el siguiente artículo 476 bis:


“Artículo 476 bis. Para los efectos de este Código y sus leyes complementarias, los empleadores se clasificarán en micro, pequeña, mediana y gran empresa, en función del número de trabajadores.


Se entenderá por micro empresa aquélla que tuviere contratados de 1 a 9 trabajadores, pequeña empresa aquélla que tuviere contratados de 10 a 49 trabajadores, mediana empresa aquélla que tuviere contratados de 50 a 199 trabajadores y gran empresa aquélla que tuviere contratados 200 trabajadores o más.”.


b) Sustitúyese el artículo 477 por el siguiente:


“Artículo 477.  Las infracciones a este Código y sus leyes complementarias, que no tengan señalada una sanción especial, serán sancionadas de conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes, según la gravedad de la infracción.

 
Para la micro empresa y la pequeña empresa, la sanción ascenderá de 1 a 10 unidades tributarias mensuales.


Tratándose de medianas empresas, la sanción ascenderá de 2 a 40 unidades tributarias mensuales.


Asimismo, para la gran empresa, la sanción ascenderá de 10 a 90 unidades tributarias mensuales.


En el caso de las multas especiales que establece este Código, su rango se podrá duplicar y triplicar si se dan las condiciones establecidas en los incisos tercero y cuarto de este artículo.


La infracción a las normas sobre fuero sindical se sancionarán con multa de 14 a 70 unidades tributarias mensuales.”.


c) Intercálanse, a continuación del artículo 477, los siguientes artículos 477 bis y artículo 477 ter:


“Artículo 477 bis. El inspector del trabajo que constate en una micro o pequeña empresa una infracción legal o reglamentaria que no ponga en riesgo inminente la seguridad o la salud de los trabajadores podrá conceder un plazo de, a lo menos, cinco días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas.


Artículo 477 ter. Tratándose de micro y pequeñas empresas, y en los casos en que el afectado no hubiere recurrido de conformidad a los artículos 474 y 481 de este Código, el inspector del trabajo respectivo autorizará, a solicitud del sancionado, y sólo por una vez en el año respecto de la misma infracción, la sustitución de la multa impuesta por alguna de las modalidades siguientes:


1. Si la multa impuesta es por infracción a normas de higiene y seguridad, por la incorporación en un programa de asistencia al cumplimiento, en el que se acredite la corrección de la o las infracciones que dieron origen a la sanción y la puesta en marcha de un sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo. Dicho programa deberá implementarse con la asistencia técnica del organismo administrador de la ley Nº 16.744, al que se encuentre afiliada o adherida la empresa infractora y deberá ser presentado para su aprobación por la Dirección del Trabajo, debiendo mantenerse permanentemente a su disposición en los lugares de trabajo. La presente disposición será igualmente aplicada por la autoridad sanitaria que corresponda, en aquellos casos en que sea ésta quien aplique la sanción.


2. En el caso de multas no comprendidas en el número anterior, y previa acreditación de la corrección, de la o las infracciones que dieron origen a la sanción, por la asistencia obligatoria a programas de capacitación dictados por la Dirección del Trabajo, los que tendrán una duración máxima de dos semanas.


La solicitud de sustitución deberá presentarse dentro del plazo de treinta días de notificada la resolución de multa administrativa.


Autorizada la sustitución de la multa de conformidad a lo dispuesto precedentemente, si el empleador no cumpliere con su obligación de incorporarse en un programa de asistencia al cumplimiento o de asistencia a programas de capacitación, según corresponda, en el plazo de 60 días, procederá al aumento de la multa original, el que no podrá exceder de un 25% de su valor.”.


d) Sustitúyese el artículo 481, por el siguiente:


“Artículo 481. Facúltase al Director del Trabajo, en los casos en que el afectado no hubiere recurrido de conformidad al artículo 474 y no hubiere solicitado la sustitución del artículo 477 bis de este Código, para reconsiderar las multas administrativas impuestas por funcionarios de su dependencia en la forma siguiente:


1. Dejando sin efecto la multa, cuando aparezca de manifiesto que se ha incurrido en un error de hecho al aplicar la sanción.


2. Rebajando la multa, cuando se acredite fehacientemente haber dado íntegro cumplimiento, a las disposiciones legales, convencionales o arbitrales cuya infracción motivó la sanción.


Si dentro de los quince días siguientes de notificada la multa, el empleador corrigiere la infracción, el monto de la multa se rebajará, a lo menos, en un cincuenta por ciento. Tratándose de la micro y pequeña empresa, la multa se rebajará, a lo menos, en un ochenta por ciento.”.


4) En la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:


a) Añádese en su artículo 1° N° 1, el siguiente texto, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido: "En ningún caso podrán ser considerados consumidores los que de acuerdo al número siguiente deban entenderse como proveedores.".


b) Reemplázase en el inciso final de su artículo 24, la frase entre comas "el grado de negligencia en que haya incurrido el infractor" por la siguiente: “los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio obtenido con motivo de la infracción".


c) Agrégase la siguiente oración, a continuación del punto aparte de la letra b) de su artículo 53 C, que pasa a ser punto seguido: "La suma de las multas que se apliquen por cada consumidor afectado tomará en consideración en su cálculo los elementos descritos en el artículo 24 y especialmente el daño potencialmente causado a todos los consumidores afectados por la misma situación.".


5) En el artículo 4° de la ley N° 20.169, que regula la competencia desleal, agregánse las siguientes letras h) e i):


“h) La imposición por parte de una empresa a un proveedor, de condiciones de contratación para sí, basadas en aquellas ofrecidas por ese mismo proveedor a empresas competidoras de la primera, para efectos de obtener mejores condiciones que éstas; o, la imposición a un proveedor de condiciones de contratación con empresas competidoras de la empresa en cuestión, basadas en aquellas ofrecidas a ésta. A modo de ejemplo, se incluirá bajo esta figura la presión verbal o escrita, que ejerza una empresa a un proveedor de menor tamaño cuyos ingresos dependen significativamente de las compras de aquélla, para obtener un descuento calculado a partir del precio pactado por ese mismo proveedor con algún competidor de la primera empresa.


i) El incumplimiento sistemático de deberes contractuales con los proveedores, para efectos de obtener rebajas artificiales de costos frente a los competidores.”.


ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- Cambio de Denominación. Modifícase la denominación dada por el artículo 1° de la ley N° 14.171, a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, la que pasará a denominarse en lo sucesivo “Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño”.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción o simplemente “de Economía”, en ambos casos, deberán entenderse referidas a la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño.”. 


ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- Ninguna disposición contenida en esta ley podrá interpretarse en el sentido de dejar sin efecto las normas de la ley N° 19.749, que establece normas para facilitar la creación de micro empresas familiares.


ARTÍCULOS TRANSITORIOS


ARTÍCULO PRIMERO.- Dentro de los dos primeros años de vigencia de la presente ley, la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, hará una revisión de la reglamentación actualmente aplicable a las Empresas de Menor Tamaño, con la finalidad de proponer a los órganos públicos competentes las adecuaciones que sean necesarias para el cumplimiento del objetivo señalado en el ARTÍCULO PRIMERO de la presente ley.


ARTÍCULO SEGUNDO.- Increméntase la dotación máxima vigente de personal de la Superintendencia de Quiebras en siete cupos destinados a garantizar el cumplimiento de las nuevas funciones que se le encargan por esta ley.


ARTÍCULO TERCERO.- El mayor gasto que represente esta ley, durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo a recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público. En los años posteriores se financiará con los recursos que para estos efectos contemple la ley de Presupuestos de cada año para las instituciones respectivas.


ARTICULO CUARTO.- El Reglamento establecido en el ARTICULO CUARTO, deberá ser dictado dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 17 de marzo de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Fernando Flores Labra, Jovino Novoa Vásquez, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Úbeda.


Sala de la Comisión, a 18 de marzo de 2009.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ESPINA, GARCÍA, HORVATH, LARRAÍN Y PROKURICA CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE FORTALECE LA PERSECUSIÓN PENAL DE ATENTADOS Y AMENAZAS CONTRA FISCALES DEL MINISTERIO PÚBLICO Y DEFENSORES PENALES

(6417-07)

Honorable Senado:

1. La ley Nº 20.236, de 27 de diciembre de 2007, modificó el Código Penal introduciendo en el Título VI del Libro Segundo del Código Criminal, De los Crímenes y Simples Delitos contra el Orden y la seguridad públicos cometidos por particulares, un párrafo 1 bis nuevo para sancionar con mayor drasticidad los delitos cometidos contra fiscales del ministerio público y defensores penales.

2. Esta ley tuvo su origen en una moción parlamentaria presentada por los Senadores señores Alberto Espina, Hernán Larraín Fernández, Soledad Alvear Valenzuela, José Antonio Gómez Urrutia  y Pedro Muñoz Aburto. Se consideró en esa oportunidad que las amenazas y atentados contra fiscales y defensores socavan los pilares mismos de la Administración de Justicia, toda vez que la reiteración y gravedad de los mismos puede llegar a dificultar el cumplimiento pleno de las funciones de quienes están llamados, precisamente, a investigar los ilícitos y a asegurar el derecho a defensa.

3. Lamentablemente los avances de la informática han permitido nuevas modalidades de comisión de los delitos de amenazas contra estos funcionarios, estableciendo espacios de impunidad que ponen en riego los bienes jurídicos protegidos por la ley antes citada.

4. Un ejemplo de ello son las amenazas efectuadas vía internet por medio de correos electrónicos provenientes de servidores computacionales que se encuentran en el extranjero. Aunque los autores de esas misivas las hayan mandado desde Chile, se ha interpretado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 157 del Código Orgánico de Tribunales, que el principio de ejecución parte en el servidor, por lo que hay trabas jurisdiccionales para la persecución penal.

5. Se debe tener a la vista que en el ordenamiento jurídico nacional se han integrado normas penales excepcionales que permiten la persecución penal de delitos cuyo principio de ejecución está en el extranjero pero que tienen efectos en Chile o que afectan a chilenos. Ejemplo de ello es la ley Nº 19.927, que permite perseguir a los chilenos o residentes habituales en Chile que en el extranjero producen material pornográfico en el que participan menores chilenos, o que promueven o facilitan la prostitución de menores de edad chilenos.

6. La protección de la integridad de los fiscales y defensores públicos resguarda bienes jurídicos muy importantes, por ello es imprescindible que la ley penal en Chile sancione también a los que amenacen a los fiscales y defensores públicos en razón del ejercicio de sus funciones cuando esa conducta sea realizada por medio de correos electrónicos, aunque el servidor computacional que los gestione esté fuera del país.

7. En mérito de lo expuesto los Parlamentarios que suscriben vienen en proponer el siguiente Proyecto de Ley:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.-Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 268 quinquies del Código Penal: 

“Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 296, se entenderá hechas por escrito las amenazas cometidas por medio de comunicaciones electrónicas.”.

Artículo 2º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

1) Agrégase al artículo 6º el siguiente número 11, nuevo:

“11.- Los sancionados en el artículo 268 quinquies del Código Penal, cuando se cometan por un chileno o por un extranjero con residencia habitual en Chile, si para su perpetración se utilizaron medios electrónicos ubicados fuera del país. Para estos efectos, será competente el juez de garantía que señala el artículo 157, inciso tercero, de este Código.”.

2) Insértase al inciso tercero del artículo 157 del Código Orgánico de Tribunales la siguiente frase final, pasando el punto final actual del inciso a ser punto seguido: 

”Los delitos de amenazas señalados en el artículo 268 quinquies del Código Penal, cometidos por medio de comunicaciones electrónicas, se entenderán perpetrados en el despacho del fiscal o defensor amenazado. Si fuesen varios los funcionarios amenazados, el delito se entenderá cometido en el despacho del funcionario cuyo apellido paterno, alfabéticamente considerado, sea el primero en la lista de los amenazados.”.”

(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, HORVATH, PROKURICA Y OTROS SEÑORES HONORABLES SENADORES MEDIANTE EL CUAL SE PROPONE MEDIDAS EN RESPALDO DE LA TERCERA VERSIÓN DE CAMPAÑA DENOMINADA “LA HORA DEL PLANETA”, ACTO SIMBÓLICO A NIVEL PLANETARIO CONSISTENTE EN APAGAR LAS LUCES DE LAS CIUDADES POR UNA HORA EL DÍA 28 DE MARZO

Honorable Senado:

Considerando:

1. Que docenas de eventos desarrollados en todo el mundo marcaron el inicio de la campaña más grande a nivel mundial en la lucha contra el cambio climático, promovido por la WWF: “La Hora del Planeta 2009”, que busca comprometer a ciudades, corporaciones y principalmente a personas a apagar sus luces por una hora, entre las 20:30 y las 21:30 horas, a través de 14 husos horarios, el próximo 28 de marzo.
2. Que hasta hoy más de 500 ciudades de 75 países ya se han comprometido a participar de “La Hora del Planeta”, y se espera que el día de “apagar la luz”, sean más de mil millones de personas en 1.000 ciudades las que participen de esta campaña mundial, en una demostración gráfica de apoyo para una misma acción en torno el cambio climático.  
3. Que se espera que edificios de empresas, oficinas de gobierno, casas particulares, escuelas y monumentos íconos apaguen sus luces no esenciales en el evento más grande de la historia por la lucha contra el cambio climático, con el objetivo de crear conciencia, motivar a la gente para que se comprometa a tomar acciones sustentables en su vida diaria, y demostrar que, trabajando juntas, las personas pueden hacer una diferencia en la lucha contra este tema global. 
4. Que “La Hora del Planeta” surgió en Sydney, Australia, durante el año 2007 y convocó a dos millones de personas. Durante “La Hora del Planeta 2008”, más de 50 millones de personas en 400 ciudades apagaron sus luces, incluyendo íconos como la Casa de la Opera en Sidney, el templo Budista Wat Arun en Bangkok, el Coliseo en Roma, el Castillo Real en Estocolmo, City Hall en Londres, el edificio Empire State en Nueva York, la Torre de Sears en Chicago y el Golden Gate en San Francisco. Algunas corporaciones también demostraron su apoyo, por ejemplo el logotipo de Coca-Cola en la plaza Times Square en Nueva York y la página de Google se oscurecieron durante todo el día en tributo a La Hora del Planeta.  

m. 
5. Que algunas de las ciudades ya comprometidas en esta campaña son: Adelaide, Brisbane, Canberra, Darwin, Hobart, Melbourne, Perth y Sydney en Australia; Santa Cruz de la Sierra en Bolivia; Sofía en Bulgaria; Toronto en Canadá; Hong Kong en China; San Jose en Costa Rica; Aalborg, Copenhagen y Odense en Dinamarca; Ponphei en la Micronesia; Suva en Fiji; Espoo y Helsinki en Finland; Ciudad de Guatemala en Guatemala; Bologna, Florencia, Milán, Nápoles, Palermo, Roma, Turín y Venecia en Italia; Amman en Jordania; Ciudad de México en México; Auckland, Christchurch y Hamilton en Nueva Zelandia; Oslo, Tromso y Trondheim en Noruega; Manila en Filipinas; Gdansk, Lodz, Poznan, Torun y Varsovia en Polonia; Lisboa en Portugal; Moscú y Petropalovsk-Kamchatsky en Russia; Ciudad de Singapur en Singapur; Cape Town en Sudáfrica; Ekero, Gothenberg, Kalmar, Kiruna, Lilla Edet, Malmö, Mullsjo, Nassjo, Norrkoping, Orebro, Sodertalje, Ulricehamn y Vaxjo e Ystad en Suecia; Estambul en Turquía; Abu Dhabi, Dubai, Fujairah y Sharjah en Emiratos Arabes Unidos; Londres en Inglaterra; Chicago, Las Vegas, Los Angeles, San Francisco, Miami y Nashville en Estados Unidos.
6. Que esta acción mundial también busca hacer llegar un mensaje a los líderes de los 170 países que se reunirán del 6 al 18 de diciembre de este año en Copenhague en una Conferencia sobre el Clima, ocasión en que se firmaría un nuevo tratado global sobre cambio climático que sustituya al Protocolo de Kyoto a partir de 2012. Esta Conferencia de las Partes es la Nº15 en el marco de la Convención del Cambio Climático, cuya última versión se realizó en diciembre de 2007 en Bali.
7. Que el 28 de marzo será un día simbólico en el que millones de personas en todo el mundo dedicarán una hora a tomar conciencia sobre los impactos del cambio climático sobre nuestro planeta. Cada pequeño gesto que se realice durante esa hora ayudará a fomentar la sensibilización mundial sobre el futuro de la Tierra.
8. Que esta acción simbólica puntual puede transformarse, a nivel individual, en un cambio de hábitos y una toma de conciencia permanente para frenar el calentamiento del planeta. A nivel mundial, será una clara llamada de atención a los gobiernos, para que asuman su responsabilidad y tomen las decisiones necesarias para  defender el futuro del planeta.

El Senado acuerda:

1. Respaldar y sumarse a la tercera versión de la campaña denominada “La Hora del Planeta” que propone apagar todas las luces posibles el día 28 de marzo, entre las 20:30 y las 21:30 horas, de manera de llamar la atención sobre los efectos del cambio climático y sobre la necesidad de efectuar cambios en la conducta individual y colectiva de los chilenos respecto de tener un consumo de energía más responsable con las futuras generaciones.

2. Disponer el corte de energía eléctrica en todas las oficinas y servicios que sea posible en las dependencias del Senado, que no afecten la seguridad ni el funcionamiento del edificio, en el lapso señalado.

3. Solicitar a la H. Cámara de Diputados su adhesión a esta iniciativa, de manera que sea el edificio del Congreso Nacional en su conjunto el que entregue este gesto de preocupación por el gasto energético y su relación con el cambio climático.

4. Solicitar al Gobierno adoptar todas las medidas que estén a su alcance para instruir a las instituciones dependientes del Ejecutivo para que también hagan su aporte a esta campaña.
5. Hacer un llamado a las municipalidades, a través de su Asociación Nacional, para que puedan evaluar y decidir su participación activa en esta actividad mundial.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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